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Roberto Fantuzzi:
EXISTE "UNA CULTURA
ANTI-CAPACITACION"

• El presidente de la Asociación de Exportadores de Manufacturas (ASEXMA)
señaló que los niveles de capacitación son muy bajos.

En entrevista concedida al Boletín Oficial
de la Dirección del Trabajo el presidente de
ASEXMA, Roberto Fantuzzi, se refirió sobre
la firma de los tratados comerciales y el
efecto de los acuerdos en las PYMES, entre
otros temas.

¿Cuáles son los desafíos que deberá asu-
mir el país con la firma de los tratados de
libre comercio?

Este país se va a reconocer gracias al
Presidente Lagos y a los presidentes anterio-
res que tomaron como decisión la apertura
(comercial) y decidieron transformar a una
nación de 15 millones de habitantes en 1300
millones de consumidores.

Eso es una oportunidad enorme. Sin em-
bargo, al igual que cuando uno se casa y
recibe la libreta de matrimonio, después tie-
ne que comenzar a construir la familia. Y eso
es lo que deberíamos estar haciendo y la-
mentablemente como chileno veo que no lo
estamos (llevando a cabo) con el esfuerzo
adecuado. Tenemos una serie de debilidades
que debemos transformar en fortalezas.

¿Cuáles son esas debilidades?

Tenemos una educación que deja mu-
cho que desear. Los niveles de capacitación
son muy bajos..., del orden del 30% de utili-
zación de los recursos entregados (a través
de la franquicia tributaria SENCE).

Por otra parte, debemos "pegarnos un
salto tecnológico". En esa área, a mi juicio,

el país se va a ver beneficiado porque va a
llegar mucha inversión extranjera, ya que les
estamos abriendo un mercado de 1300 mi-
llones de habitantes.

¿Por qué razón usted cree que existen
bajos niveles de capacitación?

Pienso que ello se debe a que existen
una serie de opiniones y que a veces son

La mayoría de los empresarios cumple con las leyes
laborales, las que son bastante proteccionistas. En
Estados Unidos las mujeres embarazadas no tienen
los beneficios que acá en Chile en materia de resguar-
do laboral, por ejemplo.



Septiembre 176 / 2003

Entrevista2

poco creíbles. Por lo general, se quiere au-
mentar el capital humano, sin embargo, cuan-
do se capacita se piensa lo siguiente: El
empleado se me puede ir, o me puede pedir
un aumento en sus remuneraciones, o va a
formar un sindicato, etc. Entonces existe
"una cultura anti-capacitación".

No obstante ello, hay que señalar que
dicha cultura no se da solamente en el ámbi-
to empresarial-privado, sino que en las em-
presas del Estado, las cuales dejan "mucho
que desear en materia de capacitación". Por
eso pienso que éste es un problema cultural,
donde existe en general una actitud que yo
no la comparto y que se debe trabajar para
que esto cambie.

¿Piensa que se van a desarrollar otras
formas de trabajo, como por ejemplo, el
teletrabajo?

El teletrabajo ya existe y no sólo a nivel
nacional sino también internacional…. Con el
crecimiento de la actividad económica sólo
se desarrolla más.

Flexibilidad Laboral

¿De qué forma se deberían pactar las
jornadas de trabajo, entre trabajadores y em-
presarios?

Si eso se pacta con el sindicato no ten-
dré el universo total. Los mismos dirigentes
sindicales están diciendo que ellos tienen el
15% del total del universo, por consiguiente,
se limitaría a esa cifra. Por eso pienso que
tienen que existir conceptos más amplios y
ojalá todos tengan el mismo derecho (a pac-
tar sus jornadas).

¿Piensa que las PYMES se van a ver
favorecidas con la firma de estos tratados?

Siempre hay costos, pero no me cabe
ninguna duda, y esa es una opinión personal,
de que las PYMES se van a ver favorecidas,
ya que cuando crece el país, crecen todos.

Pero tendrán que competir...

Las PYMES son las que menos compiten.
Los que compiten son los productos masivos.
Y en ese sentido, las PYMES abastecen a los
exportadores. Por ejemplo, cuando se expor-
ta vino alguien tuvo que hacer la etiqueta, el
corcho, transportar el producto, etc. y todo
eso es realizado por las PYMES.

Ojalá que a los productores de vino les
vaya extraordinariamente bien en materia de
exportación porque así "arrastra" al resto, ya
que (las PYMES) son exportadores indirectos.

¿Qué sucede con los microempresarios?

Los microempresarios son los más débi-
les. Pienso que no hay política en este país
para ellos, sólo existen planes piloto.

¿Piensa Ud. que se han superado las
diferencias asimétricas que existían en mate-
ria laboral y medioambiental con la firma de
estos acuerdos?

Creo que Chile ha hecho ya un gran
esfuerzo. Si bien no soy experto en el tema
ni en los convenios suscritos con la OIT, creo
que Chile ha firmado más convenios incluso
que Estados Unidos... En todo caso, pienso
que la "gran masa" de los empresarios cum-
ple con las leyes laborales, las que hay que
decir son bastante proteccionistas. En Esta-
dos Unidos las mujeres embarazadas no tie-
nen los beneficios que acá en Chile en mate-
ria de resguardo laboral, por ejemplo.

Pero el mismo pdte. de la CUT ha seña-
lado que en Chile "no se cumple la ley labo-
ral"...

El presidente de la CUT dice que hay
mucho empresario que no paga las leyes
sociales. Aquello puede ser efectivo, incluso,
supongamos que yo podría estar en la lista,
pero si uno observa el total de endeudamien-
to por efectos de leyes sociales es del orden
de 500 millones de dólares. Si se ve el total
de lo que se ha depositado en el sistema es
mayor a la cifra anterior. Lo que se ha dejado
de pagar corresponde a menos de un 1%.
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En ese sentido, los empresarios son "muy
buenos pagadores". A los que no se le pagan
leyes sociales es a los funcionarios públicos,
quienes están a honorarios.

¿Y qué sucede en materia medioambien-
tal? Le hago la pregunta porque las exigen-
cias que se establecen con la firma de estos
tratados son altas...

Las exigencias son altas, pero Chile, en
general, las cumple. Pienso que entre más
consciencia se tome y mientras más esfuer-
zos se realicen será mejor.

Hay que señalar que no sólo se debe
cuidar el medioambiente a raíz de los acuer-
dos, sino porque es un patrimonio nacional
que hay que proteger, ya que es parte de
nuestro capital como país.

Pero existe la tendencia a pensar que
cuando las empresas invierten en infraes-
tructura para proteger el medio ambiente au-
mentan los costos ...

No, es al revés. Hay un sistema de
sustentación que se denomina producción
limpia. A medida que más cuido el medio
ambiente, menores costos se tienen. Por ejem-
plo, habrá menos desechos que son costos
escondidos.

¿Es partidario de una segunda reforma
laboral?

Siempre he pensado igual, si bien deben
haber cambios creo que a veces no se nece-
sita de leyes. Por ejemplo, cuando se está
discutiendo el proyecto sobre la siesta yo
soy partidario de ella aunque (no duermo)
siesta. Sin embargo, pienso que aumenta los
niveles de productividad, pero para eso no se

requiere de una ley. Actualmente, en algunas
empresas se está haciendo gimnasia de 10
minutos para evitar, por ejemplo, la tendinitis
y el empresario no ve aquello como una
pérdida de tiempo, sino como algo que va en
beneficio de la productividad, lo mismo suce-
de con la siesta donde hay empresas que
voluntariamente la han establecido.

Imagínese lo que significa legislar sobre
los momentos en que se podrá tomar una
siesta, los momentos, que sucederá con los
trabajos continuos, va a ser lo más engorro-
so y burocrático...

¿Piensa que la discriminación laboral es
un tema que se ha superado?

No. Pienso que la discriminación laboral
va a seguir existiendo siempre. Eso se debe a
que existen actividades que requieren de un
determinado perfil, por ejemplo, en materia
de trabajos forzados, no se me pasaría por la
mente contratar a una mujer, etc. Hay que
señalar que existe discriminación por las pro-
pias leyes que hay, como (por ejemplo) el
hecho de que el hombre (el trabajador) no
tiene derecho a utilizar sala cuna para su
hijo.

Pero estamos hablando en otros térmi-
nos, por ejemplo, cuando se discrimina entre
una persona rubia y otra morena, por ejem-
plo.

Estaba llevando el tema al extremo para
señalar que la discriminación siempre va a
existir. Si la exigencia es ser rubia es porque
la persona así lo quiere, ése es el perfil,
aunque no lo comparto. Y volvemos al mis-
mo tema y que se refiere a cuál será el límite
para legislar.
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ALGUNAS EXPERIENCIAS DE
CAPACITACION EN LA DIRECCION

DEL TRABAJO
José Luis Ibáñez V. (*)

I. Introduccion

Frente a la reciente visita a nuestro país
del señor Bruce Arthur Millies, estado-
unidense, abogado y asesor en materias
de Higiene y Prevención de riesgos de
un Sindicato de transportistas en dicho
país y que agrupa a un millón y medio
de asociados, se me pidió realizar una
presentación respecto a experiencias de
capacitación a usuarios externos de la
Dirección del Trabajo.

Como resultado de dicho ejercicio, me
pareció relevante pensar sobre cuáles
han sido en los últimos años las expe-
riencias de capacitación, que esta insti-
tución ha desarrollado y orientado hacia
el mundo laboral y sus actores, con la
finalidad de potenciarlos en el ejercicio
de sus derechos y obligaciones, dando
cumplimiento con ello a una de las múl-
tiples funciones establecidas en su pro-
pia ley orgánica, el D.F.L. Nº 2 del año
1967.

En efecto, en dicho cuerpo legal se se-
ñala en su artículo I, letra c) que "le
corresponderá particularmente, sin per-
juicio de las funciones que leyes genera-
les o especiales le encomienden, la di-
vulgación de los principios técnicos de
la legislación laboral".

En el mismo artículo en su letra e) se
señala además que le corresponderá "la

realización de toda acción tendiente a
prevenir y resolver los conflictos del tra-
bajo".

Profundizando lo anterior, el artículo 10
de la ley orgánica en comento, radica
como una tarea más del Departamento
de Relaciones Laborales el fomento de
las organizaciones sindicales y en su
letra d) señala como otra de sus funcio-
nes, "propiciar cursos de orientación sin-
dical". Basado en este mandato legal y
en la convicción que la divulgación es
una herramienta eficaz para contribuir a
mejorar la preparación y por lo tanto el
mejor dominio de la normativa laboral y
consecuentemente, un cumplimiento más
efectivo por parte de los actores labora-
les de la normativa vigente, es que la
Dirección del Trabajo ha generado en los
últimos años una serie de instrumentos
y múltiples acciones, en orden a apoyar
y potenciar el trabajo de la difusión y de
la capacitación (1), orientándola no sólo a
trabajadores organizados y a empleado-
res de actividades económicas tradicio-

(*) Profesional Departamento de Relaciones Labora-
les. Unidad Servicio Asistencia Técnica. Unidad
de Mediación.

(1) Capacitación: Conjunto de acciones pedagógi-
cas permanentes que a través de distintas me-
todologías y programas de enseñanza, el servi-
cio entrega a sus usuarios para potenciar el co-
nocimiento y manejo de la Normativa Laboral y
otras materias que emanan de la Relación La-
boral.

Difusión: Conjunto de acciones consistente en
campañas comunicacionales e informativas reali-
zadas por distintos medios que promuevan el de-
sarrollo de Relaciones Laborales equitativas y res-
ponsables.
Doc. de Planificación Estratégica del área de Re-
laciones Laborales de la Dirección del Trabajo; mar-
zo 2003.
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nales, sino que ampliando la cobertura a
sectores emergentes, como trabajado-
res temporeros agrícolas (mayoritaria-
mente mujeres), trabajadores del sector
pesquero (salmoneros) y forestal, jóve-
nes estudiantes de enseñanza media y
técnico profesional, profesionales que
se desempeñan de manera independien-
te (contadores, administradores), traba-
jadoras de casa particular, micro y pe-
queños empresarios.

El énfasis está puesto preferentemente
en estos sectores, caracterizados por
utilizar gran cantidad de mano de obra,
pero también por su precariedad e infor-
malidad, tanto desde el punto de vista
económico como en sus formas de or-
ganización, lo que redunda en elevada
infraccionalidad y relaciones laborales
deficitarias. A lo anterior se adiciona las
dificultades que tienen para acceder a
información actualizada y completa en
materias de legislación laboral, previsio-
nal y de higiene y seguridad. Lo que se
busca es apoyarlos, entregándoles la
posibilidad de acceder a capacitación
gratuita en dichas materias de suerte tal
de contribuir a su desarrollo.

Viene a reforzar lo anterior la incorpora-
ción en la última Reforma Laboral del
artículo 477, que permite la sustitución
de multa impuesta por infracción a lo
dispuesto en el Código del Trabajo, por
asistencia obligatoria a Programas de
Capacitación dictados por la Dirección
del Trabajo para empleadores que ten-
gan contratados nueve o menos trabaja-
dores, es decir microempresarios. (2)

Para acceder a esta sustitución, el propio
artículo en comento señala que debe ser
el afectado quien lo solicite y el Inspector
del Trabajo respectivo quien lo autoriza.

Aquí se releva el tema de la capacita-
ción en materias laborales, al permitir
sustituir una multa administrativa por
una capacitación no superior a dos se-
manas, orientada a microempresarios,
en los que la infraccionalidad que regis-
tran se debe también entre otras razo-
nes, a un desconocimiento de la norma-
tiva laboral vigente.

Este artículo del Código del Trabajo, a
mi juicio, formaliza la capacitación
reactiva, lo que generará una demanda
cuya dimensión no es posible determi-
nar por ahora, pero encontrará a esta
institución mejor preparada, al contar
con un grupo de funcionarios, con vasta
experiencia en el tema de la capacita-
ción y con un conocimiento privilegiado
de los actores involucrados. Lo anterior
no ha sido fácil, ha significado un traba-
jo arduo y un desafío en términos de ir
generando permanente y progresivamen-
te nuevos instrumentos, que perfeccio-
nen el accionar institucional en esta lí-
nea, tanto del nivel central como en
regiones.

"En este contexto, parece sin duda más
eficaz y con un rango inequívoco de
modernidad, un accionar de los organis-
mos públicos del trabajo menos sancio-
nador y más formador y preventivo, que
apueste a un cambio cultural en los pe-
queños empresarios respecto a las rela-
ciones laborales y de desarrollo de los
recursos humanos, para mejores condi-
ciones de trabajo y un mayor desarrollo
de la empresa". (3)

II. Desarrollo

Para efectos de esta reflexión, se toma-
ron tres experiencias de capacitación al

(2) Considerando el tamaño de la empresa, según
número de trabajadores de acuerdo a clasifica-
ción hecha por MIDEPLAN.

(3) Baltera, Pablo; Pequeña Empresa: El Otro Em-
prendimiento. Cuadernos de Investigación. Di-
rección del Trabajo, pág. 42.
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interior de la Dirección del Trabajo. La
primera, abarcó a un amplio espectro de
usuarios y las dos últimas apuntaron a
sectores de actividad económica especí-
fica.

Se entiende, por cierto, que no son las
únicas, pero tienen a mi juicio el mérito
de marcar una forma distinta de abordar
la capacitación. Dan cuenta de una
intencionalidad creciente de pasar de una
capacitación reactiva a una capacitación
proactiva, incorporando elementos de
diagnóstico respecto a demandas regio-
nales específicas de los usuarios involu-
crados, niveles de conflictividad, secto-
res económicos a los que pertenecen,
historia laboral, entre otros. Estos ele-
mentos no siempre fueron utilizados para
abordar el tema de la capacitación a
externos desde la perspectiva de una
institución pública, como tampoco una
planificación pedagógica de dichas acti-
vidades que incluyera evaluaciones post-
aula.

"El diagnóstico de necesidades propor-
cionará la materia prima para hacer un
plan y programas concretos de trabajo,
facilitará la presupuestación, proporcio-
nará indicadores no sólo para la planea-
ción sino para la evaluación". (4) Este
aspecto es importante porque, como lo
señala el mismo autor, si no se conside-
ran las necesidades que en materias la-
borales, previsionales y de higiene y se-
guridad tienen los usuarios se puede caer
en el error de "capacitar por capacitar".

Estas experiencias son:

– El fondo Concursable de Divulga-
ción de la Normativa Laboral.

– El trabajo con Mujeres Trabajadoras
Temporeras de la Agro-exportación.

– Y el Programa de Formación de Mo-
nitores en Salud Ocupacional.

– Fondo Concursable de Divulga-
ción de la Normativa Laboral

Apuntaba al desarrollo de difu-
sión y capacitación más perma-
nente en las distintas regiones
del país, considerando para ello
las vocaciones productivas y la-
borales de cada región. Se desa-
rrolló entre los años 1997, 98 y
99. Cada región del país presen-
taba un determinado número de
proyectos de capacitación que
recogía requerimientos propios
de su realidad regional, además
de seguir orientaciones que se
entregaron desde el nivel central
para posteriormente, concursar
a un Fondo Nacional que asigna-
ba un monto de dinero, en fun-
ción de los proyectos seleccio-
nados previamente por el Depar-
tamento de Relaciones Labora-
les.

Esta experiencia generó una muy
interesante apertura hacia otras
instituciones públicas (Municipa-
lidades, Intendencias, Universi-
dades Regionales, Sernam, en-
tre otras), con las que se esta-
blecieron alianzas estratégicas
que permitieron avanzar en un
aumento en el financiamiento de
dichas actividades por parte de
estas instituciones, en conjunto
con la Dirección del Trabajo, de
manera directa o indirecta en al-
gunos casos. Se promovió así la
alianza estratégica con institu-
ciones públicas y privadas para
el financiamiento de las activi-
dades planificadas por las regio-
nes. Por ejemplo, para el año
1998 el 26% de las actividades
ejecutadas en todo el país contó
con financiamiento de otras ins-

(4) Reza Trosino, Jesús C. Cómo Diagnosticar las
necesidades de Capacitación en las Organiza-
ciones. México 1995, pág. 64.
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tituciones y el 74% fue aporta-
do por la Dirección del Trabajo.
Lo anterior potenció, a mi juicio,
la mejor entrega de contenidos
en las actividades programadas,
desafió a las regiones a desarro-
llar nuevos y mejores instrumen-
tos de difusión y el trabajo en
alianza, con otras instituciones,
demandó una mayor y mejor co-
ordinación con estas institucio-
nes. El Grupo Objetivo al cual se
orientaron las actividades, privi-
legió a Trabajadores Sindicaliza-
dos y no Sindicalizados, dirigen-
tes de sindicatos de empresas,
preferentemente jóvenes traba-
jadores, estudiantes de enseñan-
za media y profesional, mujeres
trabajadoras, profesores, peque-
ños y microempresarios. Como
resultado de dichas actividades
de capacitación, desde el punto
de vista de la cobertura, se pue-
de señalar que en los tres años
que operó el Fondo Concursable
(año 1997,1998 y1999), se lle-
gó a un total de 45.300 perso-
nas capacitadas a lo largo del
país.

– Mujeres Trabajadoras Tempore-
ras de la Agroexportación:

Este fue un trabajo que realizó la
Dirección del Trabajo en conjun-
to con el Servicio Nacional de la
Mujer. En una segunda etapa se
incorporó el Ministerio de Salud
y de Agricultura.

El diagnóstico que se tenía en
ese momento (año 1999 y
2000), era la precariedad en el
cual se desempeñaban los tra-
bajadores del sector agrícola de
temporada (mayoritariamente
mujeres), las extensas jornadas
de trabajo, las inadecuadas con-
diciones de higiene y seguridad

en los lugares de trabajo, el in-
cumplimiento de normas labora-
les esenciales, etc.

El trabajo conjunto se orientó a
la construcción de un instrumen-
to de difusión de la normativa
laboral adecuado al grupo objeti-
vo específico al cual se quería
llegar y con una metodología ac-
tiva y participativa. Esto signifi-
có un arduo trabajo de defini-
ción de qué instrumento había
que construir, con una metodo-
logía y selección adecuada de
temáticas, que los propios usua-
rios estimaban que era necesa-
rio recoger e incorporar al instru-
mento definitivo. Esta forma de
abordar la construcción del ins-
trumento final no es menor, pues
su resultado fue un módulo que
efectivamente recogía todos
aquellos elementos prácticos que
los propios destinatarios finales
consideraron relevantes, no sólo
en términos de contenidos, sino
que también, en su presentación
gráfica.

Implicó, además, otras acciones
como realizar una prueba piloto
del módulo borrador, con un gru-
po de mujeres trabajadoras tem-
poreras, luego de lo cual se rea-
lizaron algunos ajustes y se cons-
truyó el modulo definitivo, deno-
minado "Los Derechos Labora-
les de las Trabajadoras Tempo-
reras de la Agroexportación".

Era un juego con un tablero, que
en su centro tenía escrita la pre-
gunta, ¿Cuánto sabemos de
nuestros Derechos Laborales?,
en torno al cual se orientan seis
espacios rectangulares con dis-
tintos colores, al que se les asig-
nó un tema: verde para contrato
de trabajo, amarillo para remu-
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neraciones, café indicaba jorna-
da laboral, rojo previsión, azul
protección a la maternidad y ce-
leste referido al rol de la Direc-
ción del Trabajo. Este último
tema fue incorporado luego de
la prueba piloto con los usuarios
respectivos que lo solicitaron,
desplazando a otro tema origi-
nalmente considerado.

En total 48 tarjetas con una pre-
sentación muy atractiva y con
un lenguaje sencillo y compren-
sible para los participantes, divi-
didas según temas y colores que
se colocan boca abajo en los
espacios correspondientes del
tablero. Se juega con 4 a 6 juga-
dores que a su tiempo van lan-
zando un dado y sacan una tar-
jeta del montón correspondiente
al número obtenido. El jugador
lee la tarjeta en voz alta y opina,
si cree que la afirmación conte-
nida en la tarjeta es verdadera o
falsa. El grupo discute sobre esto
y finalmente ubica la tarjeta en
el casillero asignado a verdadero
o falso. Si no se llega a acuerdo
entre los miembros del grupo, la
tarjeta deberá ser ubicada en el
casillero de "no resuelto".

De este modo, todos los inte-
grantes del grupo juegan y parti-
cipan animadamente, lo que ori-
gina interesantes discusiones
entre ellos y el intercambio de
múltiples experiencias, en un
ambiente de relajo y de espacios
de mayor confianza.

El juego llega a su fin cuando el
grupo ha "procesado" todas las
tarjetas, o bien cuando se cum-
ple el tiempo previamente esti-
pulado para su desarrollo. La eva-
luación la hacen los propios ju-
gadores con la supervisión del
monitor respectivo.

El resultado de esta experiencia
fue la construcción de dos Mó-
dulos sobre "Los derechos de
las Trabajadoras Temporeras de
la Agroexportación". El segundo
de ellos incorporó el tema de
Higiene y Seguridad en el traba-
jo con similar metodología.

Este material fue distribuido en-
tre las oficinas de la Tercera y
Novena Región  en un total de
370 set el primero y 500 set el
segundo, ampliándose la cober-
tura hasta la X Región. Asimis-
mo, se realizó una transferencia
metodológica que incluyó a fun-
cionarios tanto de la Dirección
del Trabajo como de otros orga-
nismos públicos (Ministerio de
Salud y Agricultura), que a nivel
más operativo trabajaban en di-
fusión con este segmento de tra-
bajadores.

– Formación de Monitores en Sa-
lud Ocupacional:

La última experiencia es más re-
ciente y tiene que ver con un
trabajo planificado y ejecutado
por la Dirección del Trabajo con
la Confederación Minera, con-
tando con el apoyo y la colabo-
ración del Instituto de Salud Pú-
blica y la Superintendencia de
Seguridad Social. Este curso con-
vocó durante 4 semanas, desde
septiembre a diciembre del año
2002, a trabajadores con exper-
tos nacionales en las más diver-
sas temáticas laborales, que
aportaron sus conocimientos y
experiencia, para formar moni-
tores en Salud Ocupacional, ca-
paces de identificar y evaluar
acciones y condiciones insegu-
ras en sus lugares de trabajo.
Concurrieron 25 representantes
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de trabajadores del sector mine-
ro y 10 de otros sectores econó-
micos como Lan-Chile, Cemento
Polpaico, Metalurgia, Construc-
ción, vidrio y cristal.

El objetivo de este curso era pre-
parar a trabajadores, dirigentes
sindicales y miembros de Comi-
tés Paritarios de medianas y gran-
des empresas en materias espe-
cíficas de salud ocupacional para
prevenir riesgos en los lugares
de trabajo y para colaborar en la
implementación de estos temas
en las políticas de gestión de las
empresas. Dentro de los múlti-
ples aspectos que distinguieron
esta actividad de capacitación,
se puede señalar que fueron los
propios trabajadores representa-
dos por la Confederación Mine-
ra, quienes pidieron y validaron
los contenidos que finalmente se
entregaron. Además, tuvieron
participación como expositores
junto al resto de los monitores
invitados.

Otro elemento que caracterizó
esta capacitación es que a va-
rios trabajadores que asistieron
al curso les fue pagado por la
propia empresa el pasaje aéreo y
la alimentación mientras se de-
sarrolló la actividad. Este as-
pecto no es menor, pues objeti-
vamente la empresa en estos
casos reconoce la importancia
que este tipo de actividades tie-
ne para los trabajadores y tam-
bién para ellos. Es a mi juicio,
también, una muestra de con-
fianza y de validación de estas
empresas, de la contribución que
puede realizar este trabajador
monitor capacitado, en mejorar
las condiciones de salud de hi-
giene y seguridad en el trabajo.
Este tremendo desafío requiere

el esfuerzo y la coordinación de
todos los actores involucrados
(trabajadores, organización sin-
dical, comités paritarios y em-
pleador).

Otro elemento importante de esta
experiencia de capacitación fue
el considerar desde el minuto
mismo de su planificación, con-
tenidos teórico-prácticos, ade-
más de una etapa de evaluación
no sólo en aula, sino con poste-
rioridad al término del curso, es-
timándose como tiempo pruden-
te un año.

Dicha evaluación recogió no sólo
la opinión de los trabajadores
monitores, sino también la opi-
nión que las empresas tienen res-
pecto al accionar de éste y de la
formación recibida, lo que es
importante para corregir, reorien-
tar e incorporar nuevos conteni-
dos de la realidad laboral de los
sectores específicos involucra-
dos. Ya antes de la evaluación,
los monitores de los sectores de
transporte aéreo y metalúrgico
han promovido acciones tendien-
tes a mejorar las condiciones de
trabajo en las empresas del sec-
tor, organizando talleres con el
apoyo de la Dirección del Traba-
jo, solicitando inspecciones a
empresas que no respetan la nor-
mativa laboral. Pero estas solici-
tudes han ido acompañadas de
una descripción detallada de las
deficiencias en materia de Higie-
ne y Seguridad.

Por otro lado, una de las empre-
sas representadas en este curso
(SQM), validó a sus monitores
asistentes al curso, incorporán-
dolos a grupos de discusión, con-
siderando sus opiniones, promo-
viendo el autocuidado, generan-
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do campañas de prevención in-
terna de estos temas, incorpo-
rando a las jefaturas en los Co-
mités Paritarios, para que efecti-
vamente lo que allí se acuerda
se ejecute en beneficio de la sa-
lud de los trabajadores. El traba-
jo conjunto (de acuerdo a lo que
señaló en su oportunidad la en-
cargada de capacitación de esta
empresa), permitió mejorar los
estándares de prevención tanto
internos como de las empresas
contratistas.

III. Comentarios Finales

A partir de las experiencias de capacita-
ción seleccionadas y comentadas prece-
dentemente, me parece necesario seña-
lar como fortalezas en esta área en los
últimos años, lo siguiente:

• La instalación progresiva en los dis-
tintos niveles de la institución, de la
importancia que tiene la difusión y la
capacitación, para contribuir a for-
mar actores laborales responsables
en un marco de respeto mutuo. Es-
tas actividades de capacitación go-
zan de pleno reconocimiento y vali-
dación al interior de la institución y
nadie hoy cree que sea una activi-
dad menor. Por el contrario, es una
actividad más que desarrolla la insti-
tución para lograr sus objetivos.

• Sistematización de las acciones: la
incorporación en la planificación
anual de las oficinas de todo el país,
de las actividades de difusión y ca-
pacitación que se ejecutarán, incor-
porando elementos como la identifi-
cación de los usuarios, el monitor a
cargo, los costos involucrados, las
alianzas estratégicas que se requie-
ren, fechas y lugar donde se realiza-
rá la actividad, entre otra informa-
ción.

• Instalación a lo largo del país de un
grupo de funcionarios que se dedica
a la difusión y capacitación de mate-
rias laborales, previsionales, de hi-
giene y seguridad de manera perma-
nente.

•  Incorporación de nuevas metodolo-
gías y material de apoyo técnico y
gráfico (guías, trípticos, transparen-
cias, power point), para facilitar el
logro efectivo de los objetivos esta-
blecidos. El incorporar actividades
prácticas para facilitar el aprendizaje
de los destinatarios, en su mayor
parte personas adultas, es un desa-
fío permanente.

•  Ampliación de la cobertura: incor-
poración en las actividades de capa-
citación en cada región de sectores
emergentes (mujeres, jóvenes, estu-
diantes de enseñanza media y técni-
co profesional, dirigentes nuevos,
contadores profesionales, etc.).

• La experiencia adquirida permite en
la actualidad una mayor coherencia
y uniformidad en los contenidos te-
máticos entregados a lo largo de
todo el país.

• Este tipo de actividades de capacita-
ción y difusión se traduce en una
aproximación con los actores labo-
rales, más cercana y amigable, per-
mitiendo mostrar una faceta distinta
de las  funciones y tareas que les
corresponde desarrollar a los orga-
nismos públicos del trabajo.

Por otra parte, me parece, que aún que-
da mucho por hacer en éste ámbito, y
para ello se hace necesario:

• Mejorar y validar los mecanismos de
diagnóstico, para abordar de una
manera más acertada las demandas
y acciones de capacitación y difu-
sión. Conocer las carencias en cuan-
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to a conocimientos, aptitudes y há-
bitos, que los usuarios tienen y re-
quieren para cumplir sus tareas y
roles en un marco de cumplimiento
y respeto de la normativa laboral.
Este aspecto no deja de ser impor-
tante a mi juicio, porque permitiría
responder de manera más concreta
a la especificidad regional que pre-
sentan los usuarios a lo largo del
país.

• Generar los instrumentos y/o me-
dios que permitan realizar un segui-
miento posterior a la actividad de
capacitación y poder medir su ver-
dadera utilidad para los usuarios.
Dentro de este punto me parece que
está pendiente implementar registros
computacionales (dentro del Sirela u
otro), de las actividades de capaci-
tación que se realizan en cada una
de las regiones del país, lo que per-
mitiría tener información actualizada
respecto a la identificación de los
usuarios cubiertos (sindicatos, gru-
po de trabajadores, empleadores,
etc.) los temas que se entregaron, el
número de horas involucradas en
cada actividad, nombre del monitor
a cargo, etc. El manejo de dicha
información, tanto en el nivel regio-
nal como nacional, permitiría focalizar
las actividades a aquellos sectores
no cubiertos, no repetir actividades
de similares contenidos con secto-
res a los cuales ya se les entregó y
con estos últimos profundizar u abor-
dar nuevas temáticas de su interés.

• Lo anterior permitiría, además, po-
tenciar la capacitación proactiva, por
sobre la capacitación reactiva que
es la que en términos generales ha
predominado, reforzada ahora por lo
señalado en el artículo 477, de re-
ciente incorporación a nuestro Códi-
go del Trabajo. Este desafío no es
menor, pero la experiencia y las com-
petencias requeridas ya están insta-
ladas.

• Considerar en la programación de
actividades de capacitación interna
de la institución, programas de for-
mación que permitan mejorar el des-
empeño técnico, metodológico, de
los funcionarios que se dedican a la
difusión y capacitación. El énfasis
deberá estar centrado en nuevas
metodologías, diseño y confección
de material de apoyo para la capaci-
tación de adultos.

• Esto claramente debe ir asociado con
la identificación por parte de la insti-
tución, de los funcionarios que en
cada región se dedican a estas acti-
vidades, potenciando la idea de for-
mar una red de monitores laborales
permanente, a los cuales se les re-
conoce y valora su aporte en la for-
mación de actores laborales mejor
informados de sus derechos y obliga-
ciones, contribuyendo a la construc-
ción de mejores Relaciones Labora-
les al interior de las organizaciones.

• Generar los espacios en el nivel re-
gional y nacional, para un encuentro
al que puedan asistir todos aquellos
que se dedican a la difusión y capa-
citación al interior del servicio y de
otros servicios públicos (INP, ISP,
SERNAM, por ejemplo), incluyendo
a especialistas de universidades y
organismos técnicos, para reflexio-
nar sobre el tema de la capacitación
desde instituciones del sector públi-
co, promoviendo el intercambio de
experiencias y pensando en conjunto
nuevas metodologías que fortalezcan
aprendizajes participativos que poten-
cien la idea  de "aprender haciendo".

Bibliografia

1 Código del Trabajo. Decreto con Fuerza
de Ley Nº 1, Edición 2002.

2. D.F.L Nº 2 de 1967.
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DIRECCION DEL TRABAJO
UN SERVICIO COMPROMETIDO
CON EL MUNDO DEL TRABAJO

La Dirección del Trabajo es un Servicio
Público descentralizado con personalidad jurí-
dica y patrimonio propio. Está sometido a la
supervigilancia del Presidente de la República
a través del Ministerio del Trabajo y Previsión
Social y se rige por su Ley Orgánica.

PRINCIPALES TAREAS O FUNCIONES DE
LA DIRECCION DEL TRABAJO

• Fiscaliza el cumplimiento de las normas
laborales, previsionales y de higiene y
seguridad en el trabajo.

• Fija el sentido y alcance de las leyes del
trabajo, mediante dictámenes.

• Da a conocer a trabajadores y empleado-
res los principios de la legislación laboral
vigente.

• Efectúa acciones tendientes a prevenir y
resolver los conflictos del trabajo, gene-
rando un sistema que privilegie la coope-
ración y los acuerdos entre trabajadores
y empleadores.

• Proporciona asistencia técnica a los acto-
res del mundo laboral, para favorecer rela-
ciones laborales armónicas y equilibradas.

• Cuenta con un sistema de mediación para
la solución de conflictos colectivos del
trabajo y con un sistema de conciliación
individual.

Acuda a la Inspección correspondiente,
de la comuna o provincia en que usted
trabaja para realizar, entre otros, los si-
guientes trámites:

• Consultas laborales.

• Solicitudes de fiscalización (denuncias).

• Reclamos por despido.

• Solicitudes de certificados de contratis-
tas.

• Consultas sobre constitución de sindica-
tos.

• Actividades de Ministro de Fe (ratifica-
ción de finiquitos, renuncias voluntarias,
declaraciones juradas, constancias, etc.).

Las Inspecciones del Trabajo cuentan  con
profesionales altamente especializados
para:

• Fiscalizar en terreno el cumplimiento de
las leyes laborales y previsionales.

• Actuar como ministros de fe en los actos
propios de las organizaciones sindicales
y en el proceso de negociación colectiva.

• Intervenir en los procesos de Concilia-
ción Individual (comparendos), cuando
ha concluido la relación laboral y se ha
presentado un reclamo.

• Actuar como Mediadores en los conflic-
tos colectivos entre los actores del mun-
do laboral.

La Dirección del Trabajo lleva a cabo sus funciones a través de las Inspecciones del
Trabajo presentes en las comunas y provincias de cada una de las regiones de nuestro
país.
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• Realizar capacitación tanto a trabajado-
res como a empleadores, y hacer difu-
sión de la normativa laboral.

Tenga presente que:

Una denuncia es la acción iniciada por un
trabajador, un grupo de ellos o un diri-
gente sindical, mientras se encuentra vi-
gente la relación laboral, para poner en
evidencia ante la Inspección del Traba-
jo irregularidades laborales y previsio-
nales ocurridas en la empresa en la que
trabaja.

Un reclamo es el acto emprendido por un
trabajador o un grupo de ellos ante la
Inspección del Trabajo, una vez que la
relación laboral ha terminado, con el pro-
pósito de lograr de parte del empleador
el pago de remuneraciones u otros be-

neficios laborales o previsionales que ellos
consideran que aún se les deben.

Al momento de realizar una denuncia o
reclamo debe presentar carné de identi-
dad y adjuntar, en lo posible,  los siguien-
tes documentos:

• Contrato de Trabajo.

• Últimas liquidaciones de sueldo.

• Nombre completo o razón social de la
empresa.

• RUT de la empresa.

• Nombre del representante legal.

• Dirección exacta del lugar de trabajo.

• Cartola informativa AFP o INP.

Cuando no exista causal legal de despido o considere que ésta es injustificada, indebida
o improcedente, el trabajador puede recurrir Tribunales de Justicia dentro de los 60
días hábiles después de haber sido alejado de sus funciones.



Normas Legales y Reglamentarias

Septiembre176 / 2003

15

ESTABLECE NORMAS SOBRE
ACCIDENTES DEL TRABAJO Y

ENFERMEDADES PROFESIONALES (*)(1)(2)(3)

LEY Nº 16.744

(*) Publicada en el Diario Oficial de 1 de febrero de
1968.

(1) La versión anotada de la Ley Nº 16.744, de su
Reglamento general de aplicación y del Regla-
mento para la aplicación de los artículos 15 y
16, sobre exenciones, rebajas y recargos de la
cotización adicional diferenciada, fueron toma-
das del libro actualizable de LexisNexis "Acci-
dentes del Trabajo, Enfermedades Profesiona-
les y Licencias Médicas", cuyo autor es don Juan
Canales Mourgues.

(2) Al texto que se transcribe a continuación se han
incorporado las modificaciones introducidas por
las Leyes Nºs. 16.840 (art. 200), D.O. 24.5.68;
17.365 (art. 24), D.O. 6.10.70; 17.417 (art.
19), D.O. 23.3.71, 17.483;  D.O. 13.9.71;
17.671 (art. 8º), D.O. 14.6.72; 17.940 (art. 22),
D.O. 6.6.73; Decreto Ley  Nº 1.548, de 1976,
D.O. 9.9.76; D.F.L. Nº 90, de 1978, de Previ-
sión Social (art. 12), D.O. 11.1.79; Decretos

Por cuanto el H. Congreso Nacional ha
dado su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

TITULO I

OBLIGATORIEDAD, PERSONAS
PROTEGIDAS Y AFILIACION

Párrafo 1º

Obligatoriedad

Artículo 1º.- Declárase obligatorio el Se-
guro Social contra Riesgos de Accidentes del
Trabajo y Enfermedades Profesionales, en la
forma y condiciones establecidas en la pre-
sente ley.

Párrafo II

Personas protegidas

Artículo 2º.- Estarán sujetas, obligatoria-
mente, a este seguro, las siguientes perso-
nas:

a) Todos los trabajadores por cuenta aje-
na, cualesquiera que sean las labores
que ejecuten, sean ellas manuales o in-
telectuales, o cualquiera que sea la na-
turaleza de la empresa, institución, ser-
vicio o persona para quien trabajen, in-
cluso los servidores domésticos y los
aprendices. (4)(5)

Leyes Nºs. 3.501, de 1980  (arts. 24 y 25),
D.O. 18.11.80; 3.536, de 1980 (art. 6º), D.O.
7.1.81, y Leyes Nºs. 18.011 (art. 8º), D.O.
1.7.81; 18.269, D.O. 28.12.83; 18.754 (arts.
7º y 8º), D.O. 28.10.88; 18.768 (arts. 96 y
97), D.O. 29.12.88; 18.811 (art. 2º),  D.O.
14.7.89; 18.899 (art. 62), D.O. 30.12.89;
19.394, D.O. 21.6.95; 19.454 (art. 8º), D.O.
8.5.96.

(3) El artículo 39, letra b) del D.L. Nº 2.763, de
1979, D.O. 3.8.79, dispone que son atribucio-
nes del Director del Instituto de Salud Pública
de Chile, ejercer las funciones y potestades que
la Ley Nº 16.744 y otras normas legales y regla-
mentarias confieren al Director General de Salud
en las materias de competencia del Instituto.

(4) El Capítulo I del Título II, del Libro I del Código del
Trabajo (arts. 78 a 86), contenido en el D.F.L.
Nº 1, de 1994, del Trabajo y Previsión Social, D.O.
24.1.94 contiene las normas aplicables al contra-
to de aprendizaje, y el Capítulo IV del mismo Títu-
lo y Libro del citado cuerpo legal (arts. 146 a 152),

Continuación Nota (2)
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b) Los funcionarios públicos de la Adminis-
tración Civil del Estado, municipales y de
instituciones administrativamente descen-
tralizadas del Estado. (6)(7)(8)(9)(10)

c) Los estudiantes que deben ejecutar tra-
bajos que signifiquen una fuente de in-
greso para el respectivo plantel.

d) Los trabajadores independientes y los tra-
bajadores familiares. (11)(12)

contiene las reglas y conceptos relativos al con-
trato de trabajadores de casa particular.

(5) El artículo 83, del D.L. Nº 3.500, de 1980, D.O.
13.11.80, que estableció nuevo sistema de pen-
siones, reemplazado por el artículo 1º, Nº 29 de
la Ley Nº 18.646, D.O. 29.8.87, prescribe:

"Los trabajadores dependientes incorporados o
que se incorporen al Sistema que establece esta
ley, quedarán afectos a los regímenes de Pres-
taciones Familiares y Subsidio de Cesantía esta-
blecidos en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 150,
de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión
Social y a las disposiciones sobre riesgos profe-
sionales contenidas en la Ley Nº 16.744, en el
Decreto con Fuerza de Ley Nº 338, de 1960, o
en cualquier otro cuerpo legal que contemple la
protección contra riesgos de accidentes del tra-
bajo o enfermedades profesionales. Sólo para
estos efectos, seguirán sujetos a las institucio-
nes de previsión que a la fecha de publicación
de esta ley estén encargadas de otorgar las pres-
taciones y recaudar las cotizaciones que corres-
pondan"./ En relación con la norma transcrita
cabe señalar:
a) El D.F.L. Nº 150, de 1981, de Previsión

Social, D.O. 25.3.82, fijó el texto refundi-
do, coordinado y sistematizado de las nor-
mas sobre Sistema Unico de Prestaciones
familiares y Sistema de Subsidios de Ce-
santía para los trabajadores de los sectores
público y privado contenidas en los Decre-
tos Leyes Nºs. 307, D.O. 7.2.74, y 603,
D.O. 10.8.74.

b) El D.F.L. Nº 338, D.O. 6.4.60, Estatuto Ad-
ministrativo, fue derogado por el inciso pri-
mero del artículo 157, de la Ley Nº 18.834,
D.O. 23.9.89, que aprobó el nuevo Estatu-
to Administrativo. El inciso segundo de la
norma derogatoria citada, dispone: "Toda
referencia que las leyes vigentes efectúen
al Decreto con Fuerza de Ley Nº 338, de
1960, se entenderá hecha a las disposicio-
nes correspondientes del presente Estatu-
to Administrativo". / Ahora bien, el artículo
110, del Estatuto Administrativo conteni-
do en la Ley Nº 18.834, prescribe: "El fun-
cionario que se accidentare en actos de
servicio o se enfermare a consecuencia o
con ocasión del desempeño de sus funcio-
nes tendrá derecho a obtener la asistencia
médica correspondiente hasta su total re-
cuperación"./ "Se entenderá por accidente
en acto de servicio toda lesión que el fun-

cionario sufra a causa o con ocasión del
trabajo, que le produzca la muerte o la in-
capacidad para el desempeño de sus labo-
res, según dictamen de la Comisión Médi-
ca de Medicina Preventiva e Invalidez del
Servicio de Salud correspondiente". / "Se
entenderá por enfermedad producida a con-
secuencia del desempeño de las funciones
aquella que, según dictamen de la Comi-
sión Médica de Medicina Preventiva e Inva-
lidez del Servicio de Salud que correspon-
da, tenga como causa directa el ejercicio
de las funciones propias del empleo. Su
existencia se comprobará con la sola exhi-
bición de este dictamen". / "La asistencia
médica señalada en el inciso primero, com-
prenderá el pago por parte de la institución
empleadora, de los gastos provenientes de
la atención médica, hospitalaria, quirúrgi-
ca, dental, ortopédica y de todos los me-
dios terapéuticos y auxiliares relativos al
tratamiento prescrito para la recuperación
del funcionario, hasta que éste sea dado
de alta o declarado imposibilitado para rea-
sumir sus funciones, por la entidad de sa-
lud competente". / "Los procedimientos,
condiciones, modalidades y valor de las
prestaciones médicas, hospitalarias, quirúr-
gicas, dentales, ortopédicas y de todos los
medios terapéuticos y auxiliares relativos
al tratamiento prescrito para la recupera-
ción del funcionario serán determinados, sin
ulterior reclamo, por el Servicio de Salud
pertinente, y la autoridad superior de la ins-
titución empleadora ordenará sin más trá-
mite el pago señalado por dicho Servicio".

"La ocurrencia de un accidente en acto de
servicio deberá ser comprobada por inves-
tigación sumaria, la que deberá iniciarse a
más tardar dentro de los diez días posterio-
res a aquel en que se haya producido el
hecho". / "Se considerarán también acci-
dentes en actos de servicio los que sufra el
funcionario en el trayecto de ida o regreso
entre su residencia y su lugar de trabajo".
(Este artículo y el 111 del mismo Estatuto,
están tácitamente derogados, por haberse
dispuesto la aplicación de la Ley Nº 16.744
a los funcionarios del sector público por la
Ley Nº 19.345. Así lo establece el Dicta-
men Nº 40.774, de la Contraloría General
de la República, de 18.12.95).

Continuación Notas (4)(5)(6)(7)(8)(9)(10)
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El Presidente de la República establece-
rá, dentro del plazo de un año a contar desde
la vigencia de la presente ley, el financiamien-
to y condiciones en que deberán incorporarse al
régimen de seguro de esta ley las personas in-
dicadas en las letras b) y c) de este artículo. (12)

No obstante, el Presidente de la Repúbli-
ca queda facultado para decidir la oportuni-
dad, financiamiento y condiciones en que de-
berán incorporarse al régimen de seguro que
establece esta ley a las personas indicadas en
la letra d). (13)(14)

(6) La letra b) del artículo 2º tenía un segundo inci-
so, el que fue derogado por el artículo único,
Nº 1, de la Ley Nº 18.269, D.O. 28.12.83.

(7) Véase la nota 5 precedente. Véase, además, la
Ley Nº 19.345, D.O. 7.11.94, que dispone la
aplicación de la Ley Nº 16.744 a los funciona-
rios públicos que indica.

(8) Los artículos 114 y 115 de la Ley Nº 18.883,
D.O. 29.12.89, Estatuto Administrativo de Fun-
cionarios Municipales, prescriben:
"Artículo 114.- El funcionario que se accidentare
en actos de servicio o se enfermare a conse-
cuencia o con ocasión del desempeño de sus
funciones tendrá derecho a obtener la asisten-
cia médica correspondiente hasta su total recu-
peración". / "Se entenderá por accidente en acto
de servicio toda lesión que el funcionario sufra a
causa o con ocasión del trabajo, que le produz-
ca la muerte o la incapacidad para el desempe-
ño de sus labores, según dictamen de la Comi-
sión Médica de Medicina Preventiva e Invalidez
del Servicio de Salud correspondiente". / "Se
entenderá por enfermedad producida a conse-
cuencia del desempeño de las funciones aquella
que, según dictamen de la Comisión Médica de
Medicina Preventiva e Invalidez del Servicio de
Salud que corresponde, tenga como causa di-
recta el ejercicio de las funciones propias del
empleo. Su existencia se comprobará con la sola
exhibición de este dictamen". / "La asistencia
médica señalada en el inciso primero, compren-
derá el pago por parte de la municipalidad em-
pleadora, de los gastos provenientes de la aten-
ción médica, hospitalaria, quirúrgica, dental, or-
topédica y de todos los medios terapéuticos y
auxiliares relativos al tratamiento prescrito para
la recuperación del funcionario, hasta que éste
sea dado de alta o declarado imposibilitado para
reasumir sus funciones, por la entidad de salud
competente". / "Los procedimientos, condicio-
nes, modalidades y valor de las prestaciones
médicas, hospitalarias, quirúrgicas, dentales,
ortopédicas y de todos los medios terapéuticos
y auxiliares relativos al tratamiento prescrito para
la recuperación del funcionario serán determina-
dos, sin ulterior reclamo, por el Servicio de Sa-
lud pertinente, y el alcalde ordenará sin más trá-
mite el pago señalado por dicho Servicio". / "La
ocurrencia de un accidente en acto de servicio
deberá ser comprobada por investigación suma-
ria, la que deberá iniciarse a más tardar dentro de

los diez días posteriores a aquel en que se haya
producido el hecho".
"Se considerarán también accidentes en actos
de servicio los que sufra el funcionario en el tra-
yecto de ida o regreso entre su residencia y su
lugar de trabajo". / "Artículo 115.- Si se declarare
la irrecuperabilidad del funcionario con motivo
de un accidente en acto de servicio o por una
enfermedad producida por el desempeño de sus
funciones, éste tendrá derecho, cualquiera sea
el tiempo servido, a una pensión equivalente a
aquella que hubiere percibido en las mismas cir-
cunstancias de encontrarse cotizando en el Ins-
tituto de Normalización Previsional". / "Los be-
neficiarios de pensiones de sobrevivencia de un
funcionario que falleciere a consecuencia de un
accidente en acto de servicio o por una enfer-
medad producida a consecuencia del desempe-
ño de dichas funciones, tendrán derecho por
partes iguales a una pensión de viudez u orfan-
dad, en su caso. La pensión será equivalente al
setenta y cinco por ciento de la que le habría
correspondido al causante si se hubiere incapa-
citado como consecuencia del accidente o de la
enfermedad". / "Las pensiones a que se refie-
ren los dos incisos precedentes, serán de cargo
de la municipalidad empleadora, pero la entidad
previsional respectiva, concurrirá al pago con la
cantidad que le corresponda de acuerdo con la
ley". / "Cuando el accidente en acto de servicio
se produzca fuera del lugar de la residencia ha-
bitual del funcionario y hubiere necesidad, cali-
ficada por el alcalde de la municipalidad respec-
tiva, de que un miembro de la familia, o la per-
sona que el funcionario señale se dirija al lugar
en que éste se encuentra, la municipalidad le
pagará los pasajes de ida y regreso".
"Si de la enfermedad o accidente derivare el fa-
llecimiento, los gastos del traslado del funcio-
nario fallecido, y de su acompañante si lo
hubiere, serán de cargo de la municipalidad co-
rrespondiente". / "Lo dispuesto en los incisos
anteriores y en el artículo precedente, se aplica-
rá a los funcionarios que no estén afectos a las
normas de la Ley Nº 16.744". (Lo anotado en-
tre paréntesis en la nota 5b), precedente, vale
para la disposición transcrita en la presente nota,
por cuanto la Ley Nº 19.345 mencionada, dis-
puso, asimismo, la aplicación de la Ley Nº 16.744
a los funcionarios municipales).

(9) El inciso segundo del artículo 90 de la Ley
Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Munici-

Continuación Notas (8)(9)(10)(11)(12)(13)(14)Continuación Notas (6)(7)(8)(9)(10)(11)(12)
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Artículo 3º.- Estarán protegidos, también,
todos los estudiantes de establecimientos fis-
cales o particulares por los accidentes que
sufran con ocasión de sus estudios o en la
realización de su práctica educacional.

El Presidente de la República queda
facultado para decidir la oportunidad, finan-
ciamiento y condiciones de la incorporación
de tales estudiantes a este seguro escolar, la
naturaleza y contenido de las prestaciones

palidades, cuyo texto refundido, coordinado, sis-
tematizado y actualizado, fue fijado por D.F.L.
Nº 1/19.704 de 2001, de Interior, D.O.
3.5.2002, prescribe: "Asimismo, los conceja-
les, por la actividad que realicen en tal condi-
ción quedarán sujetos al seguro contra riesgos
de accidentes del trabajo y enfermedades pro-
fesionales establecido en la Ley Nº 16.744, para
lo cual el respectivo Municipio debe efectuar las
cotizaciones correspondientes en la misma en-
tidad administradora del seguro en que lo hace
para el resto de sus funcionarios".

(10) Véase el Decreto Nº 102, de 1969, de Previ-
sión Social, que aprobó el Reglamento para la
aplicación de las letras b) y c) del artículo 2º.

(11) La letra c) del inciso primero del artículo 3º del
Código del Trabajo, D.F.L. Nº 1, de 1994, del
Trabajo y Previsión Social, D.O. 24.1.94, es-
tablece que es trabajador independiente: aquel
que en el ejercicio de la actividad de que se
trate no depende de empleador alguno ni tiene
trabajadores bajo su dependencia.

El inciso segundo de la misma disposición dispo-
ne que el empleador se considerará trabajador
independiente para los efectos previsionales.

(12) Véase el Decreto Nº 102, de 1969, de Previ-
sión Social, que aprobó el Reglamento para la
aplicación de las letras b) y c) del artículo 2º.

(13) El artículo único del D.L. Nº 1.548, de 1976,
D.O. 9.9.76, prescribe:

"Declárase que el sentido de la facultad dele-
gada por el inciso final del artículo 2º de la Ley
Nº 16.744, sobre Seguro Social contra Ries-
gos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades
Profesionales es permitir que el Presidente de
la República incorpore a ese régimen de seguro
a los trabajadores familiares, en forma conjun-
ta o separada, o por grupos determinados den-
tro de ellos, pudiendo fijar, en cada caso, la
oportunidad, el financiamiento y las condicio-
nes de su incorporación".

(14) Véanse las siguientes disposiciones:

a) El artículo 1º de la Ley Nº 18.156, D.O.
25.8.82, modificado por la Ley Nº 18.726,
D.O. 23.7.88, prescribe:

"Las empresas que celebren contratos de
trabajo con personal técnico extranjero y
este personal, estarán exentos, para los
efectos de esos contratos, del cumplimien-
to de las leyes de previsión que rijan para
los trabajadores, no estando obligados, en

Continuación Nota (14)Continuación Notas (9)(10)(11)(12)(13)(14)

consecuencia, a efectuar imposiciones de
ninguna naturaleza en organismos de pre-
visión chilenos, siempre que se reúnan las
siguientes condiciones:

a) Que el trabajador se encuentre afiliado
a un régimen de previsión o de seguri-
dad social fuera de Chile, cualquiera
sea su naturaleza jurídica, que le otor-
gue prestaciones, a lo menos, en ca-
sos de enfermedad, invalidez, vejez y
muerte, y

b) Que en el contrato de trabajo respecti-
vo el trabajador exprese su voluntad
de mantener la afiliación referida.

"La exención que establece el inciso ante-
rior no comprenderá los riesgos de acciden-
tes del trabajo y enfermedades profesiona-
les previstos en la Ley Nº 16.744".

b) El artículo 7º de la Ley Nº 18.679, D.O.
31.12.87, que faculta al Estado para desa-
rrollar actividades empresariales en mate-
ria de seguros y reaseguros; declara en ex-
tinción el Instituto de Seguros del Estado y
autoriza crear dos sociedades anónimas que
serán las continuadoras legales de ese Ins-
tituto en lo concerniente a sus derechos y
obligaciones, prescribe:

"Concédese al personal del Instituto de Se-
guros del Estado el derecho para seguir des-
empeñándose, sin solución de continuidad
y en las condiciones que en adelante se in-
dican, en las sociedades a que se refiere el
artículo 2º de este ley, para lo cual deberán
comunicar su decisión a aquélla en la que
haya sido asignado de conformidad al inci-
so primero del artículo 3º, dentro del plazo
de 30 días contado desde la constitución
de la respectiva sociedad.

"El referido personal se regirá por las nor-
mas de la legislación laboral y previsional
aplicables a los trabajadores del sector pri-
vado. No obstante lo anterior, el personal
que actualmente se encuentre afiliado a la
Caja Nacional de Empleados Públicos y Pe-
riodistas o al Servicio de Seguro Social,
podrá seguir cotizando en éstos, sin perjui-
cio de su derecho a optar por el régimen
establecido en el Decreto Ley Nº 3.500, de
1980. El personal que, conforme a lo dis-
puesto anteriormente, siga cotizando en la
Caja Nacional de Empleados Públicos y Pe-
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riodistas se regirá por la legislación laboral
común en materia de accidentes del traba-
jo y enfermedades profesionales y el em-
pleador deberá efectuar la cotización legal
que corresponda para tal efecto". / La Ley
Nº 18.679 ha sido modificada por las Le-
yes Nºs. 18.737 (art. 12), D.O. 1.9.88, y
18.814 (art. 5º), D.O. 28.7.89, las que no
han afectado a la norma transcrita.

c) El artículo 37 del D.F.L. Nº 1, de 1996, de
Educación, D.O. 22.1.97, que fijó el texto
refundido, coordinado y sistematizado de
la Ley Nº 19.070, que aprobó el Estatuto
de los Profesionales de la Educación, y de
las leyes que la complementan y modifican,
prescribe:

"Los profesionales de la educación se regi-
rán en materia de accidentes en actos de
servicio y de enfermedades contraídas en
el desempeño de la función, por las normas
de la Ley Nº 16.744.

Sin perjuicio de lo anterior, las Municipali-
dades o Corporaciones Educacionales po-
drán afiliar a su personal a las Cajas de Com-
pensación y Mutuales de Seguridad".

Además, el artículo 72, letra g) del mismo
D.F.L., prescribe:
"Artículo 72.- Los profesionales de la edu-
cación que forman parte de una dotación
docente del sector municipal, dejarán de per-
tenecer a ella, solamente, por las siguien-
tes causales:

"g) Por salud irrecuperable o incompatible
con el desempeño de su función en confor-
midad a lo dispuesto en la Ley Nº 18.883;"
Por su parte, el artículo 24 transitorio del
mismo D.F.L., prescribe:

"La causal de término de la relación laboral
establecida en la letra g) del artículo 52 de
la Ley Nº 19.070 regirá a contar desde el 1
de marzo de 1997, o desde la fecha en que
entre en vigencia una ley que haga compa-
tible y aplicable a los profesionales de la
educación la actual legislación sobre enfer-
medades profesionales".
El D.F.L. Nº 1, de 1996, de Educación, ha
sido rectificado en D.O. 7.02.97, y modifi-
cado por Leyes Nºs. 19.532 (art. 12), D.O.
17.11.97; 19.715 (art. 12), D.O.
31.1.2001; 19.806 (art. 28), D.O.
31.5.2002; 19.808, D.O. 7.6.2002.

d) El artículo 22 de la Ley Nº 19.179, D.O.
26.11.92, que modificó la Planta Nacional
de cargos de Ministerio de Vivienda y Urba-
nismo y Servicios dependientes, prescribe:
"A los funcionarios de la planta de Auxilia-
res y al personal a contrata asimilado a ella,
no obstante su régimen jurídico, les serán

Continuación Nota (14) aplicables las disposiciones de la Ley
Nº 16.744, sobre Accidentes del Traba-
jo, atendida la naturaleza de sus funcio-
nes".

e) El artículo 14 de la Ley Nº 19.303, D.O.
13.4.94, que establece obligaciones en
materia de seguridad de las personas a
los establecimientos, instituciones o em-
presas que mantengan o paguen valores
o dinero por monto igual o superior al equi-
valente de quinientas unidades de fomen-
to, prescribe:
"Los daños físicos o síquicos que sufran
los trabajadores de las empresas, entida-
des o establecimientos que sean objeto
de robo, asalto u otra forma de violencia
delictual, a causa o con ocasión del traba-
jo, son accidentes del trabajo, sujetos a las
normas de la Ley Nº 16.744". / El último
inciso del artículo 1º de la citada Ley
Nº 19.303, dispone los establecimientos
de venta de combustibles al público que-
darán sometidos a sus obligaciones, cual-
quiera que sea el monto de los valores o de
dinero que tengan en caja. El artículo 2º de
la misma ley, establece que sus disposicio-
nes no se aplicarán a las instituciones ban-
carias o financieras, establecimientos co-
merciales, las empresas públicas y los Ser-
vicios de Utilidad Pública, que de acuerdo
al artículo 3º del D.L. Nº 3.607, de 1981,
D.O. 8.1.81, deberán contar con su propio
servicio de vigilantes privados.

f) Los incisos primero y segundo del artícu-
lo 19 de la Ley Nº 19.378, D.O. 13.4.95.
Estatuto de Atención Primaria de Salud
Municipal, prescriben:
"En materia de accidentes en actos de
servicio y de enfermedades contraídas en
el desempeño de sus funciones, se apli-
carán las normas de la Ley Nº 16.744,
pudiendo las entidades empleadoras ad-
herirse a las mutualidades de empleado-
res a que se refiere dicho cuerpo legal".
Las entidades administradoras de salud
municipal podrán afiliar a su personal regi-
do por esta ley a las Cajas de Compensa-
ción de Asignación Familiar, conforme con
la legislación que regula esta materia.

g) El artículo 90 de la Ley Nº 18.695, Orgá-
nica Constitucional de Municipalidades,
cuyo texto refundido fue fijado por el
D.F.L. Nº 1-19.704, de 2001, del Inte-
rior, D.O. 3.5.2002, en su inciso segun-
do establece que los concejales, por la
actividad que realicen en tal condición,
quedarán sujetos al seguro contra ries-
gos de accidentes del trabajo y enferme-
dades profesionales establecido en la Ley
Nº 16.744, gozando de los beneficios que
correspondan a la naturaleza de su car-
go. El costo de este beneficio será de car-
go municipal.
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que se les otorgará y los organismos, institu-
ciones o servicios que administrarán dicho
seguro. (15)

Párrafo III

Afiliación

Artículo 4º.- La afiliación de un trabaja-
dor, hecha en una Caja de Previsión para los
demás efectos de seguridad social, se enten-
derá hecha, por el ministerio de la ley, para
este seguro, salvo que la entidad empleadora
para la cual trabaje se encuentre adherida a
alguna Mutualidad. (16)

Respecto de los trabajadores de contra-
tistas o subcontratistas, deberán observarse,
además, las siguientes reglas:

El dueño de la obra, empresa o faena,
será, subsidiariamente, responsable de las
obligaciones que, en materia de afiliación y
cotización, afecten a sus contratistas respec-
to de sus trabajadores. Igual responsabilidad
afectará al contratista en relación con las
obligaciones de sus subcontratistas. (17)

Titulo II

CONTINGENCIAS CUBIERTAS

Artículo 5º.- Para los efectos de esta ley
se entiende por accidente del trabajo toda

lesión que una persona sufra a causa o con
ocasión del trabajo, y que le produzca incapa-
cidad o muerte.

Son también accidentes del trabajo los
ocurridos en el trayecto directo, de ida o
regreso, entre la habitación y el lugar del
trabajo.

Se considerarán también accidentes del
trabajo los sufridos por dirigentes de institu-
ciones sindicales a causa o con ocasión del
desempeño de sus cometidos gremiales.

Exceptúanse los accidentes debidos a
fuerza mayor extraña que no tenga relación
alguna con el trabajo y los producidos
intencionalmente por la víctima. La prueba de
las excepciones corresponderá al organismo
administrador. (18)(19)(20)

(15) Véase el Decreto Nº 313, de 1972, de Previ-
sión Social, D.O. 12.5.73, modificado por el
D.F.L. Nº 41, de 1985, de Previsión Social, D.O.
24.9.85, que aprobó el Reglamento sobre se-
guro escolar contemplado en el artículo 3º de la
Ley Nº 16.744, por los accidentes que sufran
durante sus estudios o en la realización de su
práctica educacional o profesional.

(16) Véanse notas (5) y (14), c) del artículo 2º pre-
cedente.

(17) El artículo 20, inciso tercero, de la Ley Nº 17.322,
D.O. 19.8.70, sobre cobranzas de imposiciones
y multas de las instituciones de previsión, esta-
blece que el dueño de la obra responde subsi-
diariamente de las obligaciones previsionales que
sean de cargo de los contratistas o subcontra-
tistas, correspondiente a los trabajadores que
hubieren prestado servicios en la respectiva obra.

(18) El inciso segundo del artículo 33 de la Ley
Nº 19.518, D.O.14.10.97, que fijó el nuevo tex-
to del Estatuto de Capacitación y Empleo (D.L.
Nº 1.446, D.O. 8.5.76), establece que el acci-
dente que sufriere el trabajador a causa o con
ocasión de estudios de capacitación, quedará
comprendido dentro del concepto establecido en
el art. 5º de la Ley Nº 16.744, y dará derecho a
las prestaciones consiguientes.

(19) El artículo 161 del Código del Trabajo, prescri-
be:

"Sin perjuicio de lo señalado en los artículos pre-
cedentes, el empleador podrá poner término al
contrato de trabajo invocando como causal las
necesidades de la empresa, establecimiento o
servicio, tales como las derivadas de la
racionalización o modernización de los mismos,
bajas en la productividad, cambios en las condi-
ciones del mercado o de la economía, que ha-
gan necesaria la separación de uno o más traba-
jadores. La eventual impugnación a las causales
señaladas se regirá por lo dispuesto en el artícu-
lo 168.

En el caso de los trabajadores que tengan poder
para representar al empleador, tales como ge-
rentes, subgerentes, agentes o apoderados,
siempre que, en todos estos casos, estén dota-
dos, a lo menos, de facultades generales de ad-
ministración, y en el caso de los trabajadores de
casa particular, el contrato de trabajo podrá,
además, terminar por desahucio escrito del em-
pleador, el que deberá darse con treinta días de
anticipación, a lo menos, con copia a la Inspec-
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Artículo 6º.- Los Consejos de los orga-
nismos administradores podrán otorgar el de-
recho al goce de los beneficios establecidos
en la presente ley en caso de accidentes
debidos a fuerza mayor extraña al trabajo que
afectaren al afiliado en razón de su necesidad
de residir o desempeñar sus labores en el
lugar del siniestro.

Las empresas y los fondos de los segu-
ros de enfermedades y de pensiones respecti-
vos, deberán, en tal caso, integrar en el Fon-
do de Accidentes de Trabajo y Enfermedades
Profesionales de que se trate, las sumas equi-
valentes a las prestaciones que habrían debi-
do otorgar por aplicación de las normas ge-
nerales sobre seguro de enfermedad o medi-
cina curativa, invalidez no profesional o su-
pervivencia, en la forma que señale el regla-
mento. (21)

En todo caso, los acuerdos a que se
refiere el inciso primero, deberán ser someti-
dos a la aprobación de la Superintendencia de
Seguridad Social.

Artículo 7º.- Es enfermedad profesional
la causada de una manera directa por el ejer-
cicio de la profesión o el trabajo que realice

una persona y que le produzca incapacidad o
muerte.

El reglamento enumerará las enfermeda-
des que deberán considerarse como profesio-
nales. Esta enumeración deberá revisarse, por
lo menos, cada tres años. (22)

Con todo, los afiliados podrán acreditar
ante el respectivo organismo administrador el
carácter profesional de alguna enfermedad
que no estuviere enumerada en la lista a que
se refiere el inciso anterior y que hubiesen
contraído como consecuencia directa de la
profesión o del trabajo realizado. La resolu-
ción que al respecto dicte el organismo admi-
nistrador será consultada ante el Superinten-
dencia de Seguridad Social, la que deberá
decidir dentro del plazo de tres meses con
informe del Servicio Nacional de Salud. (23)

TITULO III

ADMINISTRACION

Artículo 8º.- La Administración del Segu-
ro estará a cargo del Servicio de Seguro So-
cial, del Servicio Nacional de Salud, de las
Cajas de Previsión y de las Mutualidades de
Empleadores, en conformidad a las reglas con-
tenidas en los artículos siguientes. (24)(25)(26)

ción del Trabajo respectiva. Sin embargo, no se
requerirá esta anticipación cuando el empleador
pagare al trabajador, al momento de la termina-
ción, una indemnización en dinero efectivo equi-
valente a la última remuneración mensual de-
vengada. Regirá también esta norma tratándo-
se de cargos o empleos de la exclusiva confian-
za del empleador, cuyo carácter de tales emane
de la naturaleza de los mismos.
Las causales señaladas en los incisos anteriores
no podrán ser invocadas con respecto a trabaja-
dores que gocen de licencia por enfermedad co-
mún, accidente del trabajo o enfermedad profe-
sional, otorgada en conformidad a las normas
legales vigentes que regulan la materia".

(20) Véase nota 14, letra e) del artículo 2º de la pre-
sente ley.

(21) Véase a continuación, el reglamento para la apli-
cación de esta ley, contenido en el Decreto
Nº 101, de 1968, del Trabajo y Previsión So-
cial, D.O. 7.6.68, y sus modificaciones.

(22) Véase el Reglamento para la calificación y eva-
luación de los Accidentes del Trabajo y Enfer-
medades Profesionales, contenido en el Decre-
to Nº 109, de 1968, del Trabajo y Previsión So-
cial, D.O. 7.6.68, y sus modificaciones.

(23) La referencia al Servicio Nacional de Salud debe
entenderse hecha a los Servicios de Salud de
acuerdo a lo dispuesto en los artículos 16 y 17
del D.L. Nº 2.763, de 1979, D.O. 3.8.79, que
reorganizó el Ministerio de Salud y creó los Ser-
vicios de Salud, el Instituto de Salud Pública de
Chile y la Central de Abastecimiento del Siste-
ma Nacional de Servicios de Salud. En la misma
forma deberán entenderse todas las menciones
que se hacen en esta ley al Servicio citado.

(24) Las referencias al Servicio de Seguro Social y a
las Cajas de Previsión que se hacen en este ar-
tículo, así como las que se hacen en los demás
artículos del presente texto, deben entenderse
hechas al Instituto de Normalización Previsional

Continuación Notas (19)(20)
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Artículo 9º.- Respecto de los afiliados en
el Servicio de Seguro Social, el seguro será
administrado por éste, correspondiendo al Ser-
vicio Nacional de Salud otorgarles las presta-
ciones médicas y los subsidios por incapaci-
dad temporal, sin perjuicio de las demás fun-
ciones que le encomienda la presente ley. (27)

El Servicio Nacional de Salud cumplirá
sus funciones a través de sus servicios técni-
cos, quienes proveerán los medios y el perso-
nal para realizar las obligaciones que le enco-
mienda la presente ley. Un comité asesor
propondrá la política de acción, las normas y
los programas y la repartición del presupues-
to para sus fines específicos. (28)

Continuación Notas (24)(25)(26)

(INP). En efecto, el artículo 1º de la Ley
Nº 18.689, D.O. 20.1.88, prescribe:

"Fusiónanse en el Instituto de Normalización Pre-
visional, creado por el Decreto Ley Nº 3.502, de
1980, las siguientes instituciones de previsión:
– Caja Nacional de Empleados Públicos y Pe-

riodistas;

– Servicio de Seguro Social;
– Caja de Previsión de Empleados Particulares;
– Caja de Retiro y Previsión Social de los Fe-

rrocarriles del Estado;
– Caja de Previsión de la Marina Mercante Na-

cional;

– Caja de Previsión Social de los Obreros Mu-
nicipales de la República;

– Caja de Previsión Social de los Empleados
Municipales de Santiago;

– Caja de Retiro y Previsión Social de los Em-
pleados Municipales de la República;

– Caja de Previsión Social de los Empleados
Municipales de Valparaíso;

– Caja de Previsión de la Hípica Nacional;
– Caja de Previsión Social de los Empleados

y Obreros de la Empresa Metropolitana de
Obras Sanitarias;

– Caja de Previsión y Estímulo de los Emplea-
dos del Banco del Estado de Chile;

– Caja de Previsión para Empleados del Salitre;
– Departamento de Indemnización para Obre-

ros Molineros y Panificadores;

– Sección de Previsión Social de los Emplea-
dos de la Compañía de Consumidores de
Gas de Santiago.

En lo sucesivo, toda referencia que las leyes o
reglamentos hacen a cada una de las indicadas
instituciones se entenderán efectuadas al Insti-
tuto de Normalización Previsional".
Posteriormente se fusionaron al INP, las siguien-
tes instituciones:

– Sección Especial de Previsión para los Em-
pleados de la Compañía de Cervecerías
Unidas, por Decreto Nº 129, de 1989, de
Previsión Social, D.O. 6.2.90.

– Caja de Previsión Gildemeister, por Decre-
to Nº 130, de 1989, de Previsión Social,
D.O. 6.2.90.

– Caja Bancaria de Pensiones, por Decreto
Nº 124, de 1989, de Previsión Social, D.O.
1.3.90.

La mencionada Ley Nº 18.689, ha sido modifi-
cada por las siguientes Leyes Nºs. 18.731, D.O.
10.8.88; 18.737 (art. 7º), D.O. 1.9.88; 18.768
(art. 7º), D.O. 29.12.88; 18.781, D.O. 8.2.89;
18.827 (arts. 79 a 82), D.O. 28.8.89; 18.899
(arts. 14, 16, 69 y 70), D.O. 30.12.89 y 19.260
(art. 4º trans.), D.O. 4.11.93.

(25) El Decreto Ley Nº 3.502, de 1980, D.O.
18.11.80, mencionado en la nota precedente que
creó el Instituto de Normalización Previsional (INP),
ha sido modificado por las Leyes Nºs. 18.382
(art. 3º), D.O. 28.12.84; 18.546 (art. 7º), D.O.
17.9.86, y 18.689 (art. 15), D.O. 20.1.88 y
19.785 (art. 3º), D.O. 14.2.2002.
El D.F.L. Nº 17, de 1989, de Previsión, D.O.
28.8.89, fijó el Estatuto Orgánico del INP.

(26) La referencia al Servicio Nacional de Salud debe
entenderse hecha a los Servicios de Salud de
acuerdo a lo dispuesto en los artículos 16 y 17
del D.L. Nº 2.763, de 1979, D.O. 3.8.79, que
reorganizó el Ministerio de Salud, el Instituto de
Salud Pública de Chile y la Central de Abastecimien-
to del Sistema Nacional de Servicios de Salud.

(27) Respecto del Servicio de Seguro Social y el Ser-
vicio Nacional de Salud, véanse notas 24 del ar-
tículo 8º, y 23 del artículo 7º del presente texto.

(28) El artículo 39, letra b) del D.L. Nº 2.763, de
1979, dispone que son atribuciones del Direc-
tor del Instituto de Salud Pública de Chile, ejer-
cer las funciones y potestades que la Ley
Nº 16.744 y otras normas legales y reglamen-
tarias confieren al Director General de Salud en
las materias de competencia del Instituto. El
Decreto Nº 1.222, de Salud, D.O. 26.8.97, apro-
bó el Reglamento del Instituto de Salud Pública
de Chile Dr. Eugenio Suárez Herreros. De acuer-
do al artículo 10, letra b) del mencionado Decre-
to Nº 1.222, corresponde al Director del Institu-
to, ejercer las funciones y potestades que la Ley
Nº 16.744 y sus reglamentos confieren al Di-
rector Nacional de Salud en materias de com-
petencia del Instituto. El Instituto está organizado
en Departamentos, entre los cuales está el de Sa-
lud Ocupacional y Contaminación Ambiental, del
que dependen los Subdepartamentos de Higiene
y Seguridad Industrial y de Medicina Ocupacional.

Continuación Notas (25)(26)
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El Servicio de Seguro Social cumplirá sus
funciones a través del Departamento de Acci-
dentes del Trabajo y Enfermedades Profesio-
nales, que se crea con la presente ley y cuya
organización administrativa interna será de-
terminada por un Reglamento que deberá dic-
tar el Presidente de la República. (29) (30)

El Presidente de la República queda
facultado para modificar la planta del Servicio
Nacional de Salud, cuando lo estime necesa-
rio para que esta institución amplíe sus servi-
cios de prevención y rehabilitación.

Artículo 10.- Respecto de los afiliados en
otras Cajas de Previsión, administrará este
seguro el respectivo organismo previsional en
que estén afiliados. (31)

Estos organismos, en caso de carecer de
adecuados servicios médicos propios, podrán
contratar el otorgamiento de las prestaciones
médicas. No obstante, para el Servicio Nacio-
nal de Salud será obligatorio convenir el otor-
gamiento de tales prestaciones, con las Cajas
que lo soliciten, sujeto ello al pago de las
tarifas que fijará periódicamente. (31)

El Presidente de la República queda
facultado para modificar las plantas del per-
sonal de los organismos que, para otorgar
tales prestaciones, opten por instalar sus pro-
pios servicios médicos o ampliar los existen-
tes. En la provisión de los cargos que se
creen en virtud de esta facultad deberán ob-
servarse las normas que sobre ascensos con-
tiene el Estatuto Administrativo. (32)

Artículo 11.- El seguro podrá ser admi-
nistrado, también por las Mutualidades de
empleadores, que no persigan fines de lucro,
respecto de los trabajadores dependientes de
los miembros adheridos a ellas. (33)

Artículo 12.- El Presidente de la Repúbli-
ca podrá autorizar la existencia de estas insti-
tuciones otorgándoles la correspondiente per-
sonalidad  jurídica, cuando cumplan con las
siguientes condiciones:

a) Que sus miembros ocupen, en conjunto,
20.000 trabajadores, a lo menos, en fae-
nas permanentes;

b) Que dispongan de servicios médicos ade-
cuados, propios o en común con otra
Mutualidad, los que deben incluir servi-
cios especializados, incluso en rehabili-
tación;

c) Que realicen actividades permanentes de
prevención de accidentes del trabajo y
enfermedades profesionales;

d) Que no sean administradas directa ni
indirectamente por instituciones con fi-
nes de lucro, y

(29) El reglamento del Departamento de Accidentes
del Trabajo y Enfermedades Profesionales del
Servicio de Seguro Social, fue aprobado por
Decreto Nº 84, de 1969, de Previsión Social,
D.O. 22.4.69, y modificado por Decreto Nº 21,
D.O. 8.3.73. No obstante, en la actualidad, de
acuerdo a lo dispuesto en el Nº 2 del artículo 2º
del D.F.L. Nº 17, de 1989, de Previsión Social,
D.O. 28.8.89, que fijó el Estatuto Orgánico del
Instituto de Normalización Previsional, correspon-
de a dicha institución administrar los regímenes
de prestaciones que tenían a su cargo las ex-
entidades de previsión que se fusionaron a ella,
según se expresa en nota 24 del artículo 8º de
la presente ley.

(30) Véase nota 59 del inciso primero del artículo
21.

(31) En relación a las menciones hechas a las Cajas
de Previsión y al Servicio Nacional de Salud,
véanse notas 24 del artículo 8º y 23 del artículo
7º, respectivamente.

(32) En relación con el Estatuto Administrativo, la
mención debe entenderse hecha actualmente a
la Ley Nº 18.834, según se expresa en la nota
5b) del artículo 2º.

(33) Véase, el D.F.L. Nº 285, de 1968, de Previsión
Social, Estatuto Orgánico de Mutualidades de
Empleadores, con sus notas y apéndices.
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e) Que sus miembros sean solidariamente
responsables de las obligaciones contraí-
das por ellas. (34)

El Servicio Nacional de Salud controlará
que, dentro del plazo que fije el Presidente de
la República en el decreto que les conceda la
personalidad jurídica, cumplan con las exi-
gencias previstas en las letras b) y c) del
inciso anterior.

En caso de disolución anticipada de una
Mutualidad, sus miembros deberán constituir
los capitales representativos correspondien-
tes a las pensiones de responsabilidad de
dicha Mutualidad, en el o los organismos
administradores que deban hacerse cargo, en
el futuro, del pago de tales pensiones. (34)

En lo demás, se procederá en la forma
como dispongan sus estatutos y el Estatuto
Orgánico de las Mutualidades que deberá dic-
tar el Presidente de la República en conformi-
dad al artículo siguiente. (35)

Las Mutualidades estarán sometidas a la
fiscalización de la Superintendencia de Segu-
ridad Social, la que ejercerá estas funciones
en conformidad a sus leyes y reglamentos
orgánicos. (36)

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso
anterior, los acuerdos de los Directorios de
estas Mutualidades, que se refieran a tran-
sacciones judiciales o extrajudiciales, serán
elevados en consulta a la Superintendencia
de Seguridad Social. (37)

Los acuerdos cuyo cumplimiento merez-
ca dudas de legalidad o conveniencia a los
Directorios de dichas Mutualidades podrán
ser elevados en consulta por éstas a la mencio-
nada Superintendencia de Seguridad Social. (37)

En casos calificados, la Superintendencia
podrá disponer que una o más de estas enti-
dades, que a su juicio requieran de un control
especial, le eleven en consulta los acuerdos
de Directorio que recaigan sobre las materias
que ella fije. (37)

En los casos a que se refieren los tres
incisos precedentes, la Superintendencia de
Seguridad Social se pronunciará en los térmi-
nos establecidos en el artículo 46 de la Ley
Nº 16.395. (37)(38)

La Superintendencia de Seguridad Social
impartirá las instrucciones obligatorias que
sean necesarias para el cumplimiento de lo
dispuesto en los incisos quinto a octavo de
este artículo. (38)

Artículo 13.- Facúltase al Presidente de
la República para que, dentro del plazo de un

(34) Véase el artículo 2º de la Ley Nº 19.345, D.O.
7.11.94, que dispone la aplicación de la ley que
se está glosando a los trabajadores del sector
público que indica.

(35) Véase el Decreto Nº 285, D.O. 26.2.69, Esta-
tuto Orgánico de Mutualidades de Empleadores.

(36) La Ley Nº 16.395, D.O. 28.1.66, fijó el texto
refundido de la Ley Orgánica de la Superinten-
dencia de Seguridad Social. Ha sido modificada
por Decretos Leyes Nºs. 307, D.O. 7.2.74, y
786, D.O. 4.12.74.

(37) El artículo 6º del D.L. Nº 3.536, D.O. 7.1.81,
agregó los últimos cinco incisos del artículo 12,
insertos en este texto.

(38) Véase nota 36 del artículo 12. El artículo 46 de
la Ley Nº 16.395, prescribe:
"El Superintendente deberá observar todo acuer-
do de los Consejos de las Cajas de Previsión que
estime contrario a las leyes vigentes y al interés
de las instituciones.
Esta facultad deberá ejercerla por escrito y den-
tro del plazo de cinco días, contado desde la
fecha en que se tomó el acuerdo.
Los Consejos, por los votos de los dos tercios
de los consejeros con derecho a voto, podrán
insistir en el acuerdo observado, en cuyo caso
deberá cumplirse.
Si bien el D.L. Nº 49, D.O. 12.10.73, declaró
en receso los Consejos o Cuerpos Colegiados
de las instituciones de previsión social, las mis-
mas que fueron posteriormente fusionadas al INP,
conforme se dijo en la nota 24 del artículo 8º de
la Ley Nº 16.744, hizo expresa excepción de
los Consejos o Cuerpos Colegiados de las Mu-
tualidades.
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año, contado desde la publicación de la pre-
sente ley, dicte el Estatuto Orgánico por el que
se habrán de regir estas Mutualidades. (39)

Dicho Estatuto deberá prever que el Di-
rectorio de estas instituciones esté integrado,
paritariamente, por representantes de los em-
pleadores y de los trabajadores y la forma
como se habrá de elegir al presidente de la
institución, el cual lo será, también, del Direc-
torio.

Artículo 14.- Los organismos administra-
dores no podrán destinar a gastos de admi-
nistración una suma superior al 10% de los
ingresos que les correspondan para este se-
guro. Sin perjuicio de dicho porcentaje máxi-
mo, a las Mutualidades no podrá fijárseles
menos del 5% de sus ingresos para tales gas-
tos en los decretos en que se aprueban las
estimaciones presupuestarias de esta ley. (40)(41)(42)

TITULO IV

COTIZACION Y FINANCIAMIENTO

Artículo 15.- El seguro de Accidentes del
Trabajo y Enfermedades Profesionales se fi-
nanciará con los siguientes recursos:

a) Con una cotización básica general del
0,95% de las remuneraciones imponi-
bles, de cargo del empleador; (43)(44)(45)

(39) Véase el Decreto Nº 285, de 1968, de Previ-
sión Social, que fijó el Estatuto Orgánico de
las Mutualidades de Empleadores, D.O.
26.12.69.

(40) El artículo único, Nº 2 de la Ley Nº 18.269, D.O.
28.12.83, agregó, en el artículo 14, la oración
final después del punto seguido.

(41) Las estimaciones presupuestarias se aprueban
por decretos publicados anualmente en el Diario
Oficial, por la Subsecretaría de Previsión Social
del Ministerio del Trabajo.

(42) El Nº 6 del Decreto Nº 80, de 2002, del Trabajo
y Previsión Social, D.O. 7.2.2003, prescribe:

"Los organismos administradores podrán des-
tinar a gastos de administración, durante el
año 2003, hasta un 10% de sus ingresos to-
tales. En el caso del Instituto de Normaliza-
ción Previsional, éste podrá destinar un máxi-
mo de un 3% y deberán considerarse única-
mente los ingresos del seguro contra riesgos
de accidentes del trabajo y enfermedades pro-
fesionales.
Los servicios de salud podrán destinar un máxi-
mo de 3% de los aportes que perciban del Ins-
tituto de Normalización Previsional para gastos
de administración del seguro de la Ley Nº 16.744,
dichos servicios deberán contabilizar por sepa-
rado los gastos de administración de la forma
que disponga la Superintendencia de Seguridad
Social y remitir mensualmente a ella la informa-
ción que dicha entidad les requiera".

(43) El artículo 24 del D.L. Nº 3.501, D.O. 18.11.80,
suprimió, en la letra a) del artículo 15, la ora-
ción "Tratándose de actividades mineras, la tasa
de cotización básica general será de 1,5% de
las remuneraciones imponibles, con excepción
de los productores mineros que venden su pro-
ducción en la Empresa Nacional de Minería y
que en conjunto de todas sus actividades no
produzcan más de 100 toneladas de cobre fino
al año". La oración eliminada había sido agrega-
da por el artículo 8º, inciso primero de la Ley
Nº 17.483, D.O. 13.9.71.

(44) En el texto primitivo de la presente ley, la coti-
zación básica general era del 1%. El artículo 25
del D.L. Nº 3.501, D.O. 18.11.80, la fijó en
0,85%. La cifra actual de 0,90%, (véase nota
siguiente) fue fijada por el artículo 96, letra a)
de la Ley Nº 18.768, D.O. 29.12.88.

(45) El artículo sexto transitorio de la Ley Nº 19.578,
D.O. 29.7.98, establece, a contar del 1º de sep-
tiembre de 1998 y hasta el 31 de agosto del
año 2004, una cotización extraordinaria del
0,05% de las remuneraciones imponibles de
cargo del empleador, en favor del seguro social
contra riesgos de accidentes del trabajo y en-
fermedades profesionales de la Ley Nº 16.744.
Agrega la citada disposición que las empresas
que tienen la calidad de administradoras delega-
das del indicado seguro, enterarán la referida co-
tización, en su totalidad, en el Instituto de Nor-
malización Previsional, conjuntamente con los
aportes que deben realizar en éste conforme a la
legislación vigente. En relación con esta materia la
Circular Nº 1.663, de 31.7.98, de la Superinten-
dencia de Seguridad Social expresa lo siguiente:
"La referida cotización será de cargo del em-
pleador y será uniforme respecto de todos los
empleadores, cualquiera sea la actividad econó-
mica de éstos.
"La cotización extraordinaria tiene carácter pre-
visional y, en consecuencia, son aplicables a su
respecto las normas de la Ley Nº 17.322, refe-
rida a la cobranza judicial de imposiciones, en-
tre otras materias.

Continúa nota (45)
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b) Con una cotización adicional diferencia-
da en función de la actividad y riesgo de
la empresa o entidad empleadora, la que
será determinada por el Presidente de la
República y no podrá exceder de un 3,4%
de las remuneraciones imponibles, que
también será de cargo del empleador, y
que se fijará sin perjuicio de lo dispuesto
en el artículo 16; (46)(47)(48)(49)

c) Con el producto de las multas que cada
organismo administrador aplique en con-
formidad a la presente ley;

d) Con las utilidades o rentas que produzca
la inversión de los fondos de reserva, y

e) Con las cantidades que les corresponda
por el ejercicio del derecho de repetir de
acuerdo con los artículos 56 y 69.

"La cotización establecida en el artículo sexto
transitorio de la Ley Nº 19.578 se aplicará por
primera vez sobre las remuneraciones imponi-
bles correspondientes al mes de septiembre de
1998, por lo que dicha cotización deberá ente-
rarse en los organismos administradores corres-
pondientes a más tardar el 13 de octubre del
año en curso.
"De acuerdo con lo dispuesto en el inciso se-
gundo del citado artículo sexto transitorio, las
empresas que tienen la calidad de administra-
doras delegadas del seguro establecido en la Ley
Nº 16.744, deberán enterar la referida cotiza-
ción extraordinaria, en su totalidad, en el Insti-
tuto de Normalización Previsional en conjunto
con los demás aportes que deben realizar en di-
cho organismo, en conformidad a la legislación
vigente.

"Cabe indicar, que en el caso del mayor ingreso
que perciba el Instituto de Normalización Previ-
sional por aplicación de esta cotización extraor-
dinaria, ese organismo deberá destinarlo exclu-
sivamente al objeto establecido en el artículo 6º
transitorio de la Ley Nº 19.578, esto es, al se-
guro social contra riesgos de accidentes del tra-
bajo y enfermedades profesionales que adminis-
tra".

De lo expresado precedentemente se infiere que
la cotización básica general de 0,95%, indicada
en el texto es solamente temporal –hasta el 31
de agosto de 2004–, conforme al art. sexto tran-
sitorio más arriba transcrito, por lo cual, en es-
tricto rigor, en el texto debió figurar la cifra
"0,90"; no obstante se ha puesto el guarismo
"0,95", para facilitar la consulta.

(46) El artículo 25 del D.L. Nº 3.501, D.O. 18.11.80,
reemplazó, en la letra b) del artículo 15, el guaris-
mo "4", por "3,4", inserto en este texto.

(47) El artículo 3º del D.L. Nº 3.501, D.O. 18.11.80,
prescribe:

"Los empleadores sólo estarán afectos a las co-
tizaciones establecidas en la Ley Nº 16.744".
La aseveración que contiene la disposición
transcrita reconoce al presente, las siguientes
excepciones:

Continuación Nota (45)
Continuación Nota (45)– El inciso cuarto del art. 163 del Código del

Trabajo, D.F.L Nº 1, del Trabajo y Previsión
Social, de 2002, cuyo origen se remonta al
artículo 5º de la Ley Nº 19.010, D.O.
29.11.90, establece que los empleados de
casa particular cuyo contrato termine por
cualquier causa tendrán derecho a una in-
demnización a todo evento, que se financia-
rá con un aporte del empleador, equivalen-
te al 4,11% de la remuneración imponible.

– El artículo 17 bis del D.L. Nº 3.500, de
1980, agregado por la Ley Nº 19.404, D.O.
21.8.95, dispone que los afiliados a las AFP
que desempeñen trabajos pesados deberán,
además, efectuar en su cuenta de capitali-
zación individual una cotización cuyo mon-
to se determina según las reglas que él mis-
mo establece. Agrega que, a su vez, los
empleadores que contraten trabajadores
para desempeñar trabajos pesados, debe-
rán enterar en las respectivas cuentas de ca-
pitalización individual un aporte cuyo monto
será igual al de la cotización antes aludida.

– El artículo 5º de la Ley Nº 19.728, D.O.
14.5.2001, que establece un seguro de
desempleo, dispone que dicho seguro se
financiará con las cotizaciones que señala,
entre ellas, del 2,4% de las remuneracio-
nes imponibles, de cargo del empleador.

(48) El artículo 16 del D.L. Nº 3.500, D.O. 13.11.80,
establece que las remuneraciones y rentas men-
sual tendrán un límite máximo imponible de se-
senta Unidades de Fomento del último día del
mes anterior al pago".

(49) La Ley Nº 19.720, D.O. 7.4.2001, autoriza por
una sola vez a las instituciones de seguridad
social, para celebrar convenios de pago con los
empleadores por las cotizaciones que adeuden,
establecidas, entre otros textos legales, por la
Ley Nº 16.744 y art. 6º transitorio de la Ley
Nº 19.578 (véase nota 48 precedente). La Cir-
cular Nº 1.899, de 12.4.2001, de la Superin-
tendencia de Seguridad Social, imparte instruc-
ciones para la aplicación de la ley aludida. Tan-
to la Ley Nº 19.720, como la Circular Nº 1.899,
se publican en el Nº 148 del Boletín de la Direc-
ción del Trabajo, correspondiente al mes de mayo
de 2001.
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Artículo 16.- Las empresas o entidades
que implanten o hayan implantado medidas
de prevención que rebajen apreciablemente
los riesgos de accidentes del trabajo o de
enfermedades profesionales, podrán solicitar
que se les reduzca la tasa de cotización adi-
cional o que se les exima de ella si alcanzan
un nivel óptimo de seguridad.

Las empresas o entidades que no ofrez-
can condiciones satisfactorias de seguridad
y/o higiene, o que no implanten las medidas
de seguridad que el organismo competente
les ordene, deberán cancelar la cotización
adicional con recargo de hasta el 100%, sin
perjuicio de las demás sanciones que les co-
rrespondan.

Las exenciones, rebajas o recargos de la
cotización adicional se determinarán por las
mutualidades de empleadores respecto de sus
empresas adherentes y por los Servicios de
Salud respecto de las demás empresas, en
relación con la magnitud de los riesgos efecti-
vos y las condiciones de seguridad existentes
en la respectiva empresa, sin perjuicio de los
demás requisitos que establece este artículo
y el reglamento. (50)(51)

Las empresas podrán reclamar de lo re-
suelto por la respectiva Mutualidad de Em-
pleadores ante la Superintendencia de Seguri-
dad Social, en conformidad al inciso tercero
del artículo 77 de esta ley, la que para resol-
ver, si lo estima pertinente, podrá solicitar infor-
me al Servicio de Salud correspondiente. (52)(53)

El Reglamento establecerá los requisitos
y proporciones de las rebajas y recargos, así
como también la forma, proporciones y pla-
zos en que se concederán o aplicarán. (54)

Artículo 17.- Las cotizaciones se calcula-
rán sobre la base de las mismas remuneracio-
nes o rentas por las cuales se cotiza para el
régimen de pensiones de la respectiva institu-
ción de previsión del afiliado.

Las cotizaciones que deban integrarse en
alguna Caja de Previsión, se considerarán parte
integrante de su sistema impositivo, gozando
por lo tanto de los mismos privilegios y garan-
tías. Asimismo, el incumplimiento de enterar
las cotizaciones tendrá las mismas sanciones
que las leyes establecen o establezcan en el
futuro para dicho sistema.

Artículo 18.- En caso de incumplimiento
de la obligación de cotizar de parte de los
empleadores afectos a alguna Mutualidad,
deberán observarse las siguientes reglas:

a) La Mutualidad deberá hacer la liquida-
ción de las cotizaciones adeudadas;

b) El infractor deberá pagar un interés penal
de un 3% mensual sobre el monto de lo
adeudado, y

c) En la misma liquidación se impondrá, tam-
bién, una multa cuyo monto será equiva-
lente al 50% de las imposiciones adeu-
dadas, y en ningún caso, inferior a medio
sueldo vital mensual, escala A) del de-
partamento de Santiago.

Esta multa se recargará en un 50% si la
infracción se produce con posterioridad a ha-
berse verificado un accidente o enfermedad
por algún trabajador.

(50)(52) El artículo 2º de la Ley Nº 18.811, D.O.
14.7.89, intercaló los incisos tercero y cuarto
del artículo 16, insertos en este texto.

(51) El reglamento mencionado fue aprobado por
Decreto Nº 173, de 1970, reemplazado a con-
tar del 1º de julio de 2001, por el Decreto
Nº 67, de 1999, del Trabajo y Previsión Social,
D.O. 7.3.2000, incluido más adelante.

(53) El artículo 8º, Nº 1 de la Ley Nº 19.454, D.O.
8.5.96, sustituyó la oración final del inciso cuar-
to, desde "la que resolverá... ", por la inserta en
este texto.

(54) El reglamento mencionado fue aprobado por
Decreto Nº 173, de 1970, reemplazado a con-
tar del 1º de julio de 2001, por el Decreto
Nº 67, de 1999, del Trabajo y Previsión Social,
D.O. 7.3.2000, incluido más adelante.
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La liquidación aprobada por el presidente
de la respectiva Mutualidad tendrá mérito
ejecutivo y su notificación y cobro se ajusta-
rán a las mismas normas que rigen para el
sistema de cobranza judicial del Servicio de
Seguro Social, gozando, también, del mismo
privilegio. (55)

Artículo 19.- El régimen financiero del
seguro será el de reparto. Pero deberá formar-
se una reserva de eventualidades no inferior al
2% ni superior al 5% del ingreso anual. (56) (57)

Artículo  20.- Respecto de las Mutualida-
des, el Estatuto Orgánico de ellas deberá
establecer que estas instituciones formen,
además de la reserva de eventualidades a que
se refiere el artículo anterior, una reserva
adicional para atender el pago de las pensio-
nes y de sus futuros reajustes. (58)

Artículo 21.- Mediante decreto supremo
se determinará la proporción en que se distri-
buirá, entre el Servicio de Seguro Social y el
Servicio Nacional de Salud, el producto de las
cotizaciones que aquél recaude para este se-
guro. (59)

Los demás organismos administradores,
con excepción de las Mutualidades de Em-
pleadores, deberán, además, entregar al Ser-
vicio Nacional de Salud un determinado por-
centaje de sus ingresos, el que será determi-
nado, respecto de cada cual, por el Presiden-
te de la República, para que esta institución lo
dedique exclusivamente al financiamiento de
sus labores de inspección, prevención de ries-
gos profesionales, rehabilitación y reeduca-
ción de inválidos. (60) (61)

(55) En la actualidad, para la cobranza judicial de im-
posiciones, aportes y multas de las institucio-
nes de previsión, se aplican las normas aproba-
das por Ley Nº 17.322, D.O. 19.8.70, ha sido
modificada por Decretos Leyes Nºs. 1.526,
D.O. 7.8.76; 2.062, D.O. 19.12.77; el D.F.L.
Nº 115, de Previsión Social, D.O. 26.1.79, D.L.
Nº 3.537, D.O. 22.1.81; y Leyes Nºs. 18.048,
D.O. 6.11.81; 18.137, D.O. 5.7.82; 18.379,
D.O. 4.1.85; 18.482, D.O. 28.12.85; 18.768,
D.O. 29.12.88; 18.812, D.O. 15.7.89;
19.250, D.O. 30.9.93; 19.260, D.O. 4.12.93;
19.447, D.O. 8.2.96; 19.785, D.O.
14.2.2002.

(56) Véase nota del artículo 20.

(57) El Nº 7 del Decreto Nº 80, de 2002, del Trabajo
y Previsión Social, D.O. 7.2.2003, prescribe:

"Fíjase en un 2% de sus ingresos totales del
año 2002, incluida la cotización extraordinaria
del 0,05%, establecida por el artículo 6º transi-
torio de la Ley Nº 19.578, la reserva de even-
tualidades que deberán mantener durante el año
2003 todos los organismos administradores.
Para tal efecto, el 1 de marzo de 2003 deberán
ajustar el monto de dicha reserva, conforme a
las cifras de los respectivos Balances Generales
al 31 de diciembre de 2002. El Instituto de Nor-
malización Previsional deberá considerar única-
mente los ingresos del seguro contra riesgos de
accidentes del trabajo y enfermedades profesio-
nales.

Por esta única vez durante los meses de enero y
febrero deberán constituir la reserva por los mis-
mos montos de enero y febrero del año 2002.

Esta reserva podrá ser utilizada por los organis-
mos administradores durante el ejercicio corres-
pondiente al año 2003 para el otorgamiento de
los beneficios que establece la Ley Nº 16.744,
en el evento que los recursos del ejercicio sean
insuficientes para financiar los citados benefi-
cios. En ningún caso podrán emplearse en sol-
ventar gastos de administración".

(58) El artículo séptimo transitorio de la Ley Nº 19.578,
D.O. 29.7.98 que establece aumento a las pen-
siones y dispone su financiamiento por medio
de modificaciones a normas tributarias, prescri-
be: "Los aumentos de reserva de pensiones que
establece el artículo 20 de la Ley Nº 16.744,
que las mutualidades deben efectuar por los au-
mentos extraordinarios de pensiones que deter-
mine esta ley y que se deban pagar a partir de
octubre de 1999, deberán constituirse en enero
del año 2000".

(59) El Nº 4 del Decreto Nº 80, de 2002, D.O.
7.2.2003, fija en $ 226.279.000 mensuales el
aporte que el INP deberá efectuar durante el año
2003 para el financiamiento de las prestacio-
nes a trabajadores calificados como obreros de
conformidad al artículo 9º de esta ley.

(60) El artículo 7º, Nº 1) de la Ley Nº 18.754, D.O.
28.10.88, intercaló, en el inciso segundo del
artículo 21, entre la frase "Los demás organis-
mos administradores y la palabra "deberán",
entre comas, la expresión "con excepción de
las Mutualidades de Empleadores", inserta, en este
texto. Además, la misma norma, eliminó la ora-
ción final, que había sido agregada por el artículo
único, Nº 3 de la Ley Nº 18.269, D.O. 28.12.83,
del tenor siguiente: "Respecto de las Mutualida-
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Los excedentes que se produzcan, en
cada ejercicio en los fondos respectivos de
las diversas cajas de previsión serán distribui-
dos de acuerdo con las normas que establez-
ca el reglamento, debiéndose aportar por duo-
décimos presupuestarios y haciéndose los ajus-
tes que correspondan de acuerdo a sus balan-
ces anuales. (62)

Artículo 22.- Derogado. (63)

Artículo 23.- Todas las sumas que co-
rresponda percibir al Servicio Nacional de Sa-
lud, por aplicación de lo dispuesto en la pre-
sente ley, se contabilizarán por separado y
este organismo deberá destinarlas exclusiva-
mente a los objetivos que esta ley le enco-
mienda. (64)

Artículo 24.- Créase un fondo especial
destinado a la rehabilitación de alcohólicos
que será administrado por el Servicio Nacio-
nal de Salud y que se formará hasta con el
10% de los excedentes a que se refiere el
inciso tercero del artículo 21 y con el 10% de
las multas de cualquiera naturaleza que se
apliquen en conformidad a la presente ley.

El Servicio Nacional de Salud destinará
estos recursos preferentemente a la cons-
trucción, habilitación y funcionamiento de clí-

nicas para el uso de las instituciones con
personalidad jurídica que existan o se consti-
tuyan exclusivamente con la finalidad señala-
da, a las que podrá también otorgar subven-
ciones de acuerdo con sus necesidades.

Un reglamento que el Presidente de la
República dictará, dentro del plazo de ciento
ochenta días desde la fecha de la promulgación
de la ley, determinará la forma de administrar
y distribuir estos recursos. (65)

Artículo 24 bis.- Las Mutualidades de
Empleadores estarán exentas de la obligación
de efectuar aportes para el financiamiento del
seguro de las personas a que se refieren el
inciso final del artículo 2º y el artículo 3º de
esta ley. (66)

Titulo V

PRESTACIONES (67)(68)

Párrafo I

Definiciones

Artículo 25.- Para los efectos de esta ley
se entenderá por "entidad empleadora" a toda
empresa, institución, servicio o persona que

des de Empleadores, el porcentaje a que se re-
fiere este inciso, será de hasta el dos por ciento
de sus ingresos".

(61) El Nº 5 del Decreto Nº 80, de 2002, del Trabajo
y Previsión Social, D.O. 7.2.2003, fija en 12%
de los ingresos mensuales del INP, el aporte que
éste deberá efectuar durante el año 2003 para
el financiamiento de las labores de inspección,
prevención de riesgos profesionales, rehabilita-
ción y reeducación de inválidos.

(62) El Nº 9 del Decreto Nº 80, de 2002, del Trabajo
y Previsión Social, D.O. 7.2.2003, determina en
un 0% el excedente presupuestario correspon-
diente al año 2003, del INP.

(63) El artículo 96, letra b) de la Ley Nº 18.768, D.O.
29.12.88, derogó el artículo 22.

(64) En cuanto al Servicio Nacional de Salud, véase
nota 23 del artículo 7º de la presente ley.

Continuación Notas (60)(61) (65) El reglamento aludido es el Decreto Nº 821, de
1971 de Salud Pública, D.O. 14.1.72.

(66) El artículo 7º, Nº 2 de la Ley Nº 18.754, D.O.
28.10.88, agregó el artículo 24 bis, inserto en
este texto.

(67) El artículo 12 del D.L. Nº 3.500, de 1980, D.O.
13.11.80, sustituido por el artículo 1º, Nº 2 de
la Ley Nº 18.646, D.O. 29.8.87, y cuyo inciso
segundo fue agregado por el artículo 1º, Nº 4
de la Ley Nº 18.964, D.O. 10.3.90, prescribe:

"Las pensiones de invalidez y sobrevivencia que
se establecen en este cuerpo legal no compren-
den las causadas y reguladas de acuerdo a la
Ley Nº 16.744, al Decreto con Fuerza de Ley
Nº 338, de 1960, o a cualquiera otras disposi-
ciones legales que contemplen la protección con-
tra riesgos de accidentes del trabajo y enferme-
dades profesionales y serán incompatibles con
éstas.
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proporcione trabajo, y por "trabajador" a toda
persona, empleado u obrero, que trabaje para
alguna empresa, institución, servicio o persona.

Artículo 26.- Para los efectos del cálculo
de las pensiones e indemnizaciones, se en-
tiende por sueldo base mensual el promedio
de las remuneraciones o rentas, sujetas a
cotización, excluidos los subsidios, percibidos
por el afiliado en los últimos seis meses,
inmediatamente anteriores al accidente o al
diagnóstico médico, en caso de enfermedad
profesional. (69) (70)

En caso que la totalidad de los referidos
seis meses no estén cubiertos por cotizacio-
nes, el sueldo base será igual al promedio de
las remuneraciones o rentas por las cuales se
han efectuado cotizaciones.

El trabajador podrá acreditar, en todo
caso, que ha percibido una remuneración su-
perior a aquella por la cual se le hicieron las
cotizaciones, debiendo entonces calcularse el
sueldo base sobre la renta efectivamente
percibida, sin perjuicio de que la respectiva
institución previsional persiga el pago de las
cotizaciones adeudadas, con sus intereses y
multas, por la diferencia entre la remuneración
real y la declarada para los efectos previsiona-
les. Al empleador, también, se le aplicará la
sanción máxima establecida en el artículo 80.

Si el accidente o enfermedad ocurre an-
tes que hubiere correspondido enterar la pri-
mera cotización, se tendrá por sueldo base el
indicado como sueldo o renta en el acto de la
afiliación o el que tuvo derecho a percibir a la
fecha en que la afiliación debió efectuarse.

Asimismo, las pensiones de invalidez que esta-
blece este cuerpo legal serán incompatibles con
los subsidios por incapacidad laboral.
En relación con el D.F.L. Nº 338, de 1960, que
menciona la disposición transcrita, véase la pri-
mera parte de la nota 5b) del artículo 2º de la
presente ley.

(68) El artículo 24, de la Ley Nº 18.469, D.O.
23.11.85, que regula el ejercicio del derecho
constitucional a la protección de la salud y crea
un régimen de prestaciones de salud, cuyo inci-
so tercero fue agregado por el artículo 25, letra
b) de la Ley Nº 18.681, D.O. 31.12.87, prescri-
be:

"Las prestaciones pecuniarias que contempla
este párrafo, son incompatibles entre sí y ade-
más con las regidas por la Ley Nº 16.744 y con
el subsidio de cesantía, el que podrá ser solici-
tado cuando aquellas terminen.

"El derecho a impetrar el subsidio por incapaci-
dad laboral prescribe en seis meses desde el tér-
mino de la respectiva licencia.

"Dentro del mismo plazo prescribirá el derecho
de los servicios públicos e instituciones emplea-
doras a solicitar los pagos y devoluciones que
deben efectuar los Servicios de Salud, con mo-
tivo de los períodos de incapacidad laboral de
los trabajadores de dichas entidades".

(69) El artículo 8º, Nº 2 de la Ley Nº 19.454, D.O.
8.5.96, intercaló, en el inciso primero del ar-
tículo 26, la expresión "e indemnizaciones", in-
serta en este texto.

(70) El artículo 1º transitorio del Código del Trabajo,
prescribe:
"Las disposiciones de este Código no alteran las
normas y regímenes generales o especiales de
carácter previsional. Sin embargo, tanto en aqué-
llas como en éstas regirá plenamente la defini-
ción de remuneración contenida en el artículo
41 de este Código.

Continuación Notas (67)(68)

"Corresponderá a la Superintendencia de Segu-
ridad Social resolver en caso de duda acerca de
la calidad de obrero o empleado de un trabaja-
dor para los efectos previsionales a que haya
lugar mientras esté vigente el contrato, según
predomine en su trabajo el esfuerzo físico o el
intelectual; y si el contrato hubiere terminado,
la materia será de jurisdicción de los tribunales
de Justicia"

El mencionado artículo 41 del referido Código,
dispone:
"Se entiende por remuneración las contrapres-
taciones en dinero y las adicionales, en especie
avaluables en dinero que debe percibir el traba-
jador del empleador por causa del contrato de
trabajo.

No constituyen remuneración las asignaciones
de movilización, de pérdida de caja, de desgas-
te de herramientas y de colación, los viáticos,
las prestaciones familiares otorgadas en confor-
midad a la ley, la indemnización por años de
servicios establecida en el artículo 163 y las
demás que proceda pagar al extinguirse la rela-
ción contractual ni, en general, las devolucio-
nes de gastos en que se incurra por causa del
trabajo".

Continuación Nota (70)
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Para calcular el sueldo base mensual, las
remuneraciones o rentas que se consideren,
se amplificarán en el mismo porcentaje en
que hubiere aumentado el sueldo vital, escala
A) del departamento de Santiago, desde la
fecha en que ellas fueron percibidas hasta la
fecha a partir de la cual se declaró el derecho
a pensión. (71)

En ningún caso el sueldo base mensual
será inferior al sueldo vital mensual, escala A)
del departamento de Santiago o al salario
mínimo industrial, según fuere la actividad
profesional del afiliado, vigente a la fecha a
partir de la cual se declaró el derecho a pen-
sión. (71)

Artículo 27.- Para el otorgamiento de las
prestaciones pecuniarias, los accidentes del

trabajo y enfermedades profesionales se cla-
sifican en las siguientes categorías, según los
efectos que produzcan:

1. Que producen incapacidad temporal;

2. Que producen invalidez parcial;

3. Que producen invalidez total;

4. Que producen gran invalidez, y

5. Que producen la muerte.

Artículo 28.- Las prestaciones que esta-
blecen los artículos siguientes se deben otor-
gar, tanto en caso de accidente del trabajo
como de enfermedad profesional.

Párrafo II

Prestaciones médicas

Artículo 29.- La víctima de un accidente
del trabajo o enfermedad profesional tendrá
derecho a las siguientes prestaciones, que se
otorgarán gratuitamente hasta su curación
completa o mientras subsistan los síntomas
de las secuelas causadas por la enfermedad o
accidente:

a) Atención médica, quirúrgica y dental en
establecimientos externos o a domicilio;

b) Hospitalización si fuere necesario, a jui-
cio del facultativo tratante;

c) Medicamentos y productos farmacéuti-
cos;

d) Prótesis y aparatos ortopédicos y su re-
paración;

e) Rehabilitación física y reeducación profe-
sional, y

f) Los gastos de traslado y cualquier otro
que sea necesario para el otorgamiento
de estas prestaciones.

(71) El artículo 6º, Nº 10 de la Ley Nº 18.018, D.O.
14.8.81, derogó la Ley Nº 7.295, D.O.
22.10.42, con lo que desapareció el concepto
de sueldo vital. El artículo 8º de la ley citada,
dispuso:

"Todas las sumas expresadas en sueldos vita-
les o en porcentajes de ellos, sea en normas de
carácter legal o reglamentario o en contratos
individuales o colectivos, actas de avenimiento,
fallos arbitrales o resoluciones o acuerdos de
comisiones tripartitas, a la fecha, de vigencia
de la presente ley, se reducirán a la cantidad
numérica que representen a la misma fecha,
cantidad que enseguida se expresará en ingre-
sos mínimos reajustables o en porcentajes de
ellos según correspondiere.

"La conversión señalada en el inciso anterior será
fijada por decreto supremo del Ministerio de Jus-
ticia respecto de las cuantías, penas o sancio-
nes administrativas expresadas por las leyes en
sueldos vitales o porcentajes de ellos".
La tabla de conversión fue fijada por Decreto
Nº 51, de 1982, de Justicia, D.O. 13.2.82, el
que estableció el sueldo vital como equivalente
a 22,2757% del ingreso mínimo mensual. No
obstante el propósito de la tabla, manifestada
en el inciso segundo del artículo único del De-
creto Nº 51, esto es, aplicarse "respecto de las
cuantías, penas o sanciones administrativas que
a la fecha de publicación de la Ley Nº 18.018,
se encuentren expresados en sueldos vitales o
porcentajes de ello, no se divisa impedimento
para usar  los factores por él determinados, con
la finalidad expresada en el artículo 26 de la Ley
Nº 16.744".
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También tendrán derecho a estas presta-
ciones médicas los asegurados que se en-
cuentren en la situación a que se refiere el
inciso final del artículo 5º de la presente ley.

Párrafo III

Prestaciones por incapacidad laboral

Artículo 30.- La incapacidad temporal da
derecho al accidentado o enfermo a un subsi-
dio al cual le serán aplicables las normas
contenidas en los artículos 3º, 7º, 8º, 10, 11,
17, 19 y 22 del Decreto con Fuerza de Ley
Nº 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y
Previsión Social, Subsecretaría de Previsión
Social, en el inciso segundo del artículo 21 de
la Ley Nº 18.469 y en el artículo 17 del
Decreto Ley Nº 3.500 de 1980. (72)(73)(74)(75)(76)(77)

En todo caso, el monto del subsidio se
reajustará en un porcentaje equivalente al
alza que experimenten los correspondientes
sueldos y salarios en virtud de leyes genera-
les, o por aplicación de convenios colectivos
del trabajo.

(72) El artículo 8º, Nº 3 de la Ley Nº 19.454, D.O.
8.5.96, reemplazó, en el inciso primero del ar-
tículo 30, los guarismos "8 y 22", por "8, 10,
11, 17, 19 y 22", insertos en este texto.

(73) El artículo 96, letra c) de la Ley Nº 18.768, D.O.
29.12.88, sustituyó el inciso primero del artícu-
lo 30, por el inserto en este texto, al cual se ha
incorporado la modificación a que alude la nota
precedente.

(74) El D.F.L. Nº 44, de 1978, de Previsión Social,
D.O. 27.7.78,  fija normas comunes para los
subsidios por incapacidad laboral de los trabaja-
dores dependientes del sector privado.

(75) El inciso segundo del artículo 21 de la Ley
Nº 18.469, D.O. 23.11.85, que regula el ejerci-
cio del derecho constitucional a la protección
de la salud y crea un régimen de prestaciones
de salud, sustituido por el artículo 29, letra a)
de la Ley Nº 18.899, D.O. 30.12.89, y modifi-
cado por el artículo 3º, Nº 1 de la Ley Nº 19.299,
D.O. 12.3.94, prescribe:
"Tratándose de trabajadores independientes, el
subsidio total o parcial se calculará en base al
promedio de la renta mensual imponible, del sub-
sidio, o de ambos, por los que hubieren cotiza-
do en los últimos seis meses anteriores al mes
que se inicia la incapacidad laboral. En todo caso,
el monto diario de los subsidios del inciso pri-
mero del artículo 195 y del inciso segundo del
artículo 196, ambos del Código del Trabajo, y
del artículo 2º de la Ley Nº 18.867, no podrá
exceder del equivalente a las rentas imponibles
deducidas las cotizaciones previsionales, los
subsidios o ambos, por los cuales se hubiera
cotizado en los tres meses anteriores al octavo

mes calendario anterior al del inicio de la licen-
cia, dividido por noventa, aumentado en el 100%
de la variación experimentada por el Indice de
Precios al Consumidor en el período comprendi-
do por los ochos meses anteriores al mes prece-
dente al del inicio de la licencia, e incrementado
en un 10%. Los aludidos tres meses deberán
estar comprendidos dentro de los seis meses
inmediatamente anteriores al octavo mes calen-
dario que precede al mes de inicio de la licencia.
Si dentro de dicho período sólo se registraren
uno o dos meses con renta y/o subsidio, para
determinar el límite del subsidio diario se dividi-
rá por 30 ó 60, respectivamente".

(76) El artículo 17 del D.L. Nº 3.500, de 1980, D.O.
13.11.80, sustituido por el artículo 1º, Nº 7 de
la Ley Nº 18.646, D.O. 29.8.87, y modificado
por el artículo 94 de la Ley Nº 18.768, D.O.
29.12.88; Nº 19.350 (art. 2º), D.O. 14.11.94
y Nº 19.795, D.O. 28.2.2002, prescribe:
"Los trabajadores afiliados al Sistema, menores
de 65 años de edad si son hombres, y menores
de 60 años si son mujeres, estarán obligados a
cotizar en su cuenta de capitalización individual
el 10 por ciento de sus remuneraciones y rentas
imponibles. / "Además, deberán efectuar una
cotización adicional en la misma cuenta y cal-
culada sobre la misma base que será determina-
da por cada Administradora y que estará desti-
nada a su financiamiento, incluido el pago de la
prima de seguro a que se refiere el artículo 59.
Esta cotización adicional deberá ser comunica-
da de acuerdo a lo señalado en el inciso quinto
del artículo 29 y tendrá el carácter de uniforme
para todos los afiliados a una Administradora,
sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero
del mismo artículo. / "Durante los períodos de
incapacidad laboral, estos afiliados deberán efec-
tuar las cotizaciones a que se refiere este ar-
tículo. / "Asimismo, durante los referidos perío-
dos de incapacidad laboral, los afiliados debe-
rán efectuar la cotización para salud estableci-
da en los artículos 84 y 92, calculada sobre las
remuneraciones o rentas imponibles para salud,
según corresponda. / "Las cotizaciones estable-
cidas en los incisos precedentes deberán efec-
tuarse sobre la base de la última remuneración
o renta imponible, correspondiente al mes ante-
rior a que se haya iniciado la licencia o en su
defecto la estipulada en el respectivo contrato

Continuación Notas (75)(76)(77)
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Artículo 31.- El subsidio se pagará du-
rante toda la duración del tratamiento desde
el día que ocurrió el accidente o se comprobó
la enfermedad, hasta la curación del afiliado o
su declaración de invalidez.

La duración máxima del período del sub-
sidio será de cincuenta y dos  semanas, el
cual se podrá prorrogar por cincuenta y dos
semanas más cuando sea necesario para un
mejor tratamiento de la víctima o para aten-
der a su rehabilitación.

Si al cabo de las cincuenta y dos sema-
nas o de las ciento cuatro, en su caso, no se
hubiere logrado la curación, y/o rehabilitación
de la víctima, se presumirá que presenta un
estado de invalidez.

Artículo 32.- El subsidio se pagará inclu-
so por los días feriados y no estará afecto a
descuentos por concepto de impuestos y co-
tizaciones de previsión social.

El beneficiario de subsidio, durante todo
el tiempo que dure su otorgamiento, se consi-
derará como activo en la respectiva institu-
ción de previsión social para todos los efec-
tos legales.

Artículo 33.- Si el accidentado o enfermo
se negare a seguir el tratamiento o dificultare
o impidiere deliberadamente su curación, se
podrá suspender el pago del subsidio a pedi-
do del médico tratante y con el visto bueno
del jefe técnico correspondiente.

El afectado podrá reclamar en contra de
esta resolución ante el Jefe del Area respecti-
va del Servicio Nacional de Salud, de cuya

resolución, a su vez, podrá apelar ante la
Comisión Médica de Reclamos de Accidentes
del Trabajo y Enfermedades Profesionales.

Párrafo IV

Prestaciones por invalidez (78)

Artículo 34.- Se considerará inválido par-
cial a quien haya sufrido una disminución de
su capacidad de ganancia, presumiblemente
permanente, igual o superior a un 15% e
inferior a un 70%.

Artículo 35.- Si la disminución es igual o
superior a un 15% e inferior a un 40%, la
víctima tendrá derecho a una indemnización
global, cuyo monto no excederá de 15 veces
el sueldo base y que se determinará en fun-
ción de la relación entre dicho monto máximo
y el valor asignado a la incapacidad respecti-
va, en la forma y condiciones previstas en el
Reglamento. (79)

de trabajo, en su caso. Para este efecto, la refe-
rida remuneración o renta imponible se reajus-
tará en la misma oportunidad y porcentaje en
que se reajuste el subsidio respectivo./ "Las en-
tidades pagadoras del subsidio deberán efectuar
las retenciones correspondientes y enterar di-
chas cotizaciones en las instituciones que co-
rrespondan".

(77) Véase la nota 81 del artículo 36 de la presente ley.

Continuación Notas (76)(77)

(78) El Nº 2 del Dictamen Nº 2.971 del 4.11.98, del
Servicio de Impuestos Internos refiriéndose al
tema de la tributación de estas prestaciones,
expresa: "sobre el particular, cabe señalar que
este Servicio mediante Oficio Nº 4.383, de fe-
cha 31.12.84, dirigido a la Superintendencia de
Seguridad Social, estableció el alcance tributa-
rio de lo dispuesto por el Nº 2 del artículo 17 de
la Ley de la Renta, señalando que de acuerdo a
la naturaleza de las prestaciones otorgadas por
la Ley Nº 16.744 a sus beneficiarios, consisten-
tes en indemnizaciones cuando la capacidad es
superior a un 15% e inferior a un 40%, pensio-
nes por invalidez si la capacidad es igual o su-
perior al 40%, pensiones de supervivencia e in-
demnizaciones y pensiones derivadas  de enfer-
medades profesionales, dichas prestaciones eco-
nómicas no constituyen renta para los efectos
tributarios al tenor de lo dispuesto en la norma
legal antes mencionada, y consecuencialmente,
no se afectan con el impuesto único de Segun-
da Categoría, establecido en el artículo 42 Nº 1
de la Ley de la Renta. En cuanto a los subsidios,
sean por accidentes del trabajo o enfermedades
profesionales, de conformidad a lo dispuesto en
el artículo 32 de la Ley Nº 16.744, éstos se
encuentran exentos del pago de impuestos".

(79) Véase el Decreto Nº 109, de 1968, sobre califi-
cación y evaluación de los Accidentes del Tra-
bajo y las Enfermedades Profesionales.
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En ningún caso esta indemnización glo-
bal podrá ser inferior a medio sueldo vital
mensual del departamento de Santiago. (80)

Artículo 36.- La indemnización global es-
tablecida en el artículo anterior se pagará de
una sola vez o en mensualidades iguales y
vencidas, cuyo monto equivaldrá a treinta
veces el subsidio diario que se determine en
conformidad al artículo 30 de esta ley, a
opción del interesado. En el evento de que
hubiera optado por el pago en cuotas podrá no
obstante solicitar en cualquier momento el pa-
go total del saldo insoluto de una sola vez. (81)

Artículo 37.- El asegurado que sufriere
un accidente que, sin incapacitarlo para el
trabajo, le produjere una mutilación importan-
te o una deformación notoria, será considera-
do inválido parcial en conformidad a lo dis-
puesto en los artículos precedentes. En tal
caso, tendrá derecho a la indemnización esta-
blecida en el artículo 35, que será fijada, por
el organismo administrador, de acuerdo al
grado de mutilación o deformación. La muti-
lación importante o deformación notoria, si
es en la cara, cabeza u órganos genitales,
dará derecho al máximo de la indemnización
establecida en dicho artículo.

Artículo 38.- Si la disminución de la ca-
pacidad de ganancia es igual o superior a un
40% e inferior a un 70%, el accidentado o
enfermo tendrá derecho a una pensión men-
sual, cuyo monto será equivalente al 35% del
sueldo base.

Artículo 39.- Se considerará inválido to-
tal a quien haya sufrido una disminución de
su capacidad de ganancia, presumiblemente
permanente, igual o superior a un 70%.

El inválido total tendrá derecho a una
pensión mensual, equivalente al 70% de su
sueldo base.

Artículo 40.- Se considerará gran inváli-
do a quien requiere del auxilio de otras perso-
nas para realizar los actos elementales de su
vida.

En caso de gran invalidez la víctima ten-
drá derecho a un suplemento de pensión,
mientras permanezca en tal estado, equiva-
lente a un 30% de su sueldo base.

Artículo 41.- Los montos de las pensio-
nes se aumentarán en un 5% por cada uno de
los hijos que le causen asignación familiar al
pensionado, en exceso sobre dos, sin perjui-
cio de las asignaciones familiares que corres-
pondan.

En ningún caso, esas pensiones podrán
exceder del 50%, 100% ó 140% del sueldo
base, según sean por invalidez parcial, total,
o gran invalidez, respectivamente.

La cuantía de la pensión será disminuida
o aumentada cada vez que se extinga o nazca
el derecho a los suplementos a que se refiere
el inciso primero de este artículo.

Artículo 42.- Los organismos administra-
dores podrán suspender el pago de las pen-
siones a quienes se nieguen a someterse a los
exámenes, controles o prescripciones que les
sean ordenados; o que rehúsen, sin causa
justificada, a someterse a los procesos nece-
sarios para su rehabilitación física y reeduca-
ción profesional que les sean indicados.

El interesado podrá reclamar de la sus-
pensión ante la Comisión Médica de Recla-
mos de Accidentes del Trabajo y Enfermeda-
des Profesionales.

Párrafo V

Prestaciones por supervivencia

Artículo 43.- Si el accidente o enferme-
dad produjere la muerte del afiliado, o si
fallece el inválido pensionado, el cónyuge,
sus hijos legítimos, naturales, ilegítimos o

(80) Véase nota 70 del artículo 26 de la presente ley.

(81) El artículo 8º de la Ley Nº 17.671, D.O. 14.6.72,
reemplazó el artículo 36, por el inserto en este
texto.
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adoptivos, la madre de sus hijos naturales así
como también los ascendientes o descen-
dientes que le causaban asignación familiar,
tendrán derecho a pensiones de superviven-
cia en conformidad con las reglas de los
artículos siguientes. (82)

Artículo 44.- La cónyuge superviviente
mayor de cuarenta y cinco años de edad, o
inválida de cualquiera edad, tendrá derecho a
una pensión vitalicia equivalente al 50% de la
pensión básica que habría correspondido a la
víctima si se hubiere invalidado totalmente, o
de la pensión básica que percibía en el mo-
mento de la muerte.

Igual pensión corresponderá a la viuda
menor de 45 años de edad, por el período de
un año, el que se prorrogará por todo el
tiempo durante el cual mantenga a su cuida-
do hijos legítimos que le causen asignación
familiar. Si al término del plazo o de su pró-
rroga hubiere cumplido los 45 años de edad,
la pensión se transformará en vitalicia. (82)

Cesará su derecho si contrajere nuevas
nupcias.

Sin embargo, la viuda que disfrutare de
pensión vitalicia y contrajere matrimonio ten-
drá derecho a que se le pague, de una sola
vez, el equivalente a dos años de su pensión.

Artículo 45.- La madre de los hijos natu-
rales del causante, soltera o viuda, que hubiere
estado viviendo a expensas de éste hasta el
momento de su muerte, tendrá también dere-
cho a una pensión equivalente al 30% de la
pensión básica que habría correspondido a la
víctima si se hubiere invalidado totalmente o
de la pensión básica que perciba en el mo-
mento de la muerte, sin perjuicio de las pen-
siones que correspondan a los demás dere-
cho-habientes. (82)

Para tener derecho a esta pensión el
causante debió haber reconocido a sus hijos
con anterioridad a la fecha del accidente o del
diagnóstico de la enfermedad.

La pensión será concedida por el mismo
plazo y bajo las mismas condiciones que se-
ñala el artículo anterior respecto de la pensión
por viudez.

Cesará el derecho si la madre de los hijos
naturales del causante que disfrute de pen-
sión vitalicia, contrajere nuevas nupcias, en
cuyo caso tendrá derecho también a que se le
pague de una sola vez, el equivalente a dos
años de su pensión. (82) (83)

Artículo 46.- El viudo inválido que haya
vivido a expensas de la cónyuge afiliada,
tendrá derecho a pensión en idénticas condi-
ciones que la viuda inválida.

Artículo 47.- Cada uno de los hijos del
causante, menores de diez y ocho años o
mayores de esa edad, pero menores de 24
años, que sigan estudios regulares secunda-
rios, técnicos o superiores, o inválidos de
cualquiera edad, tendrán derecho a percibir
una pensión equivalente al 20% de la pensión
básica que habría correspondido a la víctima
si se hubiere invalidado totalmente o de la

(82) Con la dictación de la Ley Nº 19.585, D.O.
26.10.98, vigente a contar del 26.10.99, que
modifica el Código Civil y otros cuerpos legales
en materia de filiación, desaparecen las calida-

des de "legítimo", "ilegítimo" y "natural". La ora-
ción final del nuevo texto del artículo 33 del
Código Civil, prescribe: "la ley considera iguales
a todos los hijos".

(83) El artículo 2º, letra e) del D.F.L. Nº 150, de 1981,
de Previsión Social, D.O. 25.3.82, que fijó el
texto refundido, coordinado y sistematizado so-
bre Sistema Unico de Prestaciones Familiares y
Sistemas de Subsidios de Cesantía para los tra-
bajadores de los sectores privado y público, es-
tablece que quedan afectos al Sistema de Asig-
naciones Familiares, los beneficiarios de pensión
de viudez y la madre de los hijos naturales del
trabajador o pensionado en goce de la pensión
establecida en el artículo 45 de la Ley Nº 16.744.

Continuación Nota (82)
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pensión básica que percibía en el momento
de la muerte. (84)

Artículo 48.- A falta de las personas
designadas en las disposiciones precedentes,
cada uno de los ascendientes y demás des-
cendientes del causante que le causaban asig-
nación familiar tendrán derecho a una pen-
sión del mismo monto señalado en el artículo
anterior.

Estos descendientes tendrán derecho a
la pensión mencionada en el inciso anterior
hasta el último día del año en que cumplieren
diez y ocho años de edad.

Artículo 49.- Si los descendientes del
afiliado fallecido carecieren de padre y ma-
dre, tendrán derecho a la pensión a que se
refieren los artículos anteriores aumentada en
un 50%.

En estos casos, las pensiones podrán ser
entregadas a las personas o instituciones que
los tengan a su cargo, en las condiciones que
determine el Reglamento.

Artículo 50.- En ningún caso las pensio-
nes por supervivencia podrán exceder en su
conjunto, del 100% de la pensión total que
habría correspondido a la víctima si se hubiere
invalidado totalmente o de la pensión total
que percibía en el momento de la muerte,
excluido el suplemento por gran invalidez, si
lo hubiere.

Las reducciones que resulten de la apli-
cación del máximo señalado en el inciso ante-
rior, se harán a cada beneficiario a prorrata de
sus respectivas cuotas, las que acrecerán,
también, proporcionalmente, dentro de los
límites respectivos a medida que alguno de
los beneficiarios deje de tener derecho a pen-
sión o fallezca.

Párrafo VI

Cuota mortuoria

Artículo 51.- Derogado. (85)

Párrafo VII

Normas generales

Artículo 52.- Las prestaciones de subsi-
dios, pensión y cuota mortuoria, que estable-
ce la presente ley, son incompatibles con las
que contemplan los diversos regímenes previ-
sionales. Los beneficiarios podrán optar, en-
tre aquéllas y éstas, en el momento en que se
les haga el llamamiento legal. (86)

(84) El artículo 8º, Nº 4 de la Ley Nº 19.454, D.O.
8.5.96, sustituyó en el artículo 47, la expresión
numérica "23" por "24".

(85) El artículo 12 del D.F.L. Nº 90, de 1978, de
Previsión Social, D.O. 11.1.79, derogó el ar-
tículo 51. El mencionado D.F.L. Nº 90, que es-
tableció un régimen previsional único de asigna-
ción por muerte, ha sido modificado por las Le-
yes Nºs. 18.546, D.O. 17.9.86 y 19.350 (art.
5º), D.O. 14.11.94.

(86) En relación a lo dispuesto en el artículo 52, debe
tenerse presente que el artículo 11 de la Ley
Nº 17.252, D.O. 6.12.69, reemplazado por el
D.L. Nº 1.026, D.O. 22.5.75, dispone:

"Las prestaciones de pensión y cuota mortuoria
que establece la Ley Nº 16.744 son compati-
bles con las que contemplan los diversos regí-
menes previsionales.

No obstante lo anterior, si la adición de las pen-
siones o de las cuotas mortuorias, excediere de
la cantidad que corresponda a dos pensiones
mínimas de las señaladas en los incisos 1º y 2º
del artículo 26 de la Ley Nº 15.386, tales pres-
taciones deberán rebajarse proporcionalmente,
de modo que la suma de ellas equivalga a dicho
límite.
El tope indicado en el inciso anterior no será
aplicable en aquellos casos en que el monto de
cualquiera de estos beneficios, individualmente
considerados, lo excediere, debiendo, en tales
circunstancias, otorgarse el que resultare ma-
yor".

Respecto de la disposición transcrita, y en refe-
rencia sólo a las prestaciones de pensión, por
haberse derogado el artículo 51 relativo a la cuo-
ta mortuoria, cabe tener presente que los incisos
1º y 2º del artículo 26 de la Ley Nº 15.386,
D.O. 11.12.63, sobre revalorización de pensio-
nes (reemplazado el primero por el art. 1º, letra
f), Nº 1 de la Ley Nº 17.907, D.O. 30.2.73; y
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Artículo 53.- El pensionado por acciden-
te del trabajo o enfermedad profesional que
cumpla la edad para tener derecho a pensión
dentro del correspondiente régimen previsio-
nal, entrará en el goce de esta última de
acuerdo con las normas generales pertinen-
tes, dejando de percibir la pensión de que
disfrutaba.

En ningún caso la nueva pensión podrá
ser inferior al monto de la que disfrutaba, ni al
80% del sueldo base que sirvió para calcular
la pensión anterior, amplificado en la forma
que señalan los artículos 26 y 41, y su pago
se hará con cargo a los recursos que la res-
pectiva institución de previsión social debe
destinar al pago de pensiones de vejez.

Los pensionados por invalidez parcial que
registren, con posterioridad a la declaración
de invalidez, sesenta o más cotizaciones men-
suales, como activos en su correspondiente
régimen previsional tendrán derecho a que la
nueva pensión a que se refieren los incisos
anteriores, no sea inferior al 100% del sueldo
base mencionado en el inciso precedente.

Artículo 54.- Los pensionados por acci-
dentes o enfermedades profesionales debe-
rán efectuar en el organismo previsional en
que se encuentren afiliados las mismas coti-
zaciones que los otros pensionados, gozan-
do, también, de los mismos beneficios por lo

que respecta a atención médica, asignaciones
familiares y demás que sean procedentes.

Artículo 55.- Los organismos administra-
dores aplicarán a las pensiones causadas por
accidentes del trabajo o enfermedades profe-
sionales las disposiciones legales y resolucio-
nes que sobre reajuste, revalorización y mon-
tos mínimos rijan en el régimen de pensiones
de vejez a que pertenecía la víctima, benefi-
cios que se concederán con cargo a los recur-
sos del seguro contra accidentes del trabajo y
enfermedades profesionales.

Artículo 56.- El retardo de la entidad
empleadora en el pago de las cotizaciones, no
impedirá el nacimiento, en el trabajador, del
derecho a las prestaciones establecidas en
esta ley.

Los organismos administradores otorga-
rán al accidentado o enfermo las prestaciones
respectivas, debiendo cobrar a la entidad em-
pleadora las cotizaciones, más intereses y mul-
tas, en la forma que corresponda.

En los casos de siniestro en que se esta-
blezca el incumplimiento de la obligación de
solicitar la afiliación por parte de un emplea-
dor, éste estará obligado a reembolsar al or-
ganismo administrador el total del costo de
las prestaciones médicas y de subsidio que se
hubieren otorgado y deban otorgarse a sus
trabajadores, sin perjuicio del pago de las
cotizaciones adeudadas y demás sanciones
legales que procedan.

Artículo 57.- El reglamento determinará
la forma en que habrán de concurrir al pago
de las pensiones e indemnizaciones causadas
por enfermedad profesional los distintos or-
ganismos administradores en que, desde la
fecha de vigencia de esta ley, haya estado
afiliado el enfermo.

En todo caso, las concurrencias se calcu-
larán en relación con el tiempo de imposicio-
nes existentes en cada organismo administra-
dor y en proporción al monto de la pensión o
indemnización fijada de acuerdo con las nor-
mas de este seguro.

modificado el segundo por el art. 27 de la Ley
Nº 16.258, D.O. 20.5.65, y art. 1º letra f)
Nº 2 de la Ley Nº 17.907), que en ella se men-
ciona, establecen respectivamente que las pen-
siones mínimas de jubilación serán equivalentes
a un sueldo vital escala A) del departamento de
Santiago, y que la pensión mínima de los obre-
ros afectos a las Leyes Nºs. 10.383 y 10.662,
por invalidez o vejez, será equivalente al salario
mínimo industrial.
Ahora bien, el artículo 4º del D.L. Nº 255, D.O.
10.1.74, igualó el monto de las pensiones de
estos dos incisos, el mismo que se reajusta pe-
riódicamente en la forma que establece el ar-
tículo 14 del D.L. Nº 2.448, D.O. 9.2.79. Res-
pecto a sueldos vitales, véase nota 71, del inci-
so quinto del artículo 26.

Continuación Nota (86)
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El organismo administrador a que se en-
cuentre afiliado el enfermo al momento de
declararse su derecho a pensión o indemniza-
ción deberá pagar la totalidad del beneficio y
cobrará posteriormente, a los de anterior afilia-
ción, las concurrencias que correspondan. (87)

TITULO VI

EVALUACION, REEVALUACION
Y REVISION DE INCAPACIDADES

Artículo 58.- La declaración, evaluación,
reevaluación y revisión de las incapacidades
permanentes serán de exclusiva competencia
de los Servicios de Salud. Sin embargo, res-
pecto de los afiliados a las Mutualidades, la
declaración, evaluación, reevaluación y revi-
sión de las incapacidades permanentes deri-
vadas de accidentes del trabajo corresponde-
rá a estas instituciones.

Las resoluciones de las Mutualidades que
se dicten sobre las materias a que se refiere
este artículo se ajustarán, en lo pertinente, a
las mismas normas legales y reglamentarias
aplicables a los otros administradores del se-
guro de esta ley. (88)

Artículo 59.- Las declaraciones de inca-
pacidad permanente del accidentado o enfer-
mo se harán en función de su incapacidad

para procurarse por medio de un trabajo pro-
porcionado a sus actuales fuerzas, capacidad
y formación, una remuneración equivalente al
salario o renta que gana una persona sana en
condiciones análogas y en la misma localidad.

Artículo 60.- Para los efectos de deter-
minar las incapacidades permanentes, el re-
glamento las clasificará y graduará, asignan-
do a cada cual un porcentaje de incapacidad
oscilante entre un máximo y un mínimo.

El porcentaje exacto, en cada caso parti-
cular, será determinado por el médico espe-
cialista del Servicio de Salud respectivo o de
las Mutualidades en los casos de incapacida-
des permanentes de sus afiliados derivadas
de accidentes del trabajo, dentro de la escala
preestablecida por el reglamento. El facultati-
vo, al determinar el porcentaje exacto, debe-
rá tener, especialmente, en cuenta, entre otros
factores, la edad, el sexo y la profesión habi-
tual del afiliado. (89)(90)

En los casos en que se verifique una
incapacidad no graduada ni clasificada pre-
viamente, corresponderá hacer la valoración
concreta al médico especialista del Servicio
de Salud respectivo o de las Mutualidades, en
su caso, sujetándose para ello, al concepto
dado en el artículo anterior y teniendo en
cuenta los factores mencionados en el inciso
precedente. (90)

Artículo 61.- Si el inválido profesional
sufre un nuevo accidente o enfermedad, tam-
bién de origen profesional, procederá a hacer
una reevaluación de la incapacidad en fun-
ción del nuevo estado que presente.

Si la nueva incapacidad ocurre mientras
el trabajador se encuentra afiliado a un orga-
nismo administrador distinto del que estaba

(87) El artículo único, Nº 4 de la Ley Nº 18.269, D.O.
28.12.83, reemplazó el artículo 57, por el in-
serto en este texto.

(88) El artículo único Nº 5 de la Ley Nº 18.269, D.O.
26.12.83, reemplazó el artículo 58, por el in-
serto en este texto.
La indicada modificación constituye una modifi-
cación tácita del artículo 88 del Código Sanita-
rio, que prescribe:

"Corresponde exclusivamente al Servicio Nacio-
nal de Salud determinar en cada caso las inca-
pacidades permanentes debidas a accidentes del
trabajo y enfermedades profesionales".

Respecto de la mención al Servicio Nacional de
Salud, véase nota 23 del artículo 7º de la pre-
sente ley.

(89) Véase el Decreto Nº 109, de Previsión Social,
Reglamento para la Calificación y Evaluación de
los Accidentes del Trabajo y Enfermedades Pro-
fesionales.

(90) El artículo único, Nº 6 de la Ley Nº 18.269, D.O.
26.12.83, reemplazó los incisos segundo y ter-
cero del artículo 60, insertos en este texto.
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cuando se produjo la primera incapacidad,
será el último organismo el que deberá pagar,
en su totalidad, la prestación correspondiente
al nuevo estado que finalmente presente el
inválido. Pero si el anterior organismo estaba
pagando una pensión, deberá concurrir al pago
de la nueva prestación con una suma equiva-
lente al monto de dicha pensión.

Artículo 62.- Procederá, también, hacer
una reevaluación de la incapacidad cuando a
la primitiva le suceda otra u otras de origen
no profesional.

Las prestaciones que corresponda pagar,
en virtud de esta reevaluación, serán, en su
integridad, de cargo del Fondo de Pensiones
correspondiente a invalidez no profesional del
organismo en que se encontraba afiliado el
inválido. Pero si con cargo al seguro de acci-
dentes del trabajo y enfermedades profesio-
nales se estaba pagando a tal persona una
pensión periódica, este seguro deberá concu-
rrir al pago de la nueva prestación con una
suma equivalente al monto de dicha pensión.

Artículo 63.- Las declaraciones de inca-
pacidad serán revisables por agravación, me-
joría o error en el diagnóstico y, según el
resultado de estas revisiones, se concederá o
terminará el derecho al pago de las pensio-
nes, o se aumentará o disminuirá su monto.

La revisión podrá realizarse, también, a
petición del interesado, en la forma que de-
termine el reglamento.

Artículo 64.- En todo caso, durante los
primeros ocho años contados desde la fecha
de concesión de la pensión, el inválido debe-
rá someterse a examen cada dos años. Pa-
sado aquel plazo, el organismo administra-
dor podrá exigir nuevos exámenes en los
casos y con la frecuencia que determine el
reglamento.

El reglamento determinará los casos en
que podrá prescindirse del examen a que se
refieren las disposiciones precedentes.

Al practicarse la nueva evaluación se ha-
brán de tener también en cuenta las nuevas

posibilidades que haya tenido el inválido para
actualizar su capacidad residual de trabajo.

TItulo VII

PREVENCION DE RIESGOS
PROFESIONALES

Artículo 65.- Corresponderá al Servicio
Nacional de Salud la competencia general en
materia de supervigilancia y fiscalización de
la prevención, higiene y seguridad de todos
los sitios de trabajo, cualesquiera que sean
las actividades que en ellos se realicen.

La competencia a que se refiere el inciso
anterior la tendrá el Servicio Nacional de Sa-
lud incluso respecto de aquellas empresas del
Estado que, por aplicación de sus leyes orgá-
nicas que las rigen, se encuentren actualmen-
te exentas de este control.

Corresponderá, también, al Servicio Na-
cional de Salud la fiscalización de las instala-
ciones médicas de los demás organismos ad-
ministradores, de la forma y condiciones como
tales organismos otorguen las prestaciones
médicas, y de la calidad de las actividades de
prevención que realicen. (91)(92)(93)

Artículo 66.- En toda industria o faena en
que trabajen más de veinte y cinco personas

(91) Véase el Decreto Nº 40, de 1969, de Previsión
Social, D.O. 7.3.69, reglamento sobre preven-
ción de riesgos profesionales y demás disposi-
ciones sobre la materia.

(92) Véanse, en el libro denominado "Seguridad e
Higiene Industrial, Prevención de Riesgos y Bio-
seguridad", entre otros los siguientes textos.

– Reglamento sobre Condiciones Sanitarias y
Ambientales Básicas en los Lugares de Tra-
bajo. Decreto Nº 594, de 2000, de Salud.

– Reglamento de Calderas y Generadores de
Vapor. Decreto Nº 48, de 1984, de Salud.

– Reglamento sobre autorizaciones para ins-
talaciones radiactivas o equipos generado-
res de radiaciones ionizantes, personal que
se desempeñe en ellas, u opere tales equi-
pos y otras actividades afines. Decreto
Nº 133, de 1984, de Salud.
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deberán funcionar uno o más Comités Parita-
rios de Higiene y Seguridad, que tendrán las
siguientes funciones: (94)(95)

1. Asesorar e instruir a los trabajadores para
la correcta utilización de los instrumen-
tos de protección;

2. Vigilar el cumplimiento, tanto por parte
de las empresas como de los trabajado-
res, de las medidas de prevención, higie-
ne y seguridad;

3. Investigar las causas de los accidentes
del trabajo y enfermedades profesiona-
les, que se produzcan en la empresa;

4. Indicar la adopción de todas las medidas
de higiene y seguridad, que sirvan para la
prevención de los riesgos profesionales;

5. Cumplir las demás funciones o misiones
que le encomiende el organismo adminis-
trador respectivo.

El representante o los representantes de
los trabajadores serán designados por los pro-
pios trabajadores.

El reglamento deberá señalar la forma
cómo habrán de constituirse y funcionar es-
tos comités. (94)(96)

En aquellas empresas mineras, industria-
les o comerciales que ocupen a más de 100
trabajadores será obligatoria la existencia de
un Departamento de Prevención de Riesgos
Profesionales el que será dirigido por un exper-

– Reglamento de protección radiológica de
instalaciones radiactivas. Decreto Nº 3, de
1985 de Salud.

– Certificación de Calidad de Elementos de Pro-
tección Personal contra Riesgos Ocupacio-
nales. Decreto Nº 18, de 1982, de Salud.

– Reglamenta autorización de laboratorios que
certifiquen la calidad de elementos de pro-
tección personal contra riesgos ocupacio-
nales. Decreto Nº 173, de 1982, de Salud.

(93) El Nº 8 del Decreto Nº 80, de 2002, del Trabajo
y Previsión Social, dispone:

"Las mutualidades de empleadores deberán in-
vertir en el año 2003 –al menos– un 6% en
prevención de accidentes del trabajo y un 6%
en prevención de enfermedades profesionales.
Con ese objetivo, deberán, antes del 31 de ene-
ro de 2003, someter a la aprobación de la Su-
perintendencia de Seguridad Social un Plan de
Prevención de Accidentes del Trabajo y un Plan
de Prevención de Enfermedades Profesionales
para el año 2003 y proporcionar la información
estadística y financiera en la forma y oportuni-
dad que dicha Superintendencia le requiera.

Los porcentajes antes señalados deben calcu-
larse en relación a los ingresos totales del año
2003, con excepción de la cotización extraordi-
naria del 0,05% establecida por el artículo 6º
transitorio de la Ley Nº 19.578".

(94) Véase el Decreto Nº 54, de 1969, de Previsión
Social, D.O. 11.3.69, reglamento para la cons-
titución y funcionamiento de los Comités Pari-
tarios de Higiene y Seguridad.

(95) El artículo 289, letra a) del Código del Trabajo,
prescribe:
"Artículo 289.- Serán consideradas prácticas
desleales del empleador, las acciones que aten-
ten contra la libertad sindical.
Incurre especialmente en esta infracción:
a) El que obstaculice la formación o funciona-

miento de sindicatos de trabajadores negán-
dose injustificadamente a recibir a sus diri-
gentes, ejerciendo presiones mediante ame-
nazas de pérdida del empleo o de benefi-
cios, o del cierre de la empresa, estableci-
miento o faenas, en caso de acordarse la
constitución de un sindicato; el que mali-
ciosamente ejecutare actos tendientes a
alterar el quórum de un sindicato.
Las conductas a que alude esta letra se con-
siderarán también prácticas desleales cuan-
do se refieran a los Comités Paritarios de
Higiene y Seguridad o a sus integrantes".

Continuación Notas (92)(93)

(96) Por Dictamen Nº 2.958, de 1995, de la Super-
intendencia de Seguridad Social, se había reco-
nocido a los Comités Paritarios de Higiene y Se-
guridad, la facultad de solicitar la rebaja de la
cotización adicional diferenciada fijada a la em-
presa respectiva. Tal criterio fue modificado por
Ord. Nº 1.987, de 31 de enero de 1997, el mis-
mo que puntualizó que sólo la entidad emplea-
dora está facultada para solicitar la rebaja de su
tasa de cotización adicional (Of. Nº 5.099, de
19.3.98).
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to en prevención, el cual formará parte, por
derecho propio, de los Comités Paritarios. (97)(98)

Las empresas estarán obligadas a adop-
tar y poner en práctica las medidas de pre-
vención que les indique el Departamento de
Prevención y/o el Comité Paritario; pero po-
drán apelar de tales resoluciones ante el res-
pectivo organismo administrador, dentro del
plazo de 30 días, desde que le sea notificada
la resolución del Departamento de Prevención
o del Comité Paritario de Higiene y Seguri-
dad.

El incumplimiento de las medidas acor-
dadas por el Departamento de Prevención o

por el Comité Paritario, cuando hayan sido
ratificadas por el respectivo organismo admi-
nistrador, será sancionado en la forma que
preceptúa el artículo 68.

Lo dispuesto en este artículo no se apli-
cará a las actividades a que se refiere el
artículo 162-A del Decreto Ley Nº 2.200, de
1978. (99)

Artículo 67.- Las empresas o entidades
estarán obligadas a mantener al día los regla-
mentos internos de higiene y seguridad en el
trabajo y los trabajadores a cumplir con las
exigencias que dichos reglamentos les im-
pongan. Los reglamentos deberán consultar
la aplicación de multas a los trabajadores que
no utilicen los elementos de protección per-
sonal que se les haya proporcionado o que no
cumplan las obligaciones que les impongan
las normas, reglamentaciones o instrucciones
sobre higiene y seguridad en el trabajo. La
aplicación de tales multas se regirá por lo
dispuesto en el Párrafo I del Título III del Libro
I del Código del Trabajo. (100)

(97) Los artículos 1º a 3º del Decreto Nº 206, de
1970, D.O. 24.10.70, de Previsión Social, que
modifica y complementa el reglamento indicado
en la nota 94 del inciso primero de este artícu-
lo, disponen:

"Artículo 1º.- La promoción del adiestramiento
de los trabajadores para la realización de sus
labores debe ser considerada como una de las
obligaciones mínimas destinadas a la seguridad
en el trabajo que corresponde realizar a los De-
partamentos de Prevención de Riesgos Profe-
sionales a que se refiere el artículo 66 de la Ley
Nº 16.744.
"Artículo 2º.- La promoción del adiestramiento
de los trabajadores deberá llevarse a cabo me-
diante la realización de cursos de capacitación
profesional en organismos autorizados para cum-
plir con esta finalidad o en la misma empresa,
industria o faena bajo el control y dirección de
esos organismos técnicos especializados.

"Artículo 3º.- Sin perjuicio de las facultades que
corresponden a los organismos administradores
del seguro social de accidentes del trabajo y
enfermedades profesionales señalados por el
artículo 8º de la Ley Nº 16.744, para los efec-
tos de la aplicación de lo dispuesto en el artícu-
lo anterior, se considerá, además de ellos, como
organismos técnicos especializados, al Instituto
Nacional de Capacitación Profesional INACAP,
filial de CORFO y al Servicio de Cooperación Téc-
nica, filial CORFO".

(98) La Resolución Nº 575 de 11.5.93, D.O. 28.5.93,
del Servicio Nacional de Geología y Minería, au-
torizó la realización de cursos para la formación
de expertos en prevención de riesgos de la in-
dustria extractiva minera y dictó normas al res-
pecto. La referida resolución se publica en la
obra señalada en la nota 92 del artículo 65.

(99) El artículo 8º de la Ley Nº 18.011, D.O. 1.7.81,
agregó el inciso final del artículo 66, inserto en
este texto. Al respecto cabe señalar que el ar-
tículo 1º, Nº 3 de la misma Ley Nº 18.011, agre-
gó al D.L. Nº 2.200, de 1978 el referido artícu-
lo 162-A, del siguiente tenor:
"Se entiende por personal embarcado o gente
de mar el que, mediando contrato de embarco,
ejerce profesiones, oficios u ocupaciones a bor-
do de naves o artefactos navales".

Posteriormente, el artículo 1º, letra d) de la Ley
Nº 18.032, D.O. 25.09.81, agregó al menciona-
do artículo 162-A, un inciso segundo que dispuso:
"Se entiende por trabajador portuario, todo aquel
que realiza funciones de carga y descarga de
mercancías y demás faenas propias de la activi-
dad portuaria, tanto a bordo de naves y artefac-
tos navales que se encuentren en los puertos de
la República, como en los recintos portuarios".

Al presente, los incisos indicados corresponden,
respectivamente, al artículo 96 y al inciso pri-
mero del artículo 133 del Código del Trabajo.

(100) Actualmente las disposiciones mencionadas se
encuentran en el Título III del Libro I, "Del Re-
glamento Interno", arts. 153 a 157 del actual
Código del Trabajo, D.F.L. Nº 1, de 2002, del
Trabajo y Previsión Social, D.O. 16.1.2003.
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Artículo 68.- Las empresas o entidades
deberán implantar todas las medidas de higie-
ne y seguridad en el trabajo que les prescri-
ban directamente el Servicio Nacional de Sa-
lud o, en su caso, el respectivo organismo
administrador a que se encuentren afectas, el
que deberá indicarlas de acuerdo con las nor-
mas y reglamentaciones vigentes.

El incumplimiento de tales obligaciones
será sancionado por el Servicio Nacional de
Salud de acuerdo con el procedimiento de
multas y sanciones previsto en el Código
Sanitario, y en las demás disposiciones lega-
les, sin perjuicio de que el organismo adminis-
trador respectivo aplique, además, un recar-
go en la cotización adicional, en conformidad
a lo dispuesto en la presente ley. (101)

Asimismo, las empresas deberán propor-
cionar a sus trabajadores, los equipos e im-
plementos de protección necesarios, no pu-
diendo en caso alguno cobrarles su valor. Si
no dieren cumplimiento a esta obligación se-
rán sancionados en la forma que preceptúa el
inciso anterior.

El Servicio Nacional de Salud queda
facultado para clausurar las fábricas, talleres,
minas o cualquier sitio de trabajo que signifi-
que un riesgo inminente para la salud de los
trabajadores o de la comunidad.

Artículo 69.- Cuando el accidente o en-
fermedad se deba a culpa o dolo de la entidad
empleadora o de un tercero, sin perjuicio de
las acciones criminales que procedan, debe-
rán observarse las siguientes reglas:

a) El organismo administrador tendrá dere-
cho a repetir en contra del responsable
del accidente, por las prestaciones que
haya otorgado o deba otorgar, y

b) La víctima y las demás personas a quie-
nes el accidente o enfermedad cause
daño podrán reclamar al empleador o
terceros responsables del accidente, tam-
bién las otras indemnizaciones a que ten-
gan derecho, con arreglo a las prescrip-
ciones del derecho común, incluso el daño
moral. (102)

Artículo 70.- Si el accidente o enferme-
dad ocurre debido a negligencia inexcusable
de un trabajador se le deberá aplicar una
multa, de acuerdo con lo preceptuado en el
artículo 68, aun en el caso de que él mismo
hubiere sido víctima del accidente.

Corresponderá al Comité Paritario de Hi-
giene y Seguridad decidir si medió negligen-
cia inexcusable.

Artículo 71.- Los afiliados afectados de
alguna enfermedad profesional deberán ser
trasladados, por la empresa donde presten sus
servicios, a otras faenas donde no estén ex-
puestos al agente causante de la enfermedad.

Los trabajadores que sean citados para
exámenes de control por los servicios médi-
cos de los organismos administradores, debe-
rán ser autorizados por su empleador para su
asistencia, y el tiempo que en ello utilicen
será considerado como trabajado para todos
los efectos legales.

Las empresas que exploten faenas en
que trabajadores suyos puedan estar expues-
tos al riesgo de neumoconiosis, deberán reali-
zar un control radiográfico semestral de tales
trabajadores.

(101) El Libro X del Código Sanitario, "De los procedi-
mientos y sanciones", artículos 151 a 181, se
publica en la obra mencionada en la nota 92 del
artículo 65, de la presente ley.

(102) El artículo 7º del Decreto Nº 20, del Trabajo y
Previsión Social, D.O. 16.6.2001, Reglamento
sobre Normas de Seguridad para el Transporte
Privado de los Trabajadores Agrícolas de Tem-
porada, dispone que el empleador que realice o
contrate este transporte con infracción a sus nor-
mas, será sancionado de acuerdo a los artículos
477 y 478 del Código del Trabajo, y agrega que,
sin perjuicio de ello, en caso de accidentes se
aplicará el artículo 69 de la Ley Nº 16.744.
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TITULO VIII

DISPOSICIONES FINALES

Párrafo I

Administración delegada

Artículo 72.- Las empresas que cumplan
con las condiciones que señala el inciso si-
guiente del presente artículo, tendrán dere-
cho a que se les confiera la calidad de admi-
nistradoras delegadas del seguro, respecto de
sus propios trabajadores, en cuyo caso toma-
rán a su cargo el otorgamiento de las presta-
ciones que establece la presente ley, con
excepción de las pensiones.

Tales empresas deberán ocupar habitual-
mente dos mil o más trabajadores, deben
tener un capital y reservas superior a siete mil
sueldos vitales anuales, escala A) del depar-
tamento de Santiago y cumplir, además, los
siguientes requisitos: (103)

a) Poseer servicios médicos adecuados, con
personal especializado en rehabilitación;

b) Realizar actividades permanentes y efec-
tivas de prevención de accidentes y en-
fermedades profesionales;

c) Constituir garantías suficientes del fiel
cumplimiento de las obligaciones que asu-
men, ante los organismos previsionales,
que hubieren delegado la administración, y

d) Contar con el o los Comités Paritarios de
Seguridad a que se refiere el artículo 66.

Los organismos administradores deberán
exigir a las empresas que se acojan a este
sistema, un determinado aporte cuya cuantía
la fijarán de acuerdo con las normas que
establezca el reglamento.

El monto de tales aportes será distribui-
do entre el Servicio Nacional de Salud y los

demás organismos administradores delegantes
en la forma y proporciones que señale el
Reglamento. (104) (105)

Artículo 73.- Los organismos administra-
dores podrán también convenir con organis-
mos intermedios o de base que éstos reali-
cen, por administración delegada, alguna de
sus funciones, especialmente las relativas a
otorgamiento de prestaciones médicas, en-
trega de prestaciones pecuniarias u otras en
la forma y con los requisitos que señale el
Reglamento.

Artículo 74.- Los servicios de las entida-
des con administración delegada serán
supervigilados por el Servicio Nacional de Sa-
lud y por la Superintendencia de Seguridad
Social, cada cual dentro de sus respectivas
competencias.

Artículo 75.- Las delegaciones de que tra-
ta el artículo 72 deberán ser autorizadas por
la Superintendencia de Seguridad Social, pre-
vio informe del Servicio Nacional de Salud.

Párrafo II

Procedimientos y recursos

Artículo 76.- La entidad empleadora de-
berá denunciar al organismo administrador
respectivo, inmediatamente de producido todo
accidente o enfermedad que pueda ocasionar
incapacidad para el trabajo o la muerte de la
víctima. El accidentado o enfermo o sus dere-
cho habientes, o el médico que trató o diag-
nosticó la lesión o enfermedad, como igual-
mente el Comité Paritario de Seguridad, ten-
drán, también, la obligación de denunciar el
hecho en dicho organismo administrador, en
el caso de que la entidad empleadora no
hubiere realizado la denuncia. (106)

(103) En relación a sueldos vitales, véase nota 70 del
artículo 26 de la presente ley.

(104) Respecto del Servicio Nacional de Salud, véase
nota 23 del artículo 7º de la presente ley.

(105) Véase nota al artículo 25 del Reglamento de la
presente ley.

(106) Véase artículo 71 del Reglamento de esta ley y
sus notas.
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Las denuncias mencionadas en el inciso
anterior deberán contener todos los datos
que hayan sido indicados por el Servicio Na-
cional de Salud.

Los organismos administradores deberán
informar al Servicio Nacional de Salud los
accidentes o enfermedades que les hubieren
sido denunciados y que hubieren ocasionado
incapacidad para el trabajo o la muerte de la
víctima, en la forma y con la periodicidad que
señale el Reglamento.

Artículo 77.- Los afiliados o sus derecho
habientes así como también los organismos
administradores podrán reclamar dentro del
plazo de noventa días hábiles ante la Comi-
sión Médica de Reclamos de Accidentes del
Trabajo y Enfermedades Profesionales de las
decisiones de los Servicios de Salud o de las
Mutualidades en su caso recaídas en cuestio-
nes de hecho que se refieran a materias de
orden médico. (107)

Las resoluciones de la Comisión serán
apelables, en todo caso, ante la Superinten-
dencia de Seguridad Social dentro del plazo
de treinta días hábiles, la que resolverá con
competencia exclusiva y sin ulterior recurso.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos
precedentes, en contra de las demás resolu-
ciones de los organismos administradores po-
drá reclamarse, dentro del plazo de 90 días
hábiles, directamente a la Superintendencia
de Seguridad Social. (108)

Los plazos mencionados en este artículo
se contarán desde la notificación de la resolu-
ción, la que se efectuará mediante carta certi-
ficada o por los otros medios que establezcan
los respectivos reglamentos. Si se hubiere
notificado por carta certificada, el plazo se
contará desde el tercer día de recibida la
misma en el Servicio de Correos. (109)

Artículo 77 bis.- El trabajador afectado
por el rechazo de una licencia o de un reposo
médico por parte de los organismos de los
Servicios de Salud, de las Instituciones de
Salud Previsional o de las Mutualidades de
Empleadores, basado en que la afección invo-
cada tiene o no tiene origen profesional, se-
gún el caso, deberá concurrir ante el organis-
mo de régimen previsional a que esté afiliado,
que no sea el que rechazó la licencia o el
reposo médico, el cual estará obligado a cur-
sarla de inmediato y a otorgar las prestacio-
nes médicas o pecuniarias que correspondan,
sin perjuicio de los reclamos posteriores y
reembolsos, si procedieren, que establece este
artículo.

En la situación prevista en el inciso ante-
rior, cualquier persona o entidad interesada
podrá reclamar directamente en la Superin-
tendencia de Seguridad Social por el rechazo
de la licencia o del reposo médico, debiendo
ésta resolver, con competencia exclusiva y
sin ulterior recurso, sobre el carácter de la
afección que dio origen a ella, en el plazo de
treinta días contado desde la recepción de los
antecedentes que se requieran o desde la
fecha en que el trabajador afectado se hubiere
sometido a los exámenes que disponga dicho
Organismo, si éstos fueren posteriores.

Si la Superintendencia de Seguridad So-
cial resuelve que las prestaciones debieron
otorgarse con cargo a un régimen previsional
diferente de aquel conforme al cual se pro-
porcionaron, el Servicio de Salud, el Instituto

(107) El artículo único, Nº 7 de la Ley Nº 18.269, D.O.
28.12.83, modificó el inciso primero del artícu-
lo 77, como figura en el texto.

(108) El artículo único, Nº 1 de la Ley Nº 19.394, D.O.
21.6.95, derogó el inciso cuarto que tenía el
primitivo artículo 77, sobre el reclamo directo
que cualquier persona podía hacer ante la Su-
perintendencia de Seguridad Social por el rechazo
de una licencia o reposo médico por los Servi-
cios de Salud, Mutualidades e Instituciones de
Salud Previsional, basado en que la afección in-
vocada tiene o no origen profesional, resolvien-
do el problema en el artículo 77 bis que agrega.

(109) El artículo 62 de la Ley Nº 18.899, D.O.
30.12.89, reemplazó el inciso final por el inser-
to en este texto.
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de Normalización Previsional, la Mutualidad
de Empleadores, la Caja de Compensación de
Asignación Familiar o la Institución de Salud
Previsional, según corresponda, deberán re-
embolsar el valor de aquéllas al organismo
administrador de la entidad que las solventó,
debiendo este último efectuar el requerimien-
to respectivo. En dicho reembolso se deberá
incluir la parte que debió financiar el trabaja-
dor en conformidad al régimen de salud previ-
sional a que esté afiliado.

El valor de las prestaciones que, confor-
me al inciso precedente, corresponda reem-
bolsar, se expresará en unidades de fomento,
según el valor de éstas en el momento de su
otorgamiento, con más el interés corriente
para operaciones reajustables a que se refiere
la Ley Nº 18.010, desde dicho momento
hasta la fecha del requerimiento del respecti-
vo reembolso, debiendo pagarse dentro del
plazo de diez días, contados desde el requeri-
miento, conforme al valor que dicha unidad
tenga en el momento del pago efectivo. Si
dicho pago se efectúa con posterioridad al
vencimiento del plazo señalado, las sumas
adeudadas devengarán el 10% de interés
anual, que se aplicará diariamente a contar
del señalado requerimiento de pago. (110) (111)

En el evento de que las prestaciones
hubieren sido otorgadas conforme a los regí-
menes de salud dispuestos para las enferme-
dades comunes, y la Superintendencia de
Seguridad Social resolviere que la afección es
de origen profesional, el Fondo Nacional de
Salud, el Servicio de Salud o la Institución de
Salud Previsional que las proporcionó deberá
devolver al trabajador la parte del reembolso
correspondiente al valor de las prestaciones
que éste hubiere solventado, conforme al ré-
gimen de salud previsional a que esté afiliado,
con los reajustes e intereses respectivos.El
plazo para su pago será de diez días, conta-
dos desde que se efectuó el reembolso. Si,
por el contrario, la afección es calificada como
común y las prestaciones hubieren sido otor-
gadas como si su origen fuere profesional, el
Servicio de Salud o la Institución de Salud
Previsional que efectuó el reembolso deberá
cobrar a su afiliado la parte del valor de las
prestaciones que a éste le corresponde sol-
ventar, según el régimen de salud de que se
trate, para lo cual sólo se considerará el valor
de aquéllas.

Para los efectos de los reembolsos dis-
puestos en los incisos precedentes, se consi-
derará como valor de las prestaciones médi-

(110) El artículo único, Nº 2 de la Ley Nº 19.394, D.O.
21.6.95, agregó el artículo 77 bis, inserto en
este texto.

(111) El artículo 6º de la Ley Nº 18.010, D.O. 27.6.81,
que estableció normas para las operaciones de
crédito y otras obligaciones de crédito de dinero
que indica, modificado por el art. 3º, Nº 2 de la
Ley Nº 19.528, D.O. 4.11.97 prescribe:

"Artículo 6º.- Interés corriente es el interés pro-
medio cobrado por los bancos y las sociedades
financieras establecidas en Chile en las opera-
ciones que realicen en el país, con exclusión de
las comprendidas en el artículo 5º. Corresponde
a la Superintendencia de Bancos e Instituciones
Financieras determinar las tasas de interés co-
rriente, pudiendo distinguir entre operaciones en
moneda nacional, reajustable o no reajustable,
en una o más monedas extranjeras o expresa-
das en dichas monedas o reajustables según el
valor de ellas, como asimismo, por el monto de
los créditos, no pudiendo establecerse más de
dos límites para este efecto, o según los plazos
a que se hayan pactado tales operaciones.

"Los promedios se establecerán en relación con
las operaciones efectuadas durante cada mes
calendario y las tasas resultantes se publicarán
en el Diario Oficial durante la primera quincena
del mes siguiente, para tener vigencia hasta el
día anterior a la próxima publicación.
"Para determinar el promedio que corresponda,
la Superintendencia podrá omitir las operacio-
nes sujetas a refinanciamientos o subsidios u
otras que, por su naturaleza, distorsionen la fase
del mercado.

No pueden estipularse un interés que exceda en
más de un 50% al corriente que rija al momento
de la convención, ya sea que se pacte tasa fija
o variable. Este límite de interés se denomina
interés máximo convencional.

"Será aplicable a las operaciones de crédito de
dinero que realicen los bancos, lo dispuesto en el
inciso primero del artículo 17 de la Ley Nº 19.496
y la obligación de información que contempla la
letra c) del artículo 37 de la misma ley citada,
debiendo identificarse el servicio que la origina".

Continuación Nota (111)
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cas el equivalente al que la entidad que las
otorgó cobra por ellas al proporcionarlas a
particulares. (112) (113)

Artículo 78.- La Comisión Médica de Re-
clamos de Accidentes del Trabajo y Enferme-
dades Profesionales estará compuesta por:

a) Dos médicos en representación del Ser-
vicio Nacional de Salud, uno de los cua-
les la presidirá;

b) Un médico en representación de las or-
ganizaciones más representativas de los
trabajadores;

c) Un médico en representación de las or-
ganizaciones más representativas de las
entidades empleadoras, y

d) Un abogado.

Los miembros de esta Comisión serán
designados por el Presidente de la República
en la forma que determine el Reglamento.

El mismo Reglamento establecerá la or-
ganización y funcionamiento de la Comisión,
la que, en todo caso, estará sometida a la
fiscalización de la Superintendencia de Segu-
ridad Social. (114)

Párrafo III

Prescripción y sanciones

Artículo 79.- Las acciones para reclamar
las prestaciones por accidentes del trabajo o
enfermedades profesionales prescribirán en el
término de cinco años contado desde la fecha
del accidente o desde el diagnóstico de la

enfermedad. En el caso de la neumoconiosis
el plazo de prescripción será de quince años,
contado desde que fue diagnosticada.

Esta prescripción no correrá contra los
menores de diez y seis años. (115)

Artículo 80.- Las infracciones a cualquie-
ra de las disposiciones de esta ley, salvo que
tengan señalada una sanción especial, serán
penadas con una multa de uno a veinticuatro
sueldos vitales mensuales, escala A) del depar-
tamento de Santiago. Estas multas serán apli-
cadas por los organismos administradores. (116)

La reincidencia será sancionada con el
doble de la multa primeramente impuesta.

Párrafo IV

Disposiciones varias

Artículo 81.- Fusiónanse la actual Caja
de Accidentes del Trabajo con el Servicio de
Seguro Social, que será su continuador legal
y al cual se transferirá el activo y pasivo de
esa Caja. (117)

El Fondo de Garantía que actualmente
administra la Caja, se transferirá también, al
Servicio de Seguro Social e ingresará al res-
pectivo Fondo de Accidentes del Trabajo y
Enfermedades Profesionales.

Los bienes muebles e inmuebles que la
Caja de Accidentes del Trabajo tiene destina-
dos a los servicios hospitalarios o médicos en
general y a la prevención de riesgos profesio-

(112) El artículo único, Nº 2 de la Ley Nº 19.394, D.O.
21.6.95, incorporó el artículo 77 bis, inserto en
este texto.

(113) Véase Circular Nº 1.974, de la Superintenden-
cia de Seguridad Social.

(114) Véanse, más adelante, artículos 77 a 94 per-
manentes y 17 a 23 transitorios del reglamento
de la presente ley, Decreto Nº 101, de 1968,
de Previsión Social, D.O. 7.6.68.

(115) El artículo 34 de la Ley Nº 18.591, D.O. 3.1.87,
prescribe:

"El derecho a impetrar subsidio por incapacidad
temporal de la ley, prescribirá en seis meses
desde el término de la respectiva licencia".

El artículo transcrito rige a contar del 1º de ene-
ro de 1987, de acuerdo a lo dispuesto en el ar-
tículo 110 de la mencionada Ley Nº 18.591.

(116) En relación con sueldo vital y con la Ley Nº 7.295,
véase nota 70 del artículo 26 de la presente ley.

(117) En relación con el Servicio de Seguro Social,
Servicio Nacional de Salud, Caja Nacional de
Empleados Públicos y Periodistas, véanse nota
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nales, serán transferidos por el Servicio de
Seguro Social al Servicio Nacional de Salud.

Las transferencias a que se refiere este
artículo estarán exentas de todo impuesto,
así como también del pago de los derechos
notariales y de inscripción.

Artículo 82.- El personal que trabaja en
la Caja de Accidentes del Trabajo en funcio-
nes relacionadas con atención médica, hospi-
talaria y técnica de salud, higiene y seguridad
industrial, pasará a incorporarse al Servicio
Nacional de Salud. El resto del personal se
incorporará a la planta del Servicio de Seguro
Social. Con motivo de la aplicación de la
presente ley no se podrán disminuir remune-
raciones, grados o categorías ni suprimir per-
sonal o alterarse el régimen previsional y de
asignaciones familiares que actualmente tie-
nen. Asimismo, mantendrán su representa-
ción ante el Consejo del organismo previsio-
nal correspondiente por un plazo de dos años.

El personal que trabaja en las Secciones
de Accidentes del Trabajo y Administrativa
de Accidentes del Trabajo en las Compañías
de Seguros, será absorbido por el Servicio
Nacional de Salud o el Servicio de Seguro
Social, de acuerdo con las funciones que
desempeñe, a medida que las Compañías de
Seguros empleadoras lo vaya desahuciando
por terminación de los departamentos o sec-
ciones en que presta servicios. Estos perso-
nales serán incorporados a las plantas perma-
nentes de ambos servicios y continuarán reci-
biendo como remuneraciones el promedio de
las percibidas durante el año 1967, con más
un 15%, si la incorporación les fuere hecha
durante 1968, o la cantidad anterior aumen-
tada en el mismo porcentaje en que hubiere
aumentado en 1969, el sueldo vital, escala
A) del departamento de Santiago, si la incor-
poración es hecha durante el curso del año
1969. En uno y otro caso con el reajuste que
habría correspondido además por aplicación
de la Ley Nº 7.295. (116) (117) (118)

El personal de la Planta de Servicios
Menores de la Caja de Accidentes del Traba-
jo, actualmente imponente del Servicio de
Seguro Social, pasará a ser imponente de la
Caja Nacional de Empleados Públicos y Pe-
riodistas.

Artículo 83.- El Servicio de Minas del
Estado continuará ejerciendo en las faenas
extractivas de la minería las atribuciones que
en materia de seguridad le fueron conferidas
por la letra i) del artículo 2º del Decreto con
Fuerza de Ley Nº 152, de 1960, y por el
Reglamento de Policía Minera aprobado por
Decreto Nº 185, de 1916, del Ministerio de
Economía y Comercio y sus modificaciones
posteriores. (119) (120) (121)

(118) El D.F.L. Nº 63, de 1969, de Previsión Social,
D.O. 27.5.69, creó los cargos que señala en las
plantas del personal del antiguo Servicio de Se-
guro Social para incorporar en dicha institución
a los funcionarios y ex agentes oficiales de la
ex Caja de Accidentes del Trabajo, que fue des-
pués Departamento de Accidentes del Trabajo
y Enfermedades Profesionales del Servicio de Se-
guro Social.

(119) El artículo 200 de la Ley Nº 16.840, D.O.
24.5.68, reemplazó el inciso primero del artícu-
lo 83, por el inserto en este texto.

(120) El artículo 25, del D.L. Nº 3.525, D.O. 2.12.80,
derogó el D.F.L. Nº 152, de 1960, que creó el
Servicio de Minas del Estado. El mencionado D.L.
Nº 3.525, de 1980 creó el Servicio Nacional de
Geología y Minería (SERNAGEOMIN), como con-
tinuador y sucesor legal del Servicio de Minas
del Estado y del Instituto de Investigaciones Geo-
lógicas. Ha sido modificado por la Ley Nº 18.330,
D.O. 22.8.84. El artículo 21 del D.L. Nº 3.525,
de 1980, establece que las referencias que el
Código de Minería y otras leyes hacen al Servi-
cio de Minas del Estado, se entenderán hechas
al SERNAGEOMIN.

(121) El Reglamento de Policía Minera, Decreto Nº 185,
de 1946, de Economía, fue derogado por el Nº 2
del Decreto Nº 32, de 1969, de Minería, D.O.
25.3.69, cuyo Nº 1º aprobó un nuevo Regla-
mento de Policía y Seguridad Minera. Este últi-
mo fue a su vez derogado por el art. 523 del De-
creto Nº 72, de 1985, de Minería, D.O. 27.1.86,
actual Reglamento de Seguridad Minera, que se
publica en el libro indicado en la nota 92 del ar-
tículo 65 de la presente ley.

23 del artículo 7º y nota 24 del artículo 8º de la
presente ley.

Continuación Notas (116)(117)
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Facúltase al Presidente de la República
para modificar las plantas del Servicio Nacio-
nal de Salud o del Servicio de Seguro Social
con el objeto de incorporar en ellas a los
personales a que se refieren este artículo y
los anteriores.

Artículo 84.- Los hospitales de la actual
Caja de Accidentes del Trabajo, ubicados en
Santiago, Valparaíso, Coquimbo, Concepción,
Temuco, Osorno y Valdivia y la Clínica
Traumatológica de Antofagasta, se manten-
drán como Centros de Traumatología y Orto-
pedia una vez fusionados estos dos servicios.

Para los efectos de futuros concursos de
antecedentes para optar a cargos médicos,
de dentistas, farmacéuticos, administrativos
o de cualquier otro, en el Servicio Nacional de
Salud o en el Servicio de Seguro Social, los
años de antigüedad y la categoría de los
cargos desempeñados en la Caja de Acciden-
tes del Trabajo serán computados con el mis-
mo valor en puntaje que actualmente se asig-
nan a tales antecedentes en el Servicio Na-
cional de Salud y en el Servicio de Seguro
Social.

Los antecedentes de los profesionales
afectos a la Ley Nº 15.076 que tengan acre-
ditados ante la Caja de Accidentes del Traba-
jo y que, por aplicación de la presente ley
deban ingresar al Servicio Nacional de Salud,
valdrán ante este último organismo en idénti-
ca forma que si los hubieren acreditado ante
él. (122)

Los profesionales funcionarios se man-
tendrán en sus cargos de planta que tengan a
la fecha de publicación de la presente ley,
rigiéndose en lo futuro por las disposiciones
del Estatuto Médico-Funcionario.

Artículo 85.- Reemplázase el artículo transi-
torio Nº 3 de la Ley Nº 8.198 por el siguiente: (123)

"Artículo 3º transitorio.- Los aparatos y
equipos de protección destinados a prevenir
los accidentes del trabajo y enfermedades
profesionales y los instrumentos científicos
destinados a la investigación y medición de
los riesgos profesionales que el Servicio Na-
cional de Salud indique, así como también los
instrumentos quirúrgicos, aparatos de rayos
X, y demás instrumentales que sean indica-
dos por dicho Servicio, serán incluidos en las
listas de importación permitida del Banco Cen-
tral de Chile y de la Corporación del Cobre y
estarán liberados de depósitos, de derechos
de internación, de cualquier otro gravamen
que se cobre por las Aduanas y de los otros
impuestos a las importaciones, a menos que
ellos se fabriquen en el país en condiciones
favorables de calidad y precio".

Artículo 86.-Sustitúyese en el inciso pri-
mero del artículo 62 de la Ley Nº 16.395, la
frase "uno por mil", por "dos por mil". (124)

Artículo 87.- La Superintendencia de Se-
guridad Social podrá aplicar a las Compañías
de Seguros que no den completo y oportuno
cumplimiento a las disposiciones de esta ley, las
sanciones establecidas en la Ley Nº 16.395. (125)

Artículo 88.- Los derechos concedidos
por la presente ley son personalísimos e
irrenunciables.

Artículo 89.- En ningún caso las disposi-
ciones de la presente ley podrán significar

(122) El Decreto Nº 252, de 1976, de Salud, D.O.
26.11.76, fijó el texto refundido, coordinado y
sistematizado de la Ley Nº 15.076, D.O. 8.1.63,
Estatuto para los médicos-cirujanos, farmacéu-
ticos o químicos-farmacéuticos, bioquímios y
cirujanos-dentistas.

(123) El artículo 24 de la Ley Nº 17.365, D.O. 6.10.70,
reemplazó, en el inciso primero del artículo 85,
el guarismo "8.918" por "8.198", inserto en este
texto. La Ley Nº 8.198, D.O. 14.9.45 introdujo
diversas modificaciones al Código del Trabajo.

(124) La Ley Nº 16.395, D.O. 28.1.66, fijó el texto
refundido de la Ley de Organización y Atribucio-
nes de la Superintendencia de Seguridad Social.
Cabe señalar que el artículo 62 que se modifica
en el artículo 86 de la Ley Nº 16.744, fue dero-
gado por el artículo 11, letra b) del D.L. Nº 786,
D.O. 4.12.74.

(125) Véase nota precedente.
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disminución de derechos ya adquiridos en
virtud de otras leyes.

Artículo 90.- Derógase el Título II del Li-
bro II del Código del Trabajo, la Ley Nº 15.477
y toda otra norma legal o reglamentaria con-
traria a las disposiciones contenidas en la
presente ley. (126)

Artículo 91.- La presente ley entrará en
vigencia dentro del plazo de tres meses con-
tado desde su publicación en el Diario Oficial.

TITULO IX

Artículo 92.- Reemplázase el inciso se-
gundo del artículo 32 de la Ley Nº 6.037, por
los siguientes: (127)

"La pensión de montepío se difiere el día
del fallecimiento.

En caso de pérdida o naufragio de una
nave, de muerte por sumersión o por otro
accidente marítimo o aéreo, si no ha sido
posible recuperar los restos del imponente,
podrá acreditarse el fallecimiento, para todos
los efectos de esta ley, con un certificado
expedido por la Dirección del Litoral y de
Marina Mercante o la Dirección de Aeronáutica,
según proceda, que establezca la efectividad
del hecho, la circunstancia de que el causante
formaba parte de la tripulación o del pasaje y
que determine la imposibilidad de recuperar sus
restos, y que permita establecer que el falle-
cimiento se ha producido a consecuencia de
dicha pérdida, naufragio o accidente".

Artículo 93.- Agrégase el siguiente inciso
a continuación del inciso primero del artículo
33 de la Ley Nº 6.037: (127)

"El padre y la madre del imponente, por
los cuales éste haya estado percibiendo asig-
nación familiar, concurrirán en el montepío,
conjuntamente con la cónyuge y los hijos,
con una cuota total equivalente a la que
corresponda a un hijo legítimo".

Artículo 94.- Introdúcense las siguien-
tes modificaciones al artículo 30 de la Ley
Nº 10.662: (128)

a) Intercálase a continuación de la palabra
"sumersión", suprimiendo la coma (,) la
siguiente frase seguida de una coma (,):
"u otro accidente marítimo o aéreo", y

b) Intercálase después de la palabra "Mer-
cante" la siguiente frase: "o la Dirección
de Aeronáutica, según proceda".

Artículo 95.- Aclárase que, a contar des-
de la fecha de vigencia de la Ley Nº 15.575,
el fallecimiento de cualquiera de los benefi-
ciarios ha estado y está incluido entre las
causales que dan lugar al acrecimiento de
montepío contemplado en el inciso segundo
del artículo 33 de la Ley Nº 6.037. (128)(129)

Artículo 96.- Agrégase el siguiente inciso
al artículo 40 de la Ley Nº 15.386: (130)

"Gozarán también del beneficio de des-
ahucio establecido por el presente artículo los
beneficiarios de montepío del imponente fa-
llecido sin haberse acogido al beneficio de

(126) La Ley Nº 15.477, D.O. 3.2.64 sustituyó el ar-
tículo transitorio de la Ley Nº 14.996, D.O.
11.12.62, que modificó y aclaró el artículo 303
del Código del Trabajo de la época, referente a
enfermedades profesionales.

(127) La Ley Nº 6.037, D.O. 5.3.37, creó la Caja de
Previsión de la Marina Mercante Nacional, seña-
ló su organización y determinó sus atribuciones
y deberes.

(128) La Ley Nº 10.662, D.O. 23.10.52 creó en la
Caja de Previsión de la Marina Mercante Nacio-
nal una sección destinada a asegurar a los tripu-
lantes de naves y operarios marítimos contra los
riesgos de enfermedad, vejez y muerte; reajus-
te de pensiones; continuidad de la previsión, san-
ciones.

(129) La Ley Nº 15.575, D.O. 15.5.64 aumentó en
las condiciones que indica y con las excepcio-
nes que señala, la rentas de los funcionarios y
los salarios de los obreros de los Servicios del
Estado; concede una bonificación especial a los
mismos servidores; otras materias.

(130) La Ley Nº 15.386, D.O. 11.12.63, creó el Fon-
do de Revalorización de Pensiones.
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jubilación. El desahucio se distribuirá en este
caso en el orden y proporción que establecen
los artículos 30 y 33 de la Ley Nº 6.037". (131)

Artículo 97.- La modificación del artículo
40 de la Ley Nº 15.386 ordenada por el
artículo precedente regirá a contar desde el 1
de enero de 1967. (132)

Artículo 98.- Los beneficiarios de monte-
pío de los imponentes de la Caja de Previsión
de la Marina Mercante Nacional y de la Sec-
ción Tripulantes de Naves y Obreros Maríti-
mos de la misma, desaparecidos en el naufra-
gio de la nave "Santa Fe" tendrán derecho a
optar a la adjudicación de viviendas que pue-
da tener disponible la institución, sin sujeción
al sistema de puntaje, establecido en el Re-
glamento General de Préstamos Hipotecarios
para las instituciones de previsión regidas por
el D.F.L. Nº 2 de 1959, siempre que el cau-
sante no hubiese obtenido de la institución un
beneficio similar, o un préstamo hipotecario
destinado a la adquisición, construcción o
terminación de viviendas. (133)

La adjudicación se hará a los beneficia-
rios en igual proporción a la que les corres-
ponda en el montepío respectivo.

El precio de venta se cancelará en con-
formidad a las disposiciones del D.F.L. Nº 2,
de 1959. (132)

Artículo 99.- Facúltase a los Consejos de
la Caja de Previsión de la Marina Mercante

Nacional y de la Sección Tripulantes de Na-
ves y Obreros Marítimos para condonar los
saldos de las deudas hipotecarias que hubie-
sen tenido con la institución, al 30 de sep-
tiembre de 1967, los imponentes desapareci-
dos en el naufragio de la nave "Santa Fe",
siempre que dichas deudas no hayan estado
afectas a seguro de desgravamen.

Artículo 100.- Sin perjuicio de lo dis-
puesto por los artículos 91 y 96, las disposi-
ciones de los artículos 92, 93, 94, 95, 97 y
98 entrarán en vigencia a contar desde la
publicación de esta ley en el Diario Oficial.

ARTICULOS TRANSITORIOS

Artículo 1º.- Las personas que hubieren
sufrido accidente del trabajo o que hubieren
contraído enfermedad profesional, con ante-
rioridad a la fecha de la presente ley, y que a
consecuencia de ello hubieren sufrido una
pérdida de su capacidad de ganancia,
presumiblemente permanente, de 40% o más,
y que no disfruten de otra pensión, tendrán
derecho a una pensión asistencial que se
determinará en la forma que este artículo
establece.

Los interesados a que se refiere el inciso
anterior entrarán en el goce de sus respecti-
vas pensiones desde el momento del diagnós-
tico médico posterior a la presentación de la
solicitud respectiva.

También tendrán derecho a pensión
asistencial las viudas de ex pensionados de
accidentes del trabajo o enfermedades profe-
sionales que hubieren fallecido antes de la
vigencia de la presente ley y las viudas de los
actuales pensionados por la misma causa que
fallezcan en el futuro, siempre que no disfru-
ten de otra pensión. La pensión se devengará
desde la fecha de la respectiva solicitud.

Las pensiones a que se refiere este ar-
tículo se otorgarán por el Servicio de Seguro
Social, y su monto será fijado por el Consejo
Directivo del mismo, y no podrá ser inferior al

(131) La Ley Nº 6.037, D.O. 5.3.37, creó la Caja de
Previsión de la Marina Mercante Nacional, seña-
ló su organización y determinó sus atribuciones
y deberes.

(132) La Ley Nº 15.386, D.O. 11.12.63, creó el Fon-
do de Revalorización de Pensiones.

(133) El D.F.L. Nº 2, de 1959, D.O. 31.7.59, señaló
normas para la realización de un Plan Habitacional
de Viviendas Económicas. El Decreto Nº 1.101,
de 1960, de Obras Públicas, D.O. 18.7.60, fijó
el texto definitivo del D.F.L. Nº 2, de 1959, el
que ha sido modificado por numerosas disposi-
ciones legales, desde la Ley Nº 14.171 (art. 83),
D.O. 28.10.60, hasta la 19.506 (art. 2º), D.O.
30.7.97.
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50% de las pensiones mínimas que corres-
pondan a los accidentados o a sus viudas, de
acuerdo con la presente ley, ni exceder del
100% de las mismas.

No obstante, las personas a que se refie-
re el inciso primero que hubieren continuado
en actividad y se encuentran a la fecha de la
publicación de la presente ley  como activos
en algún régimen previsional, tendrán dere-
cho a que el monto de la pensión que les
corresponda no sea inferior al 30% del sueldo
base determinado en la forma preceptuada
por la Ley Nº 10.383, ni superior al 70% de
dicho sueldo base. (134)

El Consejo Directivo del Servicio de Se-
guro Social podrá destinar para el financia-
miento de este beneficio hasta el 5% del in-
greso global anual del Seguro de Accidentes
del Trabajo y Enfermedades Profesionales.

Para este efecto, los demás organismos
administradores, con excepción de las Mu-
tualidades de Empleadores, deberán traspa-
sar al Servicio de Seguro Social los fondos
que correspondan a un porcentaje idéntico al
determinado por el Servicio. (134) (135)

Un reglamento que dictará el Presidente
de la República fijará las normas y demás
requisitos para el otorgamiento de estos be-
neficios; como, también, la forma y condicio-
nes en que podrán tener derecho a otros be-
neficios previsionales en sus calidades de pen-
sionados del Servicio de Seguro Social. (136)

Concédese el plazo de un año, contado
desde la fecha de vigencia de la presente ley
o desde la fecha del fallecimiento del causan-
te en el caso de los que fallezcan en el futuro,
para acogerse a los beneficios que otorga el
presente artículo. (137)

El derecho a los beneficios previstos en
este artículo es incompatible con el goce de
cualquiera otra pensión.

Artículo 2º.- El Departamento de Acci-
dentes del Trabajo y Enfermedades Profesio-

(134) El Nº 3 del artículo 7º de la Ley Nº 18.754,
D.O. 28.10.88, intercaló en el inciso sexto del
artículo 1º transitorio, entre comas, la siguiente
frase: "con excepción de las Mutualidades de
Empleadores", como figura en el texto. Por otra
parte,el Decreto Nº 163 de 1968, de Previsión
Social, D.O. 13.9.68, fijó el texto refundido de
la mencionada Ley Nº 10.383, D.O. 8.8.52 que
declara obligatorio el seguro contra los riesgos
de enfermedad, invalidez, vejez y muerte, pra
las personas que indica.

(135) El Nº 2 del Decreto Nº 80, de 2002, D.O.
7.2.2003, prescribe:
"Durante el año 2003 el Instituto de Normaliza-
ción Previsional aportará al Fondo de Pensiones
Asistenciales el 1,5% de sus ingresos por coti-
zaciones de la Ley Nº 16.744.

El aporte referido se determinará sobre la base
de las cotizaciones de la Ley Nº 16.744 recau-
dadas por el Instituto de Normalización Previ-
sional en el mes anterior al mes anteprecedente
al que se realiza el aporte, sin perjuicio de los
ajustes que ordene efectuar la Superintenden-
cia de Seguridad Social".

(136) El Decreto Nº 208, de Previsión Social, D.O.
9.10.68, aprobó el reglamento para la aplicación
del artículo 1º transitorio de la Ley Nº 16.744.

(137) El artículo 13 del Decreto Nº 208 citado en la
nota precedente, establece que los derechos a
los beneficios a que se refiere, se ejercerán en
el plazo de un año, contado desde el 1º de mayo
de 1968. En el caso de las viudas de causantes
fallecidos con posterioridad al 30 de abril de
1968, el plazo de un año se contará desde la
fecha del deceso. La Ley Nº 17.163 (arts. 2º y
3º), D.O. 1.8.69, concedió un nuevo plazo de
un año, contado desde el 1.5.69, para que los
interesados se acojan a los beneficios del ar-
tículo 1º transitorio. Posteriormente, el artículo
19 de la Ley Nº 17.417, D.O. 23.3.71 conce-
dió un nuevo plazo de un año y, finalmente, el
artículo 22 de la Ley Nº 17.940, D.O. 6.6.73,
concedió otro año de plazo para estos efectos.
No obstante, debe tenerse presente que el ar-
tículo 4º de la Ley Nº 19.260, D.O. 4.12.93,
dispuso que "en los regímenes de previsión so-
cial fiscalizados por la Superintendencia de Se-
guridad Social, el derecho a las pensiones de
vejez, de invalidez y sobrevivencia, y a las de
jubilación por cualquier causa, será imprescrip-
tible", por lo cual deben entenderse modificados
en su parte pertinente, tanto el artículo 1º transi-
torio de la Ley Nº 16.744, como el artículo 13
del Decreto Nº 208, de 1968 mencionado. Así
también lo ha manifestado la Superintendencia
de Seguridad Social en su Dictamen Nº 13.587,
de 20 de abril de 2000.
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nales del Servicio de Seguro Social, que se
crea por el inciso segundo del artículo 9º de la
presente ley, tendrá como jefe al funcionario
que a la fecha de entrar en vigencia la presente
ley tenga el carácter de Vicepresidente de la
Caja de Accidentes del Trabajo, quien, para to-
dos los efectos legales, conservará los derechos
y prerrogativas inherentes a su calidad actual.

Artículo 3º.- Para los efectos de lo dis-
puesto en el artículo 82 de la presente ley, y
dentro del plazo de 30 días contado desde su
publicación, las Compañías de Seguros entre-
garán a la Superintendencia de Seguridad So-
cial una nómina del personal de sus secciones
de accidentes del trabajo y de los empleados
de departamentos o secciones administrati-
vas que estaban realizando funciones relacio-
nadas con accidentes del trabajo al 31 de
diciembre de 1966, y que las Compañías se
dispongan a despedir con motivo de la aplica-
ción de la presente ley.

Corresponderá a la Superintendencia de
Seguridad Social la calificación definitiva de
las mencionadas nóminas, y en especial de-
terminar si el personal incluido en ellas ha
desempeñado o no las funciones a que se
refiere el inciso anterior. Estas decisiones no
serán susceptibles de recurso alguno.

La Superintendencia de Seguridad So-
cial, para la determinación de las rentas de
estos personales, a que se refiere el inciso
segundo del artículo 82, no considerará los
aumentos que les hubieren sido concedidos
por las leyes sobre reajustes, o por convenios
que hubieren afectado a la totalidad de los
empleados de la respectiva compañía, o por
ascenso.

Artículo 4º.- Las garantías constituidas en
conformidad al artículo 22 de la Ley Nº 4.055,
continuarán vigentes y se entenderán hechas
para todos los efectos legales, ante el Servi-
cio de Seguro Social. (138)

No obstante, los patrones podrán resca-
tar la obligación correspondiente pagando a
dicho servicio el capital representativo de las
respectivas pensiones.

Artículo 5º.- Las compañías que contra-
ten seguros de accidentes del trabajo debe-
rán atender, hasta su término, los contratos
vigentes y continuar sirviendo las pensiones,
pero no podrán celebrar contratos nuevos
que cubran estas contingencias, ni renovar
los vigentes.

Las Compañías de Seguros garantizarán
con hipoteca o cualquiera otra caución sufi-
ciente, a favor del Servicio de Seguro Social,
calificada por este Servicio, el pago de las
pensiones, hasta su extinción.

Artículo 6º.- Los empleadores que estén
asegurados en la Caja de Accidentes del Tra-
bajo, en compañías privadas, estarán exentos
de la obligación de hacer las cotizaciones
establecidas en esta ley hasta el término de
los contratos respectivos.

Transcurrido un año, contado desde la
vigencia de la presente ley, las entidades
empleadoras deberán efectuar en los organis-
mos administradores que correspondan la to-
talidad de las cotizaciones que resulten por
aplicación de la presente ley. Los trabajado-
res, cuyos empleadores estén asegurados a
la fecha de la vigencia de la presente ley en
alguna compañía mercantil, tendrán los dere-
chos establecidos en la presente ley en caso
que durante el plazo de vigencia de las res-
pectivas pólizas, se accidenten. Asimismo,
los trabajadores cuyos empleadores, a la fe-
cha de la vigencia de la presente ley hubieren
estado asegurados en la Caja de Accidentes
del Trabajo o en alguna Mutualidad, tendrán
también derecho, desde la vigencia de la pre-
sente ley, a los beneficios en ella consulta-
dos, considerándolos, para todos los efectos
derivados de la aplicación de la presente ley
como afiliados, a partir desde su vigencia, en
el Servicio de Seguro Social o en la Caja de
Previsión respectiva, o en la Mutualidad de
que se trate.

(138) La Ley Nº 4.055, D.O. 26.9.24, creó en la Caja
Nacional de Ahorros una Sección de Acciden-
tes del Trabajo.
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Artículo 7º.- Las rebajas a que se refiere
el artículo 16 sólo podrán comenzar a otor-
garse después de un año contado desde la
promulgación de la presente ley.

Además, el Presidente de la República
queda facultado para prorrogar el plazo ante-
rior hasta por otro año más. (139)

Artículo 8º.- El personal que actualmente
se desempeña a contrata en la Caja de Acci-
dentes del Trabajo, deberá ser encasillado en
la Planta en las mismas condiciones estable-
cidas en el inciso primero del artículo 82 de la
presente ley.

Artículo 9º.- El personal de la Caja de
Accidentes del Trabajo que a la fecha de
vigencia de la presente ley desempeñe de
hecho las funciones de auxiliar de enfermería,
podrá obtener dicho título, previo examen de
competencia rendido ante una comisión de-
signada por el Director del Servicio Nacional
de Salud, sin que para ello se necesiten otros
requisitos.

Y por cuanto he tenido a bien aprobarlo y
sancionarlo; por tanto, promúlguese y llévese
a efecto como Ley de la República.

Santiago, veintitrés de enero de mil no-
vecientos sesenta y ocho.- EDUARDO FREI
MONTALVA.- William Thayer Arteaga.- Ra-
món Valdivieso Delaunay.

(139) El Decreto Nº 44, de 1969, D.O. 14.5.60, pro-
rrogó por un año el plazo señalado en el inciso
primero del artículo 7º transitorio.
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PODER LEGISLATIVO

MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL

SUBSECRETARIA DE PREVISION SOCIAL

REGLAMENTO PARA LA APLICACION
DE LA LEY Nº 16.744, QUE

ESTABLECE NORMAS SOBRE
ACCIDENTES DEL TRABAJO Y

ENFERMEDADES PROFESIONALES (*)(1)(2)(3)(4)

DECRETO SUPREMO Nº 101

(*) Publicado en el Diario Oficial de 7 de junio de
1968.

(1) Al texto que se transcribe a continuación se han
incorporado las modificaciones introducidas por
los siguientes Decretos Supremos de Previsión
Social Nºs. 120, de 1968, D.O. 9.07.68; 143,
de 1968, D.O. 30.07.68; 176, de 1969, D.O.
22.08.69; 236, de 1969, D.O. 27.10.69; 205,
de 1970, D.O. 24.10.70; 26, de 1974, D.O.
23.03.74; 282, de 1975, D.O. 6.08.75; 75, de
1978, D.O. 18.12.78; 179, de 1979; D.O.
14.04.80, 202 (art. 51), de 1981, de Salud,
D.O. 13.10.41; 85, de 1982, D.O. 3.08.82, 79,
de 1983, D.O. 4.11.83; 3, de 1984, de Salud,
D.O. 28.05.84; 45, de 1984, D.O. 19.02.85;
47, de 1984; D.O. 31.10.84; 86, de 1985, D.O.
21.1.86; 53, de 1988, D.O. 18.6.88; 50, de
1990, D.O. 23.11.91; 116, de 1992, D.O.
20.11.92; 61, de 1993, D.O. 4.08.93, y 131,
de 1994, D.O. 23.11.94, y 5, D.O. 10.03.2000.

(2) La Contraloría General se abstuvo de dar curso
regular a este decreto y, por Oficio Nº 27.589,
de 15.05.68 dirigido al Ministro del Trabajo y
Previsión Social, se hizo presente que así proce-
día por las siguientes razones:

"I.- El artículo 50 del Reglamento, al señalar que
los beneficios del artículo 29 de la ley serán los
únicos a que tendrán derecho las víctimas de
accidentes debidos a fuerza mayor extraña que
no tenga relación alguna con el trabajo o produ-
cidos intencionalmente por ellas, vulnera los tér-
minos del artículo 6º de la Ley Nº 16.744, que
faculta a los Consejos de los organismos admi-
nistradores del Seguro para acordar el otorga-
miento de todos los beneficios establecidos en
ella cuando, en el caso de accidentes debidos a
fuerza mayor, el afiliado haya debido residir ne-
cesariamente en el lugar del siniestro.

II.- El artículo 52 del Reglamento no indica la
base de cálculo de los beneficios que puedan
corresponder al afiliado en su régimen previsio-
nal cuando es titular de subsidio, punto que es
necesario reglamentar, por cuando dicho subsi-
dio no es imponible y su beneficiario tampoco
goza de sueldo por prestación de servicios.
III.- Para los efectos de conceder el aumento de
pensiones contemplado en el artículo 49 de la
ley no es posible establecer, como lo hace el
Reglamento en su artículo 58, que "se entende-
rán faltar el padre y la madre cuando, en el caso
de los hijos, no hubiere cónyuge sobreviviente",

Continuación Notas (2)(3)(4)

Núm. 101.- Santiago, 29 de abril de 1968.-
Vistos, lo dispuesto en la Ley Nº 16.744, publi-
cada en el Diario Oficial de 1º de febrero de
1968 y de acuerdo con la facultad que me
confiere el Nº 2 del artículo 72 de la Constitu-
ción Política del Estado,

Decreto:

Apruébase el siguiente reglamento para
la aplicación de la Ley Nº 16.744, que esta-
blece normas sobre Accidentes del Trabajo y
Enfermedades Profesionales:
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TITULO I

Definiciones y afiliacion

Artículo 1º.- Para los efectos del presen-
te reglamento, se entenderá:

ya que tales términos comprenderían exclusiva-
mente el caso de los hijos legítimos, en circuns-
tancias de que ese beneficio corresponde tam-
bién a los hijos naturales e ilegítimos, quienes
podrían considerarse con derecho a él aun cuan-
do tuvieren padre o madre vivos, porque jurídi-
camente no podría darse nunca a su respecto la
existencia de cónyuge sobreviviente.(*)
IV.- El artículo 67 del Reglamento limita, para el
cálculo del beneficio que en esa norma se indi-
ca, el incremento de pensiones previsto por el
artículo 41 de la ley, fijando al efecto un máxi-
mo ascendente al 20% del sueldo base amplifi-
cado. Dicha restricción excede de los términos
del texto legal respectivo, que contempla por-
centajes superiores para el monto de las pensio-
nes a que alude su artículo 41, precitado.
V.- El artículo 68 del Reglamento, al hacer apli-
cables a los pensionados por invalidez parcial a
que se refiere el tercer inciso del artículo 53 de
la ley, las mismas normas que consulta el ar-
tículo anterior de ese documento, deja incum-
plida la superior protección que, en el caso de
los afiliados de que se trata, establece la Ley
Nº 16.744 y que alcanza al 100% del sueldo
base mensual amplificado.
VI.- El artículo 71 del Reglamento instituye una
acción pública para denunciar, los accidentes del
trabajo y enfermedades profesionales ante el
Organismo administrador que debe pagar el sub-
sidio, la que, a juicio del Contralor General in-
frascrito, no podría establecerse por la vía re-
glamentaria, menos aun cuando el artículo 76
de la ley  impone la obligación de denunciar esos
hechos a entidades o personas determinadas".
No  obstante por decreto de insistencia 119, de
31.05.68, D.O. 7.06.68, se ordenó la toma de
razón de este decreto.

(*) Con la dictación de la Ley Nº 19.585, D.O.
26.10.98, vigente a contar del 26.10.99,
que modifica el Código Civil y otros cuer-
pos legales en materia de filiación, desapa-
recen las calidades de "legítimo", "ilegíti-
mo" y "natural". La oración final del nuevo
texto del artículo 33 del Código Civil, pres-
cribe: "la ley considera iguales a todos los
hijos".

(3) El artículo 65 del Decreto Nº 3, de 1984, de
Salud, D.O. 28.05.84, que aprobó el Reglamento

a) Por "trabajador" a toda persona, sea em-
pleado, obrero, aprendiz, servidor domés-
tico o que en cualquier carácter preste
servicios a las "entidades empleadoras"
definidas por el artículo 25 de la ley y por
los cuales obtenga una remuneración, cual-
quiera que sea su naturaleza jurídica; (5)

b) Por "trabajadores por cuenta ajena" a
todos los trabajadores cuyas relaciones
laborales con las entidades empleadoras,
de cualquier naturaleza que sean, se rijan
por las disposiciones del Código del Tra-
bajo y leyes complementarias;

c) Por "trabajadores independientes" a to-
dos aquellos que ejecutan algún trabajo
o desarrollan alguna actividad, industria
o comercio, sea independientemente o
asociados o en colaboración con otros,
tengan o no capital propio y sea que en
sus profesiones, labores u oficios predo-
mine el esfuerzo intelectual sobre el físi-
co o éste sobre aquél y que no estén
sujetos a relación laboral con alguna en-
tidad empleadora, cualquiera sea su na-
turaleza, derivada del Código del Trabajo
o estatutos legales especiales, aun cuan-
do estén afiliados obligatoria o voluntaria-

Continuación Notas (2)(3)(4)

de Autorización de Licencias Médicas por los
Servicios de Salud e Instituciones de Salud Pre-
visional, y que derogó el Decreto Nº 202, de
1981, sobre la misma materia, derogó, entre
otras, las disposiciones del presente Decreto
Nº 101, de 1968, en lo que le fueren contrarias
o incompatibles. Cabe mencionar que el Decreto
Nº 202, contenía la misma derogación que el
referido artículo 65 del Decreto Nº 3, de 1984.

(4) Las referencias que se hacen en este reglamen-
to al Servicio Nacional de Salud, deben enten-
derse hechas al Servicio de Salud correspondien-
te, según se señala en la nota 23 del artículo 7º
de la Ley Nº 16.744. Asimismo, las referencias
al Servicio de Seguro Social y a las Cajas de
Previsión deben entenderse hechas al Instituto
de Normalización Previsional, según se expresa
en la nota 24 del artículo 8º de la misma ley.

(5) En relación con los aprendices y servidores do-
mésticos –hoy trabajadores de casa particular–,
véase nota 4 de la letra a)  del inciso primero
del artículo 2º de la Ley Nº 16.744.

Continuación Notas (3)(4)
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mente a cualquier régimen de seguridad
social; (6)

d) Por "Servicio", el Servicio de Seguro So-
cial; y por "Departamento", al Departa-
mento de Accidentes del Trabajo y En-
fermedades Profesionales del Servicio de
Seguro Social; (7)

e) Por "seguro", al Seguro Social contra
Riesgos de Accidentes del Trabajo y En-
fermedades Profesionales;

f) Por "Mutualidades", las Mutualidades de
Empleadores que podrán administrar el
seguro a las que se refiere el artículo 12
de la ley; (8)

g) Por "organismos administradores" al Ser-
vicio, al Servicio Nacional de Salud, las
Mutualidades y todos los organismos de
previsión social a que se encuentren afi-
liados los trabajadores y en cuyas leyes
orgánicas o estatutos se contemple el
pago de pensiones;

h) Por "administradores delegados" o "ad-
ministradores delegados del seguro" a
las entidades empleadoras que, en la for-
ma y condiciones establecidas en la ley y
en el presente reglamento, tomen a su
cargo el otorgamiento de las prestacio-
nes derivadas del seguro, exceptuadas
las pensiones;

i) Por "organismos intermedios o de base"
las Oficinas, Servicios o Departamentos
de Bienestar, las Cajas de Compensación
de Asignación Familiar y los sindicatos
legalmente constituidos; (9)

j) Por "Superintendencia", la Superinten-
dencia de Seguridad Social; y,

k) Por "ley", sin especificación de su núme-
ro o desprovista la expresión de toda
mención, la Ley Nº 16.744, sobre Segu-
ro Social contra Riesgos de Accidentes
del Trabajo y Enfermedades Profesiona-
les, publicada en el Diario Oficial Nº 26.957,
de 1º de febrero de 1968.

Artículo 2º.- Las disposiciones de la ley y
de este reglamento regirán, a partir del 1º de
mayo de 1968, sólo para los trabajadores por
cuenta ajena a que se refiere la letra b) del
artículo anterior.

En aquella oportunidad se tendrá, por el
solo ministerio de la ley, hecha la afiliación de
estos trabajadores al sistema de seguro.

Artículo 3º.- Sin perjuicio de lo dispuesto
por los artículos 7º y 9º transitorios, hasta
tanto no se organicen las Mutualidades o se
autoricen Administradores Delegados, las en-
tidades empleadoras deberán dar fiel y cabal
cumplimiento a las obligaciones que les impo-
ne la ley y sus reglamentos.

Artículo 4º.- Las entidades empleadoras
que se constituyan con posterioridad a la
vigencia de la ley deberán entregar, en el acto
del pago de la primera cotización, una decla-
ración jurada ante notario que definirá su
actividad, entendiéndose por tal aquella que
constituya su objeto principal. En caso de
pluralidad de actividades, éstas se iniciarán
según su orden de importancia, determinado
por el número de trabajadores que presten
servicios en cada una de ellas.

(6) Sobre trabajadores independientes, véase la nota
11 del artículo 2º de la Ley Nº 16.744.

(7) Sobre el "Departamento de Accidentes del
Trabajo y Enfermedades Profesionales", véase
nota 29 del artículo 9º de la Ley Nº 16.744.

(8) Sobre Mutualidades de Empleadores, véase no-
tas del artículo 12 de la Ley Nº 16.744.

(9) La Ley Nº 18.833, D.O. 26.09.89 estableció
un nuevo Estatuto General para las Cajas de

Compensación de Asignación Familiar (C.C.A.F.),
sustitutivo del actual, contenido en el Decreto
con Fuerza de Ley  Nº 42, de 1978, del Ministerio
del Trabajo y Previsión Social. La Ley Nº 18.833
mencionada, ha sido modificada por las Leyes
Nºs. 18.840 (ART. SEGUNDO, Nº IV), D.O.
10.10.89; 18.899 (art. 81), D.O. 30.12.89, y
19.221 (art. 13), D.O. 1.06.93.

Continuación Nota (9)
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Igual procedimiento se observará en los
casos en que cualquiera entidad empleadora
cambie de actividad.

Artículo 5º.- La responsabilidad subsidia-
ria del dueño de las obras operará, en el caso
de los subcontratistas a que se refiere el
inciso final del artículo 4º de la ley, sólo en
subsidio de la responsabilidad de los contra-
tistas.

Artículo 6º.- Las garantías y/o retencio-
nes establecidas y/o que se establezcan para
caucionar el cumplimiento de las obligaciones
previsionales derivadas de la ejecución de
contratos de construcción de obras, repara-
ción, ampliación o mejoras, comprenderán las
cotizaciones fijadas para el financiamiento del
seguro social contra riesgos de accidentes
del trabajo y enfermedades profesionales.

TITULO II

Accidentes del Trabajo
y enfermedades profesionales

Artículo 7º.- El trayecto directo, a que se
refiere el inciso 2º del artículo 5º de la ley, es
el que se realiza entre la habitación y el lugar
de trabajo; o viceversa.

La circunstancia de haber ocurrido el ac-
cidente en el trayecto directo deberá ser acre-
ditada ante el respectivo organismo adminis-
trador mediante el respectivo parte de Carabi-
neros u otros medios igualmente fehacientes.

Artículo 8º.- La pérdida de órganos o
partes artificiales que substituyen a los natu-
rales y ejercen sus funciones debe estimarse
como accidente del trabajo, si concurren los
demás requisitos legales.

Artículo 9º.- Las expresiones "a causa o
con ocasión del desempeño de sus cometidos
gremiales", empleadas por el inciso 3º del
artículo 5º de la ley, comprenden no sólo los
accidentes ocurridos durante la faena y en
sitio en que ella o las actuaciones sindicales

se realizaban, sino también los acaecidos an-
tes o después, fuera de dichos lugares, pero
directamente relacionados o motivados por
las labores gremiales que el dirigente va a
cumplir o ha cumplido.

Los trabajadores señalados en el artículo
2º de este reglamento que, además, tuvieren
la calidad de dirigentes de instituciones sindi-
cales gozarán, a partir de la vigencia de la ley,
de los derechos establecidos en el presente
artículo.

Artículo 10.- En el caso a que se refiere
el artículo 6º de la ley y luego que el Consejo
respectivo haya acordado conceder los bene-
ficios, el organismo previsional correspondien-
te practicará una liquidación de las prestacio-
nes de diversa naturaleza e incompatibles a
las establecidas en la ley que habrían corres-
pondido al afiliado accidentado, y la someterá
a la aprobación de la Superintendencia de
Seguridad Social. Esta liquidación será puesta
en conocimiento de la Superintendencia den-
tro de los 30 días siguientes a la fecha del
acuerdo del Consejo del organismo adminis-
trador. En su aprobación, la Superintendencia
ordenará efectuar el traspaso de fondos que
corresponda.

Artículo 11.- Las condiciones y modali-
dades que regirán para la calificación de las
enfermedades profesionales serán determina-
das en un reglamento especial para facilitar la
revisión ordenada por la ley. (10)

TITULO III

Administracion del seguro

Artículo 12.- El seguro será administra-
do:

(10) Véase Decreto Nº 109, de 1968, de Previsión
Social, D.O. 7.06.68, que aprobó el Reglamen-
to para la calificación y evaluación de los Acci-
dentes del Trabajo y Enfermedades Profesiona-
les y sus modificaciones.
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a) Por el Servicio Nacional de Salud y el
Servicio de Seguro Social, respecto de
los trabajadores afiliados a este último;

b) Por las Cajas de Previsión, respecto de
sus imponentes;

c) Por las Mutualidades constituidas con
arreglo a la ley y al Estatuto Orgánico
que al efecto se dicte, respecto de los
trabajadores de las entidades empleado-
ras miembros de ellas; y

d) Por los administradores delegados.

Artículo 13.- El Servicio cumplirá sus
fines a través del Departamento de Acciden-
tes del Trabajo y Enfermedades Profesiona-
les, el cual tendrá a su cargo; (11)

a) Determinar y conceder las prestaciones
de orden económico establecidas en la
ley para caso de accidentes del trabajo y
enfermedades profesionales, con excep-
ción de los subsidios;

b) Organizar y mantener en coordinación
con el Servicio Nacional de Salud, esta-
dísticas completas sobre los diversos as-
pectos relacionados con la aplicación de
la ley, en lo que se refiere a los afiliados
al Servicio;

c) Preparar la parte del proyecto de presu-
puesto del Servicio que se refiere al Fon-
do del Seguro de Accidentes del Trabajo
y Enfermedades Profesionales;

d) Proponer las medidas de fiscalización que
podrá adoptar el Servicio en las materias
que la ley o los reglamentos entregan a
su competencia;

e) Realizar los estudios que se le encomien-
den o estime convenientes en orden a
perfeccionar el sistema de seguro;

f) Organizar fuentes permanentes de infor-
mación técnica tanto en lo nacional como
en lo internacional;

g) Disponer la suspensión del pago de las
pensiones en los casos a que se refiere el
artículo 42 de la ley; y,

h) Las demás funciones que, en razón de su
especialidad, le asigne el Director del Ser-
vicio.

Artículo 14.- Las funciones relacionadas
con el seguro que sean de orden administrati-
vo o no especializadas, serán desempeñadas
por los demás Departamentos del Servicio.

Artículo 15.- Corresponderá, principal-
mente, al Servicio Nacional de Salud;

a) Otorgar las prestaciones médicas y los
subsidios por incapacidad temporal a los
afiliados al Servicio;

b) Otorgar las prestaciones médicas a los
imponentes de las Cajas de Previsión con
quienes hubiese celebrado convenios para
este fin. La celebración de estos conve-
nios le será obligatoria respecto de aque-
llas Cajas de Previsión que lo soliciten y
no contaren con adecuados servicios
médicos propios.

La determinación acerca de si son o no
adecuados estos servicios médicos, será
hecha por el Servicio Nacional de Salud.
De esta resolución podrá reclamarse, den-
tro del plazo de 30 días de notificada que
sea, ante la Superintendencia, la que re-
solverá sin ulterior recurso;

c) Administrar el producto de las cotizacio-
nes y demás recursos que le correspon-
da o deba entregársele en la forma y
para los fines señalados en la ley y en los
reglamentos;

d) Emitir los informes a que estuviere obli-
gado, como en el caso del inciso final del
artículo 7º de la ley y proporcionar, al

(11) Véase nota 7 del artículo 1º del presente Regla-
mento.
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Servicio y a las Cajas de Previsión cuyos
imponentes atienda, los antecedentes que
sean necesarios para el otorgamiento de
las prestaciones que a ellos corresponda
y con fines estadísticos y de control;

e) Desempeñar todas las funciones de aten-
ción y fiscalización que le encomiendan
la ley y los reglamentos; y

f) Requerir de los demás organismos admi-
nistradores, administradores delegados y
organismos intermedios o de base todos
los antecedentes e informaciones que
estime convenientes para fines estadísti-
cos y de control.

Artículo 16.- El Servicio Nacional de Sa-
lud controlará que, dentro del plazo que fije el
Presidente de la República en el decreto que
conceda personalidad jurídica a alguna Mu-
tualidad, ésta cumpla con las exigencias de
disponer de servicios médicos adecuados y
de realizar actividades permanentes de pre-
vención de accidentes del trabajo y enferme-
dades profesionales.

Deberá dar cuenta, asimismo, a la Super-
intendencia, de las condiciones de manteni-
miento de dichos servicios médicos y activi-
dades de prevención, particularmente cuando
a su juicio hubieren disminuido su aptitud en
términos de no resultar adecuados o satisfac-
torios.

Artículo 17.- El Comité contemplado en
el inciso 2º del artículo 9º de la ley asesorará
al Director del Servicio Nacional de Salud en
las materias señaladas en dicha disposición, y
estará integrado por los funcionarios técnicos
que aquél designe.

Artículo 18.- El Servicio Nacional de Sa-
lud contabilizará separadamente de sus pro-
pios recursos, e individualmente, las sumas
que le corresponda percibir por aplicación de
las disposiciones de la ley, debiendo destinar-
las exclusivamente a los objetivos encomen-
dados.

Igualmente, los demás organismos admi-
nistradores llevarán contabilidad separada de
sus ingresos.

Artículo 19.- Derogado (12)

Artículo 20.- Las prestaciones médicas
que otorgue el Servicio Nacional de Salud con
ocasión de los convenios que celebre con las
Cajas de Previsión se regirán por las tarifas
establecidas en el "Arancel de Prestaciones
Asistenciales" de dicho Servicio.

Artículo 21.- Las Cajas de Previsión ad-
ministrarán el seguro en beneficio de sus
respectivos imponentes, otorgándoles todas
las prestaciones médicas y pecuniarias que
contempla la ley.

Artículo 22.- También administrarán el
seguro las Mutualidades de Empleadores que
no persigan fines de lucro, respecto de los
trabajadores dependientes de los miembros
adheridos a ellas, cuando cumplan con las
exigencias establecidas en la ley y en el Esta-
tuto Orgánico que se dicte al efecto. (13)

Artículo 23.- Las entidades empleadoras
que, según informe de la Dirección del Traba-
jo, ocupen habitualmente en sus faenas 2.000
ó más trabajadores, y cuyo capital y reser-
vas sea superior a siete mil sueldos vitales
anuales escala A) del departamento de San-
tiago, podrán actuar como administradores
delegados del seguro previa autorización de
la Superintendencia, en las siguientes condi-
ciones: (14)

(12) El Nº 1 del Decreto Nº 144, D.O. 30.07.68,
derogó el artículo 19.

(13) Véase nota del artículo 1º, letra f) del presente
Reglamento.

(14) El artículo 6º, Nº 10 de la Ley Nº 18.018, D.O.
14.08.81, derogó la Ley Nº 7.295, D.O. 22.10.42,
con lo que desapareció el concepto de sueldo
vital. El artículo 8º de la ley citada, dispuso:
"Todas las sumas expresadas en sueldos vita-
les o en porcentajes de ellos, sea en normas de
carácter legal o reglamentario o en contratos
individuales o colectivos, actas de avenimiento,
fallos arbitrales o resoluciones o acuerdos de
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a) Deberán poseer y mantener servicios mé-
dicos adecuados, con personal especiali-
zado en rehabilitación;

b) Deberán realizar actividades permanentes
y efectivas de prevención de accidentes
del trabajo y enfermedades profesionales.

El Servicio Nacional de Salud fiscalizará
e informará la subsistencia de las condi-
ciones indicadas en las letras anteriores
al Servicio o Cajas que hubieren delega-
do su administración y a la Superinten-
dencia;

c) Deberán otorgar beneficios iguales o su-
periores a los que conceda el delegante;

d) No podrán otorgar ni pagar pensiones.
Estas prestaciones se seguirán otorgan-
do y pagando por el Servicio o Caja de
Previsión respectivos;

e) Deberán constituir, para asegurar el fiel
cumplimiento de las obligaciones que asu-
men, una garantía que consistirá en un
depósito al contado y en dinero efectivo,
hecho en el Servicio o Caja de Previsión
delegante, equivalente a dos meses de
las cotizaciones que les hubiere corres-
pondido enterar en conformidad a la ley;

f) Deberán contar con el o los Comités
Paritarios a que se refiere el artículo 66
de la ley;

g) Deberán incluir en la protección que otor-
guen a la totalidad de sus trabajadores
para lo cual gestionarán la delegación
ante las diversas instituciones de previ-
sión a que éstos puedan estar afiliados.
En caso de desacuerdo, resolverá la Su-
perintendencia de Seguridad Social sien-
do su decisión obligatoria para las insti-
tuciones de previsión; y

h) No podrán deducir suma alguna del apor-
te a que se refiere el artículo 25 para
gastos de administración.

Las Empresas del Estado podrán sustituir
el depósito a que se refiere la letra e) del
inciso anterior por pólizas de garantías de un
valor equivalente emitidas por el Instituto de
Seguros del Estado. (15)(16)

Artículo 24.- El sueldo vital a que se
refiere el inciso 1º del artículo 23 será el que
hubiere regido el año inmediatamente ante-
rior a aquel en que se solicitare la delegación;
y el monto del capital y reservas se determi-
nará en base al balance correspondiente al
mismo año. (17)

Artículo 25.- Las entidades empleadoras
que tengan la calidad de administradores de-
legados no estarán obligadas a efectuar las
cotizaciones generales que establece la ley.
En su lugar, aportarán al Servicio o Caja de
Previsión delegante el porcentaje que esta-

comisiones tripartitas, a la fecha de vigencia de
la presente ley, se reducirán a la cantidad nu-
mérica que representen a la misma fecha, canti-
dad que en seguida se expresará en ingresos
mínimos reajustables o en porcentajes de ellos
según correspondiere.

"La conversión señalada en el inciso anterior será
fijada por decreto supremo del Ministerio de Jus-
ticia respecto de las cuantías, penas o sancio-
nes administrativas expresadas por las leyes en
sueldos vitales o porcentajes de ellos".

La tabla de conversión fue fijada por Decreto
Nº 51 de 1982, de justicia, D.O. 13.02.82, el
que estableció el sueldo vital como equivalente
a 22,2757% del ingreso mínimo mensual.

Continuación Nota (14)
(15) El Nº 1 del Decreto Nº 205, D.O. 24.10.70,

agregó el inciso final del artículo 23, inserto en
este texto.

(16) El artículo 2º de la Ley Nº 18.679, D.O.
31.12.87, que dispuso la reorganización del Ins-
tituto de Seguros del Estado (ISE) y autorizó la
actividad empresarial del Estado en materia de
seguros y reaseguros, determinó que el Fisco y
la CORFO constituyan dos sociedades anónimas
de seguros que se regirán por el D.F.L. Nº 1, de
1931 y por la Ley Nº 18.046. Las empresas
formadas son "ISE Cía. de Seguros Generales
S.A.", e "ISE, Cía de Seguros de Vida S.A. (D.O.
1.07.88). La Ley Nº 18.679 ha sido modificada
por las Leyes Nºs. 18.737 (art. 12), D.O.
1.09.88, y 18.814 (art. quinto), D.O. 28.07.89.

(17) Véase nota 14 del artículo 23, precedente.
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blezca el Presidente de la República, de acuer-
do con las pautas que se señalen en el regla-
mento que se dicte con arreglo al inciso 3º
del artículo 72 de la ley. (18)

Artículo 26.- Las condiciones a que se
refiere el artículo 23 deberán subsistir duran-
te todo el tiempo que los administradores
delegados desempeñen las funciones de ta-
les. La falta de una cualquiera de ellas, en
cualquier momento que se produzca, dará
margen para que la Superintendencia revo-
que la delegación.

El mismo efecto señalado en el inciso
anterior producirá la mora o el simple retardo
en el entero del aporte mencionado en el
artículo 25.

Artículo 27.- Revocada la delegación, el
Servicio, Servicio Nacional de Salud o Caja de
Previsión delegante asumirá respecto de sus
correspondientes afiliados o imponentes to-
das las obligaciones que le impone la ley.
Igualmente, las entidades a quienes se
hubieren revocado la delegación deberán efec-
tuar todas las cotizaciones establecidas para
el financiamiento del seguro.

Los subsidios e indemnizaciones que se
estuvieren pagando al momento de la revoca-
ción, serán de responsabilidad de la entidad
empleadora hasta su extinción.

Artículo 28.- Las entidades empleadoras
que, cumpliendo con las exigencias legales y
reglamentarias, ejerciten el derecho a ser ad-
ministradores delegados, deberán solicitarlo
por escrito al Servicio o Caja de Previsión
respectiva, acompañando los documentos jus-
tificativos del cumplimiento de los requisitos
establecidos en el inciso 1º y en las letras a),
f) y g) del artículo 23.

El Servicio o la Caja ante la que se hubiere
hecho la petición elevará, previo acuerdo de
su Consejo Directivo o de Administración, los
antecedentes a la Superintendencia, quien
resolverá con informe del Servicio Nacional
de Salud.

La garantía a que se refiere la letra e) del
artículo 23 deberá constituirse dentro de los
20 días siguientes a la fecha en que la Super-
intendencia otorgue su autorización, bajo san-
ción de caducidad de la misma.

Artículo 29.- El organismo delegante in-
vertirá la garantía que se le depositare en
certificados de ahorro reajustable del Banco
Central de Chile, en cuotas de ahorro para la
vivienda en la Corporación de la Vivienda o
en depósitos en alguna Asociación de Ahorro
y Préstamo, o en Valores Hipotecarios Re-
ajustables o en Pagarés Reajustables de la
Caja Central de Ahorro y Préstamo. Los re-
ajustes que se produzcan incrementarán el
monto de la garantía, y los intereses tendrán
el destino indicado en el inciso 3º de este
artículo. (19)(20)(21)(18) El Nº 1 del Decreto Nº 80, de 2002, D.O.

7.02.2003, dispone:

"Las empresas con administración delegada del
seguro social contra riesgos de accidentes del
trabajo y enfermedades profesionales deberán
aportar durante el año 2003, al Instituto de Nor-
malización Previsional, en la misma forma y opor-
tunidad que las imposiciones previsionales, una
cotización equivalente al 50% de las que le
hubiere correspondido enterar por concepto de
cotizaciones básica y adicional. Además, debe-
rán enterar, conjuntamente con el aporte antes
señalado, la cotización extraordinaria del 0,05%
de las remuneraciones imponibles, conforme lo
establece el inciso segundo del artículo 6º tran-
sitorio de la Ley Nº 19.578". Respecto a esta
última ley, véase nota 45 del artículo 15 de la
Ley Nº 16.744.

(19) El Decreto Nº 236, D.O. 27.10.69, agregó a
continuación de la primera parte del inciso pri-
mero del artículo 29, sustituyendo el punto (.)
colocado después de las expresiones "Asocia-
ción de Ahorro y Préstamo" por una (,), la frase
que sigue, inserta en este texto.

(20) El artículo 3º del D.L. Nº 1.305, de 1975, D.O.
19.02.76, fusionó las Corporaciones de Servi-
cios Habitacionales, de Mejoramiento Urbano,
de la Vivienda y de Obras Urbanas, establecien-
do un Servicio Regional de Vivienda y Urbanis-
mo, en cada una de las regiones del país, los
que podrán usar la sigla SERVIU, agregando la
mención de la región a que corresponden. De
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El capital y reajuste de la garantía consti-
tuida ante los organismos previsionales cede-
rá a favor del Servicio Nacional de Salud en
las situaciones previstas en el artículo 26.

El administrador delegado tendrá dere-
cho a la restitución de la garantía y sus re-
ajustes en el evento de que por propia volun-
tad resolviere poner término a la delegación y
estuviere al día en el cumplimiento de todos
los requisitos y obligaciones. La voluntad de
poner unilateralmente término a la delegación
deberá ser comunicada al delegante, a lo
menos, con 6 meses de anticipación. La resti-
tución no comprenderá los intereses deven-
gados y/o percibidos, los que acrecerán el
fondo del seguro de accidentes del trabajo y
enfermedades profesionales del Servicio o Caja
que hubiere hecho la delegación.

Artículo 30.- Los organismos interme-
dios o de base podrán ser autorizados por el
Servicio, Servicio Nacional de Salud, las Ca-
jas de Previsión y las Mutualidades para el
otorgamiento de determinadas prestaciones
del seguro, siempre que tengan un número de
afiliados no inferior a 200, cuenten con per-
sonalidad jurídica y constituyan, en los térmi-
nos señalados en los artículos 23 y 28 una
garantía cuyo monto fijará el organismo ad-
ministrador.

La autorización a que se refiere el inciso
anterior deberá ser acordada, en todo caso,

por los Consejos Directivos y Directorios, se-
gún correspondiere, del Servicio, Cajas de
Previsión o Mutualidades.

Artículo 31.- Las prestaciones que se
podrán convenir con los organismos interme-
dios o de base, serán:

a) El otorgamiento de prestaciones médi-
cas, las que no podrán ser inferiores a las
que proporcionen los organismos admi-
nistradores;

b) La entrega de subsidios, y

c) La entrega de indemnizaciones.

Artículo 32.- Los organismos administra-
dores deberán proporcionar a los organismos
intermedios o de base los recursos para aten-
der el pago de las prestaciones médicas y
pecuniarias que les encomienden.

Los recursos a que se refiere el inciso 1º
los deberán destinar los organismos interme-
dios o de base a sus específicas finalidades,
quedándose absolutamente prohibido deducir
suma alguna para gastos de administración o
bajo cualquier otro título.

Artículo 33.- Respecto de la garantía que
constituyan los organismos intermedios o de
base regirá lo prescrito en el artículo 29.

Artículo 34.- Si por cualquiera circuns-
tancia dejare de subsistir alguna de las condi-
ciones señaladas en el artículo 30, o si se
deja de cumplir oportuna e íntegramente al-
guna de las prestaciones convenidas, se po-
drá término inmediato al convenio celebrado
con los organismos intermedios o de base. La
decisión de ponerle término será adoptada
por el Consejo Directivo o Directorio del o de
los organismos administradores, en su caso.

Artículo 35.- Cuando el término del con-
venio tuviere por causa el incumplimiento de
las prestaciones convenidas, la garantía cons-
tituida con arreglo al artículo 30 cederá en
beneficio del organismo administrador. En los
demás casos, se procederá en la forma indi-
cada en el inciso 2º del artículo 29.

acuerdo al artículo 26 del decreto ley mencio-
nado, los Servicios Regionales y Metropolitano
de Vivienda y Urbanismo, son sucesores lega-
les de las Corporaciones fusionadas y por tanto
tienen todas las facultades y obligaciones de
esas Corporaciones, en el ámbito de su Región.

(21) La Ley Nº 18.900, D.O. 16.01.90, puso térmi-
no a la existencia legal de la Caja Central de
Ahorros y Préstamos y a la autorización de exis-
tencia a la Asociación Nacional de Ahorro y Prés-
tamo.
Por su parte, el artículo 1º de la Ley Nº 19.229,
D.O. 16.07.93, traspasó a dominio fiscal, de
pleno derecho, los bienes raíces y la cartera de
créditos hipotecarios que no fueron enajenados
o liquidados por la Caja Central de Ahorro y Prés-
tamos en liquidación.

Continuación Notas (20)(21)
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Artículo 36.- El Servicio de Seguro So-
cial, el Servicio Nacional de Salud, las Cajas
de Previsión y las Mutualidades, no podrán
destinar a los gastos de administración del
Seguro Social contra riesgos de accidentes
del trabajo y enfermedades profesionales una
suma superior al 10% de los ingresos que les
correspondan para este seguro.

Corresponderá a la Superintendencia es-
tablecer las normas que servirán para calificar
la propiedad de estos gastos independiente-
mente de aquellos relacionados con las de-
más actividades o funciones de cada organis-
mo administrador.

Anualmente, el Ministerio del Trabajo y
Previsión Social, previo informe de la Super-
intendencia de Seguridad Social, fijará el por-
centaje máximo de los ingresos a que podrán
ascender los gastos de administración.

Artículo 36 bis.- Los administradores del
seguro y los administradores delegados estarán
obligados a mantener las estadísticas y la con-
tabilidad del sistema en la forma que determine
la Superintendencia de Seguridad Social. (22)

TITULO IV

Cotizaciones y financiamiento

Artículo 37.- Los porcentajes de la coti-
zación adicional diferenciada a que se refiere
la letra b) del artículo 15 de la ley y señalados
en el Decreto Nº 110, de 1968, del Ministerio
del Trabajo y Previsión Social, se sumarán a
la cotización básica general del 1%, (23) esta-

blecida en la letra a) del artículo 15 de la ley,
se calcularán en conjunto sobre las remunera-
ciones o rentas indicadas en el artículo 17 de
la ley y el producto se enterará en la misma
forma y oportunidad que las demás cotizacio-
nes previsionales en la Caja de Previsión u
organismo administrador que corresponda.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los ar-
tículos transitorios de este reglamento, las
cotizaciones antes señaladas se efectuarán
por la totalidad de los trabajadores de cada
empresa, sin distinción de sus labores especí-
ficas ni de su calidad jurídica, habida conside-
ración únicamente a la actividad principal de
la empresa determinada con arreglo a las
normas contempladas en el artículo 4º de
este reglamento.

La ampliación o recargo, la reducción y
exención de las cotizaciones adicionales a
que se refieren los artículos 16 y 7º transito-
rio de la ley, serán materia de un reglamento
especial. (24)

Artículo 38.- El porcentaje aplicado para
gastos de administración, el que se determine
para formar el fondo de eventualidades y el
que sea destinado al financiamiento de pen-
siones asistenciales, de acuerdo a lo dispues-
to en los artículos 14, 19, y 1º transitorio de
la ley, respectivamente, se calcularán sobre
el total de los ingresos o recursos estableci-
dos para el seguro dentro de cada organismo
administrador.

Artículo 39.- Los Consejos Directivos o
Directorios de los organismos administrado-
res, con excepción de los administradores
delegados, deberán aprobar anualmente, de
acuerdo a las instrucciones que imparta la
Superintendencia, un presupuesto para la apli-
cación del seguro. En el caso de los organis-
mos de previsión, este presupuesto podrá
contemplarse dentro de sus respectivos pre-
supuestos generales.

(22) La letra a) del Decreto Nº 176, D.O. 22.08.69
agregó el artículo 36 bis, inserto en este texto.

(23) El artículo 25 del D.L. Nº 3.501, D.O. 18.11.80,
reemplazó, en la letra a) del artículo 15, de la
Ley Nº 16.744, que fija la primitiva cotización
básica general en 1%, el guarismo "1" por
"0,85". Posteriormente, el artículo 96, letra a)
de la Ley Nº 18.768, D.O. 29.12.88, reempla-
zó el guarismo "0,85" por "0,90", que actual y
transitoriamente es de 0,95, según se explica
en la nota 45 del artículo 15 de la Ley Nº 16.744.

(24) La letra b) del Decreto Nº 176, D.O. 22.08.69,
reemplazó el artículo 37 por el inserto en este
texto.
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Los presupuestos a que se refiere el inci-
so anterior estarán sujetos a la revisión e
informe de la Superintendencia, con arreglo a
las disposiciones de la Ley Nº 16.395. (25)

Artículo 40.- Las Mutualidades deberán,
además, formar con arreglo al Estatuto Orgá-
nico, una reserva adicional para atender el pa-
go de las pensiones y sus futuros reajustes. (26)

Artículo 41.- En el decreto supremo a
que se refiere el inciso 1º del artículo 37, el
Presidente de la República fijará:

a) El porcentaje de las cotizaciones estable-
cidas en las letras a) y b) del artículo 15
de la ley que el Servicio debe entregar al
Servicio Nacional de Salud, conforme a
lo prevenido en el inciso 1º del artículo
21 de la misma;

b) El porcentaje de los ingresos que los
organismos administradores a que se re-
fiere la letra g) del artículo 1º, con excep-
ción del Servicio de Seguro Social, de-
ben entregar al Servicio Nacional de Sa-
lud, para los fines señalados en el inciso
2º del artículo 21 de la ley. Respecto de
las Mutualidades de Empleadores, el por-
centaje a que se refiere este inciso será de
hasta el dos por ciento de sus ingresos. (27)

Los porcentajes antes indicados podrán
ser modificados por el Presidente de la Repú-
blica cuando lo estime necesario, previo in-
forme de la Superintendencia.

Artículo 42.- Los excedentes que se pro-
duzcan en los fondos del seguro que el Servi-
cio y las Cajas de Previsión deben formar con

arreglo a la ley serán distribuidos por el Presi-
dente de la República entre estos organismos
y el Servicio Nacional de Salud.

Esta distribución se hará por medio de
decreto supremo que atenderá, para estos
efectos, a las necesidades del Servicio, Cajas
de Previsión y Servicio Nacional de Salud,
indicándose el destino que cada una de ellas
dará a estos recursos.

En el decreto deberá consultarse un por-
centaje de los excedentes para el Fondo Es-
pecial de Rehabilitación de Alcohólicos crea-
do por el artículo 24 de la ley.

El decreto supremo a que se refiere esa
disposición se dictará, previo informe de la
Superintendencia, en el mes de noviembre de
cada año, con el fin de que tales aportes sean
incorporados en los presupuestos que para el
año siguiente deben confeccionar las institu-
ciones antes señaladas.

Artículo 43.- Las instituciones indicadas
en el artículo anterior que deban realizar apor-
tes con cargo a sus excedentes, de conformi-
dad con el decreto que dicte el Presidente de
la República, lo harán directamente a las en él
señaladas, por duodécimos presupuestarios y
dentro de los primeros 10 días de cada mes.

Artículo 44.- La Superintendencia, con
ocasión de la revisión de los balances, proce-
derá a determinar los ajustes de los aportes a
que se refiere el inciso 3º del artículo 21 de la
ley, estableciéndose, cuando procediere, las
compensaciones necesarias en los presupues-
tos correspondientes al ejercicio siguiente a
la fecha de la aprobación de los balances.

Artículo 45.- En la distribución de exce-
dentes que se realice de acuerdo con los
artículos 42, 43 y 44 de este reglamento, no
se incluirán en forma alguna las mutualidades
ni los administradores delegados.

Artículo 46.- El aporte a los fondos de
pensiones de las instituciones de previsión
social de que sean imponentes los afiliados al

(25) La Ley Nº 16.395, D.O. 28.01.66, fijó el texto
refundido de la Ley de Organización y Atribucio-
nes de la Superintendencia de Seguridad Social.

(26) Véase nota del artículo 1º, letra f) del presente
Reglamento.

(27) El Nº 1 del Decreto Nº 45, D.O. 19.02.85, agre-
gó a la letra b) del inciso primero del artículo 41,
la oración que sigue al punto seguido, inserta
en este texto.
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seguro, equivalente al 15% del monto total
de los subsidios pagados con cargo a éste, se
regirá por las normas siguientes:

a) En las Cajas de Previsión, se efectuará
mediante un traspaso interno contable al
término del ejercicio anual y en relación a
los subsidios pagados por cada una de
ellas;

b) El Servicio lo efectuará ciñéndose al mis-
mo procedimiento indicado en la letra
anterior, sobre el monto de los subsidios
pagados por el Servicio Nacional de Salud,
de acuerdo con la información que éste
deberá proporcionarle oportunamente;

c) Las Mutualidades integrarán este aporte
mensualmente, para cuyo efecto confec-
cionarán una plantilla especial; y,

d) Los administradores delegados harán
efectivo el aporte incluyéndolo en la pla-
nilla que deban presentar en los organis-
mos de previsión para el pago de las
cotizaciones generales.

Los aportes a que se refieren las letras c)
y d) se regirán por lo prescrito en el artículo
17 de la ley. Las planillas mencionadas se
confeccionarán de acuerdo con las instruc-
ciones que impartan las respectivas Cajas de
Previsión.

TITULO V

Prestaciones

Artículo 47.- Para los efectos contempla-
dos en el inciso 3º del artículo 26 de la ley, el
trabajador podrá servirse ante el organismo
administrador de cualquier medio de prueba
tendiente a acreditar que ha percibido una
remuneración superior a aquélla por la que se
le hicieron cotizaciones.

No obstante, el cálculo del sueldo base
sobre la renta indicada como efectivamente
percibida sólo se hará cuando existiere infor-

me favorable de la Fiscalía o Departamento
Jurídico del organismo administrador, que atri-
buya a la prueba rendida mérito bastante para
establecerla, y a contar de la fecha de dicho
informe.

Resuelto el juicio por cobro de imposicio-
nes seguido al efecto, se reliquidará la pen-
sión del asegurado conforme al mérito de la
sentencia.

Artículo 48.- Si la entidad empleadora
retarda el pago de las cotizaciones por más
de seis meses, en el caso a que se refiere el
artículo 56 de la ley se tendrá, como sueldo
base para el cálculo de las pensiones de segu-
ro, el último sueldo o renta sobre el que se
hubieren efectuado cotizaciones.

Las pensiones así determinadas deberán
revisarse al ser enteradas las cotizaciones
adeudadas.

Los reajustes de sueldo o renta sólo se
considerarán cuando reúnan los requisitos se-
ñalados en el artículo 53.

Artículo 49.- Los gastos de traslado y
otros necesarios, contemplados en la letra f)
del artículo 29 de la ley, serán procedentes
sólo en el caso que la víctima se halle impedi-
da de valerse por sí misma o deba efectuarlos
por prescripción médica, certificada y autori-
zada una y otra circunstancia por el médico
tratante.

Artículo 50.- Las víctimas de accidentes
debidos a fuerza mayor extraña que no tenga
relación alguna con el trabajo o producidos
intencionalmente por ellas, sólo tendrán dere-
cho a las prestaciones médicas señaladas en
el artículo 29 de la ley.

Las prestaciones médicas de urgencia
recibidas en el extranjero por accidentes del
trabajo ocurridos fuera del país, deberán ser
canceladas por el empleador en su oportuni-
dad, quien podrá solicitar su reembolso en
moneda nacional al organismo administrador
respectivo. El cobro deberá hacerse presen-
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tando las facturas correspondientes con la
certificación del respectivo cónsul chileno en
que conste la efectividad del accidente y que
el gasto efectuado está dentro de las tarifas
habituales de los servicios de salud del país
de que se trate. (28)

Artículo 51.- En los trabajos a jornal, por
tiempo, por medida u obra, de temporada u
otros en que la remuneración no sea men-
sual, el subsidio diario establecido en el artí-
culo 30 de la ley se determinará consideran-
do el jornal, sueldo o renta que en el último
período de pago hubiere percibido o estuviere
percibiendo el afiliado.

Se entenderá, para estos efectos, por
períodos de pago, el establecido en el respec-
tivo contrato de trabajo.

Artículo 52.- El monto de subsidio se
determinará sobre las remuneraciones o ren-
tas imponibles que el afiliado esté percibien-
do o haya percibido en el último período de
pago, independientemente de la circunstan-
cia de que se hayan o no hecho cotizaciones
sobre ellas con arreglo a lo dispuesto en el
artículo 56 de la ley.

Durante el período en que el asegurado
goce de subsidio se considerará como activo
en la respectiva institución de previsión social,
disfrutando de todos los beneficios que rijan
en ella. Estos beneficios gravarán a la institu-
ción de previsión correspondiente, aún cuan-
do no sea la llamada a pagar el subsidio. Para
los efectos anteriores y el registro del tiempo
durante el que se pague el subsidio el organis-
mo que lo otorgue deberá comunicarlo men-
sualmente a la Caja de Previsión respectiva. (29)

Artículo 53.- El monto de los subsidios
será reajustado por los organismos adminis-
tradores, cuando así proceda, por el alza que
experimenten los sueldos y salarios en virtud

de leyes generales o por aplicación de conve-
nios colectivos del trabajo, debiendo pagarse
el reajuste a partir de la fecha en que comien-
ce a regir dicha alza.

Artículo 54.- En la determinación de las
indemnizaciones y cuotas mortuorias se ten-
drá por sueldo vital mensual, escala A) del
departamento de Santiago, el vigente a la
época del nacimiento del derecho. (30)

Artículo 55.- La cónyuge superviviente
cesará en el goce de su pensión, sea ésta
vitalicia o temporal, a partir de la fecha en
que contraiga nuevas nupcias.

Con todo, la que disfrutaba de pensión
vitalicia tendrá derecho a que se le pague de
una sola vez el equivalente a dos años de su
pensión, calculada según su monto vigente a
la época del nuevo matrimonio.

Artículo 56.- La circunstancia de haber
vivido la madre de los hijos naturales del
causante a sus expensas, y el viudo inválido
a expensas de la cónyuge afiliada, sólo podrá
ser establecida por informe de asistente social
del organismo administrador. Sin este requisi-
to, no podrá darse curso a las pensiones con-
templadas en los artículos 45 y 46 de la ley.

Artículo 57.- Los descendientes del cau-
sante tendrán derecho a la pensión fijada en
los artículos 47 y 48 de la ley hasta el último
día del año en que cumplieron los 18 ó 23
años de edad, según el caso.

Artículo 58.- Para los efectos de conce-
der el aumento de pensiones contemplado en
el artículo 49 de la ley, se entenderá faltar el
padre y la madre cuando, en el caso de los
hijos, no hubiere cónyuge sobreviviente y, en
la situación de los demás descendientes, tal
circunstancia sea anterior a la fecha de falle-
cimiento del asegurado. (31)

(28) Véase nota 2.I, puesta al comienzo del presente
texto.

(29) Véase nota 2.II, puesta al comienzo del presen-
te texto.

(30) Véase nota del encabezamiento del artículo 23
del presente reglamento.

(31) Véase nota 2.III, puesta al comienzo del presen-
te texto.
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Artículo 59.- Las personas designadas
en el artículo 48 de la ley sólo serán llamadas
al goce de pensiones de supervivencia en el
caso de faltar, a la muerte del asegurado,
todos los beneficiarios indicados en los ar-
tículos 44 a 47 de la misma ley.

Artículo 60.- En términos generales, no
existe acrecimiento en las pensiones de su-
pervivencia.

El acrecimiento de pensiones regulado
en el artículo 50 de la ley, sólo operará si
hubiese existido reducción y hasta alcanzar
los límites que dichas pensiones hubieren te-
nido de no haber mediado dicha reducción.

Artículo 61.- Las pensiones de supervi-
vencia que correspondieren a descendientes
del asegurado fallecido que careciere de pa-
dre y madre podrán ser entregadas a las
personas o instituciones que los tengan a su
cargo, siempre que:

a) El descendiente sea menor de 18 años, o
inválido de cualquiera edad;

b) La persona o institución a cuyo cargo
éste comprueba hallarse atendiendo a su
educación escolar o técnica, o preste
garantía suficiente de que proveerá a
ella; y

c) Medie informe favorable de asistente so-
cial sobre las condiciones de vida propor-
cionadas al descendiente.

Artículo 62.- Las prestaciones indicadas
en el artículo 51 de la ley  favorecerán, exclu-
sivamente, a los beneficiarios señalados en
dicho artículo cuando el fallecimiento se pro-
duzca antes de que el trabajador haya obteni-
do derecho a pensión. (32)

En los demás casos, regirán las disposi-
ciones sobre cuotas mortuorias vigentes en
las instituciones de previsión respectivas, en
virtud de lo dispuesto en el artículo 54 de la
ley.

Artículo 63.- En el caso del inciso 3º del
artículo 51 de la ley la suma de cuatro suel-
dos vitales mensuales, escala A) del departa-
mento de Santiago, se dividirá entre los des-
cendientes y ascendientes que vivían a ex-
pensas del fallecido por partes iguales. (32)

Artículo 64.- Por regla general, las pres-
taciones médicas, los subsidios, las indemni-
zaciones, las pensiones y las cuotas mortuorias
establecidas en la ley, se otorgarán y pagarán
sin necesidad de previo conocimiento o acuer-
do de los Consejos Directivos o Directorios
de los organismos administradores.

Artículo 65.- Exceptúanse de lo dispues-
to en el artículo anterior, las pensiones y
cuotas mortuorias que deban concederse con-
forme a los artículos 6º, 26 incisos 3º y 4º y
56 de la ley y el pago de la indemnización
global en la forma a que se refiere el inciso 2º
del artículo 36 de la misma ley.

Artículo 66.- Se requerirá acuerdo de los
Consejos Directivos o Directorios de los orga-
nismos administradores en los casos estable-
cidos expresamente por la ley, y para la en-
trega a terceros de las pensiones de menores
contemplada en el inciso 2º del artículo 49 de
ella.

Artículo 67.- Para determinar, de acuer-
do con el artículo 53 de la ley, en conformi-
dad con las normas generales que rijan en el
organismo de previsión respectivo, el sueldo
base que servirá para calcular la pensión de
vejez que sustituirá a la del seguro, se tendrá
como renta a las pensiones que hubiere perci-
bido el accidentado o enfermo profesional
durante el período requerido.

La pensión de vejez extinguirá, a contar
de la fecha de su vigencia, la pensión del

(32) El artículo 51 de la Ley Nº 16.744, fue deroga-
do por el artículo 12 del D.F.L. Nº 90, de 1978,
de Previsión Social, D.O. 11.01.79.
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seguro, sea ésta pagada por el mismo orga-
nismo administrador que la concede o por
otro diverso.

En ningún caso la pensión de vejez podrá
ser inferior a la que sustituye ni al monto que
resulte del siguiente cálculo: 80% del sueldo
base que sirvió para calcular la pensión del
seguro, amplificado de acuerdo con el artícu-
lo 26 de la ley en relación a los sueldos
vitales escala A) del departamento de Santia-
go vigentes a esa fecha, y a aquélla en que se
cumplió el requisito para obtener pensión de
vejez. La suma resultante se incrementará en
la forma prevenida por el artículo 41 de la ley
en consideración al número de hijos del bene-
ficiario a la fecha en que hubiere cumplido la
edad necesaria para tener pensión de vejez.
Este incremento no podrá exceder del 20%
del sueldo base amplificado, sin perjuicio del
incremento de gran invalidez, si procediere, y
será aumentado o disminuido en los términos
establecidos en el inciso 3º del artículo 41
citado. (33)

El pago de la pensión de vejez será de
cargo del organismo administrador que la con-
ceda, sin perjuicio de las concurrencias que
correspondan de acuerdo con las disposicio-
nes legales pertinentes. (34)

Artículo 68.- En el caso de los pensiona-
dos por invalidez parcial, a que se refiere el
inciso 3º del artículo 53 de la ley, regirán las
mismas normas establecidas en el artículo
anterior, pero el sueldo base que servirá para
calcular la nueva pensión estará constituido
por la suma de la renta de actividad imponible
y la pensión del seguro que percibían al cum-
plir la edad requerida.

Artículo 69.- Los pensionados del seguro
que reciben el beneficio de alguna Mutualidad

quedarán obligados a efectuar las cotizacio-
nes a que se refiere el artículo 54 de la ley en
la institución previsional correspondiente, la
que a su vez les otorgará las prestaciones
señaladas en dicho artículo.

Las Mutualidades tendrán la obligación
de efectuar los descuentos correspondientes
e integrarlos en la institución previsional, den-
tro de los plazos establecidos, pudiendo ope-
rar, cuando sea procedente, los sistemas de
compensación.

Artículo 70.- Las pensiones e indemniza-
ciones causadas por enfermedades profesio-
nales serán pagadas en su totalidad, por el
organismo administrador de la Ley Nº 16.744
a que se encuentre acogida la víctima al
tiempo de adquirir el derecho a pensión o
indemnización.

Las concurrencias se calcularán en rela-
ción con el tiempo de imposiciones existentes
en cada organismo administrador y en pro-
porción al monto de la pensión o indemniza-
ción fijado de acuerdo con las normas de este
seguro.

Tratándose de una pensión, los organis-
mos concurrirán al pago del monto del benefi-
cio que otorgue el organismo pagador del
mismo.

Con respecto a las indemnizaciones, de-
berán enterarse las concurrencias que proce-
dieren, dentro del plazo de 30 días hábiles
contados desde la fecha de recepción del
requerimiento efectuado por el organismo pa-
gador del beneficio.

Las empresas de administración delega-
da concurrirán también, en la forma y oportu-
nidad que se ha señalado, al pago de las co-
rrespondientes indemnizaciones. Igualmente,
los organismos administradores concurrirán al
pago de las indemnizaciones concedidas por
las empresas de administración delegada.

Trimestralmente los organismos deberán
compensar los valores pagados que corres-

(33) En relación a los sueldos vitales, véase nota 14
del artículo 23 del presente reglamento.

(34) Véase nota 2.IV, puesta al comienzo del pre-
sente texto.
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pondan a la parte proporcional de las pensio-
nes con las cuales contribuyen a la pensión
total, debiendo liquidarse las diferencias que
resultaren.

En cuanto al reajuste de pensiones se
observará lo dispuesto en el artículo 10 de la
Ley Nº 15.386. (35)(36)

TITULO VI

Reclamaciones y procedimientos

Artículo 71.- Aparte de las personas y
entidades obligadas a denunciar los acciden-
tes del trabajo o las enfermedades profesio-
nales que señala el artículo 76 de la ley, la
denuncia podrá ser hecha por cualquiera per-
sona que haya tenido conocimiento de los
hechos y ante el organismo administrador
que deba pagar el subsidio.

Cuando el organismo administrador no
sea el Servicio Nacional de Salud, deberá

poner en conocimiento de éste dicha circuns-
tancia el último día hábil del mes en que dio
de alta a la víctima, con indicación de los
datos que dicho Servicio indique. (37)(38)

Artículo 72.- La denuncia de un acciden-
te del trabajo o de una enfermedad profesio-
nal se hará en un formulario común a los
organismos administradores, aprobado por el
Servicio Nacional de Salud, y deberá ajustar-
se a las siguientes normas.

1. Deberá ser efectuada y suscrita por las
personas o entidades obligadas a ello en
conformidad al artículo 76 de la ley, o en
su caso, por las personas señaladas en el
artículo 71 del presente reglamento;

2. La persona natural o la entidad emplea-
dora que formula la denuncia será res-
ponsable de la veracidad e integridad de
los hechos y circunstancias que se seña-
lan en dicha denuncia.

3. La simulación de un accidente del trabajo
o de una enfermedad profesional será
sancionada con multa, de acuerdo al ar-
tículo 80 de la ley y hará responsable,
además, al que formuló la denuncia del
reintegro al organismo administrador co-
rrespondiente de todas las cantidades
pagadas por éste por concepto de pres-
taciones médicas o pecuniarias al su-
puesto accidentado del trabajo o enfer-
mo profesional.

(35) El Nº 2 del Decreto Nº 45, de 1984, D.O.
19.02.85, reemplazó el artículo 70, por el in-
serto en este texto.

(36) El artículo 10 de la Ley Nº 15.386, D.O.
11.12.63, que estableció el sistema de revalori-
zación de pensiones y creó el Fondo de Revalo-
rización de Pensiones, prescribe:
"En los casos de concurrencia de dos o más
entidades al pago de una pensión, el derecho a
la revalorización o a otro sistema de reajuste se
determinará según las disposiciones aplicables
a la entidad que concedió la pensión y sobre el
monto total de ésta. El mayor gasto por revalo-
rización o reajuste, se distribuirá entre las enti-
dades concurrentes en proporción a sus cuotas
iniciales de concurrencia. En los casos en que
se aplique la revalorización complementaria dis-
puesta en el inciso 2º del artículo 1º, el aumen-
to derivado de este beneficio será también de
cargo proporcional de cada una de las institu-
ciones concurrentes".
A propósito de la disposición transcrita cabe te-
ner presente que el artículo 1º de la Ley Nº 18.250,
D.O. 5.10.83, suprimió las transferencias de
recursos entre las instituciones de previsión social
afectas o que queden afectas al D.L. Nº 1.263,
de 1975, D.O. 28.11.75, que fijó la Ley Orgá-
nica de la Administración Financiera del Estado.

(37) Véase nota 2.VI, puesta al comienzo del pre-
sente texto.

(38) El artículo 119 del Decreto Nº 15, de 1992, del
Ministerio de Obras Públicas, D.O. 06.04.92,
que aprobó el Reglamento para contratos de
Obras Públicas, establece la obligación del con-
tratista de efectuar la denuncia de los acciden-
tes del trabajo y de las enfermedades profesio-
nales en conformidad con las disposiciones le-
gales, debiendo informar a la inspección fiscal
de la respectiva obra los hechos ocurridos, ha-
ciendo entrega cuando corresponda, de tales
denuncias. La norma impone sanciones espe-
ciales para el incumplimiento del contratista.
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4. La denuncia que deberá hacer el médico
tratante, acompañada de los anteceden-
tes de que tome conocimiento, dará lu-
gar al pago de los subsidios que corres-
pondan y servirá de base para compro-
bar la efectividad del accidente o la exis-
tencia de la enfermedad profesional.

Esta denuncia será hecha ante el orga-
nismo administrador que deba pagar el sub-
sidio. (39)

Artículo 73.- Corresponderá al organismo
administrador que haya recibido la denuncia
del médico tratante, sancionarla sin que este
trámite pueda entrabar el pago del subsidio.

La decisión formal de dicho organismo
tendrá carácter de definitiva, sin perjuicio de
las reclamaciones que puedan deducirse con
arreglo al párrafo 2º del Título VIII de la ley.

Artículo 74.- El médico tratante estará
obligado a denunciar, cuando corresponda,
en los términos del artículo 72 de este regla-
mento, en el mismo acto en que preste aten-
ción al accidentado o enfermo profesional.

Las demás denuncias deberán hacerse
efectivas dentro de las 24 horas siguientes
de acontecido el hecho.

Las informaciones a que se refiere el
inciso 3º del artículo 76 de la ley se propor-
cionarán por trimestres calendarios y en el
mismo formulario indicado en el artículo 72
del reglamento.

Artículo 75.- La atención médica del ase-
gurado será proporcionada de inmediato y sin
que para ello sea menester de ninguna forma-
lidad o trámite previo.

Artículo 76.- Corresponderá, exclusiva-
mente, al Servicio Nacional de Salud la decla-
ración, evaluación, reevaluación y revisión de
las incapacidades permanentes.

Lo dispuesto en el inciso anterior se en-
tenderá sin perjuicio de los pronunciamientos
que pueda emitir sobre las demás incapacida-
des como consecuencia del ejercicio de sus
funciones fiscalizadoras sobre los servicios
médicos.

Sin embargo, respecto de los trabajado-
res afiliados a las Mutualidades, la declara-
ción, evaluación, reevaluación y revisión de
las incapacidades permanentes derivadas de
accidentes del trabajo corresponderá a estas
instituciones. (40)

Artículo 77.- La Comisión Médica de Re-
clamos de Accidentes del Trabajo y Enferme-
dades Profesionales es una entidad autónoma
y sus relaciones con el Ejecutivo deben efec-
tuarse a través del Ministerio del Trabajo y
Previsión Social.

Artículo 78.- La Comisión Médica de Re-
clamos de Accidentes del Trabajo y Enferme-
dades Profesionales funcionará en la ciudad
de Santiago, en las oficinas que determine el
Ministerio de Salud. (41)

Artículo 79.- La Comisión Médica tendrá
competencia para conocer y pronunciarse, en
primera instancia, sobre todas las decisiones
del Servicio Nacional de Salud y de las Mu-
tualidades en los casos de incapacidad deri-
vadas de accidentes del trabajo de sus afilia-
dos recaídas en cuestiones de hecho que se
refieran a materias del orden médico. Le co-
rresponderá conocer, asimismo, de las recla-
maciones a que se refiere el artículo 42 de la
ley. (42)

(39) El Nº 2 del Decreto Nº 205, D.O. 24.10.70, sus-
tituyó el artículo 72, por el inserto en este texto.

(40) El Nº 3 del decreto 45, de 1984, D.O. 19.02.85,
agregó el inciso final del artículo 76, inserto en
este texto.

(41) El decreto 179, de 1979, D.O. 14.04.80, re-
emplazó el artículo 78, inserto en este texto.

(42) El Nº 4 del decreto 45, D.O. 19.02.85, interca-
ló en el inciso primero del artículo 79, entre las
expresiones "Servicio Nacional de Salud", y
"recaídas", la frase "y de las Mutualidades en los
casos de incapacidad derivadas de accidentes del
trabajo de sus afiliados", inserta en este texto.
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En segunda instancia, conocerá de las
apelaciones entabladas en contra de las reso-
luciones dictadas por los Jefes de Areas del
Servicio Nacional de Salud, en las situaciones
previstas en el artículo 33 de la misma ley.

Artículo 80.- Los reclamos y apelaciones
deberán interponerse por escrito, ante la Co-
misión  Médica misma o ante la Inspección
del Trabajo. En este último caso, el Inspector
del Trabajo enviará de inmediato el reclamo o
apelación y demás antecedentes a la Comi-
sión.

Se entenderá interpuesto el reclamo o
recurso a la fecha de la expedición de la carta
certificada enviada a la Comisión Médica o
Inspección del Trabajo, y si se ha entregado
personalmente, a la fecha en que conste que
se ha recibido en las Oficinas de la Comisión
Médica o de la Inspección del Trabajo.

Artículo 81.- El término de 90 días hábi-
les establecido por la ley para interponer el
reclamo o deducir el recurso se contará desde
la fecha en que se hubiere notificado la deci-
sión o acuerdo en contra de los cuales se
presenta. Si la notificación se hubiere hecho
por carta certificada, el término se contará
desde la recepción de dicha carta.

Artículo 82.- Para la designación de los
representantes médicos de los trabajadores y
de los empleadores ante la Comisión Médica
de Reclamos de Accidentes del Trabajo y
Enfermedades Profesionales, a que se refie-
ren las letras b) y c) del artículo 78 de la Ley
Nº 16.744, se seguirá el siguiente procedi-
miento:

Cada federación, confederación o cen-
tral sindical y cada federación o confedera-
ción gremial de empleadores, podrá proponer
una lista de hasta tres médicos, con indica-
ción de su especialidad y domicilio, para pro-
veer el cargo de representante de trabajado-
res y empleadores, respectivamente, ante la
Comisión. Las personas que figuren en la lista
deberán ser, de preferencia, especialistas en
traumatología y salud ocupacional.

La lista será presentada a la Superinten-
dencia de Seguridad Social, dentro del plazo
que ésta indique para tal efecto por medio
de avisos publicados en el Diario Oficial y
en, al menos, dos diarios de Circulación Na-
cional. (43)

La Superintendencia remitirá al Ministe-
rio del Trabajo y Previsión Social, un listado
con los nombres de todos los médicos pro-
puestos, a fin que el Presidente de la Repúbli-
ca efectúe las correspondientes designacio-
nes.

En caso que las referidas organizaciones
de trabajadores y/o de empleadores no efec-
túen proposiciones, el Presidente de la Repú-
blica designará libre y directamente a los mé-
dicos representativos de esas entidades. (44)(45)

Artículo 83.- El abogado integrante de la
Comisión Médica será designado libremente
por el Presidente de la República.

Artículo 84.- Los miembros de la Comi-
sión Médica durarán cuatro años en sus fun-
ciones y podrán ser reelegidos. (46)

La designación de reemplazantes, en caso
de impedimento o inhabilidad sobreviniente
de alguno de sus miembros, sólo se hará por
el resto del período que habría correspondido
servir al reemplazado.

(43) El artículo 1º, Nº 1 del Decreto Nº 61, D.O.
4.08.93, sustituyó, en el inciso tercero del ar-
tículo 82, la frase "de aviso publicado en el Dia-
rio Oficial" por "de avisos publicados en el Dia-
rio Oficial y en, al menos, dos diarios de circula-
ción nacional", inserta en este texto.

(44) El artículo 1º, Nº 2 del Decreto Nº 61, D.O.
4.08.93, agregó el inciso final del artículo 82,
inserto en este texto.

(45) El artículo 1º del Decreto Nº 116, D.O. 20.11.92,
sustituyó el artículo 82 por el inserto en este
texto, al cual se han incorporado las modifica-
ciones a que aluden las notas 43 y 44 prece-
dentes.

(46) El artículo 1º del Decreto Nº 50, D.O. 23.11.91,
sustituyó el inciso 1º del artículo 84, inserto en
este texto.
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Los cargos de médicos integrantes de la
Comisión Médica serán incompatibles con los
de miembros de las Comisiones de Medicina
Preventiva y de la Comisión Central de Recla-
mos de Medicina Preventiva.

Artículo 85.- La Comisión Médica será
convocada por su Presidente cada vez que
tenga asuntos que tratar y funcionará, en
primera citación, con la mayoría de sus miem-
bros, y si dicha mayoría no se reuniere, fun-
cionará en segunda situación con los que
asistan.

Artículo 86.- La Comisión Médica deberá
presentar al Director del Servicio Nacional de
Salud una terna compuesta de tres funciona-
rios de ese Servicio, de entre cuyos nombres
el Director designará al secretario, que des-
empeñará sus funciones sin derecho a mayor
remuneración.

Artículo 87.- Los miembros de la Comi-
sión Médica gozarán de una remuneración
equivalente a un ingreso mínimo por cada
sesión a que asistan, la que se pagará men-
sualmente. En ningún caso, la remuneración
mensual podrá exceder de cuatro ingresos
mínimos mensuales. (47) (48)

Artículo 88.- El Secretario de la Comi-
sión Médica tendrá el carácter de ministro de
fe para hacer la notificación de las resolucio-
nes que ella pronuncie y para autorizar todas
las actuaciones que le correspondan, en con-
formidad a la ley y al reglamento.

Las notificaciones que sea preciso practi-
car se podrán hacer también por algún em-
pleado del Servicio Nacional de Salud o per-
sonal de Carabineros a quien se encomendare

la diligencia, quienes procederán con sujeción
a las instrucciones que se le impartan, dejan-
do testimonio escrito de su actuación.

Artículo 89.- Los gastos que demande el
funcionamiento de la Comisión Médica serán
de cargo del Servicio Nacional de Salud y se
imputarán a los fondos que le corresponda
percibir por aplicación de la ley.

Artículo 90.- La Superintendencia cono-
cerá de las actuaciones de la Comisión Médi-
ca:

a) A virtud del ejercicio de sus facultades
fiscalizadoras, con arreglo a las disposi-
ciones de la ley y de la Ley Nº 16.395. (49)

b) Por medio de los recursos de apelación
que se interpusieren en contra de las
resoluciones que la Comisión Médica
dictare en las materias de que conozca
en primera instancia, en conformidad con
lo señalado en el artículo 79.

La competencia de la Superintendencia
será exclusiva y sin ulterior recurso.

Artículo 91.- El recurso de apelación,
establecido en el inciso 2º del artículo 77 de
la ley, deberá interponerse directamente ante
la Superintendencia y por escrito. El plazo de
30 días hábiles para apelar correrá a partir de
la notificación de la resolución dictada por la
Comisión Médica. En caso que la notificación
se haya practicado mediante el envío de carta
certificada, se tendrá como fecha de la notifi-
cación la de la recepción de dicha carta.

Artículo 92.- La Comisión Médica y la
Superintendencia podrán requerir de los orga-
nismos administradores, o directamente de
los servicios que de ellos dependan o esta-
blezcan, de los Comités Paritarios, y de los
propios afectados, todos los antecedentes
que juzguen necesarios para mejor resolver.

(47) El Decreto Nº 5, del Trabajo y Previsión Social,
D.O. 10.03.2000, sustituyó en el artículo 87,
la palabra "trimestralmente" por "mensualmen-
te" y  la cifra "dos" por "cuatro".

(48) El Decreto Nº 47, D.O. 31.10.84, reemplazó el
artículo 87 por el inserto en este texto, al que
se han incorporado las modificaciones a que alu-
de la nota precedente.

(49) En relación con la Ley Nº 16.395, véase nota
25 del artículo 39 del presente Reglamento.
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Artículo 93.- Para los efectos de la recla-
mación ante la Superintendencia a que se
refiere el inciso 3º del artículo 77 de la ley,
los organismos administradores deberán noti-
ficar todas las resoluciones que dicten me-
diante el envío de copia de ellas al afectado,
por medio de carta certificada. El sobre en
que se contenga dicha resolución se acompa-
ñará a la reclamación, para los efectos de la
computación del plazo, al igual que en los
casos señalados en los artículos 80 y 91.

Artículo 94.- Las multas que los organis-
mos administradores deban aplicar en caso
de infracción a cualquiera de las disposicio-
nes de la ley o sus reglamentos se regularán,
en cuanto a su monto, por lo establecido en
el artículo 80 de la ley y se harán efectivas en
conformidad a las normas contempladas en
las leyes por las que se rigen. (50)

TITULO VII

Disposiciones transitorias

Artículo 1º.- Las entidades empleadoras
efectuarán, a partir de la vigencia de la ley y
ante las instituciones de Previsión Social que
correspondan, las cotizaciones que el Presi-
dente de la República fije de acuerdo con lo
establecido en el artículo 15 de la misma ley,
sobre las remuneraciones imponibles de sus
trabajadores, cuyos riesgos por accidentes
del trabajo y enfermedades profesionales no
estén asegurados al 1º de mayo de 1968, sea
por sistema de pólizas, afiliación a mutualida-
des o por autoseguro.

Las instituciones de previsión social con-
dicionarán la recepción del pago de cotizacio-
nes que las entidades empleadoras deban ha-
cer por el mes de mayo del año actual, a la
entrega por parte de éstas de una declaración
jurada ante notario que contendrá los siguien-
tes datos:

a) Actividad, entendiendo por tal aquella
que constituye el objeto principal de la
entidad empleadora. En el caso de plura-
lidad de actividades, éstas se enunciarán
según su orden de importancia, determi-
nado por el número de trabajadores por
cuenta ajena que presten servicios en
cada una de ellas;

b) Número de trabajadores asegurados por
los que estén exentos de cotizar con
expresión del monto global de sus remu-
neraciones imponibles. Para estos efec-
tos, se tendrán por remuneraciones im-
ponibles las determinadas en el artículo
17 de la ley, y

c) Fecha de expiración de las respectivas
pólizas con indicación de las remunera-
ciones de los trabajadores en la forma
indicada en el número anterior.

La falta de oportuno entero de las cotiza-
ciones derivadas de la condición impuesta en
el inciso 2º, no liberará a las entidades de los
intereses, sanciones y multas establecidas
sobre la materia por las leyes vigentes.

Artículo 2º.- Se entenderá que han dado
cumplimiento a las disposiciones de la ley y
de su reglamento las entidades empleadoras
que al 1º de mayo de 1968, tengan contratos
de seguro vigentes sobre accidentes del tra-
bajo y enfermedades profesionales en com-
pañías mercantiles o en la Caja de Accidentes
del Trabajo, y hasta el término de los respec-
tivos contratos. Vencidos éstos, las entida-
des empleadoras quedarán sometidas a todas
las disposiciones de la ley y sus reglamentos.

Lo dispuesto en el inciso anterior será
también aplicable a las entidades empleado-
ras actualmente afiliadas a una mutualidad o
al sistema denominado de autoseguro.

Artículo 3º.- Dentro de los 10 días si-
guientes a la publicación de este reglamento
en el "Diario Oficial", los organismos adminis-
tradores que no posean servicios médicos
adecuados deberán convenir el otorgamiento
de las prestaciones médicas.

(50) El Nº 3 del Decreto Nº 205, D.O. 24.10.70, sus-
tituyó el artículo 94, por el inserto en este texto.
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En tanto se perfecciona el convenio res-
pectivo, el Servicio Nacional de Salud estará
obligado a proporcionar las prestaciones mé-
dicas con cargo a las Cajas de Previsión, las
que deberán cancelarlas de acuerdo con las
tarifas del "Arancel de Prestaciones Asisten-
ciales" de dicho Servicio.

Artículo 4º.- Los excedentes a que se
refieren los artículos 42, 43 y 44 de este
reglamento y que correspondan al ejercicio
de 1968, serán determinados por el Presiden-
te de la República en el decreto que dicte con
arreglo al inciso 1º del artículo 37 de este
reglamento. En dicho decreto se establecerá
también la oportunidad y forma en que se
harán efectivos los aportes correspondientes.

Artículo 5º.- Todos los beneficios acor-
dados o establecidos con anterioridad a la
ley, y que no se encuentren en las situaciones
previstas en los artículos 1º y 6º transitorios
de ella, subsistirán en igual forma.

Artículo 6º.- Las Compañías de Seguros
darán cumplimiento a los contratos a que se
refiere el artículo 5º transitorio de la ley en los
términos estipulados, entendiéndose incorpo-
radas a ellos, las leyes vigentes al tiempo de
su celebración.

Artículo 7º.- Reconócense, para los efec-
tos del seguro, las Mutualidades de entidades
empleadoras que, al 1º de mayo de 1968, se
hallaban legalmente constituidas.

Los trabajadores de las entidades em-
pleadoras que, a la señalada fecha, estuvieren
asegurados en alguna de dichas Mutualida-
des, se considerarán afiliados al sistema de
seguro instituido en la ley a partir de ese
momento y tendrán derecho a la totalidad de
las prestaciones que en ella se establecen.

Estos organismos deberán exigir de sus
afiliados las mismas cotizaciones generales
establecidas en la ley, a contar desde su
vigencia, sin perjuicio de observar las estipu-
laciones de los contratos o convenios cele-
brados con anterioridad a esa fecha, en la

forma establecida en el artículo 5º transitorio
de la ley para las compañías privadas de
seguros.

Las referidas Mutualidades deberán dar
cumplimiento a los requisitos establecidos en
los artículos 12 y 13 de la ley y en el Estatuto
Orgánico que para ella se dicte en la fecha
que éste se determine. (51)

Las entidades empleadoras podrán ase-
gurar en las Mutualidades a que se hallen
adheridas a sus nuevos trabajadores. Las Mu-
tualidades podrán, también, aceptar la adhe-
sión de nuevas entidades empleadoras. (52)

Artículo 8º.- No podrán crearse nuevas
Mutualidades en tanto no sea dictado por el
Presidente de la República el Estatuto Orgáni-
co respectivo.

Artículo 9º.- Reconócese la calidad de
administradores delegados del seguro a las
entidades empleadoras que al 1º de mayo de
1968 se hallen otorgando prestaciones por el
sistema denominado de autoseguro.

A partir de la indicada fecha, dichos ad-
ministradores delegados quedarán sometidos
en todas sus partes a las prescripciones de la
ley y de sus reglamentos, especialmente en
lo relativo a aportes y a prestaciones.

Dentro del plazo de seis meses, contado
desde el 1º de mayo de 1968, deberán cele-
brar nuevos convenios que contemplen debi-
damente la totalidad de los requisitos exigi-
dos por el sistema de seguro. Sin embargo, si
al suscribirse el nuevo convenio se comprue-
ba que el administrador delegado no puede
cumplir con las exigencias de número de tra-
bajadores y de capital y reservas mínimas
establecidas en el inciso 1º del artículo 23 del
reglamento, el Presidente de la República po-

(51) Véase nota a la letra f) del artículo 1º del pre-
sente reglamento.

(52) El Nº 2º del Decreto Nº 143, D.O. 30.07.68,
reemplazó el inciso final del artículo 7º transito-
rio, por el inserto en este texto.
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drá autorizar su subsistencia, previo informe
favorable de la Superintendencia y mientras
den cumplimiento a los demás requisitos. La
garantía a que se refiere la letra e) del artículo
23 de este reglamento se constituirá a la
suscripción del nuevo convenio.

Las entidades empleadoras que, con an-
terioridad al 1º de mayo de 1968, hubieren
estado otorgando prestaciones por el sistema
de autoseguro y no desearen continuar ha-
ciéndolo, deberán comunicarlo al Servicio Na-
cional de Salud y a los organismos adminis-
tradores que corresponda dentro de los 10
días siguientes a la publicación de este regla-
mento en el "Diario Oficial".

Artículo 10.- Los ingresos que corres-
ponden al Fondo de Garantía, que es absorbi-
do por el Fondo de Accidentes del Trabajo y
Enfermedades Profesionales de acuerdo con
el artículo 81 de la ley, continuarán efectuán-
dose en este último, el que, a su vez, tendrá a
su cargo todos los compromisos que grava-
ban al Fondo de Garantía.

De consiguiente, el Fondo de Accidentes
continuará percibiendo los aportes de carác-
ter permanente, como los que debe hacer el
Fisco en conformidad a lo dispuesto en los
artículos 18 y 19 de la Ley Nº 14.688, el
producto de las primas provenientes de las
pólizas contratadas por la Caja de Accidentes
del Trabajo con anterioridad a la vigencia de
la ley; y, en general, los demás recursos
asignados al Fondo de Garantía.

Artículo 11.- Las garantías constituidas
directa o indirectamente por las entidades
empleadoras en los casos a que se refiere el
artículo 22 de la Ley Nº 4.055, podrán ser
rescatadas en los términos del inciso 2º del
artículo 4º transitorio de la ley.

El monto del capital representativo que,
en tal caso, deberán pagar el Servicio, será
calculado actuarialmente por éste y estará
sujeto a la aprobación de su Consejo Direc-
tivo.

Artículo 12.- Al Jefe del Departamento
del Servicio le corresponderá, hasta tanto
dicho cargo sea servido por el funcionario
que al 1º de mayo de 1968 tenía el carácter
de Vicepresidente Ejecutivo de la Caja de
Accidentes del Trabajo.

a) Seguir integrando el Consejo de la Caja
de Previsión y estímulo de los Empleados
del Banco del Estado de Chile, y

b) Seguir integrando el Consejo Consultivo
del Ministerio de Salud Pública.

Artículo 13.- El Servicio designará, en lo
sucesivo, a sus representantes ante el Direc-
torio de la Compañía de Seguros Generales
"El Trabajo", S.A.C. Uno de ellos deberá ser
el ex Vicepresidente de la Caja de Accidentes
del Trabajo, mientras desempeñe el cargo de
Jefe del Departamento.

Artículo 14.- Las obras de reparación y
construcción efectuadas o iniciadas con fon-
dos provenientes del artículo 104 de la Ley
Nº 14.171, se proseguirán en la misma forma
hasta su total terminación.

Los fondos respectivos serán puestos a
disposición del Servicio de Seguro Social,
quien los contabilizará separadamente.

Artículo 15.- Los empleadores a que se
refiere el artículo 6º transitorio de la ley debe-
rán comunicar al Servicio, dentro de los 10
días siguientes a la publicación de este regla-
mento en el "Diario Oficial", los nombres de
los trabajadores comprendidos en el seguro
que tengan vigente.

Respecto de los demás trabajadores, de-
berán efectuar en los organismos administra-
dores que corresponda la totalidad de las
cotizaciones ordenadas por la ley a contar
desde la fecha de su vigencia.

Artículo 16.- Cuando el seguro que tu-
vieren vigente los empleadores a que se refie-
re el artículo anterior sólo cubrieren indemni-
zaciones calculadas sobre una renta inferior a
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la percibida realmente por el trabajador, debe-
rán enterarse las cotizaciones establecidas
por la ley sobre la diferencia existente entre
ambas rentas, desde la fecha de su vigencia.

Artículo 17 transitorio.- El Supremo Go-
bierno, durante el año 1978, designará libre y
directamente a los representantes médicos
señalados en las letras b) y c) del artículo 78
de la Ley Nº 16.744, sin sujeción al procedi-
miento contemplado en el artículo 82 del
presente decreto. (53)

Artículo 18 transitorio.- El Supremo Go-
bierno durante los años 1974 y 1975, desig-
nará libre y directamente a los representantes
médicos señalados en las letras b) y c) del
artículo 78 de la Ley Nº 16.744, sin sujeción
al procedimiento contemplado en el artículo
82 del presente decreto. (54)

Artículo 19 transitorio.- El Supremo Go-
bierno, durante los años 1982, 1983, 1985 y
1986 designará libre y directamente a los
representantes médicos señalados en las le-
tras b) y c) del artículo 78 de la Ley
Nº 16.744, sin sujeción al procedimiento con-
templado en el artículo 82 del presente
decreto. (55)

Artículo 20 transitorio.- El Supremo Go-
bierno, durante el año 1988, designará libre y
directamente a los representantes médicos
señalados en las letras b) y c) del artículo 78
de la Ley Nº 16.744, sin sujeción al procedi-
miento contemplado en el artículo 82 del
presente decreto. (56)

Artículo 21 transitorio.- Prorrógase por 8
meses la duración de las funciones de los
miembros de la actual Comisión Médica de
Reclamos, a que se refiere el artículo 84 del
presente Reglamento. (57)

Artículo 22 transitorio.- Prorrógase por
seis meses la duración de las funciones de los
miembros de la actual Comisión Médica de
Reclamos, a que se refieren las letras b) y c)
del artículo 78 de la Ley Nº 16.744. (58)

Artículo 23 transitorio.- Convalídese la
designación del miembro de la Comisión Mé-
dica de Reclamos a que se refiere la letra d)
del artículo 78 de la Ley Nº 16.744, hasta el
30 de junio de 1994. (59)

(53) El artículo 17 transitorio, que fue agregado por el
Decreto Nº 26, D.O. 23.03.74, fue modificado
por el Decreto Nº 282, D.O. 6.08.75, en el sen-
tido de sustituir la expresión "el año 1974" por
"los años 1974 y 1975", inserta en este texto.

(54) El Decreto Nº 75, D.O. 18.12.78, agregó el ar-
tículo 18 transitorio, inserto en este texto.

(55) El artículo 19 transitorio, agregado por Decreto
Nº 85, D.O. 3.08.82, fue modificado primero por
el Decreto Nº 79, D.O. 4.11.83, y enseguida por
el Decreto Nº 79, de 1985, D.O. 21.01.86.

(56) El Decreto Nº 53, D.O. 18.06.88, agregó el ar-
tículo 20 transitorio, inserto en este texto.

(57) El artículo 2º del Decreto Nº 116, D.O. 20.11.92,
agregó el artículo 21 transitorio inserto en este
texto.

(58) El artículo 2º del Decreto Nº 61, D.O. 4.08.93,
agregó el artículo 22 transitorio, inserto en este
texto.

(59) El Decreto Nº 131, D.O. 23.11.94, agregó el
artículo 23 transitorio, inserto en este texto.
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PODER LEGISLATIVO

MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL

SUBSECRETARIA DE PREVISION SOCIAL

APRUEBA REGLAMENTO PARA
APLICACION DE ARTICULOS 15 Y 16

DE LEY Nº 16.744, SOBRE
EXENCIONES, REBAJAS Y RECARGOS

DE LA COTIZACION ADICIONAL
DIFERENCIADA

DECRETO Nº 67 (*) (1)

(*) Publicado en el Diario Oficial de 7 de marzo de 2000.

(1) Al texto que se transcribe a continuación se han
incorporado las modificaciones introducidas por
Decreto Nº 34, del Trabajo y Previsión Social,
D.O. 11.08.2001.

Núm. 67.- Santiago, 24 de noviembre de
1999.- Visto: Lo dispuesto en los artículos 15
y 16 de la Ley Nº 16.744, sobre Accidentes
del Trabajo y Enfermedades Profesionales y la
facultad que me confiere el Nº 8 del artículo
32 de la Constitución Política de la República,

Decreto:

Apruébase el siguiente Reglamento para
la aplicación de los artículos 15 y 16 de la
Ley Nº 16.744.

TITULO I

DE LAS EXENCIONES, REBAJAS
Y RECARGOS DE LA COTIZACION
ADICIONAL POR SINIESTRALIDAD

EFECTIVA

Artículo 1º.- Las exenciones, rebajas y
recargos de la cotización adicional a que se

refiere el artículo 16 de la Ley Nº 16.744, se
determinarán por las Mutualidades de Em-
pleadores respecto de las entidades emplea-
doras adheridas a ellas y por los Servicios de
Salud respecto de las demás entidades em-
pleadoras, incluso de aquellas que tengan la
calidad de administradoras delegadas. Lo an-
terior se efectuará en relación con la magni-
tud de la siniestralidad efectiva, de acuerdo
con las disposiciones de este Reglamento.

Artículo 2º.- Para los efectos de este
decreto se entenderá por:

a) Siniestralidad Efectiva:

Las incapacidades y muertes provocadas
por accidentes del trabajo y enfermeda-
des profesionales. Quedan excluidas las
incapacidades y muertes originadas por
los accidentes a que se refieren los incisos
segundo y tercero del artículo 5º de la
Ley Nº 16.744.

Se excluyen además, las incapacidades
y muertes causadas por accidentes del
trabajo ocurridos en una entidad emplea-
dora distinta de la evaluada, o por enfer-
medades profesionales contraídas como



Septiembre 176 / 2003

Normas Legales y Reglamentarias78

consecuencia del trabajo realizado en una
entidad empleadora distinta de la evalua-
da, cualquiera fuese la fecha del diag-
nóstico o del dictamen de incapacidad.
Estas incapacidades y muertes deberán
considerarse en la evaluación de la enti-
dad empleadora en que ocurrió el acci-
dente o se contrajeron las enfermeda-
des, siempre que ello haya ocurrido den-
tro de los cinco años anteriores al 1º de
julio del año en que se efectúe el Proceso
de Evaluación.

b) Entidad Empleadora:

Las entidades empleadoras a que se re-
fiere el artículo 25 de la Ley Nº 16.744 y
los trabajadores independientes afectos
al seguro establecido por dicha ley.

c) Período Anual:

El lapso de 12 meses comprendido entre
el 30 de junio de un año y el 1º de julio
del año precedente.

d) Período de Evaluación:

Los tres períodos anuales inmediatamen-
te anteriores al 1º de julio del año respec-
tivo. Tratándose de entidades empleado-
ras que hubieran estado adheridas al se-
guro de la Ley Nº 16.744 por menos de
tres años, se considerarán sólo dos pe-
ríodos anuales.

e) Proceso de Evaluación:

Proceso por el cual los Servicios de Sa-
lud y las Mutualidades de Empleadores
determinan la magnitud de la siniestrali-
dad efectiva de una entidad empleadora
en el Período de Evaluación.

f) Promedio Anual del Trabajadores:

El que resulte de la suma del número de
trabajadores, con remuneración o renta
sujeta a cotización, de cada uno de los
meses de un Período Anual, dividida por

doce y expresado con dos decimales,
elevando el segundo de éstos al valor
superior si el tercer decimal es igual o
superior a cinco y despreciando el tercer
decimal si fuere inferior a cinco.

Cualquiera que sea el número de contra-
tos que un trabajador suscriba en el mes
con la misma entidad empleadora se le
deberá considerar, para estos efectos,
como un solo trabajador.

g) Día Perdido:

Aquel en que el trabajador, conservando
o no la calidad de tal, se encuentra tem-
poralmente incapacitado debido a un ac-
cidente del trabajo o a una enfermedad
profesional, sujeto a pago de subsidio,
sea que éste se pague o no.

h) Tasa de Siniestralidad por Incapacidades
Temporales:

Es el cuociente entre el total de días
perdidos en un Período Anual y el Prome-
dio Anual de Trabajadores, multiplicado
por cien y expresado con dos decimales,
elevando el segundo de éstos al valor
superior si el tercer decimal es igual o
superior a cinco y despreciando el tercer
decimal si fuere inferior a cinco.

i) Tasa Promedio de Siniestralidad por In-
capacidades Temporales:

Es el promedio de las Tasas de Siniestra-
lidad por Incapacidades Temporales de
los años considerados en el Período de
Evaluación, expresado sin decimales, ele-
vándolo al entero inmediatamente supe-
rior si el primer decimal es igual o supe-
rior a cinco y despreciando el primer
decimal si fuere inferior a cinco.

j) Tasa de Siniestralidad por Invalideces y
Muertes:

Es la que se determina conforme al si-
guiente procedimiento:
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1. A cada incapacidad se le asignará
según su grado de invalidez, el valor
que le corresponda según la siguien-
te tabla:

Grado de Invalidez Valor

15,0% a 25,0% 0,25
27,5% a 37,5% 0,50
40,0% a 65,0% 1,00
70,0% o más 1,50
Gran Invalidez 2,00

2. Por la muerte corresponderá el valor
2,50.

3. La suma de los valores correspon-
dientes a todas las incapacidades de
cada Período Anual se multiplicará
por cien y se dividirá por el Prome-
dio Anual de Trabajadores y se ex-
presará con dos decimales, elevan-
do el segundo de éstos al valor su-
perior si el tercer decimal es igual o
superior a cinco y despreciando el
tercer decimal si fuere inferior a cin-
co. Este cuociente se denominará
Factor de Invalideces y Muertes.

4. Al promedio de Factores de Invalide-
ces y Muertes de los años conside-
rados en el Período de Evaluación,
expresado con dos decimales y ajus-
tado a la centésima más próxima en
los términos señalados en la letra h),
corresponderá el valor que se deno-
minará Tasa de Siniestralidad por
Invalideces y Muertes, señalado en
la siguiente tabla:

Promedio de Factores de Tasa de Siniestralidad por
Invalideces y Muertes Invalideces y Muertes

0,00 a 0,10 0
0,11 a 0,30 35
0,31 a 0,50 70
0,51 a 0,70 105
0,71 a 0,90 140
0,91 a 1,20 175
1,21 a 1,50 210
1,51 a 1,80 245
1,81 a 2,10 280
2,11 a 2,40 315
2,41 a 2,70 350
2,71 y más 385

k) Tasa de Siniestralidad Total:

Es la suma de la Tasa Promedio de Si-
niestralidad por Incapacidades Tempora-
les y la Tasa de Siniestralidad por Invali-
deces y Muertes.

Artículo 3º.- Para el cálculo de la Tasa de
Siniestralidad por Invalideces y Muertes se
considerarán aquellas invalideces declaradas
por primera vez en el Período de Evaluación
siempre que sean iguales o superiores al 15%.

En caso de aumento del grado de incapa-
cidad en el Período de Evaluación, para la
aplicación de la tabla contenida en el número
1 de la letra j) del artículo anterior, se consi-
derará el nuevo grado de invalidez profesional
y al valor que le corresponda en dicha tabla
deberá descontársele el valor que se hubiere
computado anteriormente. (2)

En el caso que el aumento del grado de
incapacidad se produzca en una entidad em-
pleadora distinta a aquella en que se originó
la anterior incapacidad, para los efectos de la
aplicación de la tabla de la letra j), número 1.-
del artículo anterior, el grado de invalidez
profesional a considerar, será el que resulte
de la diferencia entre el nuevo grado de inva-
lidez y el grado de invalidez anterior.

La muerte se considerará siempre que no
hubiere mediado una declaración de invalidez
igual o superior al 15%, derivada del siniestro
que la causó.

Artículo 4º.- La magnitud de la siniestra-
lidad efectiva existente en la entidad emplea-
dora se medirá en función de la Tasa de
Siniestralidad Total.

Artículo 5º.- La Tasa de Siniestralidad
Total calculada conforme a los artículos ante-

(2) El artículo único Nº 1 del Decreto Nº 34, D.O.
11.08.2001 reemplazó al final del inciso segun-
do del artículo 3º, la frase "en un anterior Pro-
ceso de Evaluación", por la palabra "anterior-
mente", como figura en el texto.
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riores determinará la exención de cotización
adicional, su rebaja o recargo conforme a la
siguiente tabla:

Tasa de Siniestralidad Total Cotización Adicional (%)

0 a 32 0,00
33 a 64 0,34
65 a 96 0,68
97 a 128 1,02

129 a 160 1,36
161 a  192 1,70
193 a 224 2,04
225 a  272 2,38
273 a 320 2,72
321 a 368 3,06
369 a 416 3,40
417 a 464 3,74
465 a 512 4,08
513 a 560 4,42
561 a 630 4,76
631 a 700 5,10
701 a 770 5,44
771 a 840 5,78
841 a 910 6,12
911 a 980 6,46
981 y más 6,80 (3)

Si durante el Período de Evaluación en
una entidad empleadora hubieren ocurrido una
o más muertes por accidentes del trabajo, el
respectivo Organismo Administrador deberá
investigar las causas de los siniestros y, si se
formare la convicción de que éstos se han
originado por falta de prevención por parte
del empleador, la tasa de Cotización Adicio-
nal resultante del Proceso de Evaluación se
elevará al porcentaje inmediatamente supe-
rior de la tabla precedente.

TITULO II

PROCEDIMIENTO DE EVALUACION

Artículo 6º.- Los Servicios de Salud y las
Mutualidades de Empleadores evaluarán cada
dos años la siniestralidad efectiva ocurrida en

las respectivas entidades empleadoras en el
Período de Evaluación. Dicho proceso se rea-
lizará durante el segundo semestre del año
calendario que corresponda efectuar la eva-
luación.

La evaluación la efectuarán obligatoria-
mente respecto de todas las entidades em-
pleadoras con las solas excepciones que se
indican en este Reglamento.

Respecto de aquellas entidades emplea-
doras afiliadas al Instituto de Normalización
Previsional, la evaluación que realicen los Ser-
vicios de Salud, se hará teniendo en cuenta el
informe emitido por dicho Instituto en que
éste proponga la tasa de cotización a aplicar
y contenga los antecedentes en que se fun-
de. Este informe deberá ingresar a los Servi-
cios de Salud a más tardar el 15 de agosto
del año en que se realice la evaluación.

Para la emisión del informe por parte del
Instituto de Normalización Previsional, los Ser-
vicios de Salud proporcionarán a aquél, se-
mestralmente, la información respecto del
número de días de subsidio otorgados por
ellos conforme a la Ley Nº 16.744, desglosado
por entidad empleadora y dentro de ésta por
trabajador, indicando en cada caso el período
a que corresponde cada subsidio. La informa-
ción anterior deberá ingresar al Instituto de
Normalización Previsional, a más tardar el 15
del mes siguiente al término del semestre al
cual corresponda.

Artículo 7º.- Sólo deberá evaluarse la
siniestralidad efectiva en las entidades em-
pleadoras que, al 1º de julio del año en que se
realice la evaluación, hayan estado adheridas
a algún Organismo Administrador de la Ley
Nº 16.744 o tengan la calidad de administra-
dores delegados, por un lapso que en conjun-
to abarque, al menos, dos Períodos Anuales
consecutivos.

Las entidades empleadoras cuya sinies-
tralidad efectiva no pueda evaluarse confor-
me a lo dispuesto en el inciso precedente,
mantendrán, hasta el 31 de diciembre del año

(3) El artículo único, Nº 2 del Decreto Nº 34, D.O.
11.08.2001 reemplazó la tabla contenida en el
inciso primero del artículo 5º por la inserta en
este texto.
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subsiguiente, la cotización adicional a que se
encontrasen afectas.

No obstante, si la entidad empleadora
deriva de otra que podría ser evaluada y de la
cual tenía carácter de sucursal o dependen-
cia, será evaluada si mantiene la misma acti-
vidad, considerando los antecedentes esta-
dísticos de los tres períodos anteriores al 1º
de julio del año respectivo, correspondientes
a esta última entidad.

Artículo 8º.- Las rebajas y exenciones de
la cotización adicional procederán sólo res-
pecto de las entidades empleadoras que ha-
yan acreditado ante el Organismo Adminis-
trador, al 31 de octubre del año en que se
realiza el Proceso de Evaluación, que cum-
plen los siguientes requisitos:

a) Hallarse al día en el pago de las cotiza-
ciones de la Ley Nº 16.744;

b) Tener en funcionamiento, cuando proce-
da, el o los Comités Paritarios de Higiene
y Seguridad, con arreglo a las disposicio-
nes del D.S. Nº 54, de 1969, del Minis-
terio del Trabajo y Previsión Social, para
lo cual las entidades empleadoras debe-
rán haber enviado los antecedentes re-
queridos en el artículo 10 de este decre-
to, y

c) El cumplimiento, cuando procediere, de
las disposiciones establecidas en los Tí-
tulos III, V y VI del Decreto Supremo
Nº 40, de 1969, del Ministerio del Traba-
jo y Previsión Social, mediante informe
de la entidad empleadora respecto de las
medidas adoptadas al efecto en los últi-
mos dos Períodos Anuales considerados
en el Proceso de Evaluación.

Sin perjuicio de lo anterior, las entidades
empleadoras que no puedan acceder a la re-
baja o exención de la cotización adicional por
no haber dado cumplimiento a lo requerido en
el inciso anterior y que lo hagan con posterio-
ridad pero antes del 1º de enero del año
siguiente, tendrán derecho a que la tasa de

cotización adicional determinada en el Proce-
so de Evaluación se les aplique a contar del
1º del tercer mes siguiente a aquel en que
hayan acreditado el cumplimiento de todos
los requisitos y hasta el 31 de diciembre del
año siguiente.

Artículo 9º.- Cada entidad empleadora
deberá consignar la nómina de sus trabajado-
res en sus planillas mensuales de declaración
y pago de cotizaciones.

Si la entidad empleadora no declarase
sus cotizaciones en uno o más meses del
Período Anual, el Promedio Anual de Trabaja-
dores se obtendrá dividiendo por doce el nú-
mero total de Trabajadores declarados en los
restantes meses del Período.

Artículo 10.- Las entidades empleadoras
que puedan acceder a rebajar su tasa de
cotización adicional deberán enviar en el mes
de octubre del año en que se realice la eva-
luación, al Instituto de Normalización Previ-
sional o la Mutualidad de Empleadores, según
corresponda, las copias de las actas de cons-
titución de todos los Comités Paritarios de
Higiene y Seguridad que se hayan constituido
por primera vez o renovado en los dos últi-
mos Períodos Anuales en la entidad emplea-
dora, y una declaración jurada ante Notario
del representante legal de ésta, suscrita tam-
bién por los miembros de dichos Comités, en
que se certifique el funcionamiento de cada
uno de los Comités Paritarios existentes en la
entidad empleadora en los correspondientes
Períodos Anuales. (4)

Artículo 11.- Los Servicios de Salud y las
Mutualidades de Empleadores remitirán por
carta certificada a las respectivas entidades
empleadoras, o por carta entregada personal-
mente al representante legal de ellas, a más

(4) El artículo único, Nº 3 del Decreto Nº 34, D.O.
11.08.2001, reemplazó en el artículo 10, la frase
"cada entidad empleadora deberá" por "las en-
tidades empleadoras que puedan acceder a re-
bajar su tasa de cotización adicional deberán",
como figura en el texto.
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tardar en septiembre del año en que se realice
la evaluación, el Promedio Anual de Trabaja-
dores y una nómina de sus trabajadores que
durante el Período de Evaluación hubieren
sufrido incapacidades o muertes a consecuen-
cia de un accidente del trabajo o de una
enfermedad profesional. La nómina señalará
respecto de cada trabajador, el número de
Días Perdidos y los grados de invalideces.

Además, en dicha carta los organismos
administradores deberán informar a las enti-
dades empleadoras respecto del inicio del
Proceso de Evaluación, y a las que pudieran
acceder a rebaja o exención de la cotización
adicional se lo señalarán expresamente y les
comunicará, además, los requisitos que de-
ben acreditar para acceder a dicha rebaja o
exención, indicándoles el plazo para ello. (5)

No regirá esta obligación respecto de las
entidades empleadoras que no cumplen el
requisito para ser evaluadas, señalado en el
artículo 7º. Sin embargo, en tales casos los
Servicios de Salud y las Mutualidades de Em-
pleadores emitirán una resolución fundada
acerca de las causas por las que no procede
la evaluación, la que notificarán a la corres-
pondiente entidad empleadora.

La entidad empleadora podrá solicitar la
rectificación de los errores de hecho en que
hayan incurrido el Servicio de Salud respecti-
vo o la Mutualidad de Empleadores, dentro de
los quince días siguientes a la recepción de la
carta certificada o a la notificación personal
efectuada al representante legal, a que se
refiere el inciso primero de este artículo. Para
tales efectos, se entenderá que la carta certi-
ficada ha sido recibida al tercer día de recibi-
da por la Oficina de Correos de Chile.

Artículo 12.- Los Servicios de Salud y las
Mutualidades de Empleadores notificarán a

las respectivas entidades empleadoras duran-
te el mes de noviembre del año en que se
realice la evaluación, la resolución mediante
la cual hayan fijado la cotización adicional a la
que quedarán afectas, para lo cual deberán
considerar la información señalada en el ar-
tículo anterior actualizada considerando los
dictámenes de la Superintendencia de Seguri-
dad Social que incidan en ella. Junto a dicha
resolución les remitirán todos los anteceden-
tes que hayan considerado para el cálculo de
la Tasa de Siniestralidad Total.

Remitirán, asimismo, a las entidades em-
pleadoras que no cumplan con alguno de los
requisitos a que se refiere el artículo 8º para
la procedencia de la exención o rebaja de la
cotización, la resolución que señale cuál es el
requisito no cumplido.

Artículo 13.- La cotización adicional regi-
rá entre el 1º de enero del año siguiente al del
respectivo Proceso de Evaluación y el 31 de
diciembre del año subsiguiente al de dicho
Proceso, no obstante la existencia de los
recursos pendientes en contra de las resolu-
ciones dictadas por el Servicio de Salud co-
rrespondiente o la Mutualidad de Empleado-
res.

Sin perjuicio de lo anterior, en el caso de
recursos cuya resolución no haya alcanzado a
ser considerada en la fijación de la tasa de
cotización adicional y que incidan en el Perío-
do de Evaluación, el Servicio de Salud o la
Mutualidad de Empleadores, según corres-
ponda, deberá proceder a efectuar en su opor-
tunidad el recálculo pertinente, fijando la nue-
va tasa en reemplazo de la anterior con su
misma vigencia, debiendo notificar de ello a
la entidad empleadora.

Artículo 14.- El aporte que deberán efec-
tuar las empresas administradoras delegadas
del seguro, en cumplimiento de lo dispuesto
en el artículo 72 de la Ley Nº 16.744, será el
porcentaje que se establezca en el decreto
que apruebe el presupuesto anual de esa ley,
el que se calculará sobre la suma de la cotiza-
ción básica y la cotización adicional que re-

(5) El artículo único, Nº 4 del Decreto Nº 34, D.O.
11.08.2001, reemplazó el inciso segundo del
artículo 11 por el inserto en este texto.
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sulte de la aplicación de las disposiciones del
D.S. Nº 110, de 1968, del Ministerio del
Trabajo y Previsión Social y de este Regla-
mento. (6)

TITULO III

RECARGOS POR INCUMPLIMIENTO DE LAS
MEDIDAS DE SEGURIDAD, PREVENCION

E HIGIENE

Artículo 15.- Los Servicios de Salud y las
Mutualidades de Empleadores, de oficio, o
por denuncia del Instituto de Normalización
Previsional, cuando corresponda, del Comité
Paritario de Higiene y Seguridad, de la Direc-
ción del Trabajo, del Servicio Nacional de
Geología y Minería, de la Dirección del Terri-
torio Marítimo y Marina Mercante o de cual-
quier persona, podrán, además, imponer re-
cargos de hasta un 100% de las tasas que
establece el D.S. Nº 110, de 1968, del Minis-
terio del Trabajo y Previsión Social, por las
causales que más adelante se indican. Dichos
recargos deberán guardar relación con la mag-
nitud del incumplimiento y con el número de
trabajadores de la entidad empleadora afecta-
da con el mismo.

Las causales por las que se podrá impo-
ner el recargo a que alude este artículo son
las siguientes:

a) La sola existencia de condiciones insegu-
ras de trabajo;

b) La falta de cumplimiento de las medidas
de prevención exigidas por los respecti-
vos Organismos Administradores del Se-
guro o por el Servicio de Salud corres-
pondiente;

c) La comprobación del uso en los lugares
de trabajo de las sustancias prohibidas

por la autoridad sanitaria o por alguna
autoridad competente mediante resolu-
ción o reglamento.

d) La comprobación que la concentración
ambiental de contaminantes químicos ha
excedido los límites permisibles señala-
dos por el reglamento respectivo, sin que
la entidad empleadora haya adoptado las
medidas necesarias para controlar el ries-
go dentro del plazo que le haya fijado el
organismo competente.

e) La comprobación de la existencia de agen-
tes químicos o de sus metabolitos en las
muestras biológicas de los trabajadores
expuestos, que sobrepasen los límites de
tolerancia biológica, definidos en la re-
glamentación vigente, sin que la entidad
empleadora haya adoptado las medidas
necesarias para controlar el riesgo den-
tro del plazo que le haya fijado el orga-
nismo competente.

Los recargos señalados en este artículo,
se impondrán sin perjuicio de las demás san-
ciones que les correspondan conforme a las
disposiciones legales vigentes.

Artículo 16.- El recargo a que se refiere
el artículo anterior regirá a contar del 1º del
mes siguiente al de la notificación de la res-
pectiva resolución y subsistirá mientras la
entidad empleadora no justifique ante el Ser-
vicio de Salud o Mutualidad a la que se en-
cuentre adherida, según corresponda, que ce-
saron las causas que lo motivaron. Para este
último efecto, la entidad empleadora deberá
comunicar por escrito a la entidad competen-
te las medidas que ha adoptado. El Servicio
de Salud o la Mutualidad, según corresponda,
emitirá y notificará la resolución que deje sin
efecto el recargo de la cotización adicional.

En todo caso, estos recargos subsistirán
hasta dos meses después de haberse acredi-
tado que cesaron las causas que le dieron
origen. Para estos efectos, dicho plazo se
contará a partir de la fecha en que el Servicio
de Salud o la Mutualidad reciba la comunica-

(6) El artículo único, Nº 5 del Decreto Nº 34, D.O.
11.08.2001, sustituyó el artículo 14 por el in-
serto en este texto.
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ción escrita de la entidad empleadora a que
se refiere el inciso anterior.

Artículo 17.- Las variaciones que experi-
mente la cotización adicional de una entidad
empleadora, como consecuencia de la eva-
luación de su siniestralidad efectiva, no afec-
tará al recargo impuesto conforme al artículo
15. Aquella cotización se sumará a este re-
cargo, pero si la suma excede el 6,8% se
rebajará dicho recargo hasta alcanzar ese por-
centaje. En caso que la sola cotización adicio-
nal por siniestralidad efectiva alcance al 6,8%
quedará sin efecto el recargo impuesto de
acuerdo al artículo 15.

TITULO IV

NOTIFICACIONES, PLAZOS Y RECURSOS

Artículo 18.- Las resoluciones a que se
refiere este decreto se notificarán por carta
certificada dirigida al domicilio de la entidad
empleadora o personalmente al representante
legal de la misma. Si se hubiere notificado por
carta certificada se tendrá como fecha de
notificación el tercer día de recibida dicha
carta en la Empresa de Correos de Chile.

Respecto de las entidades empleadoras
que se encuentran adheridas a una Mutuali-
dad de Empleadores, su domicilio será para
estos efectos el que hubieran señalado en su
solicitud de ingreso a aquélla, a menos que
posteriormente hubiesen designado uno nue-
vo en comunicación especialmente destinada
al efecto.

Tratándose de las demás entidades em-
pleadoras, su domicilio será el que hayan
consignado ante el respectivo Organismo Ad-
ministrador.

Artículo 19.- En contra de las citadas
resoluciones procederá el recurso de reconsi-
deración, el que deberá interponerse ante el
Servicio de Salud o la Mutualidad que emitió
la resolución, dentro de los quince días si-
guientes a su notificación, señalando las ra-

zones que fundamentan la reconsideración
solicitada. Dicho recurso deberá resolverse
dentro de los treinta días siguientes a su
interposición.

Lo anterior, es sin perjuicio del recurso
de reclamación ante la Superintendencia de
Seguridad Social, establecido en el inciso ter-
cero del artículo 77 de la Ley Nº 16.744. La
Superintendencia podrá solicitar, si lo estima
pertinente, informe del Servicio de Salud co-
rrespondiente, el que deberá informar en el
plazo de quince días.

En caso de haberse solicitado la reconsi-
deración de la resolución, el plazo para inter-
poner la reclamación correrá a contar desde
la notificación de la resolución que se pronun-
cie sobre la reconsideración.

Artículo 20.- Las diferencias de cotiza-
ción originadas al resolverse un recurso, se
restituirán o integrarán, según corresponda,
durante el mes siguiente al de la notificación
respectiva, sin reajuste, ni intereses, ni multas.

TITULO V

DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 21.- Las entidades empleadoras
no podrán cambiar de Organismo Administra-
dor durante el segundo semestre del año en
que se realice el Proceso de Evaluación.

Asimismo, no podrán cambiarse de Or-
ganismo Administrador entre el 1º de enero y
el 31 de marzo del año siguiente al de la
aplicación de un Proceso de Evaluación, las
entidades empleadoras a las que, como resul-
tado de dicho Proceso de Evaluación, se les
haya recargado la tasa de Cotización Adicio-
nal a tasas superiores a las que les correspon-
derían en conformidad con el D.S. Nº 110, de
1968, del Ministerio del Trabajo y Previsión
Social.

Artículo 22.- Cuando una entidad em-
pleadora cambie de Organismo Administra-
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dor, el anterior Organismo Administrador de-
berá proporcionar al nuevo los antecedentes
estadísticos necesarios para la aplicación de
este Reglamento y la tasa de cotización adi-
cional a que se encuentra afecta, dentro de
los treinta días siguientes a la fecha en que
ellos le sean requeridos.

Artículo 23.- Las referencias que las nor-
mas legales o reglamentarias hagan a las
disposiciones del D.S. Nº 173, de 1970, del
Ministerio del Trabajo y Previsión Social, se
entenderán hechas a las del presente decreto.

Artículo 24.- Este Reglamento regirá a
contar del 1º de julio del año 2001, fecha a
contar de la cual se deroga el Decreto Supre-
mo Nº 173, de 1970, del Ministerio del Tra-
bajo y Previsión Social.

No obstante, el inciso primero del artícu-
lo 9º entrará en vigencia a contar del primer
día del tercer mes siguiente al mes de la
publicación en el Diario Oficial de este Regla-
mento.

Artículo 25.- Las resoluciones sobre fija-
ción de la cotización adicional dictadas por
los Servicios de Salud y Mutualidades de
Empleadores conforme al Decreto Supremo
Nº 173 en consideración a la tasa de riesgo,
que se encuentren vigentes al 1º de julio del
año 2001, regirán hasta el 31 de diciembre
de dicho año.

ARTICULOS TRANSITORIOS

Artículo 1º.- El primer Proceso de Evalua-
ción de la magnitud de la siniestralidad efecti-
va en las entidades empleadoras que se efec-
túe conforme a este Reglamento, se hará a
contar del 1º de julio del año 2001 sobre las
bases de los tres Períodos Anuales inmediata-
mente anteriores, vale decir, de los compren-
didos entre el 1º de julio de 2000 y el 30 de
junio del año 2001; entre el 1º de julio de
1999 y el 30 de junio de 2000 y entre el 1º
de julio de 1998 y el 30 de junio de 1999. En
caso que el Período de Evaluación deba con-

siderar sólo dos Períodos Anuales, éstos co-
rresponderán a los dos primeros indicados.
Para tales efectos, las nóminas a que se
refiere el artículo 11 de este Reglamento co-
rresponderán, según el caso, a las de los tres
o dos períodos a que se refiere este artículo.

No estarán afectas a la aplicación del
primer Proceso de Evaluación, precisado en el
inciso anterior, ni a los procedimientos admi-
nistrativos correspondientes, las entidades
empleadoras que tengan contratados sólo a
los trabajadores de casa particular, ni los
trabajadores independientes afectos al segu-
ro establecido por la Ley Nº 16.744, las cua-
les mantendrán vigentes la tasa de cotización
adicional a que se encuentren afectas al 30
de junio de 2001 hasta el día anterior a la en-
trada en vigencia de la resolución correspon-
diente al segundo Proceso de Evaluación. (7)

Las cotizaciones adicionales a que dé
lugar el primer Proceso de Evaluación regirán
a partir del 1º de enero del año 2002.

No obstante lo dispuesto en el inciso
segundo del artículo 21, las entidades em-
pleadoras a las que, como resultado del pri-
mer Proceso de Evaluación, se les haya recar-
gado la tasa de Cotización Adicional a tasas
superiores a las que les corresponderían en
conformidad con el citado D.S. Nº 110, de
1968, no podrán cambiar de Organismo Ad-
ministrador hasta el segundo semestre del
año siguiente.

Artículo 2º.- En los cálculos de la Tasa
de Siniestralidad por Invalideces y Muertes
correspondientes a los Procesos de Evalua-
ción se excluirán las incapacidades perma-
nentes y muertes causadas por accidentes
del trabajo ocurridos con anterioridad al 1º
del mes siguiente al de la publicación de este
Reglamento.

(7) El artículo único, Nº 6 del Decreto Nº 34, D.O.
11.08.2001 agregó el inciso segundo del ar-
tículo primero transitorio, pasando los primiti-
vos incisos segundo y tercero a ser incisos ter-
cero y cuarto, respectivamente.
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Asimismo, en el primer Proceso de Eva-
luación a que se refiere el artículo anterior, en
el cálculo de la Tasa de Siniestralidad por
Invalideces y Muertes, se excluirán las invali-
deces y muertes causadas por enfermedades
profesionales, evaluadas, en su caso, con
menos de un 40% de incapacidad antes de la
fecha indicada en el inciso anterior.

Las entidades empleadoras deberán pro-
porcionar al Instituto de Normalización Previ-
sional a solicitud de éste, la información so-
bre número de trabajadores de la empresa y
de días sujetos a pago de subsidio, que se

requiera para efectuar el primer Proceso de
Evaluación.

Tómese razón, comuníquese, publíquese
e insértese en la recopilación que correspon-
da de la Contraloría General de la República.-
EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE, Presidente de
la República.- Germán Molina Valdivieso, Mi-
nistro del Trabajo y Previsión Social.- Alex
Figueroa Muñoz, Ministro de Salud.

Lo que transcribo a Ud., para su conoci-
miento.- Saluda a Ud., Patricio Tombolini Véliz,
Subsecretario de Previsión Social.
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MINISTERIO DE ECONOMIA, FOMENTO Y RECONSTRUCCION

SUBSECRETARIA DE ECONOMIA, FOMENTO Y RECONSTRUCCION

ESTABLECE EMPRESAS O
ESTABLECIMIENTOS QUE SE
ENCUENTRAN EN ALGUNA
DE LAS SITUACIONES DEL

ARTICULO 384 DEL CODIGO DEL
TRABAJO

RESOLUCION EXENTA Nº 57 (*)

Núm. 57 exenta.- Santiago, 28 de julio
de 2003.- Visto: El artículo 384 del Código
del Trabajo; lo previsto en la Ley Nº 19.279 y
en la Resolución Triministerial Nº 8, publicada
el 29 de enero de 1994.

Resuelvo:

Artículo 1º.- Las siguientes empresas o
establecimientos se encuentran en alguna de
las situaciones a que se refiere el artículo 384
del Código del Trabajo:

– Ferrocarril Arica-La Paz
– Compañía de Consumidores de Gas de

Santiago S.A.
– Metrogas S.A.
– Energas S.A.
– Empresa de Gas de la Quinta Región S.A.
– Gas Sur S.A.
– Empresa Eléctrica de Arica S.A.
– Empresa Eléctrica de Iquique S.A.
– Empresa Eléctrica de Antofagasta S.A.
– Empresa Eléctrica de Atacama S.A.
– Empresa Eléctrica Emec S.A.
– Empresa Eléctrica del Norte Grande S.A.
– Chilectra S.A.

– Empresa Eléctrica de Melipilla, Colchagua
y Maule S.A.

– Compañía General de Electricidad S.A.
– Compañía Eléctrica del Río Maipo S.A.
– Chilquinta Energía S.A.
– Compañía Eléctrica del Litoral S.A.
– Compañía Nacional de Fuerza Eléctrica S.A.
– Sociedad Austral de Electricidad S.A.
– Empresa Eléctrica de la Frontera S.A.
– Empresa Eléctrica de Aysén S.A.
– Empresa Eléctrica de Magallanes S.A.
– Aguas Andina S.A.
– Aguas Cordillera S.A.
– Servicomunal S.A.
– Empresa de Obras Sanitarias de Valpa-

raíso S.A.
– Empresa de Servicios Sanitarios de

Tarapacá S.A.
– Empresa de Servicios Sanitarios de An-

tofagasta S.A.
– Empresa de Servicios Sanitarios de Ata-

cama S.A.
– Empresa de Servicios Sanitarios de

Coquimbo S.A.
– Empresa de Servicios Sanitarios del Bío-

Bío S.A.
– Empresa de Servicios Sanitarios de la

Araucanía S.A.
– Empresa de Servicios Sanitarios de Los

Lagos S.A.(*) Publicada en el Diario Oficial de 31.07.03.
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– Empresa de Servicios Sanitarios de
Magallanes S.A.

– Banco Central de Chile.
– Empresa Portuaria de Arica.
– Empresa Portuaria de Iquique.
– Empresa Iquique Terminal Internacional S.A.
– Empresa Portuaria de Antofagasta.
– Antofagasta Terminal Internacional S.A.
– Empresa Portuaria de Coquimbo.
– Empresa Portuaria Valparaíso.
– Empresa Terminal Pacífico Sur Valparaí-

so S.A.
– Empresa Portuaria San Antonio.
– Empresa San Antonio-Terminal Interna-

cional S.A.
– Empresa Puerto Panul S.A.
– Empresa Portuaria Talcahuano-San Vicente.
– Empresa San Vicente-Terminal Interna-

cional S.A.
– Empresa Portuaria Puerto Montt.
– Empresa Portuaria Chacabuco.

– Empresa Portuaria Austral.

Artículo 2º.- En la misma situación seña-
lada en el artículo 1º estará el personal de las
empresas concesionarias de los frentes de
atraque de las entidades portuarias señaladas
precedentemente, que durante el período com-
prendido entre el primero de agosto de 2003
y el 31 de julio del año 2004, se adjudiquen
las referidas concesiones.

Regístrese y publíquese.- Jorge Rodríguez
Grossi, Ministro de Economía y Energía.-
Michelle Bachelet Jeria, Ministra de Defensa
Nacional.- Ricardo Solari Saavedra, Ministro
del Trabajo y Previsión Social.

Lo que transcribe para su conocimiento.-
Saluda atentamente a usted, Alvaro Díaz
Pérez, Subsecretario del Economía, Fomento
y Reconstrucción.
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DEL  DIARIO  OFICIAL

21 - Julio

• Resolución Nº 766 exenta, de 3.07.03, del Ministerio de Salud. Aprueba nómina de
los trastornos mentales y del comportamiento, de la clasificación internacional de
enfermedades de la Organización Mundial de la Salud 10ª Revisión.

24 - Julio

• Resolución Nº 481 exenta, de 15.07.03, del Ministerio de Hacienda. Dicta normas
sobre condonación de deudas para contribuyentes. (Rectificada en Diario Oficial de
30.07.03).

• Decreto Nº 153, de 27.05.03, del Ministerio de Educación. Instituye el día 18 de
noviembre como "Día de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos y el de sus
trabajadores".

30 - Julio

• Ley Nº 19.886. Ley de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Pres-
tación de Servicios.

• Resolución Nº 57 exenta, de 28.07.03, del Ministerio de Economía, Fomento y
Reconstrucción. Establece empresas o establecimientos que se encuentran en algu-
nas de las situaciones del artículo 384 del Código del Trabajo (publicada en esta
edición del Boletín).

31 - Julio

• Resolución Nº 8.658 exenta, de 8.07.03, del Ministerio de Educación. Aprueba
términos de referencia para la postulación y adjudicación de proyectos sobre planes
de orientación vocacional y laboral, Programa de Educación y Capacitación Perma-
nente "Chile Califica".

2 - Agosto

• Resolución Nº 1.118 exenta, de 30.06.03, de la Superintendencia de Electricidad y
Combustibles. Prorroga vigencia de licencias a inspectores de gas y ayudantes de
inspectores.

4 - Agosto

• Extracto de Circular Nº 39, de 29.07.03, del Servicio de Impuestos Internos. Impar-
te instrucciones respecto a la derogación del artículo 4º de la Ley Nº 18.402, de
1985, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo por la Ley Nº 19.879. (D.O. 24.06.03).



Septiembre 176 / 2003

Del Diario Oficial90

5 - Agosto

• Ley Nº 19.884. Sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

6 - Agosto

• Ley Nº 19.885. Norma el buen uso de donaciones de personas jurídicas que dan
origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos.

• Extracto de Resolución exenta Nº 41, de 2003, del Servicio de Impuestos Internos,
que modifica Resolución Nº 16 exenta, de 2003, que dispone plazo para dar aviso
de inicio de actividades a los contribuyentes que indica.

13 - Agosto

• Ley Nº 19.888. Establece financiamiento necesario para asegurar los objetivos so-
ciales prioritarios del Gobierno

• Ley Nº 19.893. Adelanta los plazos del procedimiento para nombrar Fiscales Regio-
nales del Ministerio Público en la Región Metropolitana de Santiago y determina
tribunal competente para la comuna de Curacaví.

14 - Agosto

• Decreto Nº 131, de 10.04.03, del Ministerio de Educación. Modifica Decreto
Nº 683, de 2002, en la forma que señala y fija texto refundido (educación para
adultos).

• Decreto Nº 142, de 28.04.03, del Ministerio de Educación. Modifica Decreto
Nº 445, de 1997, que reglamenta entrega de premios nacionales a la excelencia
docente.

18 - Agosto

• Ley Nº 19.899. Modifica la Ley Nº 19.848, sobre reprogramación de deudas a los
fondos de crédito solidario.

• Ley Nº 19.887. Modifica la Ley Nº 18.490, sobre seguro de accidentes del tránsito.
• Circulares Nºs. 71 y 2.067, de 31.07.03, de las Superintendencias de ISAPRES y

de Seguridad Social. Imparte instrucciones a las Unidades de Licencias Médicas, a
las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez de los Servicios de Salud y a las
ISAPRES sobre la forma en que deben emitir las resoluciones que recaen sobre
licencias médicas (publicadas en esta edición del boletín).

19 - Agosto

• Decreto Nº 238, de 18.07.03, del Ministerio de Educación. Declara el 7 de noviem-
bre de cada año "Día Nacional del Artesano".
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DICTAMENES DE LA DIRECCION
DEL TRABAJO

DEPARTAMENTO JURIDICO

Una de las finalidades centrales de la
Dirección del Trabajo es obtener el cumpli-
miento de las normas laborales. Para ello
cuenta con distintos instrumentos –fiscaliza-
ción de oficio, fiscalización programada, asis-
tencia técnica, conciliación, mediación, etc.–
todos los cuales deben operar en forma inte-
grada y coordinada.

El artículo 477, modificado por la Ley
Nº 19.759, entrega un nuevo instrumento,
dentro de las facultades de la Dirección del
Trabajo. En efecto, los incisos 5º y 6º regu-
lan la denominada "sustitución de multa",
beneficio del cual pueden hacer uso los em-
pleadores que tuvieren nueve o menos traba-
jadores.

Cuando a uno de estos empleadores se
aplica una multa por infracción al Código o a
sus leyes complementarias, el Inspector del
Trabajo podrá autorizar la sustitución de di-
cha multa por la asistencia obligatoria a pro-
gramas de capacitación dictados por la Di-
rección del Trabajo. La sustitución es una
facultad del Inspector, quien podrá o no ac-
ceder a la misma, según lo estime pertinen-
te, la cual requiere solicitud del interesado,
beneficio que sólo procederá una vez en el
año. Si se autoriza la sustitución, el emplea-
dor deberá cumplir con su obligación de asis-
tir al programa de capacitación dentro del
plazo de dos meses, y si no concurre, la
Inspección deberá aplicar la multa sustituida,
aumentada en un ciento por ciento.

Mediante Dictamen Nº 2.930/78, de fe-
cha 23 de julio de 2003, se ha precisado el
alcance de esta disposición en distintos as-
pectos. Surgía la duda sobre la expresión
"sólo una vez en el año", contenida en el

inciso 5º, en el sentido si se refería al año
calendario o a otra alternativa. Se concluyó
que debía entenderse como el período de
doce meses, contados desde la fecha de la
respectiva autorización de sustitución de la
multa.

También se zanjó la duda sobre si se
requería aprobar el curso, o era suficiente la
asistencia del empleador, optándose por esto
último, ya que así aparecía tanto de la letra
de la norma como del objetivo que había
tenido en vista el legislador.

Esta nueva facultad de la Dirección del
Trabajo es expresión de un concepto moder-
no de actividad inspectiva, cuyo objetivo no
es sancionar, sino obtener efectivamente el
cumplimiento normativo, utilizando la san-
ción y el apremio como un instrumento más,
entre otros varios. En el caso particular co-
mentado, es evidente que empresas peque-
ñas no tienen prácticamente acceso a aseso-
ría legal, y probablemente ignoran muchas
de las disposiciones que incumplen. Por otra
parte, la Inspección del Trabajo aparece para
ellos como una institución más represora que
promotora. Por lo mismo, la posibilidad de
esta sustitución permite por una parte edu-
car en las normas laborales y en la importan-
cia de su cumplimiento, y por otra acercar a
este pequeño empresario, de modo que tam-
bién se considere usuario de la Dirección del
Trabajo.

En otro ámbito de materias, se emitió
Dictamen Nº 3.090/86, de 31 de julio de
2003, el cual se refiere a descuento por
vacuna contra la fiebre tifoidea, en empresas
del rubro de alimentos.
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El D.S. Nº 977, de 1997, de Salud, que
aprueba el Reglamento Sanitario de los Ali-
mentos, establece la responsabilidad de la
dirección del establecimiento de que todas
las personas que manipulen alimentos reci-
ban instrucción en manipulación higiénica.
Agrega que cualquier persona que trabaje en
estos establecimientos debe mantener un es-
tado de salud que garantice que no represen-
ta riesgo de contaminación. Finalmente se
dispone que el personal que manipule direc-
tamente alimentos, menor de 30 años, debe-
rá vacunarse anualmente contra la fiebre ti-
foidea.

El citado dictamen concluye que corres-
ponde al empleador asumir el costo de dicha
vacuna. El fundamento de esta conclusión se
encuentra en que la necesidad de vacunarse
por parte de los trabajadores "deriva de una
obligación legal inherente a la actividad pro-
pia de la empresa en que laboran y que
constituye (…) un requisito esencial para el
desarrollo del rubro alimenticio".

Corolario de lo anterior es que no resulta
procedente que el monto de la vacuna se
descuente de la remuneraciones de los tra-
bajadores afectados.

Interesa destacar también el Dictamen
Nº 2.904/74, de 23.07.2003, que incide en
el tantas veces objeto de pronunciamiento
artículo 346, referido a la extensión de bene-

ficios contenidos en un instrumento colectivo
negociado por un sindicato.

El caso planteado es de un trabajador
que se desafilia de un sindicato, el cual lo
había representado en la negociación colecti-
va, y se afilia a otro sindicato de la empresa,
el que también había negociado colectiva-
mente.

El inciso 3º del citado artículo dispone
que "el trabajador que se desafilie de la orga-
nización sindical estará obligado a cotizar a
favor de ésta el setenta y cinco por ciento de
la cotización mensual ordinaria, durante toda
la vigencia del contrato colectivo y los pac-
tos modificatorios del mismo".

La particularidad del caso está dada por
el hecho que ambos sindicatos habían nego-
ciado conjuntamente, suscribiendo un mis-
mo convenio colectivo. Dada esta circuns-
tancia se concluye que la "obligación esta-
blecida en la disposición legal citada no re-
sulta aplicable a este caso, ya que los traba-
jadores no obstante desafiliarse de uno de
los sindicatos, pasaron "a formar parte de la
otra organización que obtuvo los beneficios"
en conjunto con la primera".

Rafael Pereira
Abogado

Jefe Departamento Jurídico
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JURISPRUDENCIA ADMINISTRATIVA DEL MES

DERECHOS FUNDAMENTALES. DERECHO A LA INTIMIDAD, VIDA PRIVA-
DA Y HONRA DE LOS TRABAJADORES. MECANISMOS DE CONTROL
AUDIOVISUAL. PROCEDENCIA. REQUISITOS.

2.875/72, 22.07.03.

El sistema de videocámaras implementadas por la empresa …, al interior de
sus instalaciones, según lo explicitado por el propio empleador y por lo
constatado en la fiscalización realizada, en la práctica ha constituido una
forma de control ilícito, en cuanto supone un sacrificio del derecho a la
intimidad de los trabajadores que no es razonable o proporcional a los fines
reales perseguidos, no cumpliéndose a su respecto los requisitos generales
contemplados por nuestra legislación para su implementación.

Fuentes: Código del Trabajo, artículos
5º, inciso primero, y 154, inciso final.

Concordancias: Ordinarios Nºs. 2.856/162,
de 30 de agosto de 2002 y 2.852/130, de
19 de julio de 2002.

Mediante presentación individualizada en
el Ant…, se ha consultado a este Servicio
sobre la legalidad de los sistemas de vigilan-
cia y control, a través de videocámaras, im-
plementados por la empresa … .

Al respecto, cúmpleme informar a Uds.,
lo siguiente:

A partir del 1º de diciembre del 2001,
fecha de entrada en vigencia de la Ley
Nº 19.759, se ha incorporado en nuestro
ordenamiento jurídico-laboral, de forma ex-
presa en el inciso primero, del artículo 5º, del
Código del Trabajo, la función limitadora de
los derechos fundamentales respecto de los
poderes empresariales en el seno de la rela-
ción de trabajo.

Dicho precepto legal, prescribe:

"El ejercicio de las facultades que la ley
le reconoce al empleador, tiene como límite

el respeto a las garantías constitucionales de
los trabajadores, en especial cuando pudie-
ran afectar la intimidad, la vida privada o la
honra de éstos".

Tal y como se señaló en Ordinario
Nº 2.856/162, de 30 de agosto de 2002,
dictamen marco sobre derechos fundamen-
tales que se acompaña en copia adjunta, en
el referido artículo 5º, inciso primero, "se ha
materializado el reconocimiento de la plena
vigencia de los derechos fundamentales de
los trabajadores en la empresa, lo que se ha
denominado por la doctrina como "ciudada-
nía en la empresa"; reconocimiento que está
llamado a constituirse en la idea matriz que
ha de conformar y determinar, de forma in-
eludible, la interpretación del conjunto de las
normas que regulan las relaciones al interior
de la empresa.

Este posicionamiento de los derechos
fundamentales como valores centrales del
ordenamiento jurídico-laboral, hunde sus raí-
ces en el reconocimiento de la dignidad que
como persona posee todo trabajador.".

"En esta perspectiva, los derechos fun-
damentales encuentran en los valores supe-
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riores de la dignidad humana, la libertad y la
igualdad sus parámetros modeladores y
conformadores, de forma tal, que los mis-
mos deben necesariamente explicarse,
interpretarse y aplicarse a partir de dicho
reconocimiento. Los derechos fundamenta-
les constituyen entonces, la expresión jurídi-
ca más tangible y manifiesta de la dignidad
de la persona humana y de los valores de
libertad e igualdad. Siendo su categorización
de "fundamentales" una manifestación del
contenido axiológico y una postura valorativa
concreta respecto de la dignidad inherente a
toda persona.".

El poder de dirección del empresario, si
bien reconoce como fundamento las garan-
tías constitucionales de la libertad de empre-
sa y el derecho de propiedad —artículo 19,
Nºs. 21 y 24 de la Constitución, respectiva-
mente—, se define y concretiza jurídicamen-
te, en el específico ámbito laboral, en rela-
ción al contrato de trabajo —no pueden ejer-
cerse más allá de la relación laboral y exten-
derse a la actividad extralaboral del trabaja-
dor—, a lo que debemos agregar la ley
—será el legislador el que regule el ejercicio
legítimo de este poder estableciendo normas
mínimas irrenunciables, así como su uso no
arbitrario—.

En síntesis, la conformación de este po-
der empresarial ha de suponer en cuanto a
su ejercicio el respeto a las garantías funda-
mentales que la propia Constitución recono-
ce a todo ciudadano y por ende al trabajador.
El ejercicio de los poderes empresariales no
puede suponer a priori una relativización o
matización del derecho fundamental, más
bien, éste es el que actúa como un freno
insalvable al ejercicio de tales poderes. Por lo
tanto, el problema no tiene sólo una conno-
tación contractual —modalización de la vida
dentro de la empresa según las directrices o
la organización empresarial—, tiene también
un componente que escapa al limitado y
circunscrito ámbito del contrato de trabajo
para trasladarse a la órbita constitucional,
esto es, al ejercicio por parte del trabajador
de derechos que trascienden su categoriza-

ción como trabajador para amoldarse a un
plano omnicomprensivo de su personalidad
toda. En consecuencia, dicho poder —expre-
sión de las necesidades organizativas o pro-
ductivas del empresario, pero delimitado jurí-
dicamente en virtud del contrato de trabajo y
de la ley— necesariamente ha de verse afec-
tado en alguna medida en aras del respeto
pleno de los derechos fundamentales del tra-
bajador.

En la especie, de conformidad a la fisca-
lización efectuada a la empresa …, se pudo
constatar que los dispositivos de control con-
sisten en 16 videocámaras instaladas en el
exterior de las instalaciones (patios) y 16 en
su interior (sólo en el área de producción),
activándose la grabación, según lo declarado
por el empleador al detectarse problemas,
tales como: congestionamiento vehicular en
las áreas de carga, situaciones de riesgo pro-
vocadas por los trabajadores, personas labo-
rando sin sus implementos de protección
personal, etc.

Asimismo, se pudo constatar que exis-
ten dos tipos de cámaras: aquéllas dirigidas
directamente a los procesos productivos o
áreas específicas, y las cámaras "domos",
las cuales tienen un radio mayor de capta-
ción de imagen, por ejemplo, toda una nave
de producción.

El sistema permite acercamientos y re-
producción de los cuadros necesarios, exis-
tiendo dos pantallas con 16 cuadros cada
una ubicadas en la sala de control desde
donde, además, se observan todos los siste-
mas de emergencia, alarmas y evacuación.

Los videos se almacenan en una caja de
seguridad a la que sólo tienen acceso dos
personas (jefe de seguridad y encargado de
seguridad). El medio de almacenamiento es
magnético, accesándose por medio de DVD.

En cuanto, a la finalidades buscadas por
el empleador con la implementación y utiliza-
ción de estos mecanismos de control visual,
según lo constatado en la fiscalización, ésta
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se fundamentarían por razones de seguridad,
para evitar atentados desde el exterior de la
empresa y al proceso productivo mismo, así
como asegurar la producción y su manipula-
ción, objetivos estos últimos, según lo decla-
rado por la propia empresa, que se habrían
logrado, ya que han disminuido considerable-
mente los rechazos por control de calidad.

Ahora bien, en el caso que nos ocupa,
esto es, el ejercicio de los poderes empresa-
riales manifestados en la implementación y
utilización de sistemas de control visual, la
procedencia o improcedencia de dichos me-
canismos como formas de control empresa-
rial, debe determinarse a la luz de los objeti-
vos o finalidades tenidas en vista para su
implementación, antecedentes que permiti-
rán en definitiva establecer si dicho control
afecta o no la dignidad y el libre ejercicio de
los derechos fundamentales por parte de los
trabajadores.

Se trata en concreto, de determinar en
qué medida la utilización de tecnologías de
control pueden llegar a afectar el derecho a
la intimidad del trabajador, garantía que como
se sabe, le es reconocida por la propia Carta
Fundamental (artículo 19 Nº 4) y que ha de
suponer para éste, tanto el reconocimiento
de un ámbito propio y excluido a la intromi-
sión o invasiones no queridas, como el dere-
cho a controlar los datos e información relati-
vas a su persona.

Al respecto, como lo estableció la doctri-
na de este Servicio en relación a los sistemas
de control audiovisual (Ordinario Nº 2.328/130,
de 19 de julio de 2002), "el reconocimiento
del carácter de límites infranqueables que los
derechos fundamentales, en particular del
derecho a la intimidad, vida privada u honra
de los trabajadores, poseen respecto de los
poderes empresariales (inciso primero, del
artículo 5º del Código del Trabajo), así como
la prevalencia que la dignidad de los trabaja-
dores tiene respecto de los mecanismos de
control empresarial (inciso final, del artículo
154 del Código del Trabajo), lleva necesaria-
mente a concluir que la utilización de meca-

nismos de control audiovisual (grabaciones
por videocámaras) …, sólo resulta lícita cuan-
do ellos objetivamente se justifican por re-
querimientos o exigencias técnicas de los
procesos productivos o por razones de segu-
ridad …, debiendo ser el control de la activi-
dad del trabajador sólo un resultado secun-
dario o accidental del mismo".

Asimismo, se establece en el pronuncia-
miento jurídico citado que, "por el contrario,
su utilización … como una forma de vigilan-
cia y fiscalización de la actividad del trabaja-
dor no resulta lícita, toda vez que supone un
control ilimitado, que no reconoce fronteras
y que se ejerce sin solución de continuidad,
lo que implica no sólo un control extremada
e infinitamente más intenso que el ejercido
directamente por la persona del empleador o
su representante, sino que en buenas cuen-
tas significa el poder total y completo sobre
la persona del trabajador, constituyendo una
intromisión no idónea y desproporcionada en
su esfera íntima, haciendo inexistente todo
espacio de libertad y dignidad.".

Es decir, de conformidad a la doctrina
vigente de este Servicio, sólo resulta proce-
dente la utilización de sistemas de control
visual en la medida que tengan por finalidad
velar por la seguridad de las personas o de
las instalaciones o cuando el proceso pro-
ductivo, desde el punto de vista técnico, así
lo exija. Se trata pues, de supuestos en los
cuales la instalación de mecanismos de con-
trol audiovisual, tiene como fundamento mo-
tivaciones diferentes al control laboral, sien-
do su razón de ser la prevención de situa-
ciones de riesgo consideradas preponderan-
tes en atención a los bienes jurídicos prote-
gidos.

Ahora bien, como consecuencia de la
posibilidad de instalar o emplazar videocáma-
ras por razones técnico productivas o de
seguridad, se puede llegar a un control o
vigilancia de la actividad del trabajador, ello
como una consecuencia técnica necesaria e
inevitable del sistema implementado, pero
accidental, en cuanto constituye un efecto
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secundario. En estos casos, el control sobre la
actividad del trabajador debe valorarse en fun-
ción de los objetivos perseguidos —técnico
productivos y de seguridad—, de suerte, que el
sacrificio de la intimidad del trabajador sea un
resultado, como se apuntó, accidental, nunca
la intensión primaria por parte del empleador.

En el caso en análisis, se desprende
claramente que la finalidad principal buscada
por el empleador con la instalación de dispo-
sitivos de control audiovisual en el interior de
las instalaciones se orienta a controlar el
quehacer laboral de los trabajadores sin que
a su respecto se haya justificado su utiliza-
ción por razones de seguridad o por exigen-
cias técnicas objetivas de los procesos pro-
ductivos, no siendo en consecuencia el con-
trol de la actividad del trabajador un resulta-
do secundario o accidental del mismo sino
principal y deseado.

En efecto, en lo relacionado con las cá-
maras ubicadas al interior de las instalacio-
nes ligadas al área de producción, de confor-
midad a lo declarado por la propia empresa,
se ha buscado con su instalación, y por
cierto se habría logrado, aumentar el control
de calidad en los procesos productivos, en
definitiva, optimizar la labor de los trabajado-
res que allí laboran.

De esta manera, estamos en presencia
de una forma de control empresarial perma-
nente y continuada, que provoca en el traba-
jador, inexorablemente, un estado de tensión
o presión incompatible con la dignidad huma-
na. El trabajador, al verse expuesto de forma
ininterrumpida al ojo acusador de la cámara,
será objeto de una forma intolerable de hosti-
gamiento y acoso por parte de su empleador.

Este control sujeta a los trabajadores a
una exasperante e irritante presión. Tales
controles continuados importarían en el tra-
bajador un verdadero temor reverencial fren-
te a su empleador, haciendo inexistente toda
esfera de libertad y dignidad.

El control permanente por las cámaras
constituye un atentado desproporcionado a

la intimidad del trabajador, ya que permite tam-
bién evidenciar aspectos de la conducta del
trabajador que no dicen relación con la activi-
dad laborativa, es decir con la actividad desa-
rrollada para el cumplimiento de la prestación
de trabajo (strictu sensu), sino que obedecen a
situaciones, que si bien se verifican en el pues-
to de trabajo o con ocasión de la prestación de
los servicios, se expresan en las naturales pau-
sas que toda actividad humana supone, deno-
minadas por la doctrina "licencias comporta-
mentales", y que como tales no tienen porque
ser conocidas por el empleador.

Por otra parte, la utilización de estos
mecanismos de control visual, con el objeti-
vo principal de vigilar el cumplimiento de la
prestación de trabajo, importa a todas luces
una limitación del derecho a la intimidad del
trabajador no idónea a los fines perseguidos,
al no cumplirse a sus efectos los requisitos
propios de todo límite que se quiera imponer
a un derecho fundamental y que omnicom-
prensivamente podemos englobar en la apli-
cación del denominado "principio de propor-
cionalidad", y que sirve de medida de valora-
ción de su justificación constitucional. Princi-
pio que se traduce en un examen de admisi-
bilidad —ponderación— de la restricción que
se pretende adoptar basado en la valoración
del medio empleado —constricción del dere-
cho fundamental— y el fin deseado —ejerci-
cio del propio derecho.

En virtud de este principio de proporcio-
nalidad, se exige que la medida limitativa, en
este caso el control visual, sea la única ca-
paz de obtener el fin perseguido, de forma tal
que no exista otra forma de alcanzar dicho
objetivo sin restringir el derecho o que fuese
menos gravosa, lo que en la situación en
análisis evidentemente no ocurre, ya que exis-
ten variadas formas que el empleador puede
utilizar para controlar la prestación de los
servicios y optimizar el control de calidad de
los productos y que son menos restrictivas
de la libertad del trabajador.

A mayor abundamiento, de la fiscaliza-
ción efectuada se pudo constatar que el sis-
tema de control en análisis no está incorpo-
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rado en el texto normativo que la ley estable-
ce para el efecto, esto es, el Reglamento
Interno de Higiene y Seguridad de la empre-
sa, dictado en conformidad a la ley, incum-
pliéndose en consecuencia, con los requisi-
tos generales de toda medida de control a
que alude el inciso final del artículo 154.

Se observa pues, que en el caso concre-
to de las videocámaras implementadas por la
empresa ..., al interior de las instalaciones,

según lo explicitado por el propio empleador y
por lo constatado en la fiscalización realiza-
da, que en la práctica estos mecanismos de
control han constituido una forma de control
ilícito, en cuanto suponen un sacrificio del
derecho a la intimidad de los trabajadores
que no es razonable o proporcional a los
fines reales perseguidos, no cumpliéndose a
su respecto los requisitos generales contem-
plados por nuestra legislación para su imple-
mentación.

CONTRATO DE TRABAJO. EXISTENCIA. ASOCIACION GREMIAL.

2.903/73, 23.07.03.

1) Resulta jurídicamente procedente que la Asociación Gremial de Pesca-
dores Artesanales y Buzos Mariscadores de Isla Toto, Caleta Andrea, Isla
Antonio Ronchi, Puerto Gala, Comuna de Cisnes, contrate a sus asocia-
dos como trabajadores dependientes.

2) Los servicios que prestan los socios contratados por la asociación gre-
mial citada precedentemente se ejecutan en condiciones de subordina-
ción y dependencia y, por tanto, la relación que une a las partes es de
carácter laboral.

Fuentes: Código del Trabajo, artículos
3º, letra b; 7º y 8º, inciso 1º ; D.L. Nº 2.757,
artículo 1º.

Mediante la presentación citada en el
antecedente…, se solicita que esta Dirección
determine si resulta jurídicamente proceden-
te que la Asociación Gremial recurrente con-
trate a sus asociados como trabajadores de-
pendientes y, en caso afirmativo, si en la
especie existe vínculo laboral entre las par-
tes.

Al respecto, cúmpleme informar a Ud. lo
siguiente:

El artículo 1º del D.L. Nº 2.757, que
establece normas sobre Asociaciones Gre-
miales, en su texto actualizado, dispone:

"Son asociaciones gremiales las organi-
zaciones constituidas en conformidad a esta
ley, que reúnan personas naturales, jurídi-
cas, o ambas, con el objeto de promover la
racionalización, desarrollo y protección de
las actividades que les son comunes, en ra-
zón de su profesión, oficio o rama de la
producción o de los servicios, y de las co-
nexas a dichas actividades comunes.

"Estas asociaciones no podrán realizar
actividades políticas ni religiosas".

Ahora bien, del análisis de las disposi-
ciones contenidas en el D.L. Nº 2.757 y de la
normativa laboral vigente es dable colegir
que no existen normas que impidan a una
Asociación Gremial contratar a sus asocia-
dos para el mejor logro de sus objetivos y,
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por consiguiente, en opinión de esta Direc-
ción, resulta posible sostener que la Asocia-
ción Gremial de Pescadores Artesanales y
Buzos Mariscadores de Isla Toto se encuen-
tra facultada para contratar a sus asociados
como trabajadores dependientes.

Cabe señalar que en la especie, un gru-
po de pescadores artesanales y buzos
mariscadores de Puerto Gala, Comuna de
Cisnes, constituyó la Asociación Gremial re-
currente, precisamente, con el objeto de pro-
mover la racionalización, desarrollo y protec-
ción de las actividades que les son comunes
en razón de su oficio y de las conexas a
ellas, regida por sus estatutos e inscrita en el
Registro de Asociaciones Gremiales, Subse-
cretaría de Economía, bajo el Nº 87-11, de
4.08.80, cuya personalidad jurídica se en-
cuentra vigente conforme lo señala el Certifi-
cado de fecha 20.08.2002, emitido por di-
cha Subsecretaría de Estado.

En el mes de abril del año 2002, la
referida Asociación inició actividades con el
giro de "Extracción compra y venta de pro-
ductos del mar", lo que le permitió operar
como empresa extractora y comercializadora
de todo tipo de recursos del mar, a fin de
eliminar los intermediarios y negociar direc-
tamente con otras empresas superando así
los bajos índices socio-económicos que los
afectaban.

En relación con la segunda parte de la
consulta que nos ocupa, esto es, existencia
de vínculo laboral entre la Asociación Gre-
mial en referencia y sus actuales socios con-
tratados, cabe señalar que el artículo 3º del
Código del Trabajo, en su letra b), establece:

"Para todos los efectos legales se en-
tiende por:

"b) trabajador: toda persona natural que
preste servicios personales intelectuales o
materiales, bajo dependencia o subordina-
ción, y en virtud de un contrato de trabajo".

Por otra parte, el artículo 7º del mismo
Código, prescribe:

"Contrato individual de trabajo es una
convención por la cual el empleador y el
trabajador se obligan recíprocamente, éste a
prestar servicios personales bajo dependen-
cia y subordinación del primero, y aquél a
pagar por estos servicios una remuneración
determinada".

A su vez, el artículo 8º , inciso 1º, del ya
citado cuerpo legal, agrega:

"Toda prestación de servicios en los tér-
minos señalados en el artículo anterior, hace
presumir la existencia de un contrato de tra-
bajo".

Del contexto de las disposiciones lega-
les preinsertas es dable inferir, en armonía
con la jurisprudencia reiterada de este Servi-
cio, que, para que una persona pueda ser
considerada trabajador de otra, debe prestar
a ésta servicios personales, ya sean intelec-
tuales o materiales, mediando subordinación
o dependencia y recibiendo a cambio de di-
cha prestación una remuneración determina-
da.

En otros términos, para que una persona
detente la calidad de trabajador se requiere:

a) Que preste servicios personales, ya sean
intelectuales o materiales;

b) Que la prestación de dichos servicios la
efectúe bajo vínculo de subordinación y
dependencia y,

c) Que, como retribución a los servicios
prestados, reciba una remuneración de-
terminada.

En relación con el elemento signado con
la letra b), esto es, el vínculo de subordina-
ción o dependencia, cabe señalar que según
la reiterada doctrina de esta Dirección, éste
se materializa a través de diversas manifes-
taciones concretas, tales como, "continui-
dad de los servicios prestados en el lugar de
las faenas, cumplimiento de un horario de
trabajo, supervigilancia en el desempeño de
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las funciones, obligación de ceñirse a instruc-
ciones impartidas por el empleador, etc., esti-
mándose, además, que el vínculo de subordi-
nación está sujeto en su existencia a las
particularidades y naturaleza de la prestación
del trabajador".

Ahora bien, en el caso en estudio, con el
mérito de los antecedentes acompañados,
particularmente del informe de fiscalización
emitido por la Inspección Comunal del Traba-
jo de Puerto Cisnes, es posible determinar
que los dependientes de que se trata prestan
servicios personales a la Asociación Gremial
consultante, a cambio de una remuneración
mensual constituida por un sueldo fijo men-
sual y una asignación o bono por participar
en la faena de pesca previamente determina-
da por la empleadora y cuyo producto debe
ser entregado a la A.G., quien realiza la ven-
ta del mismo a las distintas empresas o in-
dustrias. El aludido informe de fiscalización
señala que la entidad referida provee a sus
trabajadores de carnada, combustible, víve-
res e insumos en general para cada faena de
pesca.

De los mismos antecedentes consta que
la asociación gremial en comento se encuen-
tra formada por 50 socios, todos ellos pesca-
dores artesanales y buzos mariscadores del
sector denominado Grupo Gala, siendo 40
de ellos contratados por la propia A.G. como
extractores de productos del mar. Asimismo
aparece que todos los socios forman parte
del Sindicato de Trabajadores Independien-
tes de Pesca Artesanal, Armadores y Buzos
Mariscadores de Isla Toto. El informe de
fiscalización en comento expresa que los con-
tratos de trabajo, liquidaciones de sueldo y

las cotizaciones previsionales, se encuentran
escriturados y pagadas correctamente en
tiempo y forma, respectivamente. Finalmen-
te, respecto al registro de asistencia se mani-
fiesta que no se utiliza toda vez que de
acuerdo a la cláusula segunda de los contra-
tos de trabajo, dichos trabajadores están ex-
cluidos de la limitación de jornada, en confor-
midad a lo dispuesto por el artículo 22 del
Código del Trabajo.

De esta manera, entonces, analizados
los hechos expuestos a la luz de lo expresa-
do en los párrafos que anteceden, no cabe
sino concluir, en opinión de esta Dirección,
que los socios contratados por la asociación
gremial que nos ocupa se desempeñan bajo
vínculo de subordinación y dependencia y,
por tanto, la relación que los une es de
carácter laboral.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales transcritas, jurispruden-
cia administrativa y consideraciones expues-
tas, cúmpleme informar a Ud. lo siguiente:

1) Resulta jurídicamente procedente que la
Asociación Gremial de Pescadores Arte-
sanales y Buzos Mariscadores de Isla
Toto, Caleta Andrea, Isla Antonio Ronchi,
Puerto Gala, Comuna de Cisnes, XI Re-
gión contrate a sus asociados como tra-
bajadores dependientes.

2) Los servicios que prestan los socios con-
tratados por la asociación gremial nom-
brada precedentemente se ejecutan en
condiciones de subordinación y depen-
dencia y, por tanto, la relación que une a
las partes es de carácter laboral.
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NEGOCIACION COLECTIVA. EXISTENCIA DE BENEFICIOS. APORTE SINDI-
CAL.

2.904/74, 23.07.03.

Los trabajadores que se desafiliaron del Sindicato ... Nº 1, con posteriori-
dad a la negociación colectiva de que fueron parte y que ingresaron al
Sindicato Nacional de empresa ..., –ambas organizaciones del actual ...–,
no están obligados a cotizar en favor de la primera de las nombradas el
aporte del 75% de la cuota sindical ordinaria, previsto en el inciso 3º del
artículo 346 del Código del Trabajo, por cuanto, los beneficios obtenidos
en la negociación de la cual formaron parte se lograron mediante la cele-
bración de un convenio colectivo suscrito por ambas organizaciones sindi-
cales.

Fuentes: Código del Trabajo, artículo 346.

Mediante presentación citada en el ante-
cedente…, se requiere un pronunciamiento
de esta Dirección que determine si los traba-
jadores que se desafiliaron del Sindicato ...
Nº 1, con posterioridad a la negociación co-
lectiva de que fueron parte y que ingresaron
al Sindicato Nacional de empresa ..., ambas
organizaciones del actual ..., están obligados
a cotizar a favor de la primera de las nombra-
das el aporte previsto en el artículo 346 del
Código del Trabajo, teniendo presente que
ambos sindicatos negociaron conjuntamen-
te, proceso que culminó con la celebración
de un convenio colectivo vigente a contar
del 1 de noviembre de 2001.

Al respecto, cumplo con informar a Ud.
lo siguiente:

El artículo 346, inciso 3º, del Código del
Trabajo, establece:

"El trabajador que se desafilie de la or-
ganización sindical, estará obligado a cotizar
a favor de ésta el setenta y cinco por ciento
de la cotización mensual ordinaria, durante
toda la vigencia del contrato colectivo y los
pactos modificatorios del mismo".

De la norma legal antes transcrita se

infiere que aquel trabajador que siendo socio
de una organización sindical, negoció colecti-
vamente representado por ésta y que, poste-
riormente se desafilia de la misma, debe con-
tinuar pagando el setenta y cinco por ciento
de la cotización mensual ordinaria durante
toda la vigencia del contrato y los pactos
modificatorios del mismo.

Al respecto, este Servicio ha sostenido,
a través de Dictamen Nº 124/2, de 11.01.2002,
que la obligación de efectuar el aporte que la
citada norma contempla, rige para todos los
trabajadores que se desafiliaron de la organi-
zación sindical que obtuvo los beneficios, sin
distinción alguna respecto de encontrarse o
no afiliados a otra organización sindical en la
empresa.

Lo anterior, por cuanto, la intención del
legislador al imponer la obligación estableci-
da en la disposición legal en análisis, ha sido
la de fomentar la actividad sindical, permi-
tiendo que las organizaciones recojan el fruto
de su esfuerzo y de su capacidad negociado-
ra, lo cual no puede verse disminuido por la
posterior marginación de ella uno o más de
sus afiliados.

Ahora bien, en la situación sometida a
un pronunciamiento por parte de este Servi-
cio, fueron dos las organizaciones sindicales
que negociaron conjuntamente con la empre-
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sa y luego de suscrito el convenio colectivo
por éstas y su empleador, algunos trabajado-
res afectos a dicho instrumento colectivo, en
su calidad de socios de una de las organiza-
ciones sindicales involucradas, se margina-
ron de ésta, afiliándose posteriormente a la
otra, que negoció conjuntamente con la pri-
mera.

En efecto, de los antecedentes recaba-
dos, en especial, de informe evacuado por la
fiscalizadora de la Inspección Provincial del
Trabajo de Santiago, señora C. P. A., apare-
ce que los sindicatos ... Nº 1 y Nacional de
Trabajadores empresa ..., ambas organiza-
ciones pertenecientes actualmente a la em-
presa ..., negociaron en forma conjunta, sus-
cribiendo un convenio colectivo, cuya vigen-
cia se extiende desde el 1º de noviembre de
2001 al 30 de octubre de 2005.

De las nóminas acompañadas al referido
informe, consta igualmente que cuatro traba-
jadores afectos al referido instrumento co-
lectivo, socios del Sindicato ... Nº 1, se
desafiliaron de dicha organización en el trans-
curso del año 2002, para luego afiliarse al
Sindicato Nacional empresa ....

De las liquidaciones de sueldo adjuntas
al mismo informe, se acredita, por su parte,
el descuento de la cotización del 75% de la
cuota sindical ordinaria previsto por la norma
antes analizada, efectuado por el empleador
de las remuneraciones de los trabajadores de
que se trata.

Por su parte, el Gerente de Relaciones
con el Personal de la empresa empleadora,
en respuesta a traslado conferido por el De-
partamento Jurídico de este Servicio, en cum-
plimiento del principio de bilateralidad, seña-
la que, el descuento de que se trata se efec-
túa, por una parte, para cumplir con la dispo-
sición prevista en el inciso 3º del citado
artículo 346, la cual no contempla excepción
alguna al respecto y por otra, porque la em-
presa que representa tiene por norma inamo-
vible abstenerse de efectuar cualquier actua-
ción que importe una injerencia, sea directa

o indirecta, en las organizaciones sindicales
constituidas en dicha entidad, pudiendo con-
siderarse como tal la interpretación de una
norma legal que implique apartarse de su
letra.

Precisado lo anterior, cabe hacer pre-
sente que, en opinión de este Servicio y
corroborando, por lo demás, lo sostenido por
el Departamento de Relaciones Laborales, a
través de Memorándum Nº 84, de 4.04.2003,
si se tiene en consideración que el convenio
colectivo de que se trata ha sido gestionado
por la agrupación de dos sindicatos que en
forma mancomunada llevaron a cabo una
negociación directa con el empleador, que
dio origen a dicho instrumento, la desafiliación
de los trabajadores de que se trata de una de
las organizaciones involucradas, luego de la
referida suscripción del convenio colectivo y
su posterior incorporación al otro sindicato
que negoció, importa que dichos dependien-
tes siguen, no obstante, afiliados a uno de
los sindicatos impulsores y suscriptores de
los beneficios contenidos en el referido ins-
trumento colectivo del que son titulares de
derechos, sin que se cumpla, en este caso,
con el fundamento que tuvo en vista el legis-
lador para imponer la obligación contenida
en el citado inciso 3º del artículo 346.

A lo anterior debe agregarse que los
trabajadores de que se trata han debido con-
tinuar cotizando la cuota sindical ordinaria,
pago éste que, si bien, debe seguir efectuán-
dose en favor de una organización distinta,
recae igualmente en una entidad que fue
parte en el esfuerzo común de la agrupación
sindical que suscribió en forma conjunta un
convenio colectivo, con iguales beneficios
para los asociados de ambas organizaciones.

Por consiguiente, en opinión de la sus-
crita, no cabe sino concluir que la obligación
establecida en la disposición legal analizada
no resulta aplicable al caso en estudio, por
cuanto, según ya se expresara, los trabaja-
dores por los cuales se consulta, no obstante
su desafiliación, luego de la suscripción del
instrumento colectivo, de uno de los sindica-
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tos involucrados, pasaron, no obstante, a for-
mar parte de la otra organización que obtuvo
los beneficios de que se trata, en conjunto
con la primera.

En consecuencia, sobre la base de la
disposición legal y jurisprudencia administra-
tivo citadas, así como de las consideraciones
expuestas, cumplo con informar a Uds. que
los trabajadores que se desafiliaron del Sindi-
cato ... Nº 1, con posterioridad a la negocia-

ción colectiva de que fueron parte y que
ingresaron al Sindicato Nacional de empresa
..., –ambas organizaciones del actual ...–, no
están obligados a cotizar en favor de la pri-
mera de las organizaciones nombradas el
aporte del 75% de la cuota sindical ordinaria,
previsto en el inciso 3º del artículo 346 del
Código del Trabajo, por cuanto, los benefi-
cios obtenidos en la negociación de la cual
formaron parte se lograron mediante la cele-
bración de un convenio colectivo suscrito
por ambas organizaciones sindicales.

ESTATUTO DE SALUD. INDEMNIZACION. ARTICULO 1º TRANSITORIO LEY
Nº 19.813. REGLAMENTO. DECRETO Nº 50, DE SALUD. DIARIO OFICIAL
17.04.2003.

2.927/75, 23.07.03.

Reemplaza la conclusión 4) del Dictamen Nº 1.608/36, de 28.04.2003, por
la siguiente: "4) El Decreto Nº 50, de Salud, publicado en Diario Oficial de
17.04.2003, contiene el Reglamento de la indemnización por retiro volun-
tario que establece el artículo primero transitorio de la Ley Nº 19.813".

Fuentes: Ley Nº 19.813, artículo primero
transitorio. Decreto Nº 50, de Salud, de 2003.

Concordancias: Dictamen Nº 1.608/36,
de 28.04.2003.

En la respuesta 4), del Dictamen
Nº 1.608/36, de 28.04.2003, la Dirección
del Trabajo había señalado que "El Decreto
Nº 324, de Salud, publicado en el Diario
Oficial de 14.01.2003, aprueba Reglamento
de la Ley Nº 19.813", ello en respuesta a la
consulta formulada por la corporación muni-
cipal ocurrente si se había dictado y estaba
vigente el reglamento a que hace alusión el
inciso cuarto del artículo 1º transitorio de la
Ley Nº 19.813.

En la oportunidad en que se formuló la
respuesta, se había dictado solamente el De-
creto Nº 324, de Salud, publicado en el Dia-

rio Oficial de 14.01.2003, que aprueba Re-
glamento de la Ley Nº 19.813 que otorga
beneficios a la salud primaria: De la Asigna-
ción de Desarrollo y Estímulo al Desempeño
Colectivo, lo que fue informado erróneamen-
te a la ocurrente porque, a esa época, aún no
se dictaba el reglamento del artículo primero
transitorio de la misma Ley Nº 19.813.

En ese contexto, y teniendo presente
que, con posterioridad a ello, ocurrió la dicta-
ción y publicación correspondiente, cabe re-
emplazar el pronunciamiento en cuestión, en
el sentido de que el Decreto Nº 50, de Salud,
publicado en Diario Oficial de 17.01.2003,
que aprueba Reglamento de la Indemniza-
ción por Retiro Voluntario que establece la
Ley Nº 19.813, para los funcionarios de aten-
ción primaria de salud municipal, se encuen-
tra vigente desde la fecha de publicación
más arriba indicada y que dicho cuerpo regla-
mentario regula la postulación, otorgamiento
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y demás exigencias establecidas por la ley,
para acceder al beneficio indemnizatorio que
concede la Ley Nº 19.813, en su artículo
primero transitorio.

En consecuencia, con el mérito de lo
expuesto y citas legales, reglamentarias y

administrativas, cúmpleme informar que se
reemplaza la conclusión 4) del Dictamen
Nº 1.608/36, de 28.04.2003, por la siguien-
te: "El Decreto Nº50, de Salud, publicado en
el Diario Oficial de 17.04.2003, contiene el
Reglamento de la indemnización por retiro
voluntario que establece el artículo primero
transitorio de la Ley Nº 19.813".

REMUNERACIONES. REAJUSTE. I.P.C. NEGATIVO.

2.928/76, 23.07.03.

No resulta procedente que la empresa Distribuidora de Industrias … rebaje
el monto nominal de los sueldos y beneficios expresados en dinero pacta-
dos en el contrato colectivo vigente, por la circunstancia de que en el
trimestre abril, mayo y junio de 2003, período en que debía operar la
reajustabilidad allí establecida, la variación del I.P.C. haya sido negativa.

Fuentes: Código Civil, artículo 1560.

Concordancias: Ordinario Nº 4.467/195,
de 12.08.92. Ordinario Nº 2.643/0124, de
13.07.01.

Mediante presentación del antecedente
se ha solicitado un pronunciamiento de esta
Dirección en orden a determinar si resulta
jurídicamente procedente que la empleadora
empresa Distribuidora de Industrias ..., inter-
pretando la cláusula Segunda, Reajuste Futu-
ro, del contrato colectivo vigente suscrito
entre ésta y el Sindicato Nº 1 de Trabajado-
res de dicha empresa, rebaje las remunera-
ciones de sus trabajadores en el evento que
la variación del I.P.C. fuere negativa en el
respectivo período.

Sobre el particular, cabe señalar que la
citada cláusula Segunda del contrato colecti-
vo suscrito entre la empresa Distribuidora de
Industrias ... y el Sindicato Nº 1 de trabaja-
dores de la misma, con fecha 26.12.01, en
su parte pertinente dispone:

"SEGUNDO: SUELDOS BASE.

"Reajuste Futuro. Los sueldos base y
aquellos beneficios expresados en dinero, que
más adelante se consignan, se reajustarán
cada tres meses en la misma variación que
experimente el I.P.C., a partir del 1º de enero
del 2002. En consecuencia, el calendario de
reajustes será el siguiente:

"a) El 1º de abril del 2002, se reajusta-
rán los sueldos base en la misma variación
que experimente el I.P.C. en los meses de
enero, febrero y marzo del 2002.

"b) El 1º de julio del 2002, se reajusta-
rán los sueldos base en la misma variación
que experimente el I.P.C. en los meses de
abril, mayo y junio del 2002.

"c) El 1º de octubre del 2002, se reajus-
tarán los sueldos base en la misma variación
que experimente el I.P.C. en los meses de
julio, agosto y septiembre del 2002.

"d) El 1º de enero del 2003, se reajusta-
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rán los sueldos base en la misma variación
que experimente el I.P.C. en los meses de
octubre , noviembre y diciembre del 2002.

"e) El 1º de abril del 2003, se reajusta-
rán los sueldos base en la misma variación
que experimente el I.P.C. en los meses de
enero, febrero y marzo del 2003.

"f) El 1º de julio del 2003, se reajustarán
los sueldos base en la misma variación que
experimente el I.P.C. en los meses de abril,
mayo y junio del 2003.

"g) El 1º de octubre del 2003, se reajus-
tarán los sueldos base en la misma variación
que experimente el I.P.C. en los meses de
julio, agosto y septiembre del 2003.

"Para el supuesto caso que en algún
trimestre la variación del I.P.C. superare el
3%, el reajuste se anticipará en dicha fecha
y al cumplirse el trimestre respectivo se pa-
gará la diferencia".

De la norma convencional antes transcrita
se desprende que las partes convinieron un
calendario de reajustabilidad de los sueldos y
beneficios expresados en dinero de los tra-
bajadores involucrados, estipulando que el
cálculo del respectivo reajuste se practicará
trimestralmente y de manera sucesiva desde
el 1º de abril de 2002 hasta el 1º de octubre
de 2003, comprendiéndose en cada trimes-
tre la variación que conforme al I.P.C., hayan
experimentado dichos estipendios en los me-
ses que conforman cada período trimestral.

Ahora bien, la consulta específica que
plantean los recurrentes dice relación con el
período de reajustabilidad del trimestre con-
formado por los meses de abril a junio del
año en curso, atendido que en dicho lapso la
variación del I.P.C. fue negativo, situación
que, a juicio de los consultantes, podría im-
plicar una rebaja de los sueldos y demás
beneficios expresados en dinero, pactados
en el aludido instrumento.

Al respecto, es necesario precisar que la

jurisprudencia administrativa de este Servi-
cio, contenida, entre otros, en Dictámenes
Nºs. 2.643/124, de 13.07.01, y 4.467/195,
de 12.08.92, pronunciándose sobre un caso
similar, estableció que en el evento de que
las partes hayan pactado una reajustabilidad
vinculada a la variación experimentada por el
I.P.C. durante un período determinado, el
reajuste que debe otorgarse no puede ser
sino igual al porcentaje de variación que para
el mismo período haya determinado el Insti-
tuto Nacional de Estadísticas.

La misma jurisprudencia agrega que di-
cha conclusión no puede verse alterada por
la circunstancia que durante algún mes del
período pactado por las partes el referido
organismo hubiere registrado una variación
negativa, habida consideración de que por
expresa disposición de aquellas, debe consi-
derarse la variación experimentada en el pe-
ríodo completo que hubieren convenido para
tales efectos.

Finalmente la citada doctrina concluye
que para el eventual e improbable caso de
que la variación del índice en referencia
resultare negativa al término del período con-
venido para el reajuste de las remuneracio-
nes, no resultaría procedente rebajar nomi-
nalmente el monto de las mismas atendido a
que conforme al Diccionario de la Real Aca-
demia Española de la Lengua, el vocablo
reajustar es "hablando de precios, salarios,
impuestos, etc., aumentar su cuantía, subir-
los" , efecto éste que no se lograría si se
sostuviera que en tal caso procede una reba-
ja de remuneraciones.

Aplicando la doctrina precedente al caso
que nos ocupa y teniendo presente que du-
rante el trimestre por el cual se consulta la
variación del I.P.C fue negativa, forzoso es
concluir que no resulta jurídicamente proce-
dente que la empresa Distribuidora de Indus-
trias ..., rebaje el monto nominal de los suel-
dos y demás beneficios convenidos en el
instrumento colectivo de que se trata, de-
biendo éstos, de consiguiente, mantener el
valor vigente a la fecha en que se hubiere
aplicado la última reajustabilidad, en confor-
midad a lo pactado.
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En consecuencia, sobre la base de la
jurisprudencia administrativa citada y consi-
deraciones formuladas, cúmpleme informar a
Ud. que no resulta procedente que la empre-
sa Distribuidora de Industrias ... rebaje el

monto nominal de los sueldos y beneficios
expresados en dinero pactados en el contrato
colectivo vigente, por la circunstancia de que
en el trimestre abril, mayo y junio de 2003,
período en que debía operar la reajustabilidad
allí establecida, la variación del I.P.C. haya
sido negativa.

FUERO. COMITES PARITARIOS.

2.929/77, 23.07.03.

Goza de fuero laboral el representante titular de los trabajadores al Comité
Paritario de Higiene y Seguridad al cual los demás integrantes titulares de
los trabajadores le atribuyeron el fuero, aun cuando de ello no se hubiere
comunicado al empleador y el Comité se haya reunido sólo una vez al cabo
de un año luego de constituido.

Fuentes: Código del Trabajo, artículos
238, inciso 1º, y 243, inciso 4º. D.S. Nº 54,
de 1969, del Ministerio del Trabajo y Previ-
sión Social, artículo 21.

Concordancias: Dictamen Ordinario
Nº 3.672/225, de 26.07.93.

Mediante presentación del Ant. solicita
un pronunciamiento de esta Dirección acerca
de si goza de fuero laboral el presidente de
Comité Paritario de Higiene y Seguridad a
quien se le asignó fuero por los demás repre-
sentantes de los trabajadores, cuya designa-
ción se comunicó a la Inspección del Trabajo
pero no al empleador, y que constituido el
Comité en junio del año 2002, se ha reunido
con posterioridad sólo en una oportunidad.

Sobre el particular, cúmpleme informar a
Ud. lo siguiente:

El inciso 4º, del artículo 243 del Código
del Trabajo, dispone:

"En las empresas obligadas a constituir

Comités Paritarios de Higiene y Seguridad,
gozará de fuero, hasta el término de su man-
dato, uno de los representantes titulares de
los trabajadores. El aforado será designado
por los propios representantes de los trabaja-
dores en el respectivo Comité y sólo podrá
ser reemplazado por otro de los representan-
tes titulares y, en subsidio de éstos, por un
suplente, por el resto del mandato, si por
cualquier causa cesare en el cargo. La desig-
nación deberá ser comunicada por escrito a
la administración de la empresa el día laboral
siguiente a éste".

De la disposición legal anterior se deriva
que gozará de fuero hasta el término de su
mandato, uno de los representantes titulares
de los trabajadores en el Comité Paritario de
Higiene y Seguridad, según lo determinen los
mismos representantes titulares de los traba-
jadores en dicho Comité, y si cesare en el
cargo, el fuero recaerá en otro representante
titular, por el resto del mandato, y en defecto
de éstos en un suplente de la misma repre-
sentación.

Se desprende, por otra parte, que la
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designación deberá ser comunicada por escri-
to a la administración de la empresa, el día
hábil siguiente.

Como es dable apreciar, y acorde a la
doctrina uniforme de este Servicio, manifes-
tada, entre otros, en Ordinario Nº 3.672/
225, de 26.07.93, "el fuero laboral del re-
presentante titular de los trabajadores ante el
Comité Paritario opera desde la designación
de los demás miembros titulares de los de-
pendientes ante dicho organismo, estable-
ciendo, además, que dicha prerrogativa sólo
se extiende hasta el término del mandato del
representante aforado, previendo, finalmen-
te, quienes se beneficiarán con dicho fuero
en el evento que cese en el cargo el repre-
sentante aforado del Comité Paritario de Hi-
giene y Seguridad".

"Al tenor de lo expuesto, no cabe sino
concluir que el fuero del representante titular
de los trabajadores ante el respectivo Comité
Paritario, se extiende desde la fecha en que
los demás representantes titulares de los de-
pendientes le confieren tal prerrogativa y has-
ta el término de su mandato".

De lo anteriormente expresado y doctri-
na citada, es posible convenir que el repre-
sentante titular de los trabajadores adquiere
el derecho al fuero laboral pura y simplemen-
te, una vez elegido para tal efecto por los
representantes titulares de los trabajadores
al Comité, sin que pueda sostenerse, que el
goce de tal prerrogativa pudiera quedar con-
dicionada legalmente a otro requisito distin-
to, como podría ser la comunicación de la
designación del aforado al empleador.

En efecto, la comunicación al empleador
de la designación del representante titular de
los trabajadores al Comité Paritario que
detentará el fuero, aparece, atendido el tenor
literal de la disposición legal, como una sim-
ple formalidad de información, pero no como
requisito de existencia del fuero, como ocu-
rre cuando el legislador lo ha precisado en
casos como el de los candidatos a directores
de la organización sindical, en el artículo

238, inciso 1º, del Código del Trabajo, que en
lo pertinente, dispone: "Los trabajadores de
los sindicatos de empresa, de establecimien-
to de empresa, interempresa y de trabajado-
res transitorios y eventuales, que sean candi-
datos en la forma prescrita en el artículo
anterior, gozarán del fuero previsto en el
inciso primero del artículo 243, desde que el
directorio en ejercicio comunique por escrito
al empleador o empleadores y a la Inspec-
ción del Trabajo que corresponda, la fecha
en que deba realizarse la elección respectiva
y hasta esta última.." .

Como es dable colegir de la disposición
anterior, el fuero a que alude queda condicio-
nado en su existencia a la comunicación al
empleador y a la Inspección del Trabajo de la
fecha en la cual se realizará la elección en la
que participarán los candidatos que se hayan
presentado a dirigentes de las organizacio-
nes sindicales.

De esta suerte, como en el caso en
estudio, el propio legislador no le ha conferi-
do similar efecto que la comunicación de la
fecha de la elección de directores sindicales
a la efectuada al empleador del representan-
te de los trabajadores al Comité Paritario que
detentará fuero, no es posible al intérprete
hacerlo, por la vía de una interpretación ex-
tensiva o analógica, si se trata de prerrogati-
vas excepcionales en la legislación como el
fuero, lo que lleva a que por la misma razón
se deba considerar restrictivamente su regu-
lación legal, con el sentido y alcances preci-
sos que el legislador le ha conferido.

Por otra parte, también al tenor de la
consulta, cabe dilucidar si por la circunstan-
cia de haberse reunido sólo una vez el Comi-
té Paritario desde su constitución en junio
del año 2002, se afectaría por ello el fuero
laboral de que gozaría el representante de los
trabajadores.

Al respecto, corresponde señalar en pri-
mer término, que la propia disposición legal
antes citada y comentada, el inciso 4º del
artículo 243 del Código del Trabajo, consig-
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na que el representante titular designado por
los mismos representantes gozará del fuero
"hasta el término de su mandato", y "si por
cualquier causa cesare en el cargo", será
reemplazado por otro de los representantes
titulares, no precisando como motivo de ce-
sación del fuero el hecho que el Comité no se
hubiere reunido más que una vez en el lapso
de un año, como ocurre en la especie.

Al respecto, a mayor abundamiento, el
artículo 21 del D.S. Nº 54, de 1969, del
Ministerio del Trabajo y Previsión Social, re-
glamento para la constitución y funciona-
miento de los Comités Paritarios de Higiene y
Seguridad, dispone:

"Cesarán en sus cargos los miembros
de los Comités que dejen de prestar servicios
en la respectiva empresa y cuando no asis-
tan a dos sesiones consecutivas, sin causa
justificada".

De esta suerte, el reglamento ha preci-
sado dos causales de expiración de la condi-
ción de representante ante los Comité Parita-
rios, haber dejado de prestar servicios para la
empresa, y no asistir a dos sesiones conse-
cutivas, sin causa justificada.

En la especie, el representante titular de
los trabajadores en el Comité no ha renuncia-
do a la empresa y pertenece a ella mientras
no sea separado legalmente, y este organis-
mo, que se habría reunido sólo una vez des-
pués de constituido, tampoco permite con-
cluir que el trabajador de que se trata no
habría asistido a dos de sus sesiones conse-
cutivas, si se supone que a lo menos a la
primera sesión, la constitutiva, asistió este
representante de los trabajadores, que goza

de fuero, por lo que en el caso no sería
posible la configuración de estas causales de
término de funciones del representante del
Comité Paritario.

Por otra parte, tampoco aparece válido
el argumento que si el Comité no se ha
reunido más que una vez en el período de un
año luego de constituido no existe, y por ello
no habría fuero respecto del representante
de los trabajadores, si jurídicamente el Comi-
té existe legalmente una vez constituido de-
bidamente y mientras no sea declarado for-
malmente disuelto, lo que no ha ocurrido en
la especie, lo que lleva a concluir que tiene
existencia conforme a derecho y por consi-
guiente sus integrantes la calidad de tales y
quién goza del fuero, ha mantenido esta pre-
rrogativa.

De este modo, en el caso en consulta,
no resulta procedente el despido del repre-
sentante titular de los trabajadores al Comité
Paritario, basado en que éste no existe si se
habría reunido solo una vez en el lapso de un
año luego de constituido, si previamente no
se habría instado por la declaración de su
disolución por las vías legales, lo que no
habría sucedido.

En consecuencia, de conformidad a lo
expuesto y disposiciones legales y reglamen-
tarias citadas, cúmpleme informar a Ud. que
goza de fuero laboral el representante titular
de los trabajadores al Comité Paritario de
Higiene y Seguridad al cual los demás inte-
grantes titulares de los trabajadores le atribu-
yeron el fuero, aun cuando de ello no se
hubiere comunicado al empleador y el Comi-
té se haya reunido sólo una vez al cabo de un
año luego de constituido.



Septiembre 176 / 2003

Dictámenes de la Dirección del Trabajo110

MULTA. SUSTITUCION.

2.930/78, 23.07.03.

1) Por la expresión "sólo una vez en el año", a que alude el inciso 5º del
artículo 477 del Código del Trabajo debe entenderse el período de doce
meses, contados desde la fecha de la respectiva autorización de sustitu-
ción de la multa, de manera que entre una autorización y otra, transcu-
rra el referido lapso de tiempo.

2) Para que opere la sustitución de la multa, basta la asistencia obligatoria
del empleador a programas de capacitación, sin que sea necesaria su
evaluación por este Servicio.

3) Debe entenderse incumplida la obligación del empleador de asistir al
programa de capacitación de que se trate, transcurrido el plazo fatal de
dos meses sin que éste haya concurrido al referido programa, contados
desde la respectiva autorización de sustitución de la multa.

4) Ante la inasistencia del empleador al programa de capacitación, sólo
resulta jurídicamente procedente la aplicación de la sanción establecida
en el inciso 6º del artículo 477 del Código del Trabajo.

Fuentes: Código del Trabajo artículo 477,
incisos 5º y 6º.

Mediante Memo citado en el anteceden-
te, se ha solicitado se determine el sentido y
alcance de los incisos 5º y 6º del artículo
477 del Código del Trabajo, cuyo texto ha
sido fijado por el artículo único Nº 99, de la
Ley Nº 19.759, publicada en el Diario Oficial
del 5.10.01.

Al respecto, cumplo con informar a Ud.
lo siguiente:

El artículo 477 del Código del Trabajo,
dispone:

"Las infracciones a este Código y sus
leyes complementarias, que no tengan seña-
lada una sanción especial, serán sanciona-
das con una multa de una a veinte unidades
tributarias mensuales, según la gravedad de
la infracción.

Asimismo, si el empleador tuviere con-

tratados cincuenta o más trabajadores, las
multas aplicables ascenderán de tres a sesen-
ta unidades tributarias mensuales.

En el caso de las multas especiales que
establece este Código, su rango se duplicará
o triplicará, según corresponda, si se dan las
condiciones establecidas en los incisos se-
gundo y tercero de este artículo.

No obstante lo anterior, si un empleador
tuviere contratados nueve o menos trabaja-
dores, el Inspector del Trabajo respectivo
podrá, si lo estima pertinente autorizar, a
solicitud del afectado y sólo por una vez en
el año, la sustitución de la multa impuesta
por la asistencia obligatoria a programas de
capacitación dictados por la Dirección del
Trabajo, los que, en todo caso, no podrán
tener una duración superior a dos semanas.

Autorizada la sustitución, si el emplea-
dor no cumpliere con su obligación de asistir
a dichos programas dentro del plazo de dos
meses, procederá la aplicación de la multa
originalmente impuesta, aumentada en un
ciento por ciento.
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Las infracciones a las normas sobre fue-
ro sindical se sancionarán con una multa a
beneficio fiscal de 14 a 70 unidades tributa-
rias mensuales".

De la norma legal transcrita precedente-
mente es posible inferir que el legislador lue-
go de establecer, para aquellos casos que no
tengan señalada una sanción especial, las
sanciones por infracciones al Código del Tra-
bajo y sus leyes complementarias, en sus
incisos 5º y 6º contempla la posibilidad, en el
caso de aquellos empleadores que tengan
contratados nueve o menos trabajadores,
solicitar la sustitución de la multa impuesta
por la asistencia obligatoria a programas de
capacitación dictados por la Dirección del
Trabajo.

De la misma norma se colige que la
facultad de autorizar la referida sustitución
queda entregada al Inspector del Trabajo res-
pectivo, quien deberá resolver a solicitud del
afectado y sólo por una vez en el año. Asi-
mismo que tales programas no pueden tener
una duración superior a las dos semanas y
en el evento, que el empleador no cumpla
con su obligación de asistir a ellos, en el
plazo de dos meses, se aplicará la multa
original aumentada en un 100%.

Cabe hacer presente, que de acuerdo a
la historia fidedigna del establecimiento de
los incisos precedentes, su objetivo es per-
mitir que la microempresa pueda acceder a
programas de rehabilitación en sustitución
de multas ante infracciones laborales. Asi-
mismo, que el curso de capacitación imparti-
do por la Dirección del Trabajo en materias
laborales, debe orientarse, particularmente,
a aquellas que se infringieron.

En primer término se hace necesario de-
terminar el sentido y alcance de la expresión
"sólo por una vez en el año" a que alude el
inciso 5º de la norma legal en comento.

Considerando que el legislador no ha
definido en el texto legal en referencia que

ha de entenderse por año, para los efectos en
análisis, se hace necesario recurrir al signifi-
cado que a tal término otorga, según la doc-
trina, el Diccionario de la Real Academia Es-
pañola de la Lengua, dando aplicación a la
regla de interpretación de la ley del artículo
20 del Código Civil, en cuanto las palabras
de la ley se entenderán en su sentido natural
y obvio, según el uso general de las mismas
palabras, que para estos efectos indica que
"año" es "un período de doce meses, a con-
tar de un día cualquiera".

De esta suerte, por la expresión "sólo
una vez en el año", empleada en la norma en
estudio, debe entenderse el período de doce
meses, contados desde un día cualquiera,
que para estos efectos, en opinión de esta
Dirección, sería el de la fecha de la respecti-
va autorización, de manera que entre una
autorización y otra transcurra el lapso de
doce meses, tiempo que en la práctica alcan-
za a 365 ó 366 días según los casos, alcan-
ce que sería coincidente con la forma de
contar los plazos prevista en el artículo 48
del Código Civil.

Sostener que el año a que se refiere esta
norma es aquel período de doce meses, a
contar desde el día 1º de enero hasta el 31
de diciembre, ambos inclusive, significaría
dar a esta expresión el significado de año
calendario, conclusión ésta que de manera
alguna refleja la intención del legislador, por
cuanto de ser así habría utilizado la expre-
sión "año calendario" y no solamente la de
"año".

Por otra parte, se hace necesario deter-
minar si la asistencia obligatoria a programas
de capacitación dictados por la Dirección del
Trabajo, implica que ésta debe aplicar algún
instrumento de evaluación dirigido al emplea-
dor asistente a ellos o bastaría para que
opere la sustitución que aquél asistiera al
curso respectivo.

Al efecto, cabe precisar, en opinión de
la suscrita, que el legislador sólo ha exigido
para que opere la sustitución que nos ocupa,
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la asistencia obligatoria a programas de capa-
citación sin agregar ninguna otra exigencia
en relación a esta materia, de forma tal que
pretender que además de esta obligación el
empleador debería ser evaluado por este Ser-
vicio, sería darle a la norma un alcance jurídi-
camente improcedente, toda vez que si el
legislador así lo hubiere querido, habría seña-
lado expresamente que el curso o programa
de que se trata, debía ser aprobado por el
empleador.

A continuación resulta útil precisar, a la
vez, los efectos que produciría el incumpli-
miento por parte del empleador de su obliga-
ción de asistir a los referidos programas, en
el plazo previsto en la disposición que nos
ocupa.

En primer término, cabe señalar que el
tenor de la norma en análisis autoriza para
sostener que debe entenderse incumplida la
obligación del empleador de asistir al progra-
ma de capacitación de que se trata, transcu-
rrido el plazo fatal de dos meses sin que éste
haya concurrido al referido programa, plazo
que esta Dirección estima debe contarse des-
de la respectiva autorización de sustitución
de la multa.

Ahora bien, configurado el incumplimien-
to por parte del empleador, en los términos
señalados en el párrafo que antecede, el

natural efecto que su conducta origina es la
aplicación de una sanción, que en este caso,
conforme lo establece expresamente el inci-
so 6º de la norma en análisis, es la multa
originalmente impuesta, aumentada en un
100%.

En el mismo orden de ideas, se hace
necesario determinar, si resultaría proceden-
te aplicar al empleador, además, una sanción
por no comparecer a la citación que even-
tualmente le pudiera efectuar el funcionario
respectivo, a propósito de la capacitación a
impartir.

Al respecto, a juicio de la suscrita, no
resultaría jurídicamente procedente aplicar al
empleador una sanción adicional a la estable-
cida en la disposición en estudio, toda vez
que la infracción de que se trata tiene esta-
blecida por el legislador una sanción espe-
cial, cual es el aumento al duplo del monto
de la multa original, de suerte que, estimar lo
contrario importaría una doble sanción no
contemplada ni en el texto ni en el espíritu de
la norma, atendida la historia fidedigna de la
misma.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes expuestas, cumplo con informar a Ud.
que el sentido y alcance de los incisos 5º y
6º del artículo 477 del Código del Trabajo, es
el señalado en cuerpo del presente informe.
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ESTATUTO DE SALUD. ASIGNACION DE RESPONSABILIDAD. PROCEDEN-
CIA.

2.931/79, 23.07.03.

La matrona y única profesional de la Corporación Municipal de Desarrollo
Social de Queilén, tiene derecho a percibir la asignación de responsabilidad
directiva que establece el inciso segundo del artículo 27 de la Ley Nº 19.378,
respecto de cada uno de los programas de salud que estuvieren efectiva-
mente a su cargo en dicha corporación empleadora.

Fuentes: Ley Nº 19.378, artículo 27,
inciso 2º. Decreto Nº 1.889, de Salud, de
1995, artículo 76, inciso 2º.

Mediante presentación del anteceden-
te…, matrona dependiente de la Corporación
Municipal de Queilén que desempeña, ade-
más, funciones de encargada del área de
salud en la misma entidad, cumple igualmen-
te funciones administrativas pero también
tendría a su cargo los Programas de Salud Ma-
terno-Infantil, Adulto y Adulto Mayor, Odon-
tológico y de Salud del Ambiente, solicita
pronunciamiento para que se determine si le
corresponde percibir la asignación de res-
ponsabilidad directiva que establece el ar-
tículo 27 de la Ley Nº 19.378, para los Jefes
de Programas de Salud, porque la corpora-
ción empleadora no le ha pagado dicho esti-
pendio por este último concepto.

Sobre el particular, cúmpleme informar
lo siguiente:

El inciso segundo del artículo 27 de la
Ley Nº 19.378, dispone:

"Asimismo, los jefes de Programas Ma-
terno, Infantil, del Adulto y Adulto Mayor,
Odontológico y de Salud del Ambiente, de
consultorios municipales, tendrán derecho a
percibir esta asignación de responsabilidad
directiva, en un porcentaje de un 5% a un
15% aplicado sobre igual base".

Del precepto legal transcrito, que apare-
ce reproducido en iguales términos en el
inciso segundo del artículo 76 del Decreto
Nº 1.889, de Salud, de 1995, reglamento de
la carrera funcionaria del personal regido por
el Estatuto de Atención Primaria de Salud
Municipal, se desprende en lo pertinente,
que la Ley Nº 19.378 establece el derecho
de los Jefes de Programas de Salud, para
percibir como estipendio de su remuneración
un monto equivalente entre un 5% a un 15%
de la suma del sueldo base y de la asignación
de atención primaria, correspondientes a su
categoría funcionaria y al nivel de la carrera
funcionaria.

En la especie la trabajadora, que desde
1997 cumple funciones como matrona en el
área de salud de la corporación empleadora,
sería además la encargada del área de salud
de esa entidad y que como único profesional
en aquella, cumpliría las funciones adminis-
trativas y tendría a su cargo los Programas
Materno-Infantil, Adulto y Adulto Mayor,
Odontológico y de Salud del Ambiente y que,
en esas circunstancias, la corporación em-
pleadora no le ha pagado la asignación de
responsabilidad directiva en un porcentaje
equivalente entre el 5% a un 15%, que co-
rresponde percibir a los jefes de programa de
salud.

De acuerdo con la normativa citada, la
ley establece expresamente el derecho del
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funcionario de salud primaria municipal, para
percibir el equivalente entre el 5% al 15% de
la asignación de responsabilidad directiva,
cuando aquél cumple funciones de jefe de
programa de salud, y cumple al efecto el
requisito de tener la calidad profesional exigi-
da por el inciso segundo del artículo 76 del
Decreto Nº 1.889, esto es, ser profesional
de la categoría a) o b) señaladas en el artícu-
lo 8º del Decreto Nº 1.889.

En ese contexto, la funcionaria que ocu-
rre tendrá derecho a exigir el pago de la
aludida asignación, si efectivamente cumple
con las exigencias descritas precedentemen-
te, respecto de cada uno de los programas
de salud que estuvieren a su cargo, porque
en su caso concurren los presupuestos lega-
les que permiten acceder a la asignación en

cuestión, a saber, tener a su cargo como jefa
los programas de salud señalados e imple-
mentados por la corporación empleadora y
ostentar la trabajadora el título profesional
de matrona, cumpliendo con las exigencias
establecidas por el artículo 27, inciso segun-
do de la Ley Nº 19.378 y artículo 76 del
Decreto Nº 1.889, respectivamente.

En consecuencia, con el mérito de lo
expuesto y citas legales y reglamentarias,
cúmpleme informar que la matrona y único
profesional de la Corporación Municipal de
Desarrollo Social de Queilén, tiene derecho a
percibir la asignación de responsabilidad di-
rectiva en la forma prevista por el inciso
segundo del artículo 27 de la Ley Nº 19.378,
respecto de cada uno de los programas de
salud que estuvieren efectivamente a su car-
go en dicha corporación empleadora.

LIBERTAD DE TRABAJO. INCIDENCIA EN LAS REMUNERACIONES.

2.932/80, 23.07.03.

El sistema de ofertas de créditos, parte de una campaña promocional de
la empresa recurrida, en que el cliente puede realizar la operación de
manera directa e inmediata ante la empresa, sin recurrir a las formas tradi-
cionales y comunes mediante la participación de los respectivos ejecuti-
vos de venta, no aparece como lesivo de la libertad de trabajo consagrada
en el artículo 19 número 16 incisos primero y segundo de la Constitución
Política de la República.

Fuentes: Artículo 19, Nº 16, incisos pri-
mero y segundo de la Constitución de la Re-
púb l i c a .

Se ha solicitado a este Servicio, por pre-
sentación del Sindicato de Trabajadores de la
empresa …, un pronunciamiento referido a si
el establecimiento de un sistema de ventas de
crédito promocional, distinto a los métodos
normales y tradicionales de venta, puede ser
considerado atentatorio contra la libertad de
trabajo de los ejecutivos de venta.

Al respecto cumplo con informar a Ud. lo
siguiente:

La empresa recurrida ha señalado que
se trata "de un producto especial, y que es
novedoso en la compañía, considerando la
forma como se ofrece a los clientes (mai-
ling), los requisitos para su otorgamiento (sólo
la cédula de identidad), y por último que es
de otorgamiento inmediato sin mediar el pro-
ceso de análisis de crédito normal, por estar
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preaprobados por las áreas pertinentes del
…", lo que no hace necesario una gestión de
venta normal en terreno, como la que corres-
ponde como tarea habitual a los ejecutivos
de venta de dicha empresa. Sin perjuicio de
lo anterior, la empresa formalizó "la invita-
ción a los Ejecutivos de Venta que quisieran
participar en la venta bajo modalidad de cam-
pañas promocionales, para lo cual se presen-
tó un anexo de contrato que deberían firmar
quienes quisieran sumarse a esta modali-
dad".

Ahora, la cuestión por determinar es si
un sistema de ventas como el descrito lesio-
na la libertad de trabajo como lo señala el
Sindicato recurrente, el que no ha especifica-
do, en su presentación, en que sentido se
produciría dicha vulneración.

El artículo 19 número 16, incisos prime-
ro y segundo, de la Constitución señala que:

"La Constitución asegura a todas las
personas:

Nº16.- La libertad de trabajo y su protec-
ción.

Toda persona tiene derecho a la libre
contratación y a la libre elección del trabajo
con una justa retribución".

La libertad de trabajo, como lo señala el
artículo 19 de la Constitución recién citado,
comprende, entonces, la libertad para desa-
rrollar cualquier actividad económica, la liber-
tad para celebrar contratos de trabajo en el
momento y con las personas que se estime
conveniente y la libertad de escoger el conte-
nido del trabajo que se va a desarrollar, tanto
en forma dependiente como independiente.

De este modo, y desde el punto de vista
estrictamente constitucional de la libertad de

trabajo, no se advierte con claridad en que
forma la mencionada campaña promocional
de créditos establecida por la empresa recu-
rrida, afecta dicha garantía constitucional,
en cuanto los trabajadores no han visto me-
noscabada su libertad de escoger una activi-
dad económica lícita, ni su libertad para con-
tratar laboralmente, ni tampoco la libertad de
escoger el contenido de dicha actividad. En
ese sentido, la determinación de las estrate-
gias de venta y marketing, de productos
propios del giro corresponde a una manifes-
tación de las facultades de administración
propias del empleador, como titular de la
empresa en que se desarrolla el trabajo con-
venido por las partes.

Lo anterior, debe entenderse en el plano
estrictamente referido a la garantía constitu-
cional de la libertad de trabajo, ya que nada
impide, como ha ocurrido en este caso en
cuestión, según informe de fiscalización eva-
cuado por la Inspección Comunal del Trabajo
de Viña del Mar de antecedente, que se
estime que conductas del empleador asocia-
das a la citada campaña, como no pagar las
respectivas comisiones por operaciones eje-
cutadas por los trabajadores, importan in-
fracciones a la ley laboral, cuestión que, en
todo caso, debe resolverse por los procedi-
mientos de fiscalización correspondientes.

En consecuencia, de las consideracio-
nes de hecho y de derecho arriba transcritas,
es posible concluir que un sistema de ofertas
de créditos, parte de una campaña promo-
cional de la empresa, en que el cliente puede
realizar la operación de manera directa e
inmediata ante la empresa, sin recurrir a las
formas tradicionales y comunes mediante la
participación de los respectivos ejecutivos
de venta, no aparece como lesivo de la liber-
tad de trabajo consagrada en el artículo 19
número 16 incisos primero y segundo de la
Constitución Política de la República.
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CLAUSULA TACITA. BENEFICIOS. CONTRATO INDIVIDUAL. MODIFICA-
CIONES.

2.933/81, 23.07.03.

1) El pago de una suma de dinero por concepto de colación y movilización
que, en forma reiterada en el tiempo, se ha otorgado a algunos trabaja-
dores de la empresa Distribuidora de Combustibles ... constituye una
cláusula tácita incorporada a los contratos individuales de trabajo de los
mismos, de manera tal que dicha empleadora no se encuentra facultada
para alterar o modificar unilateralmente tal modalidad o forma de con-
cesión de dichos beneficios, debiendo, para ello, contar con el consen-
timiento o acuerdo de los involucrados.

2) No resulta jurídicamente procedente que la misma empresa modifique
en forma unilateral la cláusula relativa a gratificaciones inserta en el
contrato individual de trabajo de sus dependientes, por cuanto para ello
es necesario el mutuo consentimiento de las partes contratantes.

Fuentes: Código del Trabajo, artículos
9º, inciso 1º, y 5º, inciso 3º. Código Civil,
artículo 1545.

Concordancias: Dictámenes Nºs. 2.497/183,
de 1º.06.98 y 1.715/145, de 2.05.2000.

Mediante presentación citada en el an-
tecedente, solicita un pronunciamiento de esta
Dirección acerca de las siguientes materias:

1) Si resulta jurídicamente procedente que
esa empleadora cambie unilateralmente
la modalidad de concesión de los benefi-
cios de colación y movilización, que ac-
tualmente otorga en dinero a ciertos tra-
bajadores, por el transporte de éstos,
desde su lugar de residencia o morada a
la empresa y viceversa y por la entrega
de una colación o cena, a su costo, en la
cafetería de la empresa, haciendo pre-
sente que los actuales beneficios no se
encuentran estipulados en los respecti-
vos contratos de trabajo.

2) Si la misma empleadora se encuentra
facultada para cambiar el sistema de
pago del beneficio de gratificación legal
pactado en el mismo instrumento.

Sobre el particular, cúmpleme informar a
Ud. lo siguiente:

1) En lo que respecta a la primera consulta
planteada, cabe señalar que el artículo
9º del Código del Trabajo, en su inciso
1º, dispone:

"El contrato es consensual; deberá cons-
tar por escrito en el plazo a que se refiere
el inciso siguiente y firmarse por ambas
partes en dos ejemplares, quedando uno
en poder de cada contratante".

De la norma legal precedentemente
transcrita se infiere que el contrato indi-
vidual de trabajo es consensual, esto es,
se perfecciona por el mero consentimien-
to o acuerdo de voluntades de los con-
tratantes, con prescindencia de otras exi-
gencias formales o materiales para su
validez.

Cabe expresar sin embargo, que no obs-
tante su carácter consensual, el contra-
to debe constar por escrito y firmarse
por ambas partes en dos ejemplares,
quedando uno en poder de cada contra-
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tante, formalidad ésta que el legislador
ha exigido como requisito de prueba y no
de prueba o validez del mismo.

Al respecto es necesario precisar que la
formación del consentimiento puede ema-
nar tanto de una manifestación expresa
de voluntad como de una tácita, salvo
aquellos casos en que la ley, por razo-
nes de seguridad jurídica exija que opere
la primera de dichas vías.

Aclarado lo anterior, debe señalarse que
la manifestación a que se ha hecho alu-
sión precedentemente, está constituida
por la realización reiterada en el tiempo
de determinadas prácticas de trabajo o
por el otorgamiento y goce de benefi-
cios con aquiescencia de ambas partes,
situaciones éstas que determinan la exis-
tencia de cláusulas tácitas que se agre-
gan a las que en forma escrita se con-
signan en el contrato individual de tra-
bajo.

Lo expuesto precedentemente autoriza
para afirmar que una relación laboral ex-
presada a través de un contrato de tra-
bajo escriturado, no sólo queda enmar-
cada dentro de las estipulaciones del
mismo, sino también de aquellas que
derivan de la reiteración del pago y omi-
sión de ciertos beneficios, o de prácti-
cas relativas a funciones, jornadas, etc.,
que si bien no fueron contempladas en
las estipulaciones escritas, han sido apli-
cadas constantemente por las partes por
un lapso prolongado, con anuencia dia-
ria o periódica de las mismas, dando
lugar así a un consentimiento tácito en-
tre ellas que determina la existencia de
cláusulas tácitas que deben entenderse
como parte integrante del respectivo con-
trato.

Precisado lo anterior, cabe tener presen-
te que de los antecedentes aportados
aparece que la empresa recurrente, en
forma reiterada en el tiempo, ha otorga-
do a algunos de sus trabajadores, por

concepto de movilización y colación, una
suma determinada de dinero, situación
que a la luz de la disposición legal citada
y consideraciones expuestas en párra-
fos que anteceden permite sostener que
la concesión de dichos beneficios, en las
condiciones señaladas, configura una
cláusula tácita que debe entenderse in-
corporada al contrato individual de tra-
bajo de los respectivos dependientes.

Lo precedentemente expuesto determi-
na que la empresa recurrente no se en-
cuentra facultada para cambiar unilate-
ralmente, en los términos indicados, la
forma de concesión de los referidos be-
neficios.

2) En lo que respecta a la consulta signada
con este número, cabe señalar que el
artículo 5º, inciso 3º del Código del Tra-
bajo, preceptúa:

"Los contratos individuales y colectivos
de trabajo podrán ser modificados, por
mutuo consentimiento, en aquellas ma-
terias en que las partes hayan podido
convenir libremente".

Del precepto legal anotado se infiere
que las estipulaciones del contrato de
trabajo sólo pueden ser modificadas por
las partes, de común acuerdo, en aque-
llas materias en que éstas hayan podido
convenir libremente.

A su vez, el artículo 1545 del Código
Civil, establece:

"Todo contrato legalmente celebrado es
una ley para los contratantes y no puede
ser invalidado sino por su consentimien-
to mutuo o por causas legales".

De la norma legal anotada se desprende
que sólo resulta jurídicamente proceden-
te modificar o invalidar un acto jurídico
bilateral, carácter que reviste el contrato
individual de trabajo, por el mutuo con-
sentimiento de los contratantes o por
causas legales.
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Armonizando todo lo expuesto, forzoso
resulta concluir que esa empresa no pue-
de modificar unilateralmente la cláusula
del contrato individual de trabajo en vir-
tud de la cual, las partes pactaron expre-
samente el pago del beneficio de gratifi-
cación legal conforme al sistema previs-
to en el artículo 50 del Código del Traba-
jo, debiendo contar, para tal efecto, con
el acuerdo o consentimiento de los res-
pectivos trabajadores.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes formuladas, cúmpleme informar a Ud. lo
siguiente:

1) El pago de una suma de dinero por con-
cepto de colación y movilización que, en

forma reiterada en el tiempo, se ha
otorgado a algunos trabajadores de la
empresa Distribuidora de Combustibles
... constituye una cláusula tácita incor-
porada a los contratos individuales de
trabajo de los mismos, de manera tal
que dicha empleadora no se encuentra
facultada para alterar o modificar unila-
teralmente tal modalidad o forma de con-
cesión de dichos beneficios, debiendo,
para ello, contar con el consentimiento o
acuerdo de los involucrados.

2) No resulta jurídicamente procedente que
la misma empresa modifique en forma
unilateral la cláusula relativa a gratifica-
ciones inserta en el contrato individual
de trabajo de sus dependientes, por cuan-
to para ello es necesario el mutuo con-
sentimiento de las partes contratantes.

ORGANIZACIONES SINDICALES. PERMISO SINDICAL. ACUERDO. MODI-
FICACION. FINALIDAD.

2.934/82, 23.07.03.

1) La empresa ... no ha podido descontar de las remuneraciones de los
directores del Sindicato de Trabajadores Nº 1 allí constituido, el tiempo
superior al promedio de 52 horas convenido, utilizado para desarrollar
las funciones propias de sus cargos en recintos ubicados al interior de la
empresa, por cuanto ello implica modificar unilateralmente la forma como
las partes han entendido y aplicado las estipulaciones contenidas en la
cláusula 21 del contrato colectivo que los rige.

2) Los dirigentes sindicales deberán utilizar los permisos a que tiene dere-
cho, en virtud de la ley o la convención, en funciones propias de su
cargo, no pudiendo, en caso alguno, efectuar, durante dichas horas,
actividades ajenas a aquellas, por cuanto ello implicaría infringir la nor-
ma contenida en el artículo 1546 del Código Civil, que consagra el
principio de la buena fe que debe imperar en la celebración de todo
contrato.

Fuentes: Código del Trabajo, artículo 249.
Código Civil, artículos 1546 y 1564.

Mediante presentación del anteceden-

te…, se requiere un pronunciamiento de esta
Dirección que determine si se ajusta a dere-
cho la modificación unilateral por parte del
empleador de las condiciones en que se han
otorgado los permisos sindicales convenidos
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en la cláusula 21 del contrato colectivo que
los rige, a los dirigentes del Sindicato Nº 1 de
Trabajadores de la empresa ... y si resulta
procedente su negativa a pagar las remune-
raciones de dichos dirigentes, correspondien-
tes al mes de noviembre de 2002, así como
la reinstauración del control por parte del
empleador del tiempo que los dirigentes de-
dican a la actividad sindical dentro de la
empresa, mediante su registro en un cuader-
no a cargo del jefe de Sección.

Lo anterior, por cuanto, según se des-
prende de su presentación y comparecencia
personal, los recurrentes, en el mes de junio
del año 2001, pactaron con su empleador el
otorgamiento de aproximadamente 52 horas
mensuales de permiso sindical de cargo del
empleador, por cada dirigente, considerando
para ello sólo las horas utilizadas con dichos
fines fuera del recinto de la empresa, acuer-
do que el empleador modificó unilateralmen-
te en el mes de noviembre de 2002, conside-
rando para el cálculo de las horas correspon-
dientes a permiso sindical también aquellas
utilizadas al interior de la empresa, reinstau-
rando, asimismo, el control de éstas median-
te un cuaderno de registro que no se había
firmado por los dirigentes hace aproximada-
mente un año.

Al respecto, cumplo con informar a Uds.
lo siguiente:

El artículo 249 del Código del Trabajo, en
sus incisos primero, cuarto y final, prescribe:

"Los empleadores deberán conceder a
los directores y delegados sindicales los per-
misos necesarios para ausentarse de sus la-
bores con el objeto de cumplir sus funciones
fuera del lugar de trabajo, los que no podrán
ser inferiores a seis horas semanales por
cada director, ni a ocho tratándose de direc-
tores de organizaciones sindicales con 250 o
más trabajadores".

"El tiempo que abarquen los permisos
otorgados a directores o delegados para cum-
plir labores sindicales se entenderá trabajado

para todos los efectos, siendo de cargo del
sindicato respectivo el pago de remuneracio-
nes, beneficios y cotizaciones previsionales de
cargo del empleador, que puedan correspon-
der a aquéllos durante el tiempo de permiso.

"Las normas sobre permiso y pago de
remuneraciones, beneficios y cotizaciones
previsionales de cargo del empleador podrán
ser objeto de negociación entre las partes".

De la norma precedentemente transcrita
se infiere que el empleador se encuentra
legalmente obligado a otorgar permisos a los
dirigentes sindicales con el objeto que éstos
puedan cumplir las funciones propias de sus
cargos fuera del lugar de trabajo, por el pe-
ríodo señalado en la misma norma.

De igual forma, se desprende que el
tiempo que abarquen los permisos otorgados
a los dirigentes con el fin de realizar labores
sindicales, se entiende trabajado para todos
los efectos, consignándose, a su vez, el de-
recho de éstos al pago de las remuneracio-
nes, beneficios y cotizaciones previsionales
correspondientes a dichos permisos, el cual
es de cargo del respectivo sindicato, sin per-
juicio de lo que acuerden las partes sobre el
particular.

Por su parte, la cláusula 21ª del contrato
colectivo celebrado por las partes, vigente
desde el 1º de julio de 2002, estipula:

"21. La empresa pagará a los directores
del sindicato, las horas de permiso sindical
que les concede el artículo 249 del Código
del Trabajo".

A su vez, el contrato colectivo suscrito
por el período comprendido entre el 1º de
junio de 2000 y el 30 de junio de 2002
vigente con anterioridad al instrumento que
actualmente rige a las partes, contenía, tam-
bién en su numerando 21, igual cláusula
sobre permisos sindicales a la antes transcrita.

De la norma convencional anotada pre-
cedentemente se infiere que el empleador se
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obliga a pagar las horas correspondientes al
mínimo legal establecido por la referida dispo-
sición legal para cumplir con las funciones
propias de su cargo, esto es, no menos de
seis horas semanales por cada director, ni de
ocho, tratándose de organizaciones sindica-
les que afilien a 250 o más trabajadores.

Ahora bien, para resolver la consulta
planteada se hace necesario determinar pre-
viamente el sentido y alcance de dicha esti-
pulación, para lo cual cabe recurrir a los
preceptos que sobre interpretación de con-
tratos contemplan los artículos 1560 y si-
guientes del Código Civil y, específicamente,
a las normas contenidas en los incisos 2º y
final del artículo 1564, conforme a las cuales
las cláusulas de un contrato "Podrán tam-
bién interpretarse por las de otro contrato
entre las mismas partes y sobre la misma
materia", "O por la aplicación práctica que
hayan hecho de ellas ambas partes o una de
las partes con aprobación de la otra".

De la disposición legal transcrita se colige
que las estipulaciones de un contrato pueden
ser interpretadas por aquellas que se conten-
gan en otros contratos que las partes hayan
celebrado sobre la misma materia, lo que
implica relacionar sus disposiciones con las
que se contemplan en otros instrumentos
que éstos hayan suscrito respecto del mismo
asunto.

Igualmente, conforme al precepto del
inciso final del citado artículo 1564, que
doctrinariamente responde a la teoría deno-
minada regla de la conducta, un contrato
puede ser interpretado por la forma como las
partes lo han entendido y ejecutado, en tér-
minos tales que tal aplicación puede legal-
mente llegar a suprimir, modificar o comple-
mentar cláusulas expresas de un contrato;
es decir, la manera como las partes han
cumplido reiteradamente en el tiempo una
determinada estipulación puede modificar o
complementar el acuerdo inicial que en ella
se contempla.

En otros términos, la aplicación práctica

que se haya dado a las estipulaciones de un
contrato fija, en definitiva, la interpretación y
verdadero alcance que las partes han querido
darle.

Precisado lo anterior, cabe consignar que
de los antecedentes recabados acerca de la
situación que nos ocupa y, en especial, del
informe de fiscalización evacuado por la Ins-
pección Provincial del Trabajo del Maipo, se
ha podido establecer, en primer término, que
los dirigentes del Sindicato Nº 1 de Trabaja-
dores de la empresa ... han hecho uso de los
permisos a que tienen derecho, consideran-
do siempre como horas de permisos sindical
aquellas utilizadas fuera de la empresa, no
obstante que para las utilizadas al interior de
la misma, existía un libro de registro de con-
trol, el que era firmado por los dirigentes,
aun cuando no se les descontaban dichas
horas de sus remuneraciones, sino sólo las
utilizadas para fines sindicales fuera de la
empresa, controladas mediante un registro a
cargo de la jefatura correspondiente.

El referido pacto fue modificando de co-
mún acuerdo en el mes de junio de 2001,
esto es, durante la vigencia del contrato co-
lectivo que los rigió desde el 1º de junio de
2000 al 30 de junio de 2002, según consta
de documento denominado Procedimiento
permiso horas sindicales Sindicato Nº 1, en-
viado por la gerente de Recursos Humanos a
los dirigentes de que se trata; sistema éste
que rige hasta hoy y que consiste en otorgar,
además del mínimo legal de seis horas sema-
nales, el equivalente al 50% de la jornada
laboral que cumplen los trabajadores, restan-
do a dicha cifra las correspondientes al míni-
mo legal mensual convenido para efectos de
los permisos de que se trata y dividiendo, por
último este resultado por tres, lo que arroja
un total aproximado de 24 horas mensuales
adicionales a las consideradas legales, esto
es, un promedio de 52 horas mensuales por
cada director, por concepto de permiso sindi-
cal de cargo del empleador.

El sistema antes descrito siguió operando
hasta el mes de mayo de 2002, período en
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que se inicia el proceso de negociación colec-
tiva, en que las partes acuerdan no descontar
las horas de permiso utilizadas fuera de la
empresa, en exceso de lo ya acordado, posi-
bilitando, de esta manera, la total dedicación
de los dirigentes a labores sindicales durante
dicho período

Del citado informe consta, asimismo, que
la empresa en referencia, hasta el mes de
noviembre de 2002, nunca descontó, según
ya se señalara, las horas de permiso sindical
utilizadas por los dirigentes al interior de la
empresa, permitiendo que éstos efectúen la-
bores sindicales en la sede asignada para tal
efecto o en otras dependencias de la empre-
sa, sin límite de horas, descontándose sólo
aquellas utilizadas fuera del recinto en que
ésta opera, registrando sus salidas y entra-
das mediante un documento denominado au-
torización salida, a cargo de la jefatura res-
pectiva, y que es el mismo sistema utilizado
por todos los trabajadores que hacen uso de
permisos para salir del recinto con el objeto
de asistir a cursos de capacitación o efectuar
comisiones de servicio y gestiones persona-
les, entre otras.

En cuanto al cuaderno de registro de
horas denominadas internas, esto es, según
ya se señalara, las utilizadas para fines sindi-
cales por los dirigentes en la sede de la
organización o en otras dependencias al inte-
rior de la empresa, se ha podido establecer,
tanto del respectivo informe como de las
declaraciones de los aludidos dirigentes, así
como del encargado de personal de la em-
presa, que a partir del mes de enero de
2002, los referidos dirigentes dejaron de fir-
mar el registro de permisos internos, por
cuanto, según expresaron, por el hecho de
no haberse descontado nunca dichas horas,
las cuales eran utilizadas íntegramente en
labores sindicales, entendían que había un
acuerdo en tal sentido con el empleador sin
necesidad de registrar sus salidas del puesto
de trabajo.

En relación con lo anterior cabe señalar,
por último, que a partir del mes de noviembre

de 2002, la jefatura de cada dirigente, a
solicitud de la gerencia de recursos humanos,
remite mensualmente informes acerca de la
asistencia de aquéllos a sus puestos de traba-
jo, descontando todas las horas utilizadas para
fines sindicales al interior de la empresa, pa-
gando, por ende, en consideración a que los
dirigentes de que se trata han dedicado ínte-
gramente su jornada a labores sindicales al
interior de la misma, sólo las correspondien-
tes a los permisos equivalentes a un promedio
de 52 horas mensuales, acordados por las
partes en el mes de junio de 2001.

Como es dable apreciar, en la especie,
las partes reiteradamente en el tiempo, y
bajo la vigencia de los dos últimos instru-
mentos colectivos por ellas suscrito, han en-
tendido y ejecutado su cláusula 21, que con-
templa el otorgamiento de los permisos sin-
dicales, en forma tal que para la concesión y
pago de aproximadamente 52 horas por este
concepto, según ya se especificara, de cargo
del empleador, siempre se ha considerado
sólo aquellas horas utilizadas para dichos
fines fuera de la empresa, acreditándose me-
diante los correspondientes registros de sali-
da y entrada al recinto establecidos para tal
efecto, sin que se haya tomado en conside-
ración, para el cálculo de las horas de permi-
so sindical otorgadas, las utilizadas con di-
cho fin por los dirigentes dentro del recinto
en que opera la empresa.

Sin perjuicio de lo antes consignado,
resulta necesario hacer presente que la nor-
ma contenida en el citado artículo 249 con-
fiere a los directores y delegados sindicales
los permisos necesarios para los fines que la
misma señala, esto es, para cumplir sus fun-
ciones fuera del lugar de trabajo, lo que
habilita para sostener que las horas con car-
go a dichos permisos no podrán, en ningún
caso, utilizarse para fines distintos a aquellos
relativos a la actividad sindical contemplados
por la citada norma legal.

Lo contrario importaría infringir la norma
contenida en el artículo 1546 del Código Ci-
vil, que dispone:
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"Los contratos deben celebrarse de bue-
na fe, y por consiguiente obligan no sólo a lo
que en ellos se expresa, sino a todas las
cosas que emanan precisamente de la natu-
raleza de la obligación, o que por la ley o la
costumbre pertenecen a ella".

La disposición legal precedentemente
transcrita hace aplicable en materia contrac-
tual uno de los principios generales que ins-
piran nuestro ordenamiento jurídico, cual es,
el principio de la buena fe, que, según lo
dispone expresamente, debe imperar en la
celebración de todo contrato y que en el
derecho laboral tiene una significación muy
especial por el componente personal que exis-
te en esta rama jurídica. Así, "El contrato de
trabajo no crea sólo derechos y obligaciones
de orden exclusivamente patrimonial, sino
también personal. Crea, por otra parte, una
relación estable y continuada, en la cual se
exige la confianza recíproca en múltiples pla-
nos, en encontradas direcciones y sobre todo
por un período prolongado de tiempo. Para el
debido cumplimiento de esas obligaciones y
el adecuado mantenimiento de esas relacio-
nes resulta importantísimo que ambas partes
actúen de buena fe". (Américo Plá Rodríguez.
"Los principios del Derecho del Trabajo". Edi-
ciones Depalma. Buenos Aires. 1990. Se-
gunda edición. Pág. 309).

Lo anterior se encuentra en armonía con
lo sostenido por este Servicio a través de
Dictámenes Nºs. 5.265/306, de 18.10.99 y
2.647/202, de 29.06.2000, entre otros.

Aplicando dicho principio jurídico a la
situación que nos ocupa, posible es afirmar
que los dirigentes sindicales de la empresa …
deben utilizar los permisos a que tiene dere-
cho en virtud de la referida norma convencio-
nal, en labores propias o inherentes a la
función sindical, no pudiendo, en caso algu-
no, emplearlos en actividades ajenas a aqué-
llas.

Ahora bien, analizado el procedimiento
utilizado por la empresa de que se trata res-
pecto de los permisos sindicales a la luz de lo

señalado en párrafos que anteceden, forzoso
es concluir que el empleador no puede unila-
teralmente, esto es, sin el acuerdo de los
respectivos dirigentes, descontar de sus re-
muneraciones el tiempo superior a las aproxi-
madamente 52 horas de permiso sindical
convenidas por las partes, utilizadas para
desarrollar las funciones propias de sus car-
gos, en recintos ubicados al interior de la
empresa.

Por último, en lo que concierne a la
facultad que tiene el empleador para contro-
lar las horas de permiso sindical de que
hacen uso los dirigentes dentro del recinto
de la empresa, cabe hacer presente que la
jurisprudencia administrativa de este Servi-
cio ha reconocido invariablemente, a través
de Dictámenes Nºs. 296/9, de 16.01.95 y
2.259/127, de 29.04.99, entre otros, la fa-
cultad del empleador de conocer las ausen-
cias de sus dependientes con el fin de evitar
la paralización de las actividades y proveer
en forma oportuna al reemplazante del diri-
gente que va a hacer uso de su permiso,
encontrándose facultado, por ende, para es-
tablecer un sistema de registro tendiente a
controlar dichos permisos, tanto dentro como
fuera de la empresa, toda vez que ello se
enmarca dentro de las facultades de admi-
nistración que le son propias.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes expuestas, cumplo con informar a Uds.
lo siguiente:

1) La empresa ... no ha podido descontar
de las remuneraciones de los directores
del Sindicato de Trabajadores Nº 1 allí
constituido, el tiempo superior al prome-
dio de 52 horas convenido, utilizado para
desarrollar las funciones propias de sus
cargos en recintos ubicados al interior
de la empresa, por cuanto ello implica
modificar unilateralmente la forma como
las partes han entendido y aplicado las
estipulaciones contenidas en la cláusula
21 del contrato colectivo que los rige.
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2) Los dirigentes sindicales deberán utilizar
los permisos a que tiene derecho, en
virtud de la ley o la convención, en
funciones propias de su cargo, no pu-
diendo, en caso alguno, efectuar, du-
rante dichas horas, actividades ajenas

a aquellas, por cuanto ello implicaría
infringir la norma contenida en el artícu-
lo 1546 del Código Civil, que consagra
el principio de la buena fe que debe
imperar en la celebración de todo con-
trato.

TERMINACION CONTRATO INDIVIDUAL. COTIZACIONES PREVISIONALES.
REMUNERACIONES. DESCUENTOS. CREDITOS SOCIALES.

2.935/83, 23.07.03.

1) Si el término del contrato de trabajo de un dependiente por las causales
a que se refiere el inciso 5º del artículo 162 del Código del Trabajo, se
produce estando pendiente el plazo previsto en el artículo 19 del D.L.
Nº 3.500 para los efectos del pago de las cotizaciones previsionales, el
empleador se encuentra obligado a pagarlas en la fecha precisa en que
invoca las referidas causales, puesto que de lo contrario el despido no
produciría el efecto de poner término al contrato de trabajo.

2) Los créditos sociales de las Cajas de Compensación que se hacen efec-
tivos en sumas distintas a las remuneraciones del trabajador, podrán
descontarse directamente por el empleador al término de la relación
laboral, si así lo ha pactado voluntariamente el dependiente y manifies-
te su acuerdo al momento de suscribir el finiquito.

Fuentes: Código del Trabajo, artículo 162,
inciso 5º. D.L. Nº 3.500, artículo 19.

Concordancias: Ordinario Nº 4.761/219,
de 13.12.01, Ordinario Nº 4.219/206, de
12.12.02, Ordinario Nº 591/33, de 26.02.02
y Ordinario Nº 4.316/212, de 23.12.02.

Mediante presentación del anteceden-
te…, ha impugnado las instrucciones cursa-
das por el fiscalizador Sr. A. C. L., de la
Inspección Provincial del Trabajo de Concep-
ción, en Reclamo Nº 2003/727, que ordena-
ron a la empresa que representa, respecto de
tres ex trabajadores, pagar remuneraciones
hasta el día 10 de marzo de 2003, fecha en
que se habría convalidado el despido de los
mismos, toda vez que sus cotizaciones previ-
sionales fueron pagadas en dicha oportuni-

dad, habiendo sido despedidos el día 7 del
mismo mes y año. A la vez, se ordenó a la
empresa acreditar la devolución de lo reteni-
do a la trabajadora Gabriela Cuadra por con-
cepto de pago de crédito a la Caja de Com-
pensación Los Andes.

Fundamenta su solicitud en el error de
interpretación que se ha hecho del artículo
162 del Código del Trabajo, lo que lo obliga a
pagar diferencias de remuneraciones, en cir-
cunstancias que la empresa se acogió al
plazo que el artículo 19 del D. L. Nº 3.500
establece para enterar las cotizaciones previ-
sionales. Aceptar la tesis del fiscalizador, en
concepto del recurrente, haría ineficaz e im-
posible el ejercicio del derecho contemplado
en el citado artículo 19, desvirtuaría el espíri-
tu de la norma conocida como Ley Bustos e
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importaría una interpretación abusiva y ab-
surda de la norma contenida en el artículo
162 del Código del ramo.

Al respecto, cumplo con informar a Ud.
lo siguiente:

En primer término es necesario precisar
que las instrucciones cursadas por el fiscali-
zador Sr. A. C. que dicen relación con la
oportunidad de pago de las cotizaciones pre-
visionales cuando se despide a un trabajador
estando pendiente aún el plazo previsto en el
artículo 19 del D.L. Nº 3.500, se han basado
en la doctrina que sobre el particular sostie-
ne esta Dirección y, por ende, no obedecen a
una interpretación personal que él haya efec-
tuado de las disposiciones legales que rigen
la materia.

En efecto, este Servicio, mediante Ordi-
nario Nº 4.761/ 219, de 13.12.2001, en su
punto 1) sostiene: "Si el término del contrato
de trabajo de un dependiente por las causales
señaladas en el cuerpo del presente informe,
se produce estando pendiente el plazo pre-
visto por el D.L. Nº 3.500 para los efectos
del pago de las cotizaciones previsionales, el
empleador se encuentra obligado a pagarlas
en la fecha precisa en que invoca las referi-
das causales, puesto que de lo contrario el
despido no produciría el efecto de poner tér-
mino al contrato de trabajo".

El citado dictamen, después de analizar
el artículo 162 del Código del Trabajo, preci-
só, que a contar de la fecha de entrada en
vigencia de la Ley Nº 19.631, para poner
término al contrato de trabajo de un depen-
diente por las causales que la misma norma
contempla, debe cumplir, previamente, con
dos obligaciones, a saber: 1) pagar íntegra-
mente las cotizaciones previsionales del tra-
bajador devengadas hasta el último día del
mes anterior al del despido y, 2) acreditar tal
circunstancia, adjuntando los comprobantes
que así lo justifiquen.

Lo anterior, por cuanto el legislador al
establecer que el empleador debe informar

por escrito el estado de pago de las cotizacio-
nes previsionales devengadas hasta el último
día del mes anterior al del despido, adjuntan-
do los comprobantes que lo justifiquen, ha
impuesto al empleador la obligación de acre-
ditar, al momento de la terminación del con-
trato de trabajo, que ha enterado íntegra-
mente las referidas cotizaciones, a fin de que
el término de la relación laboral produzca
todos los efectos que le son propios. Por lo
tanto, la única forma en que el empleador
pueda acreditar la circunstancia de haber
pagado las cotizaciones y adjuntar los com-
probantes justificativos, es cumpliendo pri-
mero con la obligación de pagarlas.

Por otra parte, establecer, en el evento
que el despido de un trabajador se produzca
el día 7 de un mes determinado, que el
empleador se encuentra obligado a enterar a
esa fecha el pago de las respectivas cotiza-
ciones del afectado, no implica en ningún
caso hacer ineficaz e imposible el ejercicio
del derecho contemplado en el artículo 19
del D.L. Nº 3.500, toda vez que esta norma
lo que establece es un plazo máximo de
pago, de suerte que en nada se altera por el
hecho de que un empleador para dar cumpli-
miento a otra normativa legal, como lo es el
artículo 162 en comento, deba enterarlas
estando aún pendiente el referido plazo de
carácter fatal.

Ahora bien, la circunstancia de que en
ciertos casos el pago de las cotizaciones
previsionales deba efectuarse estando aún
pendiente el plazo máximo que para tal efec-
to establece el artículo 19 del mencionado
decreto ley, está relacionada con la oportuni-
dad en que se produce el término de la
respectiva relación laboral, la cual depende
de la propia decisión del empleador.

De esta suerte, y a vía ejemplar, si tal
decisión se materializa en los primeros días
de un mes determinado, el pago de las corres-
pondientes cotizaciones deberá efectuarse en
el día preciso en que ello ocurre, toda vez que
de no ser así no se estaría dando cumplimien-
to a las exigencias que para tal efecto esta-
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blece el artículo 162 del Código del Trabajo,
transcrito y comentado en el citado dicta-
men.

En lo que respecta a la instrucción relati-
va a la devolución de lo retenido a la trabaja-
dora Gabriela Cuadra por concepto de pago
de crédito a la Caja de Compensación Los
Andes, cabe manifestar que la misma tam-
bién se encuadra en la doctrina que el Servi-
cio sustenta sobre la materia.

En efecto, el Ordinario Nº 4.316/212, de
23.12.02, de esta Dirección, en el punto
Nº 1 concluye: "No existe impedimento legal
para que las Cajas de Compensación pacten
privadamente con los trabajadores beneficia-
rios del crédito social y sus avales, que sus
empleadores podrán descontar de sus
finiquitos con cargo a la indemnización por
término del contrato de trabajo, los saldos
insolutos del crédito social".

A su vez, el punto Nº 3 del mismo dicta-
men, reemplazando las conclusiones del Or-
dinario Nº 519/33, de 26.02.02, sostiene lo
siguiente: "Los créditos sociales de las Cajas
de Compensación que se hacen efectivos en
sumas distintas a las remuneraciones del tra-
bajador, podrán hacerse efectivos directa-
mente por el empleador al término de la
relación laboral, si así lo ha pactado volunta-
riamente el dependiente y manifieste su acuer-
do al momento de suscribir el finiquito".

Cabe manifestar que esta doctrina ha
sido ratificada por la Iltma. Corte de Apela-
ciones de Santiago, en fallo de 19 de mayo
de 2003, al pronunciarse en Recurso de Pro-
tección Nº 47/2003 interpuesto por la Caja
de Compensación Los Héroes en contra del
Director del Trabajo Subrogante, Sr. Marcelo
Albornoz Serrano, a raíz de la emisión del
dictamen contenido en Ordinario Nº 4.316/
212, citado en párrafos que anteceden. Este
fallo, además, fue confirmado por la Excma.
Corte Suprema, en recurso de apelación de-
ducido en contra de la sentencia señalada,
con fecha 26 de junio de 2003.

Cabe señalar que el problema expues-
to en el recurso de protección referido, radi-
caba en que la Dirección en el aludido dicta-
men estableció una doble manifestación de
voluntad por parte del trabajador para acep-
tar que se le haga efectivo el descuento por
crédito social.

Sobre el particular, la Iltma. Corte de
Apelaciones en el fallo señalado, establece lo
siguiente en los considerandos que a conti-
nuación se transcriben:

13) "Que, este nuevo acuerdo que debe
manifestar el trabajador al momento de sus-
cribir su finiquito, se justifica por el carácter
protector de la legislación laboral que, ante la
renuncia a futuro que está haciendo el traba-
jador al disponer anticipadamente de sus in-
demnizaciones por término del contrato de
trabajo, le da la oportunidad a aquél de mani-
festar nuevamente su voluntad para que se
le haga efectivo; 14) Que, por otra parte,
dicho carácter protector de la legislación la-
boral está en armonía con lo que dispone el
artículo 5º del Código del Trabajo, que esta-
blece que los derechos establecidos por las
leyes laborales son irrenunciables, por lo que
el trabajador, al disponer anticipadamente
por mandato de sus indemnizaciones, está
haciendo ilusorio lo dispuesto en dicho texto
legal. De aquí, que se exige una doble mani-
festación de su voluntad para proceder a
efectuar de su finiquito, el descuento por
concepto de crédito social; 15) Que, esta
irrenunciabilidad de derechos importa, a dife-
rencia del derecho civil, una limitación al
principio de la autonomía de la voluntad, por
lo que los derechos del trabajador no pueden
ser renunciados por un simple acuerdo de las
partes. Si así fuere, las normas laborales
pasarían a ser supletorias de la voluntad de
las partes, lo que atentaría contra el fin últi-
mo del Derecho del Trabajo, esto es, la pro-
tección del trabajador, en razón de la des-
igualdad económica, social y cultural que exis-
te entre él y su empleador; 16) Que, a través
de dicha irrenunciabilidad, no sólo se protege
al trabajador de la posible influencia de su
empleador, sino que se protege al trabajador
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a pesar de si mismo, ya que éste, por premu-
ra económica o por desconocimiento de sus
derechos, puede llegar a renunciar a todas, o
a algunas de sus garantías laborales". 17º.-
Que, en consecuencia, el principio de la
irrenunciabilidad nivela jurídicamente, a am-
bos sujetos del Derecho del Trabajo, y com-
pensa, con una superioridad jurídica, la infe-
rioridad económica del trabajador (Gallart
Folch, Alejandro: Derecho español del traba-
jo, pág.17). Sólo así se puede explicar la
exigencia de una nueva manifestación de
voluntad por parte del trabajador, para que
se proceda a efectuar, de su finiquito, el
descuento por concepto de crédito social;
18º.- Que, debido a lo anteriormente expues-
to, la Dirección del Trabajo ha sostenido que
estas indemnizaciones tienen por finalidad
principal contribuir al sustento del trabajador
y su familia en los casos de pérdida del
trabajo, propósito que se vería desvirtuado si
los organismos del trabajo y previsión de la
Administración validan y legitiman los actos
y convenciones destinados a comprometer a
futuro la mera expectativa al derecho a in-
demnización del trabajador, desmintiendo y
anulando el rol específicamente protector de
estas instituciones (Oficio Ordinario Nº 401,
de fecha 20 de enero de 1999, de la señora
Directora del Trabajo dirigido al señor Super-
intendente de Seguridad Social); 19º.- Que,
a mayor abundamiento, esta manifestación
de acuerdo exigida por la Dirección del Tra-
bajo al trabajador para que se proceda a
efectuar, de su finiquito, el descuento por
concepto de crédito social, está en armonía
con lo dispuesto en el artículo 177 del Códi-
go del Trabajo. En efecto, este artículo exige
que el finiquito sea ratificado por el trabaja-
dor para que pueda ser invocado por el em-
pleador. El finiquito así ratificado, establece
dicho texto legal, tendrá mérito ejecutivo;
20º.- Que, aún, ante el supuesto de que el
trabajador, al momento de suscribir su fini-
quito, se opusiera al descuento por concepto
de crédito social, las Cajas de Compensación
tienen, en todo caso, abierta la vía de ocurrir
ante los tribunales de justicia para hacer va-
ler sus derechos frente al trabajador reacio a
cumplir con sus compromisos".

En la especie, de los antecedentes teni-
dos a la vista se ha podido determinar que el
empleador había descontado un saldo de prés-
tamo a una trabajadora sin que ésta manifes-
tara su voluntad en el finiquito respectivo,
razón por la cual se ordenó a través de las
instrucciones impugnadas, devolver a la mis-
ma los haberes descontados.

De los mismos antecedentes aparece, a
la vez, que en audiencia celebrada en la
Inspección de que se trata, con fecha
8.04.03, se llegó a una conciliación entre las
partes, habiendo el empleador dado cumpli-
miento a las instrucciones cursadas y que
han sido impugnadas ante esta Dirección.

En consecuencia, sobre la base de la
doctrina enunciada, disposiciones legales ci-
tadas y consideraciones expuestas, cumplo
con informar a Ud. lo siguiente:

1) Si el término del contrato de trabajo de
un dependiente por las causales a que
se refiere el inciso 5º del artículo 162 del
Código del Trabajo, se produce estando
pendiente el plazo previsto en el artículo
19 del D.L. Nº 3.500 para los efectos
del pago de las cotizaciones previsiona-
les, el empleador se encuentra obligado
a pagarlas en la fecha precisa en que
invoca las referidas causales, puesto que
de lo contrario el despido no produciría
el efecto de poner término al contrato de
trabajo.

2) Los créditos sociales de las Cajas de
Compensación que se hacen efectivos
en sumas distintas a las remuneraciones
del trabajador, podrán descontarse di-
rectamente por el empleador al término
de la relación laboral, si así lo ha pacta-
do voluntariamente el dependiente y
manifieste su acuerdo al momento de
suscribir el finiquito.

Se rechaza la impugnación de las instruc-
ciones cursadas por el fiscalizador Sr. A. C.
L. a la empresa recurrente, en Acta de Com-
parecencia de fecha 25 de marzo de 2003,
por encontrarse ajustadas a derecho.
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REGLAMENTO INTERNO. COMUNIDAD DE EDIFICIOS. PROCEDENCIA.

2.936/84, 23.07.03.

1) Como consecuencia de las modificaciones introducidas al Código del
Trabajo por la Ley Nº 19.759, de 5.10.01, los edificios y condominios
regidos por la Ley Nº 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, se en-
cuentran obligados a confeccionar un reglamento interno de orden, hi-
giene y seguridad en los términos dispuestos por el artículo 153 del
Código del Trabajo.

2) Reconsidera la doctrina contenida en el Ordinario Nº 2.680/0127, de
16.07.01, sólo en cuanto los edificios y condominios señalados en el
número anterior, se encuentran obligados a confeccionar un reglamento
interno de orden, higiene y seguridad en los términos dispuestos por el
ar-tículo 153 del Código del Trabajo.

Fuentes: Código del Trabajo: artículos 3º
y 153. Código Civil, artículo 20. Ley
Nº 19.759, artículo único Nº18, de 5.10.01.
Ley Nº19.537, de 1997.

Concordancias: Ordinario Nº 2.680/127,
de 16.07.01.

Mediante presentación del antecedente,
se solicita un pronunciamiento en orden a
determinar si las modificaciones introducidas
por la Ley Nº 19.759, de 2001 al Código del
Trabajo, alteran la doctrina contenida en el
Ordinario Nº 2.680/127, de 16.07.01, el cual
determina que los edificios y condominios
regidos por la Ley Nº 19.537, sobre Copro-
piedad Inmobiliaria, se encuentran obligados
a confeccionar un reglamento interno de hi-
giene y seguridad en el trabajo, conforme lo
establece el artículo 67 de la Ley Nº 16.744,
no resultando obligatorio a su respecto la
confección del reglamento interno de orden,
higiene y seguridad regulado por el artículo
153 del Código del Trabajo.

Sobre el particular cumplo con informar
a Ud. que en consecuencia de las modifica-
ciones introducidas al Código del Trabajo por
la Ley Nº 19.759, de 5.10.01, el texto del
nuevo artículo 153 del referido cuerpo legal,
en su inciso 1º dispone:

"Las empresas, establecimientos, fae-
nas o unidades económicas que ocupen nor-
malmente diez o más trabajadores perma-
nentes, contados todos los que presten ser-
vicios en las distintas fábricas o secciones,
aunque estén situadas en localidades dife-
rentes, estarán obligadas a confeccionar un
reglamento interno de orden, higiene y segu-
ridad que contenga las obligaciones y prohi-
biciones a que deben sujetarse los trabajado-
res, en relación con sus labores, permanen-
cia y vida en las dependencias de la respecti-
va empresa o establecimiento".

De la norma legal precitada se infiere
que las empresas, establecimientos, faenas
o unidades económicas que normalmente
ocupen diez o más trabajadores permanen-
tes se encuentran obligadas a confeccionar
un reglamento interno en los términos señala-
dos en la misma.

Por consiguiente es posible afirmar que
para que exista la obligación en referencia,
deben concurrir copulativamente las siguien-
tes circunstancias:

a) Que se trate de una empresa, estableci-
miento, faena o unidad económica;

b) Que en ellas se ocupe normalmente diez
o más trabajadores permanentes.
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De esta suerte para absolver la presente
consulta, resulta necesario determinar pre-
viamente si la comunidad de que se trata
reviste el carácter de una empresa, un esta-
blecimiento, una faena o unidad económica
que requiere la norma en análisis, para lo
cual debe tenerse presente lo dispuesto en el
artículo 20 del Código Civil, que prescribe:

"Las palabras de la ley se entenderán en
su sentido natural y obvio, según el uso
general de las mismas palabras; pero cuando
el legislador las haya definido expresamente
para ciertas materias, se les dará en éstas su
significado legal".

 Del precepto antes transcrito se infiere
que, por regla general, el intérprete debe
entender las palabras de la ley en su sentido
natural y obvio, el que según la jurispruden-
cia, es el fijado por el Diccionario de la Real
Academia, salvo cuando ellas han sido defi-
nidas por el legislador, caso en el cual aquél
se encuentra obligado a asignarles el alcance
fijado por la ley.

En la especie, el artículo 3º, inciso final,
del Código del Trabajo, señala:

 "Para los efectos de la legislación labo-
ral y de seguridad social, se entiende por
empresa toda organización de medios perso-
nales, materiales e inmateriales, ordenados
bajo una dirección, para el logro de fines
económicos, sociales, culturales o benéfi-
cos, dotada de una individualidad legal deter-
minada".

Como es dable apreciar, dentro de la
normativa laboral vigente la empresa ha sido
definida por el legislador en los términos
antes anotados, debiendo, por tanto, el intér-
prete prescindir de lo que sobre el mismo
vocablo se señala en el Diccionario de la Real
Academia.

Ahora bien, precisada esta circunstan-
cia, cabe señalar que de la norma legal
preinserta se desprende que el término em-
presa comprende los siguientes elementos:

a) Una organización de personas y de ele-
mentos materiales e inmateriales;

b) Una dirección bajo la cual se ordenan
estas personas y elementos;

c) La prosecución de una finalidad que pue-
de ser de orden económico, social, cul-
tural o benéfico, y

d) Que esta organización esté dotada de
una individualidad determinada.

Las características anotadas permiten
concluir que el concepto de empresa dado
por la legislación laboral es amplio en lo que
respecta a las finalidades que le asigna, en
forma tal que, en este aspecto, comprende
toda organización, sean sus objetivos de or-
den económico, social, cultural o benéfico,
independientemente de si persigue o no fines
de lucro.

En consecuencia, para los efectos labo-
rales no existe impedimento jurídico para con-
siderar como empresa entidades que como
los condominios regidos por la Ley de Copro-
piedad Inmobiliaria Nº 19.537, no persiguen
fines de lucro.

Ahora bien, la nueva redacción del ar-
tículo 153, no restringe la aplicación de sus
disposiciones a las empresas industriales o
comerciales, como acontecía a la fecha de
emitirse por esta Dirección el pronunciamien-
to contenido en el Ordinario Nº 2.680/0127,
de 16.07.01.

De esto se sigue, que como consecuen-
cia de las modificaciones introducidas por
la Ley Nº 19.759 al Código del Trabajo,
debe entenderse reconsiderada y sin efec-
to la doctrina contenida en el Dictamen
Nº 2.680/0127, de 16.07.01.

En consecuencia, sobre la base de lo
expuesto, de las disposiciones legales invoca-
das y jurisprudencia administrativa consulta-
da, cumplo con informar a Ud. que:
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1) Como consecuencia de las modificaciones
introducidas al Código del Trabajo por la
Ley Nº 19.759, de 5.10.01, los edificios y
condominios regidos por la ley Nº19.537,
sobre Copropiedad Inmobiliaria, se encuen-
tran obligados a confeccionar un regla-
mento interno de orden, higiene y seguri-
dad en los términos dispuestos por el artí-
culo 153 del Código del Trabajo;

2) Reconsidera la doctrina contenida en el
Ordinario Nº 2.680/0127, de 16.07.01,
sólo en cuanto los edificios y condomi-
nios señalados en el número anterior, se
encuentran obligados a confeccionar un
reglamento interno de orden, higiene y
seguridad en los términos dispuestos por
el artículo 153 del Código del Trabajo.

PROTECCION A LA MATERNIDAD. DESCANSO POSTNATAL. PROCEDEN-
CIA.

2.974/85, 25.07.03.

El descanso postnatal que contempla el inciso primero del artículo 195 del
Código del Trabajo, procede por el solo hecho de la ocurrencia del parto y
con prescindencia de la circunstancia de que la madre trabajadora sufra la
pérdida del hijo recién nacido o que este nazca muerto.

Fuentes: Código del Trabajo, artículo 195,
inciso 1º.

Concordancias: Dictamen Nº 3.143, de
27.05.85.

Mediante presentación del anteceden-
te, se solicita pronunciamiento en orden a
establecer si una mujer que ha parido un
hijo, tiene derecho al postnatal en caso que
el menor fallezca durante ese período, agre-
gando el ocurrente que en el caso en con-
sulta, la mujer trabajadora inició su período
de prenatal, tuvo el parto del cual nació un
hijo que falleció dos días despues y produc-
to de este temprano fallecimiento, queda la
duda si la madre aún mantiene el derecho al
postnatal.

Al respecto, cúmpleme informar lo si-
guiente:

Los incisos primero y cuarto del artículo
195 del Código del Trabajo, disponen:

"Las trabajadoras tendrán derecho a un
descanso de maternidad de seis semanas an-
tes del parto y doce semanas despues de él.

"Los derechos referidos en el inciso pri-
mero no podrán renunciarse y durante los
períodos de descanso queda prohibido el tra-
bajo de las mujeres embarazadas y puérperas".

Del precepto legal transcrito, se des-
prende que la mujer trabajadora tiene el dere-
cho irrenunciable a un descanso maternal de
seis semanas antes del parto y de doce sema-
nas después de él, período durante el cual no
podrá ejercer trabajo alguno.

En la especie, se consulta si una mujer
que ha dado a luz un hijo tiene derecho al
descanso de maternidad postnatal, cuando
el menor ha fallecido dentro de este período
y dos días después del parto.

Sobre el particular, cabe señalar que el
derecho irrenunciable al descanso de mater-
nidad que tiene la madre trabajadora, está
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inserto en el Libro II, Título II "De la Protec-
ción a la Maternidad", lo que indica que este
beneficio constituye un bien jurídico protegi-
do en razón directa de la maternidad, inde-
pendientemente de toda otra consideración,
y así lo ha señalado la Dirección del Trabajo
en Dictamen Nº 3.143, de 27.05.85.

El mismo pronunciamiento se encarga
de precisar que para que se configure el
derecho al descanso puerperal o postnatal,
sólo es requisito indispensable que haya habi-
do parto, ya que la ley no condiciona el ejerci-
cio de ese derecho a la circunstancia de que
la criatura resulte viva ni exige que sobreviva
con posterioridad, y que la maternidad como
bien jurídico protegido, particularmente en
relación con el descanso postnatal, se refiere
y comprende el cuidado, protección, salud y
vida de las mujeres puérperas, esto es, de
aquellas trabajadoras que han tenido un par-
to.

De ello se deriva que, si la mujer trabaja-
dora sufre la pérdida de su hijo recién nacido
o nace muerto, en tales circunstancias igual-
mente ha ocurrido un parto que es el presu-
puesto jurídico necesario para que la mujer
trabajadora sea titular de la protección legal
en materia de descanso postnatal, máxime si
la ley no exige que para ejercer ese derecho,
el producto del parto tenga que ser necesa-
riamente una criatura viva.

En consecuencia, con el mérito de lo
expuesto y citas legales y administrativas,
cúmpleme informar que el descanso postnatal
que contempla el inciso primero del artículo
195 del Código del Trabajo, procede por el
solo hecho de la ocurrencia del parto, con
prescindencia de la circunstancia que la ma-
dre trabajadora sufra la pérdida del hijo re-
cién nacido o que éste nazca muerto.

MANIPULADORAS DE ALIMENTOS. ESTADO DE SALUD. OBLIGACION DEL
EMPLEADOR.

3.090/86, 31.07.03.

1) Corresponde al empleador de los trabajadores menores de 30 años que
manipulen directamente alimentos en establecimientos de dicho rubro
costear el valor de la vacuna contra la fiebre tifoidea que éstos deben
colocarse en cada anualidad.

2) Acorde a lo señalado en el punto anterior, no resulta procedente que el
monto de dicha vacuna se descuente de las remuneraciones de los tra-
bajadores afectados.

Fuentes: Código del Trabajo, artículos 7º
y 184, inciso 1º. D.S Nº 977, de Salud, artí-
culos 52 y 54, inciso 1º.

Mediante presentaciones citadas en an-
tecedentes, solicitan un pronunciamiento de
esta Dirección en orden a determinar si la
vacuna contra el tifus que deben aplicarse
los trabajadores que manipulan alimentos

debe ser costeada por éstos, como asimismo,
y en el evento de que se determine que el
valor de la referida vacuna es de cargo del
empleador, si éste debería restituir su valor a
los trabajadores que asumieron personalmente
dicho costo.

Hacen presente que la vacunación con-
tra el tifus era gratuita en los diversos con-
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sultorios del país y que han tomado conoci-
miento de que por una orden interna del Mi-
nisterio de Salud, la vacuna tendrá un cos-
to que variará de un consultorio a otro, situa-
ción que hace necesario el pronunciamiento
requerido.

Sobre el particular, cúmpleme informar a
Ud. lo siguiente:

El D.S. Nº 977, de 1997, de Salud que
aprueba Reglamento Sanitario de los Alimen-
tos, en su artículo 52, inserto en el párrafo Vl
del Título 1º, denominado "De los requisitos
de higiene del personal", prescribe:

"La dirección del establecimiento será
responsable de que todas las personas que
manipulen alimentos, reciban una instrucción
adecuada y continua en materia de manipu-
lación higiénica de los mismos e higiene per-
sonal.

"Cualquier persona que trabaje a cual-
quier título y, aunque sea ocasionalmente,
en un establecimiento donde se elaboren,
almacenen, envasen, distribuyan o expendan
alimentos, deberá mantener un estado de
salud que garantice que no representa riesgo
de contaminación de los alimentos que mani-
pule".

Por su parte, el artículo 54, inciso 1º, del
mismo reglamento, establece:

"El personal que manipule directamente
alimentos, menor de 30 años, deberá vacu-
narse anualmente contra la fiebre tifoidea".

De las normas reglamentarias antes ano-
tadas fluye que las empresas dedicadas al
rubro alimenticio se encuentran obligadas a
cumplir determinadas condiciones sanitarias
orientadas principalmente a proteger la salud
de la población, entre las cuales se cuentan
aquellas relacionadas con los requisitos de
higiene que debe cumplir el personal que allí
labora. De las mismas disposiciones fluye
que uno de estos últimos requisitos está
constituido por la obligación de vacunarse

contra la fiebre tifoidea, en cada anualidad,
que asiste a los trabajadores menores de 30
años que manipulen directamente alimentos.

El análisis de la situación por la cual se
consulta a la luz de las disposiciones regla-
mentarias citadas, permite concluir, en opi-
nión de este Servicio, que corresponde al
empleador de los trabajadores que se en-
cuentren en la situación antes descrita, asu-
mir el costo de dicha vacuna.

La señalada conclusión encuentra su fun-
damento, en que la necesidad de vacunarse
que tienen los citados dependientes deriva
de una obligación legal inherente a la activi-
dad propia de la empresa en que laboran y
que constituye, como ya se viera, un requisi-
to esencial para el desarrollo del rubro ali-
menticio, lo cual autoriza para afirmar que
recae sobre el empleador de los dependien-
tes que manipulan directamente alimentos,
como ocurre en la especie, la señalada obli-
gación y no sobre aquéllos.

A mayor abundamiento, cabe precisar
que sobre la base del análisis del concepto
de contrato de trabajo que se contiene en el
artículo 7º del Código del ramo, la jurispru-
dencia reiterada y uniforme de este Servicio
ha precisado que el trabajador ejecuta sus
labores por cuenta de otro o por cuenta
ajena, lo que se traduce en el principio de
ajenidad que informa y caracteriza la relación
jurídico laboral, según el cual el riesgo de la
empresa es de cargo del empleador quien
deberá soportar los resultados adversos y
aprovechar las ganancias, como asimismo,
adoptar todas las medidas de resguardo y
protección que garanticen el normal desem-
peño de las funciones que corresponda desa-
rrollar a los dependientes.

Ello permite sostener que la obligación
de cumplir con la exigencia de vacunación
anual que rige respecto de los trabajadores
por los cuales se consulta debe entenderse
comprendida entre las medidas de resguardo
y protección destinadas a garantizar el nor-
mal desempeño de las funciones encomen-
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dadas a los respectivos dependientes, las que,
como se dijera, se encuentran enmarcadas
dentro del principio de ajenidad antes señala-
do.

La referida conclusión se corrobora aun
más si se tiene presente lo dispuesto por el
artículo 184, inciso 1º, del Código del Traba-
jo, que a la letra, establece:

"El empleador estará obligado a tomar
todas las medidas necesarias para proteger
eficazmente la vida y salud de los trabajado-
res, manteniendo las condiciones adecuadas
de higiene y seguridad en las faenas, como
también los implementos necesarios para pre-
venir accidentes y enfermedades profesiona-
les".

Del precepto legal antes transcrito fluye
que la ley ha impuesto diversas obligaciones
al empleador tendientes todas ellas a prote-
ger a los trabajadores en el desempeño de
sus funciones, entre otras, las de mantener
en las faenas condiciones adecuadas de hi-
giene y seguridad.

Acorde a lo expresado en párrafos que
anteceden, no cabe sino concluir que el em-
pleador no se encuentra facultado para des-
contar el valor de la vacuna de que se trata
de las remuneraciones de sus trabajadores,
debiendo en caso de así haberlo hecho, rein-
tegrar el monto descontado indebidamente
por tal concepto.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales y reglamentarias cita-
das y consideraciones expuestas, cúmpleme
informar a Uds. lo siguiente:

1) Corresponde al empleador de los trabaja-
dores menores de 30 años que manipu-
len directamente alimentos en estableci-
mientos de dicho rubro costear el valor
de la vacuna contra la fiebre tifoidea que
éstos deben colocarse en cada anuali-
dad.

2) Acorde a lo señalado en el punto anterior,
no resulta procedente que el monto de
dicha vacuna se descuente de las remu-
neraciones de los trabajadores afectados.

DESCANSO COMPENSATORIO. DIA DOMINGO. PROCEDENCIA.

3.091/87, 31.07.03.

Los trabajadores que laboran en calidad de conserjes para la Comunidad Edifi-
cio …, se encuentran exceptuados del descanso dominical y de días festivos
en virtud del Nº 2 del artículo 38 del Código del Trabajo y, por ende, les asiste
el derecho a que se les otorgue en domingo, a lo menos, dos de los días de
descanso compensatorio que les corresponde impetrar en el respectivo mes
calendario.

Fuentes: Código del Trabajo, artículo 38,
incisos 1º Nº 2, y 4º.

Mediante presentación citada en el ante-
cedente…, solicita de esta Dirección un pro-
nunciamiento acerca de si resulta jurídica-
mente procedente aplicar a los conserjes que

laboran para la Comunidad Edificio … lo dis-
puesto en el inciso 4º del artículo 38 del
Código del Trabajo.

Sobre el particular, cúmpleme informar a
Ud. lo siguiente:

El artículo 38 del Código del Trabajo,
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relativo a los trabajadores exceptuados del
descanso dominical y en días festivos, en su
inciso 4º dispone:

"No obstante, en los casos a que se
refieren los números 2 y 7 del inciso primero,
al menos dos de los días de descanso en el
respectivo mes calendario deberán necesa-
riamente otorgarse en día domingo. Esta nor-
ma no se aplicará respecto de los trabajado-
res que se contraten por un plazo de treinta
días o menos, y de aquellos cuya jornada
ordinaria no sea superior a veinte horas sema-
nales o se contraten exclusivamente para tra-
bajar los días sábado, domingo o festivos".

De la norma legal precedentemente
transcrita se desprende que el legislador ha
otorgado a los trabajadores que se desempe-
ñan en actividades del Nº 2 del inciso 1º,
esto es, en las explotaciones, labores o ser-
vicios que exijan continuidad por la naturale-
za de sus procesos, por razones de carácter
técnico, por las necesidades que satisfacen
o para evitar notables perjuicios al interés
público o de la industria, y a aquellos com-
prendidos en el Nº 7 del mismo inciso 1º, que
prestan servicios en establecimientos de co-
mercio o de servicios que atiendan directa-
mente al público, el derecho a que en el
respectivo mes calendario a lo menos dos de
los días compensatorios de descanso que les
corresponda por los días domingo y festivos
laborados en el período se otorguen en día
domingo.

Como es dable apreciar, la ley sólo con-
cede a lo menos dos días de descanso en día
domingo cada mes calendario a los depen-
dientes que se encuentren comprendidos en
los números 2 y 7 del artículo 38 ya citado,
de forma tal que el pronunciamiento requeri-
do obliga a determinar si las labores que
realizan los "conserjes" que se desempeñan
para la Comunidad Edificio …, se encuentran
o no comprendidas dentro de las situaciones
previstas en los precitados numerandos o en
algún otro de los que dicha norma contempla.

Al respecto, cabe tener presente que de

los antecedentes recopilados en torno al asun-
to que nos ocupa y, en especial, de los infor-
mes de fiscalización evacuados por la Inspec-
ción Provincial del Trabajo de Valparaíso, se
ha podido establecer que las labores de los
trabajadores por los cuales se consulta, son
las de recepción directa de visitas y residen-
tes del edificio, reciben la correspondencia,
atienden teléfono y citófonos, controlan por
monitor con circuito cerrado el ingreso y sali-
da de vehículos del edificio, mantención y
aseo en su entorno de trabajo y llevan una
bitácora de novedades.

Ahora bien, según se ha señalado, den-
tro de las labores que desempeñan los traba-
jadores de que se trata se encuentran las de
vigilancia y control de ingreso y salida de
personas y vehículos del edificio, las que han
sido clasificadas por esta Dirección como
labores de vigilancia e incluidas en el Nº 4 del
inciso 1º del referido artículo 38, lo cual
podría llevar a estimar que en razón de ello
les sería aplicable lo dispuesto en el Nº 4 del
inciso 1º de la norma legal en comento y, por
tanto, excluidos del beneficio que la misma
contempla. Sin embargo, considerando que
estos dependientes además desempeñan
otras labores que en su conjunto van más
allá de la simple vigilancia o seguridad del
edificio, en opinión de la suscrita, las mismas
no pueden ser clasificadas entre aquellas a
que se refiere el Nº 4 del inciso 1º del ya
citado artículo 38 del Código del Trabajo.

 Teniendo presente lo expresado prece-
dentemente y analizada la situación de los
citados trabajadores a la luz de la disposición
antes transcrita y comentada, resulta posible
afirmar que las labores que éstos desarrollan
exigen continuidad por las necesidades que
satisfacen, circunstancia que, a su vez per-
mite sostener que tales dependientes se en-
cuentran exceptuados del descanso domini-
cal y de días festivos en virtud del Nº 2 del
artículo 38 precitado.

De consiguiente, con el mérito de lo
expuesto en párrafos que anteceden, no cabe
sino concluir que los trabajadores de que se
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trata tienen derecho al beneficio que consa-
gra el inciso 4º del ya citado artículo 38 y, por
ende, debe otorgárseles en domingo, al me-
nos dos de los días de descanso compensato-
rio que les corresponde impetrar en el respec-
tivo mes calendario.

En consecuencia, en mérito a lo expues-
to, disposiciones legales y reglamentarias ci-

tadas, cúmpleme informar a Ud. que los tra-
bajadores que laboran en calidad de conserjes
para la Comunidad Edificio …, se encuentran
exceptuados del descanso dominical y de días
festivos en virtud del Nº 2 del artículo 38 del
Código del Trabajo y, por ende, les asiste el
derecho a que se les otorgue en domingo, a lo
menos, dos de los días de descanso compen-
satorio que les corresponde impetrar en el
respectivo mes calendario.

REMUNERACION. DESCUENTOS. APORTE SINDICAL. OBLIGACION DEL
EMPLEADOR. TRIBUNALES DE JUSTICIA. COMPETENCIA. PRACTICA AN-
TISINDICAL.

3.092/88, 31.07.03.

1) El incumplimiento de la obligación de efectuar los descuentos que el
artículo 346 impone al empleador, constituye una infracción a la norma-
tiva laboral vigente susceptible de ser sancionada administrativamente
por este Servicio.

2) Corresponde a los Tribunales de Justicia competentes determinar si di-
cho incumplimiento podría generar responsabilidad para el empleador
de pagar a su costa las sumas no descontadas.

3) La situación de incumplimiento del empleador de la obligación antes
referida, podría configurar una práctica antisindical en los términos pre-
vistos en el artículo 289, letra g) del Código del Trabajo.

4) El descuento de los aportes establecidos en el artículo 346 del Código
del Trabajo, no efectuados oportunamente por el empleador, puede ser
practicado retroactivamente y sin límite en las remuneraciones de los
trabajadores.

Fuentes: Código del Trabajo, artículos
346, 262, incisos 1º y 2º, 289 y 58, incisos
1º y 2º.

Concordancias: Dictamen Nº 2.596/0197,
de 23.06.00.

Mediante presentación del anteceden-
te…, se ha consultado en relación a la situa-
ción de un empleador que no ha cumplido
oportunamente su obligación de efectuar el
aporte establecido en el artículo 346 del Có-

digo del Trabajo, precisando si el pago de la
referida deuda es de su cargo, o si procede
que descuente tales sumas retroactivamente
de las remuneraciones de los trabajadores.

Sobre el particular cumplo con informar
a Ud. que el artículo 346 del Código del
Trabajo dispone:

"Los trabajadores a quienes el emplea-
dor les hiciere extensivos los beneficios esti-
pulados en el instrumento colectivo respecti-
vo para los trabajadores que ocupen los mis-
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mos cargos o desempeñen funciones simila-
res, deberán aportar al sindicato que hubiere
obtenido dichos beneficios, un setenta y cin-
co por ciento de la cotización mensual ordi-
naria, durante toda la vigencia del contrato y
los pactos modificatorios del mismo, a con-
tar de la fecha en que éste se les aplique. Si
éstos los hubiere obtenido más de un sindi-
cato, el aporte irá a aquel que el trabajador
indique; si no lo hiciere se entenderá que
opta por la organización más representativa.

"El monto del aporte al que se refiere el
inciso precedente, deberá ser descontado por
el empleador y entregado al sindicato respec-
tivo del mismo modo previsto por la ley para
las cuotas sindicales ordinarias y se reajusta-
rá de la misma forma que éstas".

De la norma precedentemente transcrita,
fluye que extendiéndose por el empleador los
beneficios de un contrato colectivo, a traba-
jadores ajenos a la negociación colectiva que
dio origen a dicho instrumento, estos depen-
dientes deberán aportar al sindicato que pac-
tó tales beneficios las sumas que estas nor-
mas señalan.

Del citado precepto fluye además que la
obligación de los trabajadores de aportar o
cotizar a favor del sindicato que haya obteni-
do los beneficios, rige desde el momento en
que el empleador haga efectiva dicha exten-
sión.

Finalmente de la disposición en comento
se colige que la ley asigna al empleador la
obligación de descontar dichos aportes de
las remuneraciones de los trabajadores y en-
tregarlos al sindicato respectivo del mismo
modo previsto por la ley para las cuotas
sindicales ordinarias, materia que regula el
artículo 262 del Código del Trabajo, que en
sus incisos 1º y 2º dispone:

"Los empleadores, cuando medien las
situaciones descritas en el artículo anterior, a
simple requerimiento del presidente o tesore-
ro de la directiva de la organización sindical
respectiva, o cuando el trabajador afiliado lo

autorice por escrito, deberán deducir de las
remuneraciones de sus trabajadores las cuo-
tas mencionadas en el artículo anterior y las
extraordinarias, y depositarlas en la cuenta
corriente o de ahorro de la o las organizacio-
nes sindicales beneficiarias, cuando corres-
ponda.

"Las cuotas se entregarán dentro del
mismo plazo fijado para enterar las imposi-
ciones o aportes previsionales".

Armonizando los preceptos que antece-
den, posible es sostener que la ley establece
dos tipos de imperativos; por una parte, obli-
ga a los trabajadores beneficiados a efectuar
a la organización sindical respectiva el aporte
en referencia, y por otra, impone al emplea-
dor la obligación de efectuar el descuento de
tales aportes y enterarlos a dicha entidad, en
la forma y condiciones previstas en el artícu-
lo 262 precitado.

Como es dable apreciar, constituye una
obligación legal del empleador efectuar tales
descuentos y enterarlos a la respectiva orga-
nización en la forma y oportunidad señala-
das, de suerte tal que su incumplimiento cons-
tituye una infracción a la normativa laboral
vigente, susceptible de ser sancionada
administrativamente por este Servicio.

Ahora bien, en cuanto a la consulta es-
pecífica que se formula, esto es, si el men-
cionado incumplimiento lo haría responsable
de pagar a su costa las sumas no desconta-
das, es preciso señalar que, según ya se
dijera, la ley ha impuesto a los trabajadores
beneficiarios de la respectiva extensión la
obligación de efectuar el aporte que nos ocu-
pa, haciendo recaer sobre el empleador, ex-
clusivamente, la de recaudar las sumas co-
rrespondientes, a través del respectivo des-
cuento de sus remuneraciones, y de integrar-
las a la organización sindical que hubiere
obtenido los beneficios.

Lo expuesto precedentemente permitiría
sostener que el incumplimiento del emplea-
dor de tales obligaciones no produce el efec-
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to de hacer de su cargo el pago de las sumas
no descontadas ni enteradas a la organiza-
ción, toda vez, que ello implicaría asignarle
una obligación no prevista por la ley y que,
como ya se expresara, ésta ha hecho recaer
exclusivamente en los trabajadores que se
han visto beneficiados con la extensión de
beneficios obtenidos, a través de una nego-
ciación colectiva.

Lo anterior, sin perjuicio de lo que los
Tribunales de Justicia puedan resolver sobre
el particular, en el evento de que la organiza-
ción afectada accione judicialmente contra el
empleador que ha incumplido las obligacio-
nes ya analizadas, atendido que dicho in-
cumplimiento tiene incidencia directa en el
patrimonio sindical, cuya administración co-
rresponde legalmente al directorio de aque-
lla.

En relación con lo antes expresado, cabe
agregar que la jurisprudencia administrativa
de este Servicio, contenida en Dictamen
Nº 2.596/0197, de 23.06.00, ha sostenido
que "La directiva sindical tiene la responsabi-
lidad de exigir al empleador que efectúe los
descuentos y entere al sindicato respectivo
los aportes a que se refiere el artículo 346 del
Código del Trabajo. Asimismo, se encuentra
dentro del marco de sus obligaciones como
administradora del patrimonio sindical, el es-
tablecer mecanismos eficientes para lograr
que los trabajadores que se ven favorecidos
con la extensión de beneficios indiquen la
organización a la cual debe ir su aporte, cuan-
do los beneficios los hubiere obtenido más de
un sindicato".

Por otra parte, cabe agregar que la situa-
ción planteada podría configurar una prácti-
ca antisindical del empleador en los términos
previstos en el artículo 289, letra g) del Códi-
go del Trabajo, que establece:

"Serán consideradas prácticas desleales
del empleador, las acciones que atenten con-
tra la libertad sindical.

"Incurre especialmente en esta infrac-
ción:

"g) El que aplique las estipulaciones de un
contrato o convenio colectivo a los trabajado-
res a que se refiere el artículo 346, sin efec-
tuar el descuento o la entrega al sindicato de
lo descontado según dicha norma dispone".

 Cabe precisar a este respecto que, de
acuerdo a lo prescrito por el inciso 3º del
artículo 292 del Código del Trabajo, corres-
ponde a los Juzgados de Letras del Trabajo
el conocimiento y resolución de las infraccio-
nes por prácticas antisindicales, sin perjuicio
de las facultades que sobre la materia com-
peten a este Servicio.

 Efectuadas las precisiones precedentes,
se hace necesario determinar la procedencia
de que el empleador pueda descontar de las
remuneraciones de los trabajadores benefi-
ciarios, en forma retroactiva, los aportes no
efectuados. Con tal objeto, se hace necesa-
rio recurrir al artículo 58 del Código del Tra-
bajo, que en sus incisos 1º y 2º dispone:

"El empleador deberá deducir de las re-
muneraciones los impuestos que las graven,
las cotizaciones de seguridad social, las cuo-
tas sindicales en conformidad a la legislación
respectiva y las obligaciones con institucio-
nes de previsión o con organismos públicos.
Igualmente, a solicitud escrita del trabajador,
el empleador deberá descontar de las remu-
neraciones las cuotas correspondientes a di-
videndos hipotecarios por adquisición de vi-
viendas y las cantidades que el trabajador
haya indicado para que sean depositadas en
una cuenta de ahorro para la vivienda abierta
a su nombre en una institución financiera o
en una cooperativa de vivienda. Estas últi-
mas no podrán exceder de un monto equiva-
lente al 30% de la remuneración total del
trabajador.

"Sólo con acuerdo del empleador y del
trabajador que deberá constar por escrito,
podrán deducirse de las remuneraciones su-
mas o porcentajes determinados, destinados
a efectuar pagos de cualquier naturaleza.
Con todo, las deducciones a que se refiere
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este inciso, no podrán exceder del quince por
ciento de la remuneración total del trabaja-
dor".

Del análisis de las normas precitadas se
colige, por una parte, que el legislador ha
establecido descuentos de remuneraciones
que el empleador se encuentra obligado a
practicar, como también, otros que sólo le es
posible efectuar previo acuerdo por escrito
con sus trabajadores, descuentos éstos que
no podrán, en ningún caso, exceder del 15%
de la remuneración total del dependiente.

Ahora bien, analizada la situación plan-
teada, a la luz de estas normas legales, y
considerando como se expresara en párrafos
anteriores que la ley impone al empleador la
obligación de descontar el setenta y cinco
por ciento de la cotización mensual ordinaria
de las remuneraciones de los trabajadores y
entregarlos al sindicato respectivo del mismo
modo previsto por la ley para las cuotas
sindicales ordinarias, posible es sostener que
los descuentos de que se trata, vale decir,
los consignados en el artículo 346 , se asimi-
lan a aquellos de carácter obligatorio señala-
dos en la primera parte del inciso 1º del
citado artículo 58, específicamente a las cuo-
tas sindicales, circunstancia ésta que autori-
za para sostener que podrían practicarse re-
troactivamente y sin límite en las remunera-
ciones de los trabajadores.

Lo anterior, no obsta sin embargo, para
que el empleador pague la totalidad de lo
adeudado al Sindicato que corresponda y

pacte con los trabajadores una fórmula de
descuento que no impacte tan fuertemente
las remuneraciones de estos últimos en el
mes en que se practique.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes formuladas, cumplo con informar a Ud.
lo siguiente:

1) El incumplimiento de la obligación de
efectuar los descuentos que el artículo
346 impone al empleador, constituye
una infracción a la normativa laboral vi-
gente susceptible de ser sancionada ad-
ministrativamente por este Servicio.

2) Corresponde a los Tribunales de Justicia
competentes determinar si dicho incum-
plimiento podría generar responsabilidad
para el empleador de pagar a su costa las
sumas no descontadas.

3) La situación de incumplimiento del em-
pleador de las obligación antes referida,
podría configurar una práctica antisindi-
cal en los términos previstos en el ar-
tículo 289, letra g) del Código del Traba-
jo.

 4) El descuento de los aportes establecidos
en el artículo 346 del Código del Trabajo,
no efectuados oportunamente por el em-
pleador, puede ser practicado retroacti-
vamente y sin límite en las remuneracio-
nes de los trabajadores.
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ESTATUTO DE SALUD. ASIGNACION DE DESARROLLO Y ESTIMULO AL
DESEMPEÑO COLECTIVO. PROCEDENCIA. REMUNERACIONES. ACTUA-
LIZACIÓN.

3.093/89, 31.07.03.

1) Tiene derecho a percibir la Asignación de Desarrollo y Estímulo al Des-
empeño Colectivo, de la Ley Nº 19.813, el funcionario de salud primaria
municipal que, habiendo solicitado permiso sin goce de remuneraciones
en noviembre y diciembre de 2002 y enero de 2003, y que presentó su
renuncia voluntaria a contar del 1º de abril de 2003, porque fue evalua-
do por el período anual anterior a esas fechas y al pago de esa asigna-
ción, y porque se encontraba en servicio o funciones al momento de
devengarse el pago de la referida asignación.

2) La actualización de los valores del sueldo base mínimo nacional para las
categorías d), e) y f), de la Ley Nº 19.378, establecidos por el artículo 5º
de la Ley Nº 19.813, se aplica a todos los niveles de las categorías
señaladas, sin otra distinción.

3) Resulta improcedente aplicar al personal de las categorías c), d), e) y f),
de la Ley Nº 19.378, los valores contenidos en el artículo 22 de la Ley
Nº 19.429, porque esta disposición legal fue derogada por el inciso final
del artículo 5º de la Ley Nº 19.813.

Fuentes: Ley Nº 19.378, artículos 5º y
15 transitorio. Ley Nº 19.813, artículo 5º.

Mediante presentación del anteceden-
te, se requiere pronunciamiento sobre las
siguientes materias reguladas por las Leyes
Nºs. 19.813, 19.843 y 19.429, respectiva-
mente:

1) Si corresponde percibir la Asignación de
Desarrollo y Estímulo al Desempeño Co-
lectivo, en el caso de funcionario que
perteneció a la dotación del Area de
Salud durante el año 2002, pero que sin
embargo hizo uso de permiso sin goce
de remuneraciones durante los meses
de noviembre y diciembre de 2002 y
enero y marzo de 2003 y, además, pre-
sentó su renuncia voluntaria a contar del
1º de abril de 2003, en cuyo caso el
artículo 1º del Decreto Nº 324, de
17.12.2002 de Salud, exige que para
percibir dicha asignación los funciona-
rios deben haberse desempeñado sin inte-

rrupción todo el año anterior al de la
percepción de la misma para una o más
entidades administradoras de salud mu-
nicipal, y que se encuentren en funcio-
nes en el momento del pago de la cuota
respectiva.

2) Si corresponde la nivelación con los nue-
vos sueldo base para el nivel 15 de las
categorías d), e) y f) o si también debe-
rían reajustarse en la misma proporción
los otros niveles hasta llegar al nivel 1
de cada una de esas categorías, todo
ello a raíz de lo dispuesto por el artículo
5º de la Ley Nº 19.813, en que a contar
de 1.01.2003, se debió ajustar el sueldo
base mínimo nacional correspondiente a
las categorías d), e) y f) del artículo 5º
de la Ley Nº 19.378, por los nuevos
valores establecidos en la primera de las
leyes citadas, existiendo distintas inter-
pretaciones al respecto entre los Servi-
cios de Salud Llanchipal y la asociación
de funcionarios de salud municipal.
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3) Si corresponde aplicar a las mismas ca-
tegorías d), e) y f) del artículo 5º de la
Ley Nº 19.378, los nuevos montos esta-
blecidos por el artículo 19 de la Ley
Nº 19.843 a los que se refieren los ar-
tículos 21 y 22 de la Ley Nº 19.429.

Al respecto, cúmpleme informar lo si-
guiente:

El artículo 1º de la Ley Nº 19.813, que
otorga beneficios a la salud primaria, y publi-
cada en el Diario Oficial de 25.06.2002,
dispone:

"Establécese para el personal regido por
el Estatuto de Atención Primaria de la Ley
Nº 19.378, una asignación de desarrollo y
estímulo al desempeño colectivo. Dicha asig-
nación estará asociada al cumplimiento anual
de metas sanitarias y al mejoramiento de la
atención proporcionada a los usuarios de la
atención primaria de salud.

"Corresponderá esta asignación a los
trabajadores que hayan prestado servicios
para una entidad administradora de salud
municipal, o para más de una, sin solución
de continuidad, durante todo el año objeto
de la evaluación del cumplimiento de metas
fijadas, y que se encuentren además en ser-
vicio al momento del pago de la respectiva
cuota de la asignación".

Por su parte, el artículo 1º del Decreto
Nº 324, de Salud, que aprueba reglamento
de la Ley Nº 19.813, que otorga beneficios a
la salud primaria, publicado en el Diario Ofi-
cial de 14.01.2003, establece:

"La asignación de desarrollo y estímulo
al desempeño colectivo, establecida por la
Ley Nº 19.813, está asociada al cumplimien-
to de metas sanitarias y al mejoramiento de
la atención proporcionada a los usuarios de
la atención primaria de salud. Tendrán dere-
cho a recibirla en las condiciones que se
señalan a continuación, los trabajadores de
atención primaria de salud a que se refiere el
artículo 3º de la Ley Nº 19.378, que se

hayan desempeñado sin interrupción durante
todo el año anterior al de percepción de la
misma, para una o más entidades administra-
doras de salud municipal, y que se encuen-
tren en funciones en el momento del pago".

De los preceptos legal y reglamentario
transcritos, se desprende, en primer lugar,
que el personal regido por la Ley Nº 19.378
tiene derecho a percibir la denominada asig-
nación de desarrollo y estímulo al desempe-
ño colectivo, incremento remuneratorio que
está vinculado al cumplimiento anual de me-
tas sanitarias establecidas por las autorida-
des pertinentes y al mejoramiento de la aten-
ción a los usuarios del sistema de salud
primaria municipal.

Por otra parte, se establece que para ac-
ceder a dicho beneficio remuneratorio, los tra-
bajadores de dicho sistema asistencial deben
cumplir dos requisitos copulativos, a saber:

a) Haber prestado servicios para una enti-
dad administradora de salud municipal,
sin solución de continuidad, durante todo
el año objeto de la evaluación del cum-
plimiento de metas fijadas, y

b) Que se encuentren en servicio al mo-
mento del pago de la respectiva cuota
de la asignación.

En el caso del requisito singularizado en
la letra a) precedente, los trabajadores desti-
natarios de este beneficio son aquellos a los
que se refiere el artículo 3º de la Ley
Nº 19.378, esto es, los profesionales y tra-
bajadores que se desempeñen en los estable-
cimientos municipales de atención primaria
de salud señalados en la letra a), del artículo
2º, y aquellos que, desempeñándose en las
entidades administradoras de salud indica-
das en la letra b) del mismo artículo, ejecutan
personalmente funciones y acciones directa-
mente relacionadas con la atención primaria
de salud.

1. En esta primera consulta, se requiere
pronunciamiento para que se determine
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si corresponde percibir dicha asignación,
a aquel funcionario que había hecho uso
de permiso sin goce de remuneraciones
desde noviembre de 2002 a enero de
2003, y posteriormente presentó su re-
nuncia voluntaria a contar del 1º de abril
de 2003, mes este último en que se
debía pagar el componente base de esa
asignación equivalente al 2,65% del suel-
do base mínimo nacional, más la asigna-
ción de atención primaria de salud.

De acuerdo con la normativa citada, la
asignación de estímulo a la productividad
laboral del personal regido por el Estatu-
to de Atención Primaria de Salud Munici-
pal, que contempla la Ley Nº 19.813,
constituye un beneficio remuneratorio
cuyo otorgamiento está circunstancia-
damente regulado por la ley del ramo, de
manera que para exigir su pago deberá
cumplir el trabajador los requisitos copu-
lativos más arriba explicitados, afirma-
ción que aparece corroborada por la re-
gla de interpretación de la ley contenida
en el inciso primero del artículo 19 del
Código Civil, en cuya virtud cuando el
sentido de la ley es claro no se desaten-
derá su tenor literal a pretexto de con-
sultar su espíritu.

En este preciso contexto normativo, si
en el caso en consulta el trabajador se
encontraba con permiso sin goce de re-
muneraciones desde noviembre a diciem-
bre de 2002 y enero de 2003, y poste-
riormente presenta su renuncia volunta-
ria a contar del primero de abril de 2003,
en la práctica ello significa que hasta
esta última fecha, dicho trabajador se
encontraba en funciones y era depen-
diente de la corporación ocurrente para
todos los efectos legales, toda vez que
la ley no exige la prestación efectiva de
los servicios a la época del pago, para
acceder al beneficio en cuestión, sino
que se requiere solamente que se en-
cuentre en servicio o en funciones, es
decir, con la relación laboral vigente a la
época del pago.

Lo anterior, permite a la suscrita soste-
ner que el permiso laboral ejercido en las
fechas señaladas y la posterior renuncia
al empleo, no impiden el derecho del tra-
bajador a percibir la asignación en estu-
dio, toda vez que en este caso dicho
funcionario fue evaluado en el período
anterior al permiso sin goce de remune-
raciones, al de la renuncia y de la fecha
del pago de la asignación, y estaba en
funciones para todos los efectos legales
a la fecha de devengarse el mismo pago.

Por todo ello, tiene derecho a percibir la
Asignación de Desarrollo y Estímulo al
Desempeño Colectivo que contempla el
artículo primero de la Ley Nº 19.813,
devengada al 1º de abril de 2003, aquel
funcionario de salud primaria municipal
que, habiendo solicitado permiso sin goce
de remuneraciones en noviembre y di-
ciembre de 2002 y enero de 2003, y
que presentó renuncia voluntaria a con-
tar del 1º de abril de 2003, fue evaluado
por el período anual anterior a estas
fechas y al pago de dicha asignación, y
se encontraba en servicio o en funcio-
nes al momento de devengarse el mis-
mo pago.

2) En lo que respecta a la segunda consul-
ta, el inciso segundo del artículo 24 de
la Ley Nº 19.378, dispone:

"El sueldo base mínimo nacional de cada
categoría funcionaria se reajustará en la
misma oportunidad y porcentaje en que
se reajusten las remuneraciones del Sec-
tor Público".

Del precepto legal transcrito, que en igua-
les términos se reproduce en el inciso
segundo del artículo 73, del Decreto
Nº 1.889, de 1995, reglamento de la
carrera funcionaria del personal regido
por la Ley Nº 19.378, se desprende que
la remuneración mínima del personal afec-
to a este cuerpo legal, que se denomina
sueldo base mínimo nacional, debe re-
ajustarse en la misma ocasión y por el
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mismo monto porcentual establecido para
el reajuste de las remuneraciones de los
servidores públicos, teniendo presente
que los valores de este estipendio fue-
ron establecidos originalmente por el ar-
tículo 15 transitorio de la Ley Nº 19.378
y reajustados e incrementados de la ma-
nera señalada precedentemente y por
leyes especiales, sueldo base mínimo
nacional que, además, sirve de base para
determinar el monto de otros estipen-
dios del mismo personal, como se colige
de los artículos 25, 26, 27 y 42, inciso
final, de ley citada.

En la especie, se requiere saber si de
acuerdo con lo dispuesto por el artículo
5º de la Ley Nº 19.813, corresponde a
contar del 1º.01.2003, nivelar los suel-
dos base mínimo nacional solamente para
el nivel 15 de las categorías d), e) y f), o
si también deberían reajustarse en la
misma proporción los otros niveles has-
ta llegar al nivel 1 de cada una de estas
categorías que establece la Ley Nº
19.378.

Sobre el particular, cabe consignar que
el artículo 5º de la Ley Nº 19.813, esta-
blece:

"Sustitúyense, a contar del 1º de enero
de 2003, los valores consignados en las
letras d), e) y f) del artículo 15 transito-
rio de la Ley Nº 19.378, por los siguien-
tes:

"d) $ 88.490.

"e) $ 82.267.

"f) $ 72.542.

"En consecuencia, a contar de la fecha
antedicha, la bonificación a que se refie-
re el artículo 22 de la Ley Nº 19.429,
respecto del personal de las categorías
de las letras d), e) y f) del artículo 5º de
la Ley Nº 19.378, que la estuviere perci-
biendo, se entenderá incorporada al suel-

do base mínimo nacional, en los términos
señalados en el inciso precedente.

"Derógase a contar del 1º de enero de
2003, el artículo 22 de la Ley Nº 19.429".

De esta norma es posible derivar que a
través de esta ley, se actualizan los va-
lores del sueldo base mínimo nacional
establecidos en el artículo 15 transitorio
de la Ley Nº 19.378, en lo que respecta
a los Técnicos de Salud, Administrativos
de Salud y Auxiliares de Servicio de Sa-
lud, valores que deben entenderse incor-
porados al sueldo base mínimo nacional
de esos trabajadores, razón por la cual
se deroga el artículo 22 de la Ley
Nº 19.429.

De acuerdo con las normas citadas en los
párrafos precedentes, los trabajadores
regidos por la Ley Nº 19.378 tienen de-
recho a percibir, entre otros estipendios,
el denominado sueldo base mínimo nacio-
nal establecido para cada una de las
categorías que contempla el artículo 5º
de la ley citada, cuyos valores aparecen
actualizados en el caso de las categorías
d), e) y f), en los términos ya señalados,
sin perjuicio del reajuste que correspon-
de en la misma oportunidad y porcentaje
en que se reajusten las remuneraciones
del sector público.

En otros términos, en cada oportunidad
en que el legislador quiere beneficiar o
mejorar la remuneración del personal re-
gido por el Estatuto de Atención Prima-
ria de Salud Municipal, ha precisado si el
beneficio es de alcance general y para
todo el personal o, en su defecto, ha
singularizado a los trabajadores del mis-
mo sector que resultan titulares del be-
neficio respectivo.

Lo anterior, implica entonces que la ac-
tualización de los valores del sueldo base
mínimo nacional para las categorías fun-
cionarias d), e) y f) de salud primaria,
respectivamente, aparecen establecidas
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por la Ley Nº 19.813 para todos los
niveles de cada una de las categorías
indicadas, toda vez que dicho cuerpo
legal se refiere a las categorías sin otra
distinción o alcance y, de acuerdo con la
regla de interpretación de la ley estable-
cida en el inciso primero del artículo 19
del Código Civil, cuando el sentido de la
ley es claro, no se desatenderá su tenor
literal a pretexto de consultar su espíritu.

Ello significa que dichos valores actuali-
zados por la ley especial, representan el
sueldo base mínimo nacional para cada
una de las categorías señaladas, pero
sin perjuicio de los otros estipendios de
la remuneración que corresponda perci-
bir al trabajador, según sea la experien-
cia y la capacitación acreditadas, que le
permiten a su vez, estar encasillado o
clasificado en alguno de los niveles de la
categoría respectiva.

Por lo anterior, la actualización de los
valores del sueldo base mínimo nacional
para las categorías d), e) y f), de la Ley
Nº 19.378, establecidos por el artículo
5º de la Ley Nº 19.813, se aplica a
todos los niveles de dichas categorías,
sin otra distinción, sin perjuicio de la
remuneración que le corresponde perci-
bir al trabajador según el nivel y catego-
ría en que se encuentre clasificado o
encasillado.

3) En lo que dice relación con la consulta
asignada con este número, el artículo
22 de la Ley Nº 19.429, dispone:

"La bonificación establecida en el artícu-
lo anterior favorecerá asimismo al perso-
nal clasificado en las categorías de las
letras c), d), e) y f) del artículo 5º de la
Ley Nº 19.378,

"Las remuneraciones mínimas a efectos
de esta bonificación serán las siguientes:

"$ 105.000 para el personal clasificado
en la letra f) del artículo 5º de la Ley

Nº 19.378; $ 119.000 para los de la
letra e) y $ 128.000 para los de la letra
c) y d), todas de dicho artículo.

"Para los efectos de determinar las re-
muneraciones brutas mensuales se con-
siderarán las remuneraciones de las le-
tras a) y b) del artículo 23 de la Ley
Nº 19.378 y la bonificación del artículo
6º de la Ley Nº 19.200".

Por su parte, el inciso final del artículo
5º de la Ley Nº 19.813, establece:

"Derógase, a contar del 1º de enero de
2003, el artículo 22 de la Ley
Nº 19.429".

De los preceptos legales transcritos, se
deriva por una parte, que en el año 1995
la ley de reajuste de remuneraciones de
la época a los trabajadores del sector
público, en su artículo 22 otorgó a los
funcionarios clasificados en las catego-
rías c), d), e) y f), de la Ley Nº 19.378,
una bonificación mensual, especificando
las remuneraciones mínimas para deter-
minar esa bonificación y, por otra parte,
la Ley Nº 19.813 establece en el inciso
final del artículo 5º, la derogación del
artículo 22 de la Ley Nº 19.429, que
había sido modificado por la Ley
Nº 19.843.

De ello es posible colegir que, en la
especie, los valores de alcance remune-
ratorio establecidos particularmente en
el artículo 22 de la Ley Nº 19.249, care-
cen de toda eficacia jurídica porque por
expresa disposición de la Ley Nº 19.813,
aquella disposición legal se encuentra
derogada, de manera que la actualiza-
ción remuneratoria contenida en la cita-
da Ley Nº 19.813, es la que prevalece
para todos los efectos legales.

Por lo anterior, resulta improcedente apli-
car al personal de las categorías c), d),
e) y f), de la Ley Nº 19.378, los valores
contenidos en el artículo 22 de la Ley
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Nº 19.429, porque dicha disposición le-
gal fue derogada por el inciso final del
artículo 5º de la Ley Nº 19.813, prevale-
ciendo y manteniendo su vigencia los
valores del sueldo base mínimo nacional
establecidos en el artículo 5º de este
último cuerpo legal.

En consecuencia, con el mérito de lo
expuesto y citas legales y administrativas,
cúmpleme informar lo siguiente:

1) Tiene derecho a percibir la Asignación de
Desarrollo y Estímulo al Desempeño Co-
lectivo, establecida por la Ley Nº 19.813,
el funcionario de salud primaria munici-
pal que, habiendo solicitado permiso sin
goce de remuneraciones en noviembre y
diciembre de 2002 y enero de 2003, y
que presentó su renuncia voluntaria a
contar del 1º de abril de 2003, porque
fue evaluado por el período anual ante-

rior a esas fechas y al del pago de esa
asignación, y porque se encontraba en
servicio o en funciones al momento de
devengarse el pago de la referida asigna-
ción.

2) La actualización de los valores del sueldo
base mínimo nacional para las categorías
d), e) y f), de la Ley Nº 19.378, estableci-
dos por el artículo 5º de la Ley Nº 19.813,
se aplica a todos los niveles de las cate-
gorías señaladas, sin otra distinción.

3) Resulta improcedente aplicar al personal
de las categorías c), d), e) y f), de la Ley
Nº 19.378, los valores contenidos en el
artículo 22 de la Ley Nº 19.429, porque
esta disposición legal fue derogada por el
inciso final del artículo 5º de la Ley
Nº 19.813.
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ESTATUTO DE SALUD. CAPACITACION LEY Nº 19.518. PROCEDENCIA.
COMITES BIPARTITOS. REPRESENTANTES. PUNTAJE.

3.167/90, 7.08.03.

1) No existe impedimento legal para que las entidades administradoras de
salud primaria municipal, se acojan al sistema de capacitación contem-
plado por la Ley Nº 19.518, en la medida que las acciones y actividades
de capacitación desarrolladas al amparo de ese cuerpo legal, no están
destinadas a reemplazar, sustituir, interferir, ni desvirtuar el proceso de
capacitación propio que contempla el Estatuto de Atención Primaria de
Salud Municipal.

 2) Para constituir el comité bipartito de capacitación, la Corporación Mu-
nicipal respectiva, deberá designar sus representantes en la forma que
prevé el artículo 17 de la Ley Nº 19.518, mientras que los afiliados a una
asociación de funcionarios deben ser considerados como trabajadores
sindicalizados, y elegirán a sus representantes en la forma prevista por
el inciso 2º, letra a), del artículo 17 de la Ley Nº 19.518, y los trabajado-
res no afiliados a ninguna asociación de funcionarios, eligen a sus repre-
sentantes según lo dispuesto por el inciso 4º, letra b), del citado artícu-
lo 17.

3) Los artículos 10 al 16 que la Corporación Municipal de Renca propone
al Reglamento Municipal, deben ajustarse a la forma de constitución de
los comités bipartitos de capacitación, señalada en el cuerpo del pre-
sente informe.

4) El acuerdo del Alcalde con una asociación comunal de funcionarios,
para fijar en 200 puntos la ponderación máxima por capacitación, sólo
tiene el alcance de una declaración conjunta del empleador y sus depen-
dientes, que no puede alterar ni limitar la facultad de la entidad admi-
nistradora para fijar dicha ponderación.

Fuentes: Ley Nº 19.378, artículos 22 y
38, letra b). Ley Nº 19.518, artículo 10,
inciso primero; artículo 17, incisos 2º, letra
a), y 4º, letra b). Decreto Nº 1.889, artículo
19, letra b).

Concordancias: Dictámenes Nºs. 1.935/124,
de 20.04.98 y 2.299/55, de 17.06.2003.

Mediante presentación del antecedente,
se solicita pronunciamiento sobre las siguien-
tes materias:

1) ¿Se puede compatibilizar la Ley Nº 19.518
para efectos de un comité bipartito de

capacitación, con los funcionarios regi-
dos por la Ley Nº 19.378 que trabajan
para una Corporación Municipal?

2) ¿Es procedente utilizar la Ley Nº 19.518,
en la conformación de ese comité?

3) ¿Son pertinentes los artículos que la cor-
poración empleadora propone al Regla-
mento Municipal sobre la constitución
de los referidos comités?

Al respecto, cúmpleme informar lo si-
guiente:

1) En relación con las consultas 1), 2) y 3),
el artículo 38, letra b), de la Ley Nº 19.378,
dispone:
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"Para los efectos de la aplicación de la
carrera funcionaria establecida en este
artículo, se entenderá por:

"b) Capacitación: el perfeccionamiento
técnico y profesional del funcionario a
través de cursos o estadías programa-
dos y aprobados en la forma señalada
por esta ley y sus reglamentos".

Del precepto legal transcrito, que en si-
milares términos se reproduce en el ar-
tículo 19, letra b), del Decreto Nº 1.889,
Reglamento de la Carrera Funcionaria
del personal regido por Estatuto de Aten-
ción Primaria de Salud Municipal, se des-
prende que la capacitación constituye
uno de los elementos de la carrera fun-
cionaria que contempla dicho cuerpo le-
gal, y que ha sido definido por el legisla-
dor como el perfeccionamiento técnico
profesional del personal sujeto a dicha
normativa, con el objeto de mejorar la
calidad de los servicios asistenciales de
salud primaria, y para cuyos efectos de-
berán impartirse los cursos y estadías
que permitirán el reconocimiento de esa
capacitación en los términos estableci-
dos por la ley del ramo y sus reglamen-
tos.

En la especie, se consulta si en el ámbi-
to de la salud primaria es posible hacer
aplicable la Ley Nº 19.518 a fin de cons-
tituir comités bipartitos de capacitación
regulados por dicha ley y, si en ese
contexto, son pertinentes los artículos
10 al 16 que la corporación empleadora
propone al Reglamento Municipal, preci-
samente para la instalación y constitu-
ción de esos comités a fin de evaluar el
Programa Anual de Capacitación que re-
fiere el artículo 39 del Reglamento de la
carrera funcionaria, de los trabajadores
regidos por la Ley Nº 19.378.

Sobre el particular, cabe consignar que
el inciso primero del artículo 10 de la
Ley Nº 19.518, que fija Nuevo Estatuto
de Capacitación y Empleo, establece:

"Se entenderá por capacitación el proce-
so destinado a promover, facilitar, fo-
mentar, y desarrollar las aptitudes, habi-
lidades o grados de conocimientos de
los trabajadores, con el fin de permitirles
mejores oportunidades y condiciones de
vida y de trabajo y de incrementar la
productividad nacional, procurando la
necesaria adaptación de los trabajado-
res a los procesos tecnológicos y a las
modificaciones estructurales de la eco-
nomía".

De la norma citada se colige que para el
legislador de la Ley Nº 19.518, la capa-
citación entendida en el nivel de la em-
presa, es un proceso que tiene por objeto
promover y desarrollar aptitudes, habili-
dades y conocimientos de los trabajado-
res, para mejorar sus oportunidades y
condiciones de vida y trabajo e incre-
mentar su productividad.

En otros términos, se pretende institu-
cionalizar al interior de la empresa un
proceso permanente de preparación del
trabajador, no solamente para estimular
su productividad sino también el mejo-
ramiento de sus condiciones de vida y tra-
bajo, para cuyos efectos la Ley Nº 19.518
establece las acciones y actividades de
capacitación que corresponderán a las
propias empresas y a los organismos
técnicos que en ella se señalan, en su
caso, según se desprende de los artícu-
los 11 y 12 de la citada ley, en cuyo
contexto se comprende la obligación de
constituir comités bipartitos de capaci-
tación.

Sin embargo, y a diferencia de la Ley
Nº 19.518, la capacitación regulada por
el Estatuto de Atención Primaria de Sa-
lud Municipal tiene un sentido y alcance
diferentes, toda vez que para la Ley
Nº 19.378 la capacitación es un elemen-
to de la carrera funcionaria que permite
el mejoramiento de la remuneración del
funcionario y, particularmente, ascender
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a cargos de nivel y categoría superiores
dentro del sistema funcionario, cuando
acredita la capacitación en los términos
exigidos por la ley.

De ello se deriva que el propósito del
legislador de la Ley Nº 19.518, se ha
cumplido en la salud primaria municipal
en lo que a capacitación se refiere, máxi-
me si su reconocimiento es una necesi-
dad técnica que exige la especial natura-
leza que presenta la salud primaria como
servicio asistencial.

No obstante lo anterior, a juicio de la
suscrita, no existe impedimento legal para
que una entidad administradora se acoja
al sistema de capacitación que contem-
pla el Estatuto de Capacitación y Em-
pleo, en la medida que las acciones y
actividades de capacitación realizadas al
amparo de esta última normativa, estén
destinadas a cumplir el propósito con-
templado por dicho cuerpo legal y, en
ningún caso, a reemplazar, sustituir, in-
terferir ni desvirtuar el proceso de capa-
citación que contempla el Estatuto de
Atención Primaria de Salud Municipal
para los efectos remuneratorios y de la
carrera funcionaria del personal afecto a
este último cuerpo legal.

Ello, porque como lo refiere el informe del
Servicio de Impuestos Internos contenido
en Ordinario Nº 3.671, de 18.07.2003, y
de acuerdo con lo dispuesto por el ar-
tículo 12 del D.F.L. Nº 1-3.063, de 1980,
del Ministerio del Interior, y la letra b) del
artículo 2º de la Ley Nº 19.378, las
Corporaciones Municipales que operan
la atención de la salud primaria munici-
pal, constituyen personas de derecho
privado, regidas por el Título XXXIII del
Libro I del Código Civil, las que en la
medida que obtengan rentas clasifica-
das en la Primera Categoría de la Ley de
la Renta, provenientes entre otras, de
actividades rentísticas, de inversiones,
del comercio, industrias, de servicios en
general o de cualquier otra actividad que

se encuentre comprendida en los núme-
ros 1 al 5 del artículo 20 de la citada ley
tributaria, revisten la calidad de contri-
buyente de dicha categoría.

Producto de tal tipificación, pueden las
aludidas corporaciones municipales ac-
ceder al beneficio tributario del crédito
por gastos de capacitación, siempre y
cuando se dé cumplimiento a las dispo-
siciones de la Ley Nº 19.518, de 1997,
e instrucciones impartidas por el mismo
Servicio de Impuestos Internos median-
te la Circular Nº 19, de este mismo
organismo.

En ese contexto, no existe inconvenien-
te para constituir un comité bipartito de
capacitación en una corporación munici-
pal, en cuyo caso y como lo señala la
Dirección del Trabajo, en Dictamen
Nº 2.299/55, de 17.06.2003, la entidad
empleadora deberá designar sus repre-
sentantes de la forma que prevé el ar-
tículo 17 de la Ley Nº 19.518, mientras
que los trabajadores afiliados a una aso-
ciación de funcionarios, deben ser con-
siderados como trabajadores sindicaliza-
dos para los efectos previstos en el inci-
so segundo, letra a), del artículo 17, de
la Ley Nº 19.518, que fija el nuevo Esta-
tuto de Capacitación y Empleo y, por
tanto, dichos dependientes deberán de-
signar a sus representantes en el comité
bipartito de capacitación en la forma
contemplada por la referida norma.

Por su parte, los dependientes de la mis-
ma corporación que no se encuentren
afiliados a ninguna asociación de funcio-
narios, deberán elegir a sus representan-
tes ante dicho comité, de acuerdo con lo
dispuesto por el inciso 4º, letra b), del
citado artículo 17, y a estas disposicio-
nes deben ajustarse los artículos 10 al
16, sobre comité bipartito de capacita-
ción, que propone la Corporación Munici-
pal de Renca, al Reglamento Municipal.

2) En lo que dice relación con la consulta
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4), la primera parte del artículo 22 de la
Ley Nº 19.378, establece que de acuer-
do con las normas de la carrera funciona-
ria contenidas en el Título II de la citada
ley, las entidades administradoras serán
autónomas para determinar la forma de
ponderar la experiencia y la capacita-
ción, para los efectos de la carrera fun-
cionaria, según los criterios objetivos que
al efecto se fijen en el reglamento muni-
cipal respectivo.

De ello se deriva que la materia consul-
tada en esta parte de la presentación, el
supuesto acuerdo celebrado entre el Al-
calde de la época y la directiva de la
asociación de funcionarios consistente
en otorgar 200 puntos anuales como
máximo a cada trabajador, por concepto
de capacitación, debe entenderse for-
mulado en el ámbito de la facultad que
la ley otorga a la entidad administradora,
para fijar la forma de ponderar la capaci-
tación.

En otros términos, el acuerdo en cues-
tión de ningún modo puede desplazar ni
limitar la facultad corporativa en comen-
to, y sólo tiene el alcance de una decla-
ración conjunta del empleador y sus tra-
bajadores, que contiene la manifesta-
ción de la voluntad corporativa de fijar la
ponderación máxima de la capacitación
en 200 puntos.

En consecuencia, con el mérito de lo
expuesto y citas legales y administrativas,
cúmpleme informar lo siguiente:

1) No existe impedimento legal para que
las entidades administradoras de salud
primaria municipal, se acojan al sistema

de capacitación que contempla la Ley
Nº 19.518, en la medida que las accio-
nes y actividades de capacitación desa-
rrolladas al amparo de esa normativa no
estén destinadas a reemplazar, sustituir,
interferir, ni desvirtuar el proceso de ca-
pacitación propio que contempla el Esta-
tuto de Atención Primaria de Salud Mu-
nicipal.

2) Para constituir el comité bipartito de ca-
pacitación, la corporación municipal res-
pectiva deberá designar sus represen-
tantes de la forma que prevé el artículo
17 de la Ley Nº 19.518, mientras que
los funcionarios afiliados a una asocia-
ción de funcionarios, deberán ser consi-
derados como trabajadores sindicaliza-
dos, y elegirán a sus representantes en
los términos previstos por el inciso se-
gundo, letra b), del artículo 17 de la Ley
Nº 19.518, y los dependientes no afilia-
dos a ninguna asociación de funciona-
rios eligen a sus representantes de con-
formidad con lo establecido en el inciso
cuarto, letra b), del citado artículo 17.

3) Los artículos 10 al 16, que la Corpora-
ción Municipal de Renca propone incor-
porar al Reglamento Municipal deben
ajustarse a la forma de constitución de
los comités bipartitos de capacitación
señalada en el cuerpo del presente infor-
me.

4) El acuerdo del Alcalde con una asocia-
ción comunal de funcionarios, para fijar
en 200 puntos la ponderación máxima
por capacitación, sólo tiene el alcance
de una declaración conjunta del emplea-
dor y sus dependientes, que no puede
alterar ni limitar la facultad de la entidad
respectiva para fijar dicha ponderación.
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CIRCULARES Y ORDEN DE
SERVICIO DE LA DIRECCION DEL

TRABAJO

1.- Circulares

87 (extracto), 22.07.03. Depto. Administrativo

Reitera necesidad de cumplir con instrucciones vigentes señaladas en Or-
den de Servicio Nº 4 de fecha 13.06.03 de la señora Directora del Trabajo;
Circular Nº 6 de fecha 15.01.01 de la señora Jefa del Departamento Admi-
nistrativo; Circular Nº 75 de fecha 7.07.00 de la señora Directora del Traba-
jo, y Circular Nº 54 de fecha 19.05.00 de la señora Jefa del Departamento
Administrativo, relativas al uso eficiente de los recursos institucionales.

90 (extracto), 29.07.03 Depto. RR.HH.

Procedimientos a considerar en las actividades de capacitación que se indi-
can.

91 (extracto), 1º.08.03 Depto. RR.HH.

Mantención del Sistema Informático de RR.HH.
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2.- Orden de servicio

5, 16.07.03. Oficina Contraloría

Regula en general el acceso y la denegación de acceso a los actos, docu-
mentos, antecedentes e información, de la Dirección del Trabajo.

Párrafo 1º

De las disposiciones generales

Artículo 1º.- La presente Orden de Servi-
cio, tiene por objeto regular la transparencia y
la publicidad de los actos administrativos de
la Dirección del Trabajo y de los documentos
que les sirven de sustento y complemento
directo y esencial, así como la divulgación e
información de tales actos y documentos.

Se excluyen del ámbito de aplicación de
esta Orden de Servicio, todos los actos rela-
cionados con denuncias confidenciales he-
chas en tal carácter por trabajadores, sus
representantes, dirigentes sindicales o cual-
quier persona natural o jurídica, en contra de
empleadores en todas sus fases de tramita-
ción. Asimismo, se excluyen las solicitudes
de constitución de organizaciones sindicales,
mientras se encuentren pendientes sus pro-
cesos de formación.

Artículo 2°.- La función pública, de acuer-
do con el artículo 13, inciso segundo, de la
Ley Nº 18.575, se ejercerá con transparen-
cia, de manera que permita y promueva el
conocimiento de los procedimientos, conteni-
dos y fundamentos de las decisiones que se
adopten en ejercicio de ella.

Artículo 3º.- Para los efectos de esta
Orden de Servicio y de acuerdo con las defini-
ciones contenidas en el Decreto Nº 26 del
2001, del Ministerio Secretaría General de la
Presidencia, se entenderá por:

a) Actos administrativos: las decisiones for-
males que, dentro de su competencia,
emitan las autoridades y funcionarios de
la Dirección del Trabajo, en las que se
contienen declaraciones finales de volun-
tad, realizadas en el ejercicio de una po-
testad pública;

b) Documentos: todo escrito, corresponden-
cia, memorando, plano, mapa, dibujo,
diagrama, documento gráfico, fotogra-
fía, micro forma, grabación sonora, vi-
deo, dispositivo susceptible de ser leído
mediante la utilización de sistemas me-
cánicos, electrónicos o computacionales
y en general, todo soporte material que
contenga información, cualquiera sea su
forma física o características, y las co-
pias de aquéllos;

c) Documentos de respaldo: aquellos que
agregados al acto administrativo, permi-
ten verificar el contenido del mismo de
manera íntegra y perfecta;

d) Documentos que sirvan de sustento o
complemento directo de los actos admi-
nistrativos: aquellos que se vinculan ne-
cesariamente con el acto administrativo
en que concurren y siempre que dicho
acto se haya dictado, precisa e inequívo-
camente, sobre la base de esos docu-
mentos;

e) Documentos que sirvan de sustento o
complemento esencial de los actos admi-
nistrativos: aquellos indispensables para
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la elaboración y dictación del acto admi-
nistrativo en que concurren, de modo tal
que sean inseparables del mismo.

f) Actos y documentos que se encuentran
a disposición permanente del público:
aquellos que han sido objeto de publica-
ción íntegra en el Diario Oficial y que se
encuentran consignados en el índice que
deberá llevar la Dirección del Trabajo.

Párrafo 2°

De la publicidad de los actos y
documentos de la Dirección del Trabajo

Artículo 4°.- De acuerdo con el artículo
13, inciso segundo, de la Ley Nº 18.575, la
regla general es que sean públicos los actos
administrativos de la Dirección del Trabajo y
los documentos que les sirvan de sustento o
complemento directo y esencial, según las
definiciones anotadas en el párrafo anterior,
sujetándose el requerimiento respectivo a las
siguientes reglas:

a) Actos y documentos que se encuentren
a disposición del público de modo per-
manente, de acuerdo con la letra f), del
artículo 3º de esta Orden de Servicio:
deberá procurarse su entrega o la entre-
ga de información de datos contenidos
en unos u otros, ante el solo requeri-
miento de un usuario, sea dándole copia
del acto o documento o indicándole la
forma más expedita de obtenerla.

De acuerdo con el artículo 4º del Decreto
Nº 26 del 2001, referido anteriormente,
para la consulta de estos actos y docu-
mentos, la Dirección del Trabajo manten-
drá un índice o registro actualizado en
las oficinas de información o atención
del público usuario, o en la unidad que
haga sus veces.

El índice o registro se formará, incorpo-
rándose a él los actos o documentos
desde la fecha de su publicación. El índi-
ce o registro señalado, contendrá, a lo

menos, la individualización del acto o
documento, indicando su naturaleza, iden-
tificación o numeración y la fecha de su
emisión y la fecha y lugar de su publica-
ción.

El Departamento Administrativo, será res-
ponsable de la implementación y manejo
del citado índice o registro.

b) En relación con otros actos administrati-
vos –los que no se encuentren a disposi-
ción del público de un modo permanen-
te– y con los documentos que les sirven
de sustento o complemento directo y
esencial: unos y otros, son, en principio,
públicos, pero deberán ser requeridos por
escrito al Director del Trabajo, de acuer-
do con el artículo 13, inciso 5º, de la Ley
Nº 18.575. La entrega de información
contenida en los mismos actos y docu-
mentos señalados en esta letra, también
deberá efectuarse previo requerimiento
escrito de la persona interesada. En am-
bos casos, la solicitud podrá efectuarse
incluso vía fax. Según cada caso, se
seguirá el procedimiento señalado en las
letras siguientes.

c) Si el requerimiento señalado en la letra b)
anterior, se refiere a documentos o ante-
cedentes que contengan información,
cuya entrega, en principio, no afecte los
derechos o intereses de terceros: el Di-
rector del Trabajo dentro del plazo de
cuarenta y ocho horas, contado desde la
formulación del requerimiento, deberá
pronunciarse, sea entregando la docu-
mentación solicitada o proporcionando
verbalmente o por escrito la información
requerida, sea negándose a ello por cau-
sas legales.

Las únicas causales por las que se podrá
denegar la entrega de los documentos o
antecedentes requeridos, señalados en
la letra b) de este artículo, son la reserva
o secreto establecido en disposiciones
legales o reglamentarias; el que la publi-
cidad impida o entorpezca el debido cum-
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plimiento de las funciones de la Dirección
del Trabajo; el que la divulgación o entre-
ga de los documentos o antecedentes
requeridos afecte sensiblemente los de-
rechos o intereses de terceras personas,
según calificación fundada del Director
del Trabajo y el que la publicidad afecte
la seguridad de la Nación o el interés
nacional.

d) Si el requerimiento señalado en la letra b)
de este artículo 4º, se refiere a documen-
tos o antecedentes que contengan infor-
mación, cuya entrega, en principio, pue-
da afectar los derechos o intereses de
terceros: el Director del Trabajo dentro
del plazo de cuarenta y ocho horas, con-
tado desde la formulación del requeri-
miento, deberá comunicar mediante car-
ta certificada, a la o a las personas a que
se refiera o afecta la información corres-
pondiente, la facultad de oponerse a la
entrega de los documentos solicitados,
adjuntando copia del requerimiento res-
pectivo.

Los terceros interesados podrán ejercer
su derecho de oposición dentro del plazo
de tres días hábiles contado desde la
fecha de notificación, la cual se entende-
rá practicada al tercer día de despachada
la correspondiente carta certificada. La
oposición deberá presentarse por escrito
y no requerirá expresión de causa.

Deducida la oposición en tiempo y for-
ma, la Dirección del Trabajo quedará im-
pedida de proporcionar la documenta-
ción o antecedentes solicitados –dictan-
do un acto formal y fundado que declare
la reserva– salvo resolución judicial en
contrario. Declarada la reserva, la docu-
mentación o antecedentes respectivos se
sujetarán al artículo 8º, inciso segundo,
de esta Orden de Servicio y a sus conse-
cuencias.

En caso de no deducirse oposición, en la
situación planteada en esta letra, se en-
tenderá que el tercero afectado accede a

la publicidad de dicha información, a me-
nos que el Director del Trabajo estime
fundadamente que la divulgación de la
información involucrada afecta sensible-
mente los derechos o intereses de terce-
ros titulares de la misma.

El Director del Trabajo deberá pronun-
ciarse dentro del plazo de cuarenta y
ocho horas, contado desde la expiración
del plazo concedido al tercero afectado.
Si el tercero no se opone, igualmente el
Director del Trabajo podrá denegar la
información o documentación por las mis-
mas razones señaladas en el inciso se-
gundo de la letra c) de este artículo,
decisión que, igualmente, deberá adop-
tar por escrito y fundadamente, especifi-
cando las razones que en cada caso mo-
tiven su determinación.

e) Cuando proceda o se decida proporcio-
nar la información o documentación al
requeriente, la entrega se realizará por el
Director del Trabajo o por las personas
que éste determine.

Artículo 5°.- El costo del material em-
pleado para entregar la información será siem-
pre de cargo del requeriente, salvo las excep-
ciones legales.

Artículo 6°.- El Director del Trabajo, en
relación con los documentos que estén en las
dependencias a su cargo, deberá declarar re-
servados o secretos determinados actos o do-
cumentos, en virtud de las causales siguientes:

a) La reserva o secreto establecidos en dis-
posiciones legales o reglamentarias;

b) El que la publicidad impida o entorpezca
el debido cumplimiento de las funciones
de la Dirección del Trabajo;

c) La oposición deducida por terceros a quie-
nes se refiera o afecta la información
contenida en los documentos requeridos;

d) El que la divulgación o entrega de los
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documentos o antecedentes requeridos
afecte sensiblemente los derechos o in-
tereses de terceras personas, según cali-
ficación fundada efectuada por el Direc-
tor Nacional.

e) El que la publicidad afecte la seguridad
de la Nación o el interés nacional.

Además, corresponderá al Director del
Trabajo, mediante resolución fundada,
determinar los actos, documentos y an-
tecedentes del Servicio, que estarán
afectos al secreto o reserva, de acuerdo
con el Decreto Nº 26 del 2001, del
Ministerio Secretaría General de la Pre-
sidencia, tema del que se tratará en el
siguiente párrafo.

Párrafo 3°

De la reserva o secreto de los actos y
documentos de la Dirección del Trabajo

Artículo 7°.- Se exceptúan del principio
general de la publicidad, los actos administra-
tivos, documentos y antecedentes declara-
dos secretos o reservados de conformidad a
las normas del Decreto Nº 26 del 2001, del
Ministerio Secretaría General de la Presiden-
cia, sin perjuicio, además, de lo establecido
en leyes o reglamentos especiales y de lo
señalado en el artículo 6º de esta Orden de
Servicio.

Artículo 8º.- Los actos y documentos
"secretos" serán conocidos sólo por las auto-
ridades o personas a las que vayan dirigidas y
por quienes deban intervenir en su estudio o
resolución.

Los actos y documentos "reservados",
serán conocidos únicamente en el ámbito de
la unidad de la Dirección del Trabajo a que
sean remitidos, tales como Departamento,
Dirección Regional u Oficina, todos los cuales
deberán acatar las normas de seguridad que
establezca la Dirección del Trabajo respecto
de la información contenida en aquéllos y
tendrán prohibición de darlos a conocer por
cualquier medio, incluso electrónico.

Se denegará la entrega de los mismos a
personas distintas de las aludidas preceden-
temente.

Quedará restringido el acceso y circula-
ción de personas no autorizadas en los luga-
res, locales, recintos o dependencias en que
se radiquen o custodien los documentos cali-
ficados como reservados o secretos, así como
el acceso a sistemas informáticos que permi-
tan tomar conocimiento de la información
contenida en tales documentos.

Los demás actos y documentos son de
conocimiento público, pero se rigen por las
normas señaladas en el artículo 4º de esta
Orden de Servicio.

Artículo 9º.- De acuerdo con los artículos
8º y 9º, del Decreto Nº 26 del 2001, del
Ministerio Secretaría General de la Presiden-
cia, es un deber que corresponde al Director
del Trabajo, mediante resolución fundada, de-
terminar los actos, documentos y anteceden-
tes de la Dirección del Trabajo, que estarán
afectos al secreto o reserva, pudiendo única-
mente contemplar en tales categorías a aque-
llos cuyo conocimiento o difusión pueda afec-
tar el interés público o privado de los adminis-
trados, según los criterios indicados en el
primer precepto citado y el grado de protec-
ción que requieran los actos, documentos y
antecedentes.

La declaración de reserva o secreto que
efectúe el Director del Trabajo, en conformi-
dad a los referidos artículos 8º y 9º del Decre-
to Nº 26 del 2001, podrá ser complementada
en cualquier tiempo, también mediante reso-
lución fundada y producirá los efectos referi-
dos precedentemente. Si dicha autoridad fuere
requerida en relación con actos y documen-
tos declarados por ella como reservados o
secretos, deberá denegar el acceso a los mis-
mos, informando por escrito y fundadamente
la calidad que se ha conferido al acto o docu-
mento, todo ello de acuerdo al procedimiento
del actual artículo 13 de la Ley Nº 18.575 y
sin perjuicio, naturalmente, de una eventual
resolución judicial en contrario.
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Artículo 10.- Según lo dispuesto en los
artículos 8º y 9º, del Decreto Nº 26 del 2001,
del Ministerio Secretaría General de la Presi-
dencia, sólo pueden ser declarados como se-
cretos o reservados los actos y documentos
cuyo conocimiento o difusión pueda afectar
el interés público o privado de los administra-
dos, de conformidad con los criterios que se
señalan a continuación:

a) La declaración de secreto o reserva ba-
sada en la protección de intereses públi-
cos, procederá, entre otro, respecto de
los siguientes actos y documentos:

a.1) Aquellos cuya comunicación o co-
nocimiento perjudique el desarrollo
de procedimientos jurisdiccionales o
de actuaciones preliminares o pre-
parativas de aquellos que la ley en-
comiende a la Dirección del Trabajo
o a otros servicios u organismos de
la Administración del Estado que
pudieren aprovechar, con igual obje-
to, tales actos o documentos.

a.2) Aquellos cuya comunicación o co-
nocimiento perjudique la investiga-
ción por la Dirección del Trabajo de
infracciones administrativas o la in-
vestigación por otros servicios pú-
blicos competentes, de delitos e in-
fracciones del mismo tipo, o tributa-
rias o aduaneras.

a.3) Aquellos cuyo conocimiento actual
pueda impedir u obstaculizar grave-
mente el ejercicio de la acción ad-
ministrativa de la Dirección del Tra-
bajo.

a.4) La correspondencia oficial debida-
mente calificada por la autoridad res-
ponsable, de conformidad a lo dis-
puesto en el D.S. Nº 291 de 1974,
del Ministerio del Interior.

b) La declaración de secreto o reserva ba-
sada en la protección de intereses priva-
dos de los administrados, procederá, en-

tre otros, respecto de los siguientes ac-
tos o documentos:

b.1) Los de carácter nominativo, es de-
cir, que conlleven o contengan una
apreciación de juicio o valor sobre
una persona determinada o clara-
mente identificable.

b.2) Aquellos cuya comunicación o co-
nocimiento afecte la vida privada de
una persona individualizada o identi-
ficable.

b.3) Los expedientes relativos a procedi-
mientos sancionatorios o disciplina-
rios de cualquier naturaleza, sólo res-
pecto de terceros ajenos a dichos
procedimientos.

b.4) Los expedientes médicos o sanita-
rios.

b.5) Los que contengan o se refieran a
secretos industriales y comerciales,
incluyendo a los procedimientos de
fabricación, las informaciones eco-
nómicas y financieras, y las estrate-
gias comerciales.

Artículo 10.- No obstante la facultad
privativa del Director del Trabajo para decla-
rar de oficio la reserva o secreto, si un funcio-
nario tomare conocimiento de un documento
cuya divulgación o entrega pudiere afectar
sensiblemente los derechos o intereses de
terceras personas, deberá comunicar tal si-
tuación al Jefe Superior del Servicio, con el
propósito de que éste evalúe la necesidad de
declarar la reserva o secreto del mismo.

Artículo 11.- Según lo dispuesto en el
artículo 10 del referido Decreto Nº 26 del
2001, los actos declarados secretos o reser-
vados, en virtud de los artículos 8º y 9º de
dicho reglamento, mantendrán dicho carácter
durante el plazo de 20 años, a menos que
con antelación a dicho plazo el Director del
Trabajo, mediante resolución fundada, los ex-
cluya de tal categoría.
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De acuerdo con el artículo 10 del mismo
Decreto Nº 26 del 2001, cada vez que la
materia o naturaleza de los actos y documen-
tos declarados secretos o reservados en vir-
tud de ese Reglamento, haga prever que pue-
da llegar a conocimiento de los medios de
prensa o información, se deberá notificar a
éstos del carácter que a tales actos y docu-
mentos se les ha conferido.

Artículo 12.- A la luz del artículo 10 del
citado Decreto Nº 26 del 2001, sólo podrán
tomar conocimiento de los actos y documen-
tos incluidos en la declaración de reservados
o secretos, realizada en virtud de los referi-
dos artículos 8º y 9º del mismo Decreto
Nº 26 del 2001, los órganos o personas
debidamente facultadas para ello, según lo
dispuesto en el artículo 8º, incisos primero y
segundo, de esta Orden de Servicio, con las
formalidades y limitaciones que en cada caso
se determinen.

Artículo 13.- El Director Nacional, decla-
rará siempre reservados los informes médi-
cos, psicológicos, psicolaborales, económi-
cos, técnicos o financieros referentes a los
particulares que hayan postulado a un cargo,
empleo o función en la Dirección del Trabajo,
a las personas que se desempeñen actual-
mente en tales cargos, empleos o funciones,
o a quienes hayan celebrado cualquier contra-
to con el mismo. Para efectos de la declara-
ción de reserva, se estimará que respecto de
estos informes concurre la causal prevista en
la letra d) del artículo 6° del presente Regla-
mento.

Párrafo 4°

De la reserva de investigaciones
administrativas, concursos y

licitaciones, y de la reserva incorporada
en cláusulas contractuales

Artículo 14.- Los funcionarios de la Di-
rección del Trabajo no podrán divulgar los
hechos relacionados con investigaciones o
sumarios administrativos que se encuentren
en curso. Asimismo, no podrán dar a conocer

información alguna relativa a concursos o
licitaciones en tramitación.

Artículo 15.- En todos los contratos que
celebre la Dirección del Trabajo con terceros,
será obligatorio incluir una cláusula en la que
se exprese que se entenderá como informa-
ción confidencial que debe mantener en re-
serva el contratante, toda aquella relativa al
Servicio de la que haya tenido conocimiento
en virtud de su relación contractual con él,
excepto en los casos en que la información
pase a formar parte del dominio público por
causa distinta de la acción u omisión del
contratante; en que ésta sea legítimamente
revelada por una tercera persona, o en aqué-
llos en que deba ser revelada por requerimien-
to legal.

Artículo 16.- Los contratos de presta-
ción de servicios de quienes se desempeñen
en tal calidad para la Dirección del Trabajo,
deberán contener una cláusula que consigne
expresamente la obligación de mantener como
confidenciales los actos y documentos que
obren en su poder o de los que haya tomado
conocimiento y que hubieren sido declarados
reservados por el Director Nacional.

Párrafo 5°

De las disposiciones finales

Artículo 17.- Sin perjuicio del carácter
secreto o reservado que se declare, el Direc-
tor del Trabajo, el Subdirector del Trabajo y el
Jefe de la Oficina de Contraloría Interna, ten-
drán acceso a todos los actos, documentos,
antecedentes e información de la Dirección
del Trabajo.

En cada Departamento de la Dirección
Nacional, su jefe respectivo tendrá acceso
libre a la información total que maneja el
Departamento, sin restricciones, en la misma
condición que el Director Nacional. Igualmen-
te la referida jefatura departamental, tendrá
el mismo acceso a toda la información y
documentación de las Direcciones Regionales
e Inspecciones del Trabajo, en las materias de
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su competencia, dada la relación funcional
que establece el D.S. Nº 60 de 1984, del
Ministerio del Trabajo y Previsión Social y los
principios de la desconcentración.

Para los demás funcionarios, se restringi-
rá la cantidad o tipo de información a manejar
de acuerdo con su función, grado y antigüe-
dad, si fuere necesario, según criterios objeti-
vos que se adoptarán mediante las instruccio-
nes que imparta el Jefe de Departamento al
tenor de lo que resuelva al respecto el Direc-
tor Nacional.

Iguales normas se aplicarán, con las de-
bidas adecuaciones, a los Directores Regiona-
les del Trabajo y a los funcionarios que se
desempeñen en la respectiva Dirección Re-
gional, en relación con ésta y con las inspec-
ciones dependientes. Asimismo, el criterio será
aplicable a los inspectores del trabajo y a los
funcionarios que se desempeñen en la res-
pectiva inspección, en relación con ésta.

Artículo 18.- El Director Nacional, tam-
bién por medio de instrucciones, establecerá
las restricciones o privilegios de acceso a
sistemas de información que procedan res-
pecto del personal de la Dirección del Trabajo
y de los funcionarios en general.

El Departamento de Informática de la
Dirección del Trabajo deberá confeccionar un
registro de todos los privilegios de acceso y
claves de ingreso a los sistemas computacio-
nales o salas de equipos computacionales y
mantenerlo actualizado. Esta información com-
pleta sólo podrá ser conocida por el Director
Nacional, el Subdirector, los Jefes de Depar-
tamentos Nacionales y por los Directores Re-
gionales y por el Jefe de la Oficina de Contra-
loría Interna.

Artículo 19.- Corresponderá instruir una
investigación sumaria o sumario administrati-

vo tendiente a establecer la responsabilidad
que le pueda caber a cualquier funcionario
que de alguna manera no mantenga o respete
la integridad o reserva de las bases de datos
de la Institución o de otras Instituciones a las
que la Dirección del Trabajo tenga acceso, ya
sea, por ejemplo, por la vía de proporcionar
contraseña a terceros no autorizados, perte-
necientes o no al Servicio, de sobrepasar sus
privilegios de acceso o de permitir que utili-
cen dichas bases otras personas para que
ingresen a un sistema computacional, dar a
la publicidad, suministrar a facilitar el acceso
de terceros no autorizados a información,
estadísticas o cualesquier antecedente con-
tenido en las bases de datos o carpetas
institucionales.

De establecerse responsabilidades admi-
nistrativas corresponderá aplicar, en cada
caso, la sanción disciplinaria que proceda.

Artículo 20.- Ningún funcionario de la
Institución podrá beneficiarse en ningún mo-
mento, directa o indirectamente, de la infor-
mación de que tome conocimiento durante el
ejercicio de sus funciones, a causa o con
ocasión de su desempeño para la Dirección
del Trabajo, se trate o no de información
propia del área en que presta servicios,
comprendiéndose en esta prohibición todos
los antecedentes públicos o privados de que
se tome conocimiento en cualquier ámbito
del quehacer institucional

Artículo 21.- La infracción a las obliga-
ciones y prohibiciones establecidas en el pre-
sente Reglamento será sancionada en confor-
midad a las normas previstas en la Ley
N° 18.834, Estatuto Administrativo.

Artículo 22.- El Director Nacional, natu-
ralmente, mediante resolución, podrá delegar
las facultades establecidas o aludidas en las
normas de la presente Orden de Servicio.
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SUPERINTENDENCIA
DE SEGURIDAD SOCIAL

Selección de Circulares

2.065, 14.07.03.

D.S. Nº 67, de 1999, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Imparte
instrucciones a los Servicios de Salud y las Mutualidades.

Conforme lo establecido en el D.S.
Nº 67, de 1999, del Ministerio del Trabajo y
Previsión, esta Superintendencia imparte las
siguientes instrucciones:

1. Siniestralidad efectiva - exclusiones:

De acuerdo con lo dispuesto por el ar-
tículo 2º letra a), se entiende por sinies-
tralidad efectiva las incapacidades y muer-
tes provocadas por accidentes del traba-
jo y enfermedades profesionales.

Asimismo, en los artículos 2º y 2º transi-
torio, se han establecido las exclusiones
a considerar:

• Las incapacidades y muertes origi-
nadas por los accidentes de trayec-
to y por los accidentes del trabajo
sufridos por los dirigentes sindicales
(letra a) del artículo 2º).

• Las incapacidades permanentes cau-
sadas por accidentes del trabajo ocu-
rridos con anterioridad al 1º de abril
de 2000 (inciso primero del artículo
2º transitorio).

• Las incapacidades y muertes causa-
das por accidentes del trabajo ocu-
rridos en una entidad empleadora
distinta de la evaluada o por enfer-

medades profesionales contraídas
como consecuencia del trabajo reali-
zado en una entidad empleadora dis-
tinta de la evaluada, cualquiera fue-
se la fecha del diagnóstico o del
dictamen de incapacidad. En mate-
ria de enfermedades profesionales
(letra a) del artículo 2º), será nece-
sario que la respectiva COMPIN de-
termine la fecha en que se contrajo
la afección y la entidad empleadora
en la que se desempeñaba a la mis-
ma, a fin de que las entidades em-
pleadoras que con posterioridad con-
traten al trabajador enfermo pero sin
que esté expuesto al riesgo, se aco-
jan a esta exclusión.

• Las incapacidades y muertes cau-
sadas por accidentes del trabajo
ocurridos en la entidad empleadora
evaluada o enfermedades profesio-
nales contraídas en la misma, siem-
pre que ello haya ocurrido con an-
telación a los 5 años anteriores al
1º de julio del año en que se efec-
túa el Proceso de Evaluación (letra
a) del artículo 2º).

2. Requisitos para acceder a rebaja de tasa
de cotización

De acuerdo con lo dispuesto en la letra a)
del artículo 8º del D.S. Nº 67, uno de los
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requisitos que permite a la entidad em-
pleadora acceder a la rebaja de su tasa
de cotización adicional diferenciada con-
siste en hallarse al día en el pago de las
cotizaciones de la Ley Nº 16.744.

Se entiende que se encuentra al día, la
entidad empleadora que ha pagado las
referidas cotizaciones correspondientes
a remuneraciones incluidas las del mes
de junio de 2003.

Los organismos administradores deberán
revisar el cumplimiento de este requisito
por parte de sus entidades empleadoras
afiliadas en forma interna y solamente
podrán requerir a los empleadores que
acrediten el cumplimiento de este requi-
sito respecto de aquellas que hubieren
estado adheridas a un organismo admi-
nistrador distinto durante los dos últimos
períodos anuales.

Respecto de la forma de acreditar el cum-
plimiento de los requisitos establecidos
en la letra c) del citado artículo 8º, se
hace presente que para esos efectos, la
entidad empleadora podrá remitir un in-
forme, carta, declaración simple o jurada
ante Notario del representante legal acer-
ca de tener en funcionamiento el Depar-
tamento de Prevención de Riesgos, man-
tener vigente el Reglamento Interno de
Seguridad e Higiene y haber informado a
sus trabajadores de los riesgos que
entrañan sus labores.

Se reitera que para acreditar el cumpli-
miento del requisito de tener en funcio-
namiento el Departamento de Preven-
ción de Riesgos es menester acompañar
al informe, carta, declaración simple o
jurada, en que indique la fecha a contar
de la cual la entidad empleadora ha con-
tratado el Experto en Prevención de Ries-
gos, la categoría a la cual pertenece y el
número de registro de Experto del Servi-
cio de Salud correspondiente y el núme-

ro de jornadas por las cuales está contra-
tado.

3. Formatos

En atención a las dificultades presenta-
das por la información contenida en las
cartas en que los organismos administra-
dores comunican a sus entidades em-
pleadoras adheridas el inicio del proceso
de evaluación y la situación que presen-
tan respecto de la tasa de cotización
adicional diferenciada que les correspon-
dería pagar, se ha estimado necesario
establecer un formato único para cada
situación, como asimismo, formatos para
las resoluciones que han de dictar esos
organismos.

Se acompañan los siguientes formatos:

a) Cartas para comunicar el inicio del
proceso de evaluación para los ca-
sos en que se mantiene la tasa de
cotización adicional, se recarga di-
cha tasa y, se puede acceder a reba-
ja de la tasa vigente, previa acredi-
tación de los requisitos exigidos para
obtenerla.

b) Resoluciones para las siguientes si-
tuaciones:

• De las entidades que no están
sujetas a evaluación y mantie-
nen su tasa de cotización adi-
cional.

• De las entidades que están su-
jetas a evaluación y pueden
mantener, sufrir recargo o acce-
der o no acceder a rebaja de su
tasa de cotización adicional.

Agradeceré a usted dar la más amplia
difusión a la presente circular, especial-
mente entre el personal encargado de su
aplicación.
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Comunica Inicio de Proceso de Evaluacion

(Rebaja indica requisitos no cumplidos)

En …………………. a ……….. de 200_.

Ref.: Comunica inicio de Proceso de Evaluación de Siniestralidad Efectiva.

Señores
……………………………….

De nuestra consideración:

Por la presente comunico a usted que, de acuerdo con lo dispuesto en el D.S. Nº 67, de
1999, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que contiene el Reglamento para la
aplicación de exenciones, rebajas y recargos de la cotización adicional diferenciada de la
Ley Nº 16.744, se ha iniciado el Proceso de Evaluación de la Siniestralidad Efectiva de esa
entidad empleadora, conforme a la cual se determinará la Tasa de Cotización adicional
diferenciada que deberá pagar en este Organismo Administrador, además de la tasa básica,
durante el período comprendido entre el 1º de enero de 200_ y el 31 de diciembre de 200_.

Se adjunta a esta carta el promedio anual de trabajadores y la nómina de sus trabajadores
que durante el período comprendido entre el 1º de julio de 200_ y 30 de junio de 200_, han
sufrido incapacidades o muertes a consecuencia de una accidente del trabajo o una
enfermedad profesional, en la que se indica respecto de cada uno de ellos, el número de
días perdidos y el grado de invalidez.

Se le hace presente que esa entidad puede solicitar la rectificación de los errores de hecho
en que se haya incurrido en la nómina adjunta, para lo cual dispone de un plazo de 15 días
contados desde la recepción de esta carta certificada, la que para estos efectos se entiende
notificada al tercer día de recibida por la oficina de Correos que corresponda.

La evaluación efectuada sobre la base de los antecedentes registrados en el este Organis-
mo, permite determinar que la Tasa de Cotización Adicional que correspondería a esa
entidad es de …%.

Lo anterior, implica que pueda acceder a rebaja de la tasa que tiene fijada actualmente, si de
acuerdo con lo establecido en el artículo 8º del D.S. Nº 67, esa entidad empleadora
acredite, el 31 de octubre del presente, que cumple los siguientes requisitos:

a) Hallarse al día en el pago de las cotizaciones de la Ley Nº 16.744 correspondientes a
las remuneraciones, incluidas las del mes de junio de 200_. (Señalar el año en que se
realiza la evaluación).

b) Cuando proceda, tener información durante el período julio 200_ a junio de 200_, el o
los Comités Paritarios de Higiene y Seguridad.

c) Cuando proceda, tener en funcionamiento durante el período julio 200_ a junio 200_, el
Departamento de Prevención de Riesgos.
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d) Establecer y mantener al día el Reglamento Interno de Seguridad e Higiene en el trabajo
durante el período julio 200_ a junio 200_.

e) Haber informado oportuna y conveniente a todos sus trabajadores acerca de los riesgos
que entrañan sus labores, de las medidas preventivas y de los métodos de trabajo
correctos.

Conforme a los antecedentes registrados en este organismo administrador esa entidad
empleadora no cumple con los siguientes requisitos: (Indicar sólo los requisitos que no se
cumplen)

1. Hallarse al día en el pago de las cotizaciones

Acompañar copia de las planillas de pago de las cotizaciones de la Ley Nº 16.744,
correspondientes a los meses …… del año …. .

2. Comité (s) paritarios de higiene y seguridad, con la siguiente información:

a) Copia de las actas de constitución de todos los Comités que hubieren constituido
por primera vez o renovado en el período y

b) Declaración jurada ante Notario que certifique el funcionamiento de o de los mis-
mos durante el período citado, suscrita por el representante legal de la empresa y
los miembros de dichos Comités.

3. Departamento de Prevención de Riesgos

Informe, carta, declaración simple o jurada ante Notario del representante legal, en que
indique la fecha a contar de la cual la entidad empleadora ha contratado el Experto en
Prevención de Riesgos, la categoría a la cual pertenece, el número de registro de
Experto en el Servicio de Salud correspondiente, el número de jornadas por las cuales
está contratado.

4. Cumplimiento de las disposiciones establecidas en los Títulos V y VI del D.S. Nº 40

Informe, carta, declaración simple o jurada ante Notario del representante legal que
acredite que la empresa mantiene vigente el Reglamento Interno de Seguridad e
Higiene y cumple con la obligación de informar a todos sus trabajadores acerca de los
riesgos que entrañan sus labores durante el período citado.

En caso de tener que acreditar además, de la existencia y funcionamiento del Comité
Paritario otros requisitos, se podrá incorporar en una declaración juradas toda la
información que corresponda.

Al respecto, se le hace presente que el plazo para acreditar el cumplimiento de los
requisitos indicados vence el 31 de octubre de 200_, en cuyo caso la tasa comenzará a
regir el 1º de enero de 200_.

Si no pudiera acreditarlos en la fecha indicada, podrá hacerlo a más tardar el 31 de
diciembre de 200_, en cuyo caso la tasa de cotización adicional determinada en el
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proceso de evaluación se aplicará a contar del 1º del tercer mes siguiente a aquel en
haya efectivamente acreditado el cumplimiento de todos los requisitos.

Se reitera que en el caso que no acredite oportunamente su cumplimiento, no podrá
acceder a la rebaja de su cotización adicional diferenciada, aun cuando ello le corres-
ponda, conforme su siniestralidad efectiva.
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Comunica Inicio de Proceso de Evaluacion

(Con recargo)

En …………………. a ……….. de 200_.

Ref.: Comunica inicio de Proceso de Evaluación de Siniestralidad Efectiva.

Señores
……………………………….

De nuestra consideración:

Por la presente comunico a usted que, de acuerdo con lo dispuesto en el D.S. Nº 67, de
1999, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que contiene el Reglamento para la
aplicación de exenciones, rebajas y recargos de la cotización adicional diferenciada de
la Ley Nº 16.744, se ha iniciado el Proceso de Evaluación de la Siniestralidad Efectiva
de esa entidad empleadora, conforme a la cual se determinará la Tasa de Cotización
adicional diferenciada que deberá pagar en este Organismo Administrador, además de
la tasa básica, durante el período comprendido entre el 1º de enero de 200_ y el 31 de
diciembre de 200_.

Se adjunta a esta carta el promedio anual de trabajadores y la nómina de sus
trabajadores que durante el período comprendido entre el 1º de julio de 200_ y 30 de
junio de 200_, han sufrido incapacidades o muertes a consecuencia de un accidente del
trabajo o una enfermedad profesional, en la que se indica respecto de uno de ellos, el
número de días perdidos y el grado de invalidez.

Se le hace presente que esa entidad puede solicitar la rectificación de los errores de
hecho en que se haya incurrido en la nómina adjunta, para lo cual dispone de un plazo
de 15 días contados desde la recepción de esta carta certificada, la que para estos
efectos se entiende notificada al tercer día de recibida por la oficina de Correos que
corresponda.

La evaluación efectuada sobre la base de los antecedentes registrados en el este
Organismo, permite determinar que la Tasa de Cotización Adicional que corresponda a
esa entidad es de …%.

Lo anterior, implica que a esa entidad empleadora le correspondería un recargo de la
tasa que tiene fijada en la actualidad.
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Comunica Inicio de Proceso de Evaluacion

(Mantiene tasa)

En ………………. a ……….. de 200_.

Ref.: Comunica inicio de Proceso de Evaluación de Siniestralidad Efectiva.

Señores
……………………………….

De nuestra consideración:

Por la presente comunico a usted que, de acuerdo con lo dispuesto en el D.S. Nº 67, de
1999, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que contiene el Reglamento para la
aplicación de exenciones, rebajas y recargos de la cotización adicional diferenciada de
la Ley Nº 16.744, se ha iniciado el Proceso de Evaluación de la Siniestralidad Efectiva
de esa entidad empleadora, conforme a la cual se determinará la Tasa de Cotización
adicional diferenciada que deberá pagar en este Organismo Administrador, además de
la tasa básica, durante el período comprendido entre el 1º de enero de 200_ y el 31 de
diciembre de 200_.

Se adjunta a esta carta el promedio anual de trabajadores y la nómina de sus
trabajadores que durante el período comprendido entre el 1º de julio de 200_ y 30 de
junio de 200_, han sufrido incapacidades o muertes a consecuencia de un accidente del
trabajo o una enfermedad profesional, en la que se indica respecto de uno de ellos, el
número de días perdidos y el grado de invalidez.

Se le hace presente que esa entidad puede solicitar la rectificación de los errores de
hecho en que se haya incurrido en la nómina adjunta, para lo cual dispone de un plazo
de 15 días contados desde la recepción de esta carta certificada, la que para estos
efectos se entiende notificada al tercer día de recibida por la oficina de Correos que
corresponda.

La evaluación efectuada sobre la base de los antecedentes registrados en el este
Organismo, permite determinar que la Tasa de Cotización Adicional que corresponda a
esa entidad es de …%.

Lo anterior, implica que mantendría la tasa que tiene fijada en la actualidad.
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Resolucion que fija la tasa de cotizacion adicional
diferenciada de la Ley Nº 16.744

(Mantiene tasa a entidades que no están sujetas a evaluación)

Resolución Nº ………
Nº adherente ……….

En ………… a ………….. de 200_.

Vistos:

Los antecedentes de la entidad empleadora … (Nombre o Razón Social) ………………. RUT
……………. con domicilio en … (Calle, Nº, Comuna) …………………., representada por ……………..
(Nombre, RUT) ……… .

Teniendo presente:

Lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley Nº 16.744 y el Decreto Supremo Nº 67, de 1999,
del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, este Organismo Administrador del Seguro Social
contra Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, resuelve:

Primero:

Se mantiene su Tasa de Cotización Adicional Diferenciada en …% la que deberá pagar
además de la tasa de cotización básica, durante el período comprendido entre el 1º de enero de
200_ y el 31 de diciembre de 200_.

Segundo:

Esa entidad empleadora presenta menos de 2 períodos anuales consecutivos de adherencia
a algún organismo administrador de la Ley Nº 16.744, razón por la cual no puede ser evaluada
en este Proceso, de acuerdo a lo establecido en el artículo 7º del D.S. Nº 67.

Tercero:

Esa entidad empleadora dispone el plazo de quince días para formular ante este organismo
administrador un recurso de reconsideración debidamente fundado.

Además, esa entidad puede recurrir ante la Superintendencia de Seguridad Social para lo
cual dispone del plazo de 90 días hábiles.

Los plazos anteriormente señalados se contabilizarán desde la fecha de notificación de esta
resolución o de la notificación de la resolución que emita este organismo respecto de la
reconsideración, si la hubiere solicitado, según corresponda.
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Resolucion que fija la tasa de cotizacion adicional
diferenciada de la Ley Nº 16.744

(Accede a rebaja)

Resolución Nº ………
Nº adherente ……….

En ………. a ……. de 200_.

Vistos:

Los antecedentes de la entidad empleadora … (Nombre o Razón Social) …………. RUT
……………. con domicilio en … (Calle, Nº, Comuna) …………., representada por ………..
(Nombre, RUT) ……… .

Teniendo presente:

Lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley Nº 16.744 y el Decreto Supremo Nº 67, de 1999,
del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, este Organismo Administrador del Seguro Social
contra Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, resuelve:

Primero:

Se fija su Tasa de Cotización Adicional Diferenciada en …% la que deberá pagar además de
la tasa de cotización básica, durante el período comprendido entre el 1º de enero de 200_ y el 31
de diciembre de 200_.

Segundo:

La rebaja de su cotización adicional fue procedente por cuanto esa entidad empleadora ha
acreditado el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Hallarse al día en el pago de las cotizaciones de la Ley Nº 16.744 correspondientes a las
remuneraciones incluidas las de junio de 200_. (Se deberá indicar el año en que se realiza la
evaluación).

b) Cuando proceda, tener en funcionamiento durante el período julio 200_ a junio 200_, el o
los Comités Paritarios de Higiene y Seguridad.

c) Cuando proceda, tener en funcionamiento durante el período julio 200_ a junio 200_, el
Departamento de Prevención de Riesgos.

d) Establecer y mantener al día el Reglamento Interno de Seguridad e Higiene en el trabajo
durante el período julio 200_ a junio 200_.

e) Haber informado oportuna y convenientemente a todos sus trabajadores acerca de los
riesgos que entrañan sus labores, de las medidas preventivas y de los métodos de trabajo
correctos.
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Tercero:

Se adjuntan a la presente resolución todos los antecedentes que se tomaron en considera-
ción para el cálculo de su Tasa de Siniestralidad Total.

Cuarto:

Esa entidad empleadora dispone del plazo de quince días para formular ante este organismo
administrador un recurso de reconsideración debidamente fundado.

Además, esa entidad puede recurrir ante la Superintendencia de Seguridad Social para lo
cual dispone del plazo de 90 días hábiles.

Los plazos anteriormente señalados se contabilizarán desde la fecha de notificación de esta
resolución o de la notificación de la resolución que emita este organismo respecto de la
reconsideración, si la hubiere solicitado, según corresponda.
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Resolucion que fija la tasa de cotizacion adicional
diferenciada de la Ley Nº 16.744

(Mantiene tasa)

Resolución Nº ………
Nº adherente ……….

En ……… a ……. de 200_.

Vistos:

Los antecedentes de la entidad empleadora … (Nombre o Razón Social) ………………. RUT
……………. con domicilio en … (Calle, Nº, Comuna) …………………., representada por ……………..
(Nombre, RUT) ……… .

Teniendo presente:

Lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley Nº 16.744 y el Decreto Supremo Nº 67, de 1999,
del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, este Organismo Administrador del Seguro Social
contra Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, resuelve:

Primero:

Se mantiene su Tasa de Cotización Adicional Diferenciada en …% la que deberá pagar
además de la tasa de cotización básica, durante el período comprendido entre el 1º de enero de
200_ y el 31 de diciembre de 200_.

Segundo:

Se adjuntan a la presente resolución todos los antecedentes que se tomaron en considera-
ción para el cálculo de su Tasa de Siniestralidad Total.

Tercero:

Esa entidad empleadora dispone el plazo de quince días para formular ante este organismo
administrador un recurso de reconsideración debidamente fundado.

Además, esa entidad puede recurrir ante la Superintendencia de Seguridad Social para lo
cual dispone del plazo de 90 días hábiles.

Los plazos anteriormente señalados se contabilizarán desde la fecha de notificación de esta
resolución o de la notificación de la resolución que emita este organismo respecto de la
reconsideración, si la hubiere solicitado, según corresponda.
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Resolucion que fija la tasa de cotizacion adicional
diferenciada de la Ley Nº 16.744

(No accede a rebaja)

Resolución Nº ………
Nº adherente ……….

En ………. a …….. de 200_.

Vistos:

Los antecedentes de la entidad empleadora … (Nombre o Razón Social) ………………. RUT
……………. con domicilio en … (Calle, Nº, Comuna) …………………., representada por ……………..
(Nombre, RUT) ……… .

Teniendo presente:

Lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley Nº 16.744 y el Decreto Supremo Nº 67, de 1999,
del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, este Organismo Administrador del Seguro Social
contra Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, resuelve:

Primero:

Se fija su Tasa de Cotización Adicional Diferenciada en …% la que deberá además de la tasa
de cotización básica, durante el período comprendido entre el 1º de enero de 200_ y el 31 de
diciembre de 200_.

Segundo:

No obstante que por siniestralidad efectiva, esa entidad empleadora, habría podido acceder
a rebaja o exención, ello no resultó procedente, pues no cumplió con los siguientes requisitos:
(se deberán señalar sólo los requisitos que no se cumplieron).

a) Hallarse al día en el pago de las cotizaciones de la Ley Nº 16.744 correspondientes a las
remuneraciones, incluidas las del mes de junio de 200_. (Señalar el año en que se realiza la
evaluación).

b) Cuando proceda, tener información durante el período julio 200_ a junio de 200_, el o los
Comités Paritarios de Higiene y Seguridad.

c) Cuando proceda, tener en funcionamiento durante el período julio 200_ a junio 200_, el
Departamento de Prevención de Riesgos.

d) Establecer y mantener al día el Reglamento Interno de Seguridad e Higiene en el trabajo
durante el período julio 200_ a junio 200_.

e) Haber informado oportuna y conveniente a todos sus trabajadores acerca de los riesgos que
entrañan sus labores, de las medidas preventivas y de los métodos de trabajo correctos.
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Tercero:

Se adjuntan a la presente resolución todos los antecedentes que se tomaron en considera-
ción para el cálculo de su Tasa de Siniestralidad Total.

Cuarto:

De acuerdo a lo dispuesto en el inciso final del artículo 8º del D.S. Nº 67, esa entidad
empleadora tiene la posibilidad de acreditar el cumplimiento de los requisitos señalados en el
punto Segundo de esta resolución antes del 1º de enero del año 200_, lo que permitiría volver a
determinar su tasa de cotización adicional.

Quinto:

Esa entidad empleadora dispone del plazo de quince días para formular ante este organismo
administrador un recurso de reconsideración debidamente fundado.

Además, esa entidad puede recurrir ante la Superintendencia de Seguridad Social para lo
cual dispone del plazo de 90 días hábiles.

Los plazos anteriormente señalados se contabilizarán desde la fecha de notificación de esta
resolución o de la notificación de la resolución que emita este organismo respecto de la
reconsideración, si la hubiere solicitado, según corresponda.
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Resolucion que fija la tasa de cotizacion adicional
diferenciada de la Ley Nº 16.744

(Recargo tasa)

Resolución Nº ………
Nº adherente ……….

En ……… a ……. de 200_.

Vistos:

Los antecedentes de la entidad empleadora … (Nombre o Razón Social) ………………. RUT
……………. con domicilio en … (Calle, Nº, Comuna) …………………., representada por ……………..
(Nombre, RUT) ……… .

Teniendo presente:

Lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley Nº 16.744 y el Decreto Supremo Nº 67, de 1999,
del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, este Organismo Administrador del Seguro Social
contra Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, resuelve:

Primero:

Se fija su Tasa de Cotización Adicional Diferenciada en …% la que deberá pagar además de
la tasa de cotización básica, durante el período comprendido entre el 1º de enero de 200_ y el 31
de diciembre de 200_.

Segundo:

Se adjuntan a la presente resolución todos los antecedentes que se tomaron en considera-
ción para el cálculo de su Tasa de Siniestralidad Total.

Tercero:

Esa entidad empleadora dispone el plazo de quince días para formular ante este organismo
administrador un recurso de reconsideración debidamente fundado.

Además, esa entidad puede recurrir ante la Superintendencia de Seguridad Social para lo
cual dispone del plazo de 90 días hábiles.

Los plazos anteriormente señalados se contabilizarán desde la fecha de notificación de esta
resolución o de la notificación de la resolución que emita este organismo respecto de la
reconsideración, si la hubiere solicitado, según corresponda.
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Circulares Nºs. 2.067, de 31.07.03, de la Superintendencia de Seguridad
Social y 71 de la Superintendencia de ISAPRES.

Imparte instrucciones a las unidades de licencias médicas, a las comisiones de
medicina preventiva e invalidez de los servicios de salud y a las ISAPRES
sobre la forma en que deben emitir las resoluciones que recaen sobre licencias
médicas.

Las Superintendencias de Seguridad So-
cial y de Instituciones de Salud Previsional,
en ejercicio de sus facultades legales, han
estimado pertinente impartir las siguientes
instrucciones:

I. RESOLUCIONES DE LAS UNIDADES DE
LICENCIAS MEDICAS, DE LAS COMPIN
Y DE las ISAPRES QUE RECAEN SOBRE
LICENCIAS MEDICAS

El artículo 16 del D.S. Nº 3, de 1984, del
Ministerio de Salud dispone que la Comi-
sión de Medicina Preventiva e Invalidez,
la Unidad de Licencias Médicas o la
ISAPRE, en su caso, podrán rechazar o
aprobar las licencias médicas; reducir o
ampliar el período de reposo o cambiarlo
de total a parcial y viceversa. La resolu-
ción o pronunciamiento respectivo se es-
tampará en el mismo formulario de licen-
cia y se dejará constancia de los funda-
mentos tenidos en vista para adoptar la
medida.

Habiéndose constatado que las resolu-
ciones no siempre cumplen con la nor-
mativa antes citada, y con el objeto de
evitar que ellas no se basten a sí mis-
mas, ya sea por no señalar claramente
los fundamentos del rechazo o modifica-
ción, o por ser ilegibles, se ha estimado
necesario reiterar y complementar las ins-
trucciones impartidas sobre la materia:

1. La resolución que recae sobre una
licencia médica debe constar por es-
crito en el formulario, con firma y
timbre autorizados, dejándose cons-
tancia de los fundamentos y antece-

dentes tenidos a la vista para su
emisión.

2. La resolución deberá ser escrita con
letra imprenta clara y legible y, de
acuerdo a lo dispuesto en el artículo
26 del D.S. Nº 3, se estampará en el
formulario de licencia bajo la firma
del profesional respectivo de la Uni-
dad de Licencias Médicas, del Presi-
dente de la Comisión de Medicina
Preventiva e Invalidez o del profe-
sional designado por la ISAPRE, en
su caso.

Excepcionalmente, las ISAPRES, de
acuerdo a lo establecido en el Ord.
Circular Nº 1C/23 de 14 de junio de
2002 de la Superintendencia de Ins-
tituciones de Salud Previsional, po-
drán utilizar el timbre que contenga
la expresión "Autorizada por Con-
traloría Médica", como medio alter-
nativo a la firma del médico designa-
do para emitir el pronunciamiento de
que se trate, siempre que este último
consista en la aprobación pura y sim-
ple de la licencia médica en cuestión.

No obstante lo anterior, tratándose
de licencias médicas maternales y
por enfermedad grave del hijo me-
nor de un año, cualquiera sea la
resolución que se adopte a su res-
pecto, éstas deberán ser siempre
emitidas y firmadas por el médico
contralor designado por las ISAPRES.

3. En la Sección B del actual Formula-
rio de Licencia Médica se debe es-
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tampar obligatoriamente la resolu-
ción adoptada, debiendo completar-
se en forma íntegra todas las men-
ciones que contiene dicha sección,
tal como lo instruyeran las Superin-
tendencias de Seguridad Social y de
Instituciones de Salud Previsional,
mediante Circular Nº 2.020 y Circu-
lar Nº 68, respectivamente, ambas
de 27 de septiembre de 2002.

Dicha sección B consta de las si-
guientes menciones:

a) Nombre del Servicio de Salud o
ISAPRE;

b) Número de la resolución que
recae sobre la licencia médica;

c) Establecimiento;

d) Código del Establecimiento;

e) Tipo de licencia;

f) Fecha de inicio y término del re-
poso;

g) Número de días que se autori-
zan por la licencia;

h) Código del Diagnóstico. Para
tales efectos, y de acuerdo a lo
instruido por el Ministerio de
Salud, deberá utilizarse la codi-
ficación internacional de la
O.M.S. denominada C.I.E. 10;

i) Indicar si es primera licencia o
una continuación, y en este últi-
mo caso, señalar el número de
días previos autorizados;

j) Indicar qué resolución se adop-
tó respecto de la licencia, llenan-
do el casillero con el número
correspondiente.

1 = Autorízase

2 = Recházase

3 = Amplíase

4 = Redúcese

5 = Pendiente de resolución

k) Corresponde estampar el Nº 5
= Pendiente de resolución,
cuando la Unidad de Licencias
Médicas o la COMPIN, según co-
rresponda, han prorrogado el
plazo de que disponen para emi-
tir el pronunciamiento pertinen-
te, por requerir un mayor estu-
dio de los antecedentes.

l) Las ISAPRES no podrán utilizar
el Nº 5 = Pendiente de resolu-
ción, para pronunciarse respec-
to de una licencia médica, toda
vez que la normativa vigente no
contempla la posibilidad que és-
tas puedan ampliar el plazo de
3 días de que disponen para emi-
tir dicho pronunciamiento.

m) En cuanto al casillero "Redicta-
men", si la entidad encargada de
pronunciarse respecto de la li-
cencia médica modifica la reso-
lución primitiva, sea de oficio o
a petición de parte, deberá indi-
carlo marcando con una X el
casillero existente al lado izquier-
do de la palabra "Redictamen".

n) El rechazo de una licencia médi-
ca debe fundarse en una causal
contemplada en las normas le-
gales y reglamentarias. Para es-
tos efectos, en el formulario de
licencia médica hay un casillero
para indicar la causa del recha-
zo, el cual debe llenarse con el
número que corresponda: 1 =
Reposo injustificado - 2 = Diag-
nóstico irrecuperable - 3 = Fue-
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ra de plazo - 4 = Incumplimien-
to del reposo - 5 = Otro (espe-
cificar).

o) En relación a la causal de rechazo
indicada con el Nº 2, esto es "Diag-
nóstico irrecuperable", se deberá te-
ner presente que no basta que la
patología tenga una naturaleza cró-
nica o irrecuperable para rechazar la
licencia médica, debiendo analizarse
en cada caso, si al término del repo-
so la persona va a estar o no en
condiciones de reintegrarse al traba-
jo. Existiendo la posibilidad de rein-
tegro laboral, la licencia debe ser
autorizada.

p) Si la causa de rechazo no correspon-
de a las señaladas en los números 1
al 4, se deberá estampar en el casi-
llero respectivo el Nº 5, que corres-
ponde a otras causales de rechazo,
e indicar claramente cuál es la cau-
sal que se invoca, la que, en todo
caso, debe estar contemplada en la
normativa legal y reglamentaria vi-
gente, como podría ser el caso, en-
tre otras, de la existencia de enmen-
daduras; adulteración o falsificación;
realización de trabajo remunerado o
no; no tener calidad de trabajador.

q) Cualquiera sea la causal o causales
invocadas, en la resolución deberá
indicarse el fundamento de su apli-
cación.

Ejemplos

i. Si la licencia médica se rechaza
por incumplimiento del reposo,
en la fundamentación se deberá
anexar copia del acta de la visi-
ta domiciliaria, dejando constan-
cia de ello en la resolución. En
el acta se deberá indicar el lu-
gar en que se efectuó la visita,
día y hora de la misma, funda-
mentos por los cuales se con-

cluyó que el trabajador no esta-
ba en el domicilio cumpliendo el
reposo, nombre de la persona
que atendió, en su caso, y nom-
bre, Rut y firma del funcionario
que realizó la diligencia e indi-
cación de la empresa externa a
la que pertenece, cuando corres-
ponda.

ii. Si la licencia se rechazó por la
causal "Otros", por haber sido
el trabajador sorprendido reali-
zando una actividad laboral, se
deberá indicar qué trabajo reali-
zó y la forma como se tomó co-
nocimiento del hecho.

iii. Si la licencia se rechazó por la
causal "Otros", sin vínculo labo-
ral, se deberá indicar los funda-
mentos por los cuales se ha lle-
gado a esa conclusión. Si la fal-
ta de vínculo laboral se funda en
la calidad de socio que el traba-
jador tiene respecto de la enti-
dad empleadora, deberá indicar-
se claramente si es mayoritario
y si tiene o no la administración
y uso de la razón social.

Se hace presente que la causal de
rechazo que se debe invocar es la
"falta de vínculo laboral", debida-
mente fundamentada en los térmi-
nos indicados precedentemente, no
siendo procedente el rechazo de una
licencia médica basado sólo en una
duda respecto a la existencia de la
mencionada relación laboral.

r) En aquellos casos en que la funda-
mentación de la causal de rechazo o
modificación no pueda incluirse en
forma íntegra en la línea establecida
para ello en el formulario de la licen-
cia, deberá dejarse constancia de
que se extenderá un documento se-
parado, que se entiende forma parte
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de la resolución, debiendo anexarse
al formulario de licencia médica.

s) Al notificar al trabajador y al em-
pleador la resolución que autorice,
rechace o modifique la licencia mé-
dica, conjuntamente con remitirle fo-
tocopia de la sección B de la licen-
cia, se le deberá adjuntar fotocopia
del documento anexo en que se fun-
damentó la resolución y del acta de
visita, en su caso.

t) A petición del trabajador, las Unida-
des de Licencias Médicas, las
COMPIN, las CCAF y las ISAPRES,
en su caso, deberán proporcionar a
éste copia íntegra de la licencia mé-
dica.

u) En los casos de trabajadores adscri-
tos a FONASA, cuyos empleadores
se encuentran, a su vez, afiliados a
una C.C.A.F., el cumplimiento de
las instrucciones de las letras s) y t)
precedentes, deberá efectuarla la
Unidad de Licencias Médicas, la
COMPIN o la C.C.A. F., dependien-
do de cual de éstas haya asumido la
obligación de notificar al trabajador
y al empleador.

v) Si la notificación la realiza la C.C.A.F.,
la COMPIN deberá remitir a aquélla
todos los antecedentes necesarios
para el cumplimiento de lo instruido
en las letras s) y t), entre ellos, la
licencia médica original, el documen-
to anexo en que se señalaron los
fundamentos de la resolución, si
existiere, y el acta de la visita domi-
ciliaria, en su caso.

II. RESOLUCIONES DE LA COMPIN QUE
RESUELVEN APELACIONES EN CONTRA
DE PRONUNCIAMIENTOS DE UNA
ISAPRE

A las COMPIN les corresponde pronun-
ciarse respecto de los reclamos que se

presenten en contra de las resoluciones
emitidas por las ISAPRES, en caso de
rechazo, modificación o autorización de
una licencia médica.

El pronunciamiento debe emitirse median-
te una resolución, la que se debe notifi-
car al trabajador, al empleador y, en su
caso, a la respectiva ISAPRE.

Dicha resolución debe emitirse en forma
clara y legible, y firmarse por el Presiden-
te de la COMPIN o por el Secretario de la
misma.

En ella se deberán señalar claramente los
fundamentos tenidos en consideración
para emitir el pronunciamiento, ya sea
que se rechace o acoja total o parcial-
mente la apelación.

Si la COMPIN no admite la apelación a
trámite por estimar que ésta se presentó
fuera del plazo de 15 días hábiles conta-
dos desde la recepción de la carta certifi-
cada en que la ISAPRE notificó el recha-
zo, modificación o aprobación, deberá
indicar claramente la fecha en que el
interesado recibió la citada carta y la
fecha en que se ingresó la apelación.

Conforme con lo establecido en la Circu-
lar Nº 67 de 7 de junio de 2002, de la
Superintendencia de Instituciones de Sa-
lud Previsional, las ISAPRES podrán re-
solver en primera instancia los reclamos
que se derivan a la COMPIN, de acuerdo
a nuevos antecedentes que le presente
el afiliado. En estos casos, el plazo de
apelación ante la COMPIN debe contarse
desde la recepción del pronunciamiento
definitivo de la ISAPRE.

En todo caso, de la resolución que dicte
la COMPIN se podrá apelar ante la Su-
perintendencia de Seguridad Social. Re-
cibida una apelación, la Superintenden-
cia podrá solicitar informe a los organis-
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mos involucrados, los que deberán remi-
tir la información solicitada dentro del
plazo establecido en el Título IV de la
presente circular.

Vencido este plazo, la Superintendencia
de Seguridad Social podrá resolver con
los antecedentes que tenga a la vista.

La interposición de la señalada apelación
no suspenderá los efectos de lo resuelto
por la COMPIN.

III. SERVICIOS DEPENDIENTES DE LOS SER-
VICIOS DE SALUD Y SERVICIOS TRAS-
PASADOS AL SECTOR MUNICIPAL -
EMISION OPORTUNA DE LAS LICEN-
CIAS MEDICAS

La Superintendencia de Seguridad So-
cial, al conocer de reclamos en contra de
resoluciones que han rechazado licencias
médicas por presentación fuera de plazo,
ha constatado que en determinados ca-
sos el incumplimiento de dicho plazo se
produce por la demora de los Hospitales
y Consultorios en emitir y entregar las
respectivas licencias.

Para evitar que estas situaciones ocu-
rran, se solicita a los Directores de los
Servicios de Salud que impartan las ins-
trucciones a todos los establecimientos
de su dependencia y también a los mu-
nicipalizados, para que cuando atiendan
a un trabajador que amerita reposo, se
le extienda y entregue de inmediato la
correspondiente licencia médica, de
modo que pueda ser tramitada oportu-
namente.

En todo caso, de producirse un atraso en
la emisión de licencias médicas de pa-
cientes hospitalizados, ellas deberán au-
torizarse por existir una causal de fuerza
mayor o caso fortuito ajeno a la respon-
sabilidad del trabajador.

IV. PLAZOS PARA RESPONDER LAS PETI-
CIONES DE INFORME QUE HAGA LA
SUPERINTENDENCIA DE SEGURIDAD
SOCIAL

Cuando la Superintendencia de Seguri-
dad Social conozca de reclamos en con-
tra de resoluciones emitidas por las Uni-
dades de Licencias Médicas o de una
COMPIN sobre licencias médicas de afi-
liados a FONASA, o resoluciones de una
COMPIN recaídas en reclamos respecto
de resoluciones sobre licencias médicas
de afiliados a ISAPRES, las COMPIN,
C.C.A.F. e ISAPRES de la Región Metro-
politana dispondrán de un plazo de 10
días hábiles para proporcionar los ante-
cedentes requeridos y de 15 días hábiles
en caso de las demás regiones. Dicho
plazo comenzará a correr desde la fecha
en que el oficio en que se requieren los
antecedentes sea despachado por esta
Superintendencia. De no proporcionarse
los antecedentes dentro del plazo citado,
se procederá a resolver la situación con
los antecedentes de que se disponga.

Las instrucciones de este número modifi-
can, en lo que se refiere a licencias médi-
cas, los plazos para emitir los informes
de la Circular Nº 1.971, de 18 de febrero
de 2002, de la Superintendencia de Se-
guridad Social, la que se reitera para
otras materias.

V. VIGENCIA

Las presentes instrucciones entrarán en
vigencia el 11 de agosto de 2003.

Se solicita dar la mayor difusión a las
presentes instrucciones, especialmente
entre los funcionarios encargados de su
aplicación.

Saluda atentamente a Ud., Manuel
Inostroza Palma, Superintendente de ISAPRES.-
Ximena C. Rincón González, Superintendenta
de Seguridad Social.
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2.068, 1º.08.03.

D.S. Nº 67, de 1999, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Imparte
instrucciones a los Servicios de Salud, al Instituto de Normalización
Previsional y a las Mutualidades.

Conforme lo establecido en el D.S.
Nº 67, de 1999, del Ministerio del Trabajo y
Previsión, esta Superintendencia imparte las
siguientes instrucciones, las cuales comple-
mentan y modifican en lo que corresponde lo
instruido mediante Circular Nº 2.065, de 14
de julio de 2003:

1. Siniestralidad efectiva - exclusiones:

De acuerdo con lo dispuesto por el ar-
tículo 2º letra a), se entiende por sinies-
tralidad efectiva las incapacidades y muer-
tes provocadas por accidentes del traba-
jo y enfermedades profesionales.

Asimismo, en el inciso primero del artícu-
lo 2º y 2º transitorio se ha establecido la
siguiente exclusión a considerar:

• Las incapacidades permanentes cau-
sadas por accidentes del trabajo ocu-
rridos con anterioridad al 1º de abril
de 2000.

2. Requisitos para acceder a rebaja de tasa
de cotización

De acuerdo con lo dispuesto en la letra a)
del artículo 8º del D.S. Nº 67, uno de los
requisitos que permite a la entidad em-
pleadora acceder a la rebaja de su tasa
de cotización adicional diferenciada con-
siste en hallarse al día en el pago de las
cotizaciones de la Ley Nº 16.744.

Se entiende que se encuentra al día, la
entidad empleadora que ha pagado las
referidas cotizaciones correspondientes
a remuneraciones incluidas las del mes
de junio del año en que se realice el
Proceso de Evaluación.

Los organismos administradores deberán
revisar el cumplimiento de este requisito
por parte de sus entidades empleadoras
afiliadas en forma interna y solamente
podrán requerir a los empleadores que
acrediten el cumplimiento de este requi-
sito respecto de aquellas que hubieren
estado adheridas a un organismo admi-
nistrador distinto o que no hubiesen en-
terado las cotizaciones correspondientes
a determinados períodos.

3. Formatos

En atención a las particularidades que
presenta la información contenida en las
cartas en que los Servicios de Salud co-
munican a sus entidades empleadoras
afiliadas al I.N.P. el inicio del proceso de
evaluación y la situación que presentan
respecto de la tasa de cotización adicio-
nal diferenciada que les correspondería
pagar, se ha estimado necesario estable-
cer formatos específicos para dichos Ser-
vicios.

Se acompañan los formatos de las Car-
tas que deberán utilizar los Servicios de
Salud para comunicar el inicio del proce-
so de evaluación para los casos en que
mantiene la tasa de cotización adicional,
en que se recarga dicha tasa y, en que se
puede acceder a rebaja de la tasa vigen-
te, previa acreditación de los requisitos
exigidos para obtenerla.

Agradeceré a usted dar la más amplia
difusión a la presente circular, especial-
mente entre el personal encargado de su
aplicación.
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Comunica Inicio de Proceso de Evaluacion

(Mantiene tasa)

En …………………. a ……….. de 200_.

Ref.: Comunica inicio de Proceso de Evaluación de Siniestralidad Efectiva.

Señores
……………………………….

De nuestra consideración:

Por la presente comunico a usted que, de acuerdo con lo dispuesto en el D.S. Nº 67, de
1999, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que contiene el Reglamento para la
aplicación de exenciones, rebajas y recargos de la cotización adicional diferenciada de la
Ley Nº 16.744, se ha iniciado el Proceso de Evaluación de la Siniestralidad Efectiva de esa
entidad empleadora, conforme a la cual se determinará la Tasa de Cotización adicional
diferenciada que deberá pagar en el I.N.P., además de la tasa básica, durante el período
comprendido entre el 1º de enero de 200_ y el 31 de diciembre de 200_.

Se adjunta a esta carta el promedio anual de trabajadores y la nómina de sus trabajadores
que durante el período comprendido entre el 1º de julio de 200_ y 30 de junio de 200_, han
sufrido incapacidades o muertes a consecuencia de una accidente del trabajo o una
enfermedad profesional, en la que se indica respecto de uno de ellos, el número de días
perdidos y el grado de invalidez.

Se le hace presente que esa entidad puede solicitar la rectificación, a este Servicio de Salud,
de los errores de hecho en que se haya incurrido en la nómina adjunta, para lo cual dispone
de un plazo de 15 días contados desde la recepción de esta carta certificada, la que para
estos efectos se entiende notificada al tercer día de recibida por la oficina de Correos que
corresponda.

La evaluación efectuada sobre la base de los antecedentes registrados en el este Organis-
mo, permite determinar que la Tasa de Cotización Adicional que corresponda a esa entidad
es de …%.

Lo anterior, implica que mantendría la tasa que tiene fijada en la actualidad.
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Comunica Inicio de Proceso de Evaluacion

(Con recargo)

En …………………. a ……….. de 200_.

Ref.: Comunica inicio de Proceso de Evaluación de Siniestralidad Efectiva.

Señores
……………………………….

De nuestra consideración:

Por la presente comunico a usted que, de acuerdo con lo dispuesto en el D.S. Nº 67, de
1999, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que contiene el Reglamento para la
aplicación de exenciones, rebajas y recargos de la cotización adicional diferenciada de la
Ley Nº 16.744, se ha iniciado el Proceso de Evaluación de la Siniestralidad Efectiva de esa
entidad empleadora, conforme a la cual se determinará la Tasa de Cotización adicional
diferenciada que deberá pagar en el I.N.P., además de la tasa básica, durante el período
comprendido entre el 1º de enero de 200_ y el 31 de diciembre de 200_.

Se adjunta a esta carta el promedio anual de trabajadores y la nómina de sus trabajadores
que durante el período comprendido entre el 1º de julio de 200_ y 30 de junio de 200_, han
sufrido incapacidades o muertes a consecuencia de un accidente del trabajo o una
enfermedad profesional, en la que se indica respecto de uno de ellos, el número de días
perdidos y el grado de invalidez.

Se le hace presente que esa entidad puede solicitar la rectificación, a este Servicio de Salud,
de los errores de hecho en que se haya incurrido en la nómina adjunta, para lo cual dispone
de un plazo de 15 días contados desde la recepción de esta carta certificada, la que para
estos efectos se entiende notificada al tercer día de recibida por la oficina de Correos que
corresponda.

La evaluación efectuada sobre la base de los antecedentes registrados en el este Organis-
mo, permite determinar que la Tasa de Cotización Adicional que corresponda a esa entidad
es de …%.

Lo anterior, implica que a esta entidad empleadora le correspondería un recargo de la tasa
que tiene fijada en la actualidad.
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Comunica Inicio de Proceso de Evaluacion

(Rebaja indica requisitos no cumplidos)

En …………………. a ……….. de 200_.

Ref.: Comunica inicio de Proceso de Evaluación de Siniestralidad Efectiva.

Señores
……………………………….

De nuestra consideración:

Por la presente comunico a usted que, de acuerdo con lo dispuesto en el D.S. Nº 67, de
1999, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que contiene el Reglamento para la
aplicación de exenciones, rebajas y recargos de la cotización adicional diferenciada de la
Ley Nº 16.744, se ha iniciado el Proceso de Evaluación de la Siniestralidad Efectiva de esa
entidad empleadora, conforme a la cual se determinará la Tasa de Cotización adicional
diferenciada que deberá pagar en el I.N.P., además de la tasa básica, durante el período
comprendido entre el 1º de enero de 2004 y el 31 de diciembre de 2005.

Se adjunta a esta carta el promedio anual de trabajadores y la nómina de sus trabajadores
que durante el período comprendido entre el 1º de julio de 2000 y 30 de junio de 2003, han
sufrido incapacidades o muertes a consecuencia de un accidente del trabajo o una
enfermedad profesional, en la que se indica respecto de uno de ellos, el número de días
perdidos y el grado de invalidez.

Se le hace presente que esa entidad puede solicitar la rectificación de los errores de hecho
en que se haya incurrido en la nómina adjunta, para lo cual dispone de un plazo de 15 días
contados desde la recepción de esta carta certificada, la que para estos efectos se entiende
notificada al tercer día de recibida por la oficina de Correos que corresponda.

La evaluación efectuada sobre la base de los antecedentes registrados en el este Organis-
mo, permite determinar que la Tasa de Cotización Adicional que corresponda a esa entidad
es de …%.

De acuerdo con los registros del I.N.P. y el servicio de salud correspondiente, esa entidad
empleadora no ha dado cumplimiento a los siguientes requisitos contemplados en el artículo
8º del D.S. Nº 67, los que deberá acreditar ante el I.N.P., a más tardar el 31 de octubre del
presente: (colocar sólo los requisitos no cumplidos).

1. Hallarse al día en el pago de las cotizaciones

Cotizaciones, correspondientes a los meses ….. del año. Usted deberá acompañar
copias de las planillas de declaración y pago.

2. Cumplimiento de las disposiciones establecidas en los Títulos V y VI del D.S. Nº 40

Informe, carta, declaración simple o jurada ante Notario del representante legal que
acredite que la empresa mantiene vigente el Reglamento Interno de Seguridad e
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Higiene y cumple con la obligación de informar a todos sus trabajadores acerca de los
riesgos que entrañan sus labores durante el período citado.

3. Comité (s) Paritario de Higiene y Seguridad, son la siguiente información:

a) Copia de las actas de constitución de todos los Comités que hubiere constituido
por primera vez o renovado en el período y

b) Declaración jurada ante Notario que certifique el funcionamiento de o de los mis-
mos durante el período citado, suscrita por el representante legal de la empresa y
los miembros de dichos comités.

4. Departamento de Prevención de Riesgos

Informe, carta, declaración simple o jurada ante Notario o Representante Legal, en que
indique la fecha a contar de la cual la entidad empleadora ha contratado el Experto en
Prevención de Riesgos, la categoría a la cual pertenece, el número de registro de
Experto en el Servicio de Salud correspondiente, el número de jornadas por las cuales
está contratado.

En caso de tener que acreditar además, de la existencia y funcionamiento del Comité
Paritario otros requisitos, se podrá incorporar en una declaración jurada toda la
información que corresponda. En las Sucursales del I.N.P. se encuentra a su disposi-
ción formatos de declaración jurada o en su página WEB: www.inp.cl

Al respecto, se le hace presente que el plazo para acreditar el cumplimiento de los
requisitos indicados vence el 31 de octubre de 2003, en cuyo caso la tasa comenzará
a regir el 1º de enero de 2004 si no pudiera acreditarlos en la fecha indicada, podrá
hacerlo a más tardar el 31 de diciembre de 2003, en cuyo caso la tasa de cotización
adicional determinada en el Proceso de Evaluación se aplicará a contar del 1º del tercer
mes siguiente a aquel en que haya efectivamente acreditado al cumplimiento de todos
los requisitos.

Se reitera en el caso que no se acredite oportunamente su cumplimiento, no podrá
acceder a la rebaja de su cotización adicional diferenciada, aun cuando ello le corres-
ponda, conforme su siniestralidad efectiva y mantendrá su actual tasa de cotización.
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SUPERINTENDENCIA DE
ADMINISTRADORAS DE FONDOS

DE PENSIONES

Selección de Dictámenes

FIS-05, 01.03.

Calidad de técnico extranjero para los efectos de acogerse a las disposicio-
nes de la Ley Nº 18.156.

Concordancias: Oficio Ordinario Nº J/
4.274, de fecha 9 de abril de 1990, de esta
Superintendencia.

Una Administradora ha solicitado un pro-
nunciamiento de esta Superintendencia, acer-
ca de la procedencia de atribuir la condición
de técnico extranjero en los términos previs-
tos en la Ley Nº 18.156, a su afiliado de na-
cionalidad española, quien ha solicitado la
devolución de sus fondos previsionales de
conformidad a lo establecido en este cuerpo
legal.

Al respecto, hace presente que el afiliado
ha acompañado copia de un documento ex-
pedido por la Real Federación Española de
Tenis que certifica que es apto como "Moni-
tor Nacional de Tenis".

Agrega que de conformidad al Dicciona-
rio de la Real Academia Española y a lo esta-
blecido en la Circular Nº 553, se entiende por
"técnico" a los trabajadores que posean co-
nocimientos de una ciencia o arte. Por su
parte, esta Superintendencia, mediante Ofi-
cio Ord. Nº 7.980, de fecha 15 de junio de
2001, precisó que se entiende por técnico a
todo trabajador que posee conocimientos de
una ciencia o arte adquirido en un proceso
educativo formal, estructurado y entregado

en forma sistemática, conducente a la obten-
ción de un título profesional o técnico.

Finalmente, señala que analizados los con-
ceptos antes indicados y las definiciones de
"monitor" y de "tenis" que entrega el Diccio-
nario de la Real Academia y los antecedentes
acompañados por el afiliado, no resulta claro
que pueda ser considerado "técnico" para los
efectos que pretende.

Sobre el particular, cabe manifestar que
tal como lo expresa esa Administradora, de
acuerdo a la jurisprudencia de este Organis-
mo y conforme se desprende del sentido de
las palabras utilizadas por el legislador de la
Ley Nº 18.156, para los efectos de acceder a
la devolución de los fondos previsionales en-
terados por extranjeros en una A.F.P., es
menester, entre otras exigencias, que éstos
detenten la condición de "técnicos", enten-
diéndose por tales, a todo trabajador que
posee los conocimientos de una ciencia o
arte adquiridos en un procesos educativo for-
mal, estructurado y entregado en forma siste-
mática, conducente a la obtención de un títu-
lo profesional o técnico. Cabe recordar que el
proceso educativo formal, estructurado cien-
tíficamente y entregado de manera sistemáti-
ca, está constituido por niveles que aseguren
su unidad y faciliten la continuidad del mismo
a lo largo de la vida de las personas.
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Por otra parte, de acuerdo al Diccionario
de la Real Academia Española, se entiende
por "monitor" a la persona que guía el apren-
dizaje deportivo, cultural, etc., concepto que
en opinión de este Organismo, no resulta
equivalente al de técnico en los términos an-
tes definidos.

Ahora bien, del Certificado expedido por
la Real Federación Española de Tenis con
fecha 20 de diciembre de 2002, se constata
que el interesado, para obtener la calidad de
monitor, ha realizado el respectivo curso, con
un total de 90 horas lectivas, consistente en
nueve asignaturas teórico-prácticas, celebra-
do entre el 21 y el 25 de septiembre; el 19 y
el 23 de octubre y el 23 al 27 de noviembre
del año 1987, curso que de acuerdo a lo

expuesto, no reúne las exigencias de un pro-
ceso educativo formal.

En consecuencia, del análisis de los ante-
cedentes acompañados y atendiendo lo dis-
puesto por la Ley Nº 18.156, esta Superin-
tendencia concluye que no resulta proceden-
te atribuirle la condición de técnico extranje-
ro, por lo que no es aplicable en su caso, la
norma legal precitada.

Por lo anterior, los fondos previsionales
que haya enterado en esa Administradora no
pueden ser devueltos en los términos que
pretende, sin perjuicio que en su oportunidad,
éstos le reporten beneficio a través de la
invocación del Convenio de Seguridad Social
con España.

FIS-07, 01.03.

Pensiones de sobrevivencia.

Se ha solicitado un pronunciamiento, en
cuanto a establecer si un afiliado, de naciona-
lidad chilena, reviste la condición de bígamo,
como asimismo, si procede otorgar pensiones
de sobrevivencia en nuestro país, a las dos
supuestas cónyuges del afiliado.

Al respecto, cabe señalar en primer tér-
mino que de acuerdo a lo informado en los
antecedentes que rolan en el expediente acom-
pañado, se han podido establecer los siguien-
tes hechos:

1. Con fecha 29 de febrero de 2000, invo-
cando las normas del Convenio de Segu-
ridad Social suscrito por nuestro país con
el Reino de España, el afiliado solicitó su
declaración de invalidez, para los efectos
de acceder a la respectiva pensión.

2. Con fecha 12 de julio de 2001, la Comi-
sión Médica de Convenios Internacionales

rechazó la referida solicitud, en atención
al fallecimiento del afiliado, ocurrido en
Madrid, con fecha 6 de abril de ese año.

3. Con fecha 26 de julio de 2001, la recu-
rrente solicitó pensión en su calidad de
cónyuge sobreviviente del causante, in-
vocando para ello el matrimonio celebra-
do con éste, el día 29 de abril de 1989.

4. La Administradora a la cual se encontra-
ba afiliado el causante pagó la referida
pensión de sobrevivencia, haciendo pre-
sente no obstante, que en la solicitud de
incorporación (febrero de 1988), el tra-
bajador declaró otro grupo familiar, com-
puesto por una cónyuge y dos hijas, apa-
rentemente radicado en España.

5. Efectivamente, con fecha 28 de marzo
de 1981, el afiliado contrajo matrimonio
en Madrid, con una persona, presuntua-
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mente de nacionalidad española, de cuya
unión nacieron dos hijas.

6. Según sentencia, de fecha 4 de octubre
de 1994, el Juzgado de Primera Instan-
cia Nº 28 de Madrid, declaró la disolu-
ción del matrimonio antes indicado, por
la causal de divorcio, sin fijar alimentos a
favor de la demandante y sus hijas, en
tanto no se demostrara la percepción de
ingresos y su cuantía cierta o aproxima-
da por parte del demandado.

Precisado lo anterior, es necesario tener
presente en primer término, que el artículo 15
de la Ley de Matrimonio Civil prescribe que el
matrimonio celebrado en país extranjero, en
conformidad a las leyes del mismo país, pro-
ducirá en Chile los mismos efectos que si se
hubiere celebrado en territorio chileno.

Por su parte, el artículo 4º número 3 de
la Ley sobre Registro Civil dispone que se
inscribirán en el Registro de la Primera Sec-
ción de la Comuna de Santiago, los matrimo-
nios celebrados fuera del país por un chileno
con un extranjero o entre dos chilenos, previa
presentación de los documentos que indica.
No obstante, este cuerpo legal no prescribe
sanción por la no inscripción de un matrimo-
nio celebrado en estas condiciones, pudiendo
estimarse con todo y de acuerdo a lo estable-
cido en el artículo 135 del Código Civil, que
aquél igualmente produce efectos en Chile,
pues esta última norma, al referirse a la socie-
dad conyugal dispone que los que se hayan
casado en país extranjero se mirarán en Chile
como separados de bienes, a menos que ins-
criban su matrimonio en el Registro ya seña-
lado y pacten en ese acto, sociedad conyu-
gal, dejándose constancia de ello en dicha
inscripción.

Pues bien, de los antecedentes tenidos a
la vista se ha constatado que el afiliado con-
trajo matrimonio en Madrid, el día 28 de
marzo de 1981. Aparentemente dicho matri-
monio no ha sido inscrito en nuestro país y,
posteriormente, fue declarado disuelto por
tribunal competente español, al cogerse a la
demanda de divorcio.

No obstante lo anterior, tanto la A.F.P.
como este Organismo han tomado conoci-
miento de su celebración y por lo mismo, de
la existencia de potenciales beneficiarias de
pensión de sobrevivencia en los términos que
prevé el D.L. Nº 3.500, de 1980, de manera
que para confirmar o descartar este supues-
to, es necesario conocer los efectos que la
legislación española otorga a la disolución de
su matrimonio.

Ahora bien, si según la ley española la
primera cónyuge no tenía la condición de tal
respecto del afiliado a la data de su falleci-
miento, correspondería asimilar su situación a
aquella contemplada en el artículo 9º del cita-
do D.L. Nº 3.500, referida a la madre de hijos
de filiación no matrimonial, soltera o viuda
que vivía a expensas del causante a la data
de su muerte, de acuerdo a la jurisprudencia
elaborada por este Organismo para otorgar
protección a las mujeres cuyo matrimonio ha
sido declarado nulo por sentencia judicial. En
tal caso, corresponderá a la interesada acre-
ditar el cumplimiento de estas exigencias.

En relación a la situación de la recurren-
te, es preciso señalar que de acuerdo al ar-
tículo 29 de la Ley de Matrimonio Civil, es
nulo el matrimonio celebrado con los impedi-
mentos que indica, entre otros, el artículo 4º
de este cuerpo legal, cuyo número 1 contem-
pla a los que se hallaren ligados por vínculo
matrimonial no disuelto. Teniendo en cuenta
lo anteriormente expuesto, en cuanto a la
validez que debe reconocerse al 1er matrimo-
nio celebrado por el causante, aun cuando
éste fue disuelto por divorcio en el año 1994,
se concluiría que este matrimonio es efectiva-
mente nulo y, por tanto, no podría acceder a
la pensión de sobrevivencia que ha invocado.

No obstante, el artículo 34 de esta ley
prescribe que corresponde la acción de nuli-
dad a los presuntos cónyuges, a sus ascen-
dientes, al ministerio público y a las personas
que tengan actual interés en ella (entre las
que se cuenta la primera cónyuge) y no podrá
intentarse si no viven ambos cónyuges, salvo
que la causal invocada sea la existencia de un
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vínculo matrimonial no disuelta, caso en el
cual la acción podrá intentarse dentro del año
siguiente al fallecimiento de uno de los cón-
yuges.

Teniendo en cuenta lo anterior y poste-
rior que no se ha acreditado que dicha acción

se interpuso dentro del año siguiente al falle-
cimiento del causante (abril de 2001-abril de
2002), debe concluirse que la recurrente
detenta la condición de cónyuge sobrevivien-
te del causante y en esa condición, deberá
percibir los beneficios previsionales que co-
rrespondan.

FIS-16, 01.03.

Informa. Boletín de Infractores a la Legislación Laboral y Previsional.

Se ha recibido la consulta de un particu-
lar, quien desea saber si puede eliminar su
calidad de empleador moroso por obligacio-
nes previsionales, del informe que se remite a
la Dirección del Trabajo para confeccionar el
Boletín de Infractores a la Legislación Laboral
y Previsional, si estando con una deuda previ-
sional que ha sido objeto de un litigio, se
declara en éste el abandono del procedimien-
to o la prescripción de la deuda.

Al respecto cumplo con informar a us-
ted, que el abandono del procedimiento que
ha sido declarado por el Tribunal respecto de
un proceso, no extingue las acciones de la
parte demandante. Sólo hace perder a ésta el
derecho de continuar el procedimiento aban-
donado, y de hacerlo valer en un nuevo juicio.
Es decir, la deuda sigue plenamente vigente,
pudiendo ser cobrada judicialmente, en otro
juicio que ha de comenzar nuevamente. Por
lo tanto, no procede la eliminación del em-
pleador moroso del informe que se remite a la
Dirección del Trabajo para confeccionar el
Boletín de Infractores a la Legislación Laboral
y Previsional.

Por otra parte, si se acogiera por el
Tribunal la excepción de prescripción de la
acción ejecutiva de cobro de cotizaciones
previsionales, tampoco resulta procedente eli-
minar al empleador moroso del Boletín de
Infractores a la Legislación Laboral y Previ-
sional. Ello por dos razones. La primera, por
que la Circular Nº 1.187 de esta Superinten-
dencia, de fecha 7 de diciembre de 2001, y
que regula el envío de la información de los
infractores a la legislación laboral y previsio-
nal a la Dirección del Trabajo, pretende justa-
mente incentivar a los empleadores a cumplir
sus obligaciones laborales y previsionales, y a
evitar que incurran en futuras infracciones,
por lo que se justifica plenamente su manten-
ción en tal Boletín, aunque se haya declarado
a su favor la prescripción de la acción ejecuti-
va. La segunda, porque la prescripción de la
acción ejecutiva. La segunda, porque la pres-
cripción extingue las acciones inherentes a la
obligación para exigir su pago, pero no la
obligación misma, ya que de conformidad a lo
establecido en el artículo 1º, 1470 Nº 2 del
Código Civil, estas obligaciones civiles extingui-
das por la prescripción se transforman en natu-
rales, las que no obstante existir, solamente no
dan derecho para exigir su cumplimiento.
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FIS-29, 01.03.

Cesación en funciones por la obtención de pensión.

Concordancias: Oficios Ordinarios
Nºs. J/16.625, de fecha 28 de diciembre de
1995; J/5.621, de fecha 24 de abril de 1996
y 13.436, de fecha 9 de septiembre de 2002,
todos de esta Superintendencia.

Se ha solicitado un pronunciamiento acer-
ca de la obligación que tiene una trabajadora
de cesar en los dos cargos que actualmente
desempeña en su condición de cirujano-den-
tista, para un Servicio de Salud y la Universi-
dad de Chile, respectivamente, en ambos afec-
ta a las normas de la Ley Nº 15.076.

Expresa que en virtud de lo establecido en
el artículo 11 transitorio de la Ley Nº 19.664,
se faculta a los Directores de los Servicios de
Salud para declarar vacante el cargo de aque-
llos profesionales funcionarios de planta que
cumplan los requisitos para jubilar, otorgán-
doseles una indemnización equivalente a 8
meses de la última remuneración devengada.
Agrega que usted cumple los requisitos para
pensionarse y ha sido informada por la res-
pectiva Oficina de Personal que le Director
del Servicio de Salud donde presta sus servi-
cios, hará uso de dicha facultad a su respec-
to.

Señala que además se desempeña en la
Universidad de Chile y según le ha manifesta-
do la A.F.P., al obtener pensión de vejez
estará obligada a cesar también respecto del
cargo que sirve en este último establecimien-
to de educación superior, información que
solicita le sea confirmada o rectificada.

Es menester señalar primeramente que
en su condición de funcionaria de un Servicio
de Salud, le resulta aplicable el Estatuto Ad-
ministrativo contenido en la Ley Nº 18.834,
cuyo artículo 140 dispone que el funcionario
cesará en el cargo, entre otras causales, por

la señalada en su letra b), esto es, la obten-
ción de jubilación, pensión o renta vitalicia en
un régimen previsional, en relación al respec-
tivo cargo público.

Por su parte, el personal dependiente de
la Universidad de Chile se encuentra someti-
do también a las normas del Estatuto Admi-
nistrativo, atendida la calidad de funcionarios
públicos que revisten los personales de planta
y de contrata que en ella se desempeñen.
Ello, sin perjuicio que las remuneraciones de
dicho personal se encuentren reguladas por
las disposiciones contenidas en el D.F.L.
Nº 3, de 1980, del Ministerio de Educación.

Ahora bien, el artículo 71 del D.S. Nº 57,
de 1980, Reglamentario del D.L. Nº 3.500,
de 1980, establece en su inciso segundo que
tratándose de trabajadores afectos a las Le-
yes Nºs. 18.834 y 18.883, ambas de 1989,
la Administradora deberá notificar al emplea-
dor la fecha de devengamiento de la pensión
dentro de los cinco días hábiles siguientes a
la presentación de la solicitud de pensión en
el caso de la causal de vejez.

Finalmente, cabe señalar que el D.F.L.
Nº 1, de 2001, del Ministerio de Salud, que
contiene el texto refundido, coordinado y sis-
tematizado de la Ley Nº 15.076, sobre Esta-
tuto Médico Funcionario, no contiene normas
especiales referidas a la materia en análisis,
de los personales afectos a ella.

Sobre la base de los antecedentes de
hecho y de derecho precedentemente reseña-
dos, esta Superintendencia, dentro del ámbi-
to de su competencia, cumple con manifestar
que de acuerdo con lo dispuesto en el referi-
do artículo 140 letra b) de la Ley Nº 18.834,
el funcionario público que jubile, se pensione
u obtenga una renta vitalicia en un régimen
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previsional, en relación al respectivo cargo
público, cesará en el desempeño de sus fun-
ciones a contar del día en que empiece a
recibir la pensión respectiva.

En efecto, del tenor del referido precepto
legal, se infiere que se establece como causal
de cesación de funciones, por el solo ministe-
rio de la ley, el hecho que un funcionario
público adscrito al Estatuto Administrativo se
pensione, sin distinguir la forma en que se
haga efectivo dicho beneficio previsional y la
causal opera a contar del día en que comien-
za a percibir su pensión.

Por otra parte, resulta útil precisar que
en el Sistema de Pensiones del D.L. Nº 3.500,
conforme a lo dispuesto en su artículo 16, en
relación con el inciso segundo del artículo 7º
de su Reglamento, ya citado, para los efectos
de la base imponible de los trabajadores afilia-
dos a él, la remuneración y renta mensual
tendrán un límite máximo imponible de 60
U.F. del último día del mes anterior al pago de
la remuneración.

En el evento que un trabajador perciba
simultáneamente remuneraciones de dos o
más empleadores y/o además declare rentas
como trabajador independiente, todas las re-
muneraciones y rentas se sumarán para los
efectos de determinar el límite máximo impo-
nible a que se ha hecho referencia.

Como puede apreciarse, en el Sistema
de Pensiones del D.L. Nº 3.500, por ser el

afiliado titular de una sola cuenta de capitali-
zación individual, el capital que reúna produc-
to del entero de las cotizaciones bajo dos o
más empleadores se refunde.

De esta forma, puede concluirse que
cuando un afiliado ejerce el derecho a pensio-
narse por vejez, hace efectiva la pensión en
función de todo el capital acumulado en su
cuenta de capitalización individual, resultan-
do irrelevante considerar para estos efectos,
si al momento de solicitar el beneficio se
encontraba efectuando simultáneamente co-
tizaciones obligatorias bajo uno o más em-
pleadores.

En estas circunstancias, en la situación
de los funcionarios públicos afectos al Estatu-
to Administrativo, el hecho de obtener pen-
sión en un régimen previsional conlleva la
cesación de los servicios en el o los cargos
compatibles que pueda servir, por así dispo-
nerlo expresamente dicho Estatuto. Lo ante-
rior, no obsta a que el funcionario pueda
luego ser contratado por el mismo u otro
empleador, pues el D.L. Nº 3.500, no con-
templa incompatibilidad a este respecto.

En consecuencia, de acuerdo a las consi-
deraciones formuladas puede concluirse que
por el solo hecho que se acoja a pensión de
vejez, cesará en los cargos que sirve para el
Servicio de Salud y la Universidad de Chile,
puesto que en ambos le resulta aplicable la
Ley Nº 18.834.
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SERVICIO
DE IMPUESTOS INTERNOS

Selección de Dictámenes

2.928, 12.06.03.

Situación tributaria de las becas de estudios otorgadas por las Cajas de
Compensación.

Concordancias: Artículo 31, Nº 6, artícu-
lo 33, Nº 1, artículo 21, artículo 74, Nº 1,
artículo 76, artículo 17, Nº 13 y Nº 18, de la
actual Ley sobre Impuesto a la Renta. Circula-
res Nºs. 75 de 1976, 66, de 1977, 41, de
1999. Oficios Nºs. 2.733, de 2001, 38, de
1998 y 328, de 2003.

1. Por presentación indicada en el antece-
dente, señalan que a las empresas
adherentes a la Caja de Compensación
XXXXX que han acogido a su personal a
los beneficios del Régimen de Prestacio-
nes Complementarias, se le han presen-
tado dudas a raíz del pronunciamiento de
este Servicio, formulado a través de la
Dirección Regional Metropolitana Santia-
go Oriente y a propósito de una consulta
realizada por XXXXXX, en relación con
el beneficio previsional de becas de estu-
dio que paga esa Caja al amparo de lo
dispuesto en el artículo 17, Nº 13, de la
Ley de Impuesto a la Renta, las cuales no
estarían sujetas a los topes que se esta-
blecen para las becas de estudio cance-
ladas directamente por las empresas, de
acuerdo a lo dispuesto en el mismo ar-
tículo 17, pero en su Nº 18.

Expresan, que con el objeto de precisar
la aplicación de los citados topes, se
permiten exponer lo siguiente:

a) La respuesta de la mencionada Di-
rección Regional, contenida en la

Res. Nº 310, de 6 de diciembre de
2002, establece, a su juicio, la co-
rrecta doctrina que ha de aplicarse
en esta materia, al exponer en los
párrafos quinto y sexto lo siguiente:

Párrafo 5º: "De tal modo, la nueva
disposición no altera ni modifica el
carácter o naturaleza del beneficio
sea esta beca de estudio o beneficio
previsional, no resultando suficiente
para determinar si se encuentran
frente a uno u otro, verificar la inter-
vención de una Caja de Compensa-
ción, sino que resulta necesario tam-
bién establecer la efectiva naturale-
za de la prestación y el cumplimien-
to de los requisitos que para cada
una de ellas se ha establecido me-
diante Circular Nº 75, de 1976, com-
plementada por la Circular Nº 66, de
1977".

Este párrafo define claramente la dis-
tinción entre beca de estudio paga-
da por la empresa y beca de estudio
como beneficio previsional, siendo
cada uno de estos conceptos, según
lo reconoce el Servicio, de naturale-
za diferente.

Párrafo 6º: "Conforme a lo anterior,
según este parecer, del tenor del
Oficio Nº 2.773, de 25 de 06 de
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2001 aludido por el consultante
(erróneamente en cuanto a su nu-
meración y fecha), no se despren-
den necesariamente las conclusio-
nes que él sugiere. En efecto, de la
sola intervención de una Caja de
Compensación en el pago de la asig-
nación de que se trate no puede
desprenderse su carácter de "bene-
ficio previsional" sino que, según ex-
presa el propio oficio en comento,
para tal calificación es necesario el
cumplimiento de una serie de requi-
sitos que indica".

De este párrafo se desprende que el
Servicio determina que las conclu-
siones sugeridas por el Banco
XXXXXX. en relación a las becas de
estudio, sólo se dan en la medida
que se trate de un beneficio previ-
sional, siendo necesario, para tal
efecto, cumplir con las condiciones
que ha señalado el Servicio en con-
cordancia con lo dictaminado por la
Superintendencia de Seguridad So-
cial, no bastando, para arribar a tal
conclusión, verificar la sola interven-
ción de una Caja de Compensación.

b) En efecto, el Servicio mediante Ofi-
cio Ordinario Nº 2.773, de fecha 25
de junio de 2001, se pronunció so-
bre la tributación de los beneficios
otorgados por las Cajas de Compen-
sación a sus afiliados dentro de su
respectivos regímenes de Prestacio-
nes Complementarias. En este Ofi-
cio se determinó la procedencia de
considerar a los beneficios pagados
por las Cajas de Compensación como
ingresos no constitutivos de renta,
de acuerdo al artículo 17 Nº 13 de la
ley del ramo, en la medida que se
cumplan con los requisitos que se
establecen en el mismo oficio, el
que no hace sino continuar con la
doctrina del Servicio contenida en la
Circular Nº 75, de 1976, comple-
mentada por la Circular Nº 66 de

1977. Por supuesto, esta determi-
nación de beneficio previsional está
basada en el pronunciamiento de la
Superintendencia de Seguridad So-
cial, organismo que mediante Oficio
Ordinario Nº 5.314, de 14 de febre-
ro de 2001, en respuesta a una con-
sulta del propio Servicio, estableció
que los beneficios que entregan las
Cajas son prestaciones de seguridad
social que deben asimilarse a los
beneficios previsionales, por lo que
no constituyen renta para los efec-
tos tributarios.

c)  Con respecto a los aportes que las
empresas integran a las Cajas para
que sus trabajadores sean beneficia-
rios del Régimen de Prestaciones
Complementarias, el Servicio en su
Oficio Nº 38 de 1998, dispuso lo
siguiente:

"Ahora bien, respecto de la situa-
ción tributaria de los fondos que la
empresa proporcione a la Caja de
Compensación para el financiamien-
to de las asignaciones a que se re-
fiere su consulta, cabe expresar que
en la medida que dichos pagos se
produzcan en virtud de una obliga-
ción contraída mediante la celebra-
ción de un contrato de trabajo o
convenio colectivo con los trabaja-
dores, tales fondos constituyen un
gasto necesario para producir la ren-
ta, siempre y cuando se cumplan al
efecto los demás requisitos y condi-
ciones que exige dicha norma legal.
Por el contrario, si los citados fon-
dos se entregan de forma voluntaria
a las citadas entidades, tendrán la
calidad de gasto necesario en la me-
dida que lleve implícito el concepto
de universalidad, esto es, que se
entreguen en beneficio de todos los
trabajadores de la empresa bajo pau-
tas o normas de carácter general y
uniforme. Si tales fondos no reúnen
las citadas condiciones pasan a cons-
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tituir un gasto rechazado de aque-
llos a que se refiere el número 1 del
artículo 33 de la ley de la renta,
afectos a la tributación que estable-
ce dicha norma y a aquella que con-
templa el artículo 21 de la misma
ley, cuando se cumplen las condi-
ciones que exige esta última disposi-
ción, de acuerdo a la calidad jurídica
de la empresa que incurrió en el
gasto".

Es conveniente tener presente que
las Cajas deben exigir que la obliga-
toriedad esté respaldada por la sus-
cripción de los instrumentos que este
dictamen establece, asegurándose de
esta manera el cumplimiento de los
requisitos para que los pagos que
efectúen las empresas al Régimen
de Prestaciones Complementarias
sean considerados un gasto necesa-
rio.

d) En consecuencia, basados en la re-
petida jurisprudencia administrativa
del Servicio y concordante con la
jurisprudencia de la Superintenden-
cia de Seguridad Social, los aportes
que realizan las empresas para inte-
grar a sus trabajadores al Régimen
de Prestaciones Complementarias
que administran las Cajas de Com-
pensación, son gastos necesarios
para producir la renta en la medida
que esté establecida la obligatorie-
dad. A su vez, los beneficios previ-
sionales que estas entidades otor-
gan a sus beneficiarios, son ingre-
sos no constitutivos de renta.

e) El Servicio, en la ya citada Resolu-
ción Nº 310 emanada de la Direc-
ción Regional Metropolitana Santia-
go Oriente, no ha hecho sino confir-
mar estos planteamientos, como se
expuso en párrafos anteriores, al re-
conocer que: "el nuevo tratamiento
tributario dispuesto mediante la in-
corporación del numeral que se co-

menta –a saber el artículo 31 Nº 6
bis de la Ley de la Renta–, sólo
afecta a las empresas que otorgan
dichos beneficios". Es decir, los mon-
tos límites que establece esta norma
se aplican sólo cuando se trate de
becas pagadas directamente por las
empresas a sus trabajadores.

Asimismo, es acertada la misma Re-
solución en cuanto expresa: "No re-
sultando suficiente para determinar
si nos encontramos frente a uno u
otro, verificar la sola intervención de
una Caja de Compensación, sino que
resulta necesario establecer la efec-
tiva naturaleza de la prestación y el
cumplimiento de los requisitos que
para cada una de ellas se ha estable-
cido mediante Circular Nº 75 de
1975, complementada por Circular
Nº 66 de 1977".

Por este motivo, concluye la men-
cionada resolución, no se despren-
den necesariamente las conclusio-
nes que el consultante –Banco
XXXXXX.– sugiere. En efecto, se-
ñala que: "de la sola intervención de
una Caja de Compensación en el
pago de la asignación de que se
trate, no puede desprenderse su ca-
rácter de 'beneficio previsional' sino
que, según expresa el propio Oficio
en comento –se refiere al Oficio
Nº 2.773, ya citado–, para tal califi-
cación es necesario el cumplimiento
de una serie de requisitos que indi-
ca".

f) De acuerdo a todo lo analizado, esa
Caja de Compensación comparte el
criterio del Servicio que, en resu-
men, establece:

– Es necesario determinar la na-
turaleza de "beneficio previsio-
nal" de las prestaciones que se
otorgan en el Régimen de Pres-
taciones Complementarias.
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– No basta la sola intervención de
una Caja de Compensación para
considerar los beneficios otorga-
dos como previsionales.

– La aplicación de los límites del
art. 31 Nº 6 (sic) de la Ley de
Impuesto a la Renta, sólo se re-
fiere a las becas pagadas direc-
tamente por las empresas.

– Los desembolsos que efectúan
las empresas para el Régimen de
Prestaciones Complementarias,
son gastos necesarios para pro-
ducir la renta, siempre que ellos
sean obligatorios.

– Los beneficios previsionales
otorgados conforme al Régimen
de Prestaciones Complementa-
rias, son ingresos no constituti-
vos de renta para los beneficia-
rios.

g) Tratándose de las llamadas "becas
de estudio" otorgadas por las Cajas,
éstas deben cumplir con los requisi-
tos esenciales de los beneficios pre-
visionales, sólo de esta manera les
son aplicables la norma del artículo
17 Nº 13 de la Ley de la Renta y,
concordante con la doctrina del Ser-
vicio, las Cajas de Compensación
han establecido, como requisito in-
dispensable, la efectiva acreditación
del gasto como límite para determi-
nar el monto del beneficio a otorgar.

h) Las Cajas de Compensación, entida-
des previsionales constituidas como
corporaciones sin fines de lucro, fis-
calizadas por la Superintendencia de
Seguridad Social, son entes espe-
cializados en el otorgamiento de be-
neficios previsionales y es así como
esta Superintendencia ha reconoci-
do, mediante su Oficio Nº 5.314, de
2001, que: "los beneficios que otor-
gan, incluidas las prestaciones com-

plementarias, emanan de su Siste-
ma Orgánico (Ley Nº 18.833, ar-
tículo 19 Nº 3 y 23)".

Además, se hace presente que esa
Caja exige el cumplimiento de requi-
sitos más rigurosos que los requeri-
dos por el Servicio para acreditar la
naturaleza de beneficio previsional.
A modo de ejemplo, tratándose de
las becas de estudio, no se permite
el pago de contingencias ocurridas
más allá de 180 días contados hacia
atrás desde la fecha de la presenta-
ción de la solicitud de otorgamiento.

Por su parte, en el mismo oficio
ordinario concluye la Superintenden-
cia que estas prestaciones, por su
naturaleza, corresponden a lo que
doctrinariamente se denomina Bien-
estar Social, cuyo campo de acción
es muy amplio.

Y en fin expresa: "...en definitiva
son prestaciones de seguridad so-
cial, que deben asimilarse a los be-
neficios previsionales, por lo que no
constituyen renta para los efectos
tributarios".

i) A mayor abundamiento y respecto a
las becas de estudio otorgadas por
las Cajas, la Corporación de Investi-
gación, Estudio y Desarrollo de la
Seguridad Social, CIEDESS, en un
reciente informe ha profundizado di-
cho concepto, estableciendo la co-
rrecta dimensión de este beneficio
en el ámbito previsional, señalando
además la importancia social y eco-
nómica que reviste la educación y lo
fundamental que ella resulta para el
crecimiento armónico y estable del
país.

Por todos los antecedentes antes indica-
dos, los recurrentes han considerado ne-
cesario, a fin de atender las consultas e
informar a sus empresas adherentes, so-
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licitar un pronunciamiento explícito que
ratifique que las becas de estudio otorga-
das a través del Régimen de Prestacio-
nes Complementarias, cumpliendo con
los requisitos fijados por este Servicio y
la Superintendencia de Seguridad Social,
constituyen beneficios previsionales, y en
particular, no están sujetas, para efectos
tributarios, a los topes de 1,5 y 5,5 U.T.A.,
establecidos en el artículo 31 Nº 6 (sic)
de la Ley de Impuesto a la Renta.

2. Sobre el particular, cabe señalar en pri-
mer lugar, que este Servicio sobre la
materia en consulta ha impartido reitera-
das instrucciones las que son de conoci-
miento de los recurrentes. De los pro-
nunciamientos emitidos al respecto, cabe
destacar el contenido en el Oficio Ordi-
nario Nº 2.773, de 25 de junio de 2001,
en el que se dejó establecido que los
beneficios que las Cajas de Compensa-
ción otorgan a los afiliados y sus cargas,
tienen para los fines tributarios el carác-
ter de un beneficio previsional o de be-
cas de estudio de aquellos a que se refie-
ren los números 13 y 18 del artículo 17
de la Ley de la Renta, y por lo tanto, no
afectos a ningún impuesto a la renta, en
la medida que cumplan con los requisitos
y condiciones indicados en las Circulares
Nºs. 75, de 1976, 66, de 1977 y 41, de
1999. Por otra parte, se señaló que las
ayudas que se otorguen y que no reúnan
los requisitos para ser calificadas como
un beneficio previsional, constituyen una
renta para el beneficiario de ellas, fiján-
dose el régimen tributario que les afecta.
Sobre este punto se indicó que, siendo
indudable que la generación de estos be-
neficios se originan de una relación con-
tractual entre la empresa y el trabajador,
aun cuando pudiera considerarse que,
una vez recibidos los fondos que corres-
pondan por las Cajas de Compensación,
éstas administran libremente el otorga-
miento de las prestaciones, no puede
dejar de reconocerse que se sigue man-
teniendo la citada relación contractual
entre la empresa y su trabajador, hasta el

cumplimiento efectivo de dichas presta-
ciones, por lo que le corresponde a la
empresa retener y pagar el impuesto res-
pectivo, en virtud de lo dispuesto en el
número 1º del artículo 74 de la Ley sobre
Impuesto a la Renta, sin perjuicio de lo
establecido en el artículo 76 de la misma
ley.

Asimismo, en relación con la situación
tributaria que para la empresa tienen los
fondos aportados a las Cajas de Com-
pensación para beneficios previsionales
y becas de estudio, este Servicio se ha pro-
nunciado, v.gr. Ord. Nº 038, de 5.01.1998
y Ord. Nº 328, de 27.01.2003, en el sen-
tido que en la medida que dichos pagos
se produzcan en virtud de una obligación
contraída mediante la celebración de un
contrato de trabajo o convenio colectivo
con los trabajadores, o se entreguen en
forma voluntaria pero siempre que lleven
implícito el concepto de la universalidad,
esto es, que se entreguen en beneficio
de todos los trabajadores de la empresa
bajo pautas o normas de carácter general
y uniforme, tales fondos constituyen un
gasto necesario para producir la renta, si
se cumplen al efecto los demás requisi-
tos y condiciones que exige el artículo
31 de la Ley de la Renta. Esto es así por
cuanto, como se señaló precedentemen-
te, los referidos aportes son efectuados
en razón de la relación contractual exis-
tente entre la empresa y sus trabajado-
res, por lo que es indudable que aun
cuando las Cajas de Compensación los
administren libremente, las prestaciones
que en definitiva se otorguen no pueden
desvincularse para fines tributarios de
esa relación contractual que constituye
su causa.

En el caso que tales fondos no reúnan las
citadas condiciones, de tal modo que no
puedan ser considerados beneficios pre-
visionales o becas de estudio las ayudas
que se efectúen, éstos constituirán una
mayor renta para el trabajador beneficia-
do, debiendo la empresa enterar el im-
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puesto respectivo, según se dijo, pudien-
do en tal caso la empresa deducir el
aporte efectuado como gasto.

3. Ahora bien, respecto a lo consultado,
cabe señalar, en primer lugar que en
opinión de esta Dirección Nacional, el
carácter de beneficio previsional de las
becas de estudio que se otorgan por las
Cajas de Compensación, no altera la na-
turaleza fundamental del beneficio, que
es el de ser una beca de estudio, pues
lógicamente ambos conceptos no se ex-
cluyen mutuamente, existiendo en tal
caso entre ellos una relación de género a
especie. Así, en la situación planteada
resulta indudable que lo que en definitiva
se otorga al beneficiario es una beca de
estudio, sin perjuicio que este beneficio
pueda calificarse como previsional o como
una prestación de seguridad social.

Por otra parte, cabe tener presente que
el número 6º bis del artículo 31 de la Ley
sobre Impuesto a la Renta, que regula el
tratamiento tributario que tiene el benefi-
cio para la empresa que efectúa el des-
embolso, no distingue si es la empresa la
que directamente paga la beca, o si se
otorga a través de una Caja de Compen-
sación. De ello se infiere que en ambos
casos constituye un gasto necesario para
producir la renta, en la medida que se
cumplan los requisitos y condiciones es-
tablecidos en el mismo artículo.

Lo anterior resulta lógico pues, en ambas
situaciones la disposición patrimonial que
la empresa efectúa tiene una misma fina-
lidad, cual es el otorgamiento de ese
beneficio para sus trabajadores, y ade-
más una misma causa, constituida por la
relación contractual de carácter laboral.

De este modo, a juicio de este Servicio,
no resulta procedente distinguir si la beca
se otorga por las Cajas de Compensación
o directamente por el empleador del be-
neficiario, para los efectos de determinar
el régimen tributario que para la empresa

tiene el aporte o erogación que efectúa
con ese fin.

En consecuencia, tanto en el caso en
que el beneficio que se pague por las
Cajas de Compensación corresponda a
una beca de estudio, como en la situa-
ción en que la beca sea pagada directa-
mente por la empleadora, la aceptación
como gasto para la empresa se regula
por lo dispuesto en el número 6º bis del
artículo 31, citado.

4. En cuanto al Oficio Nº 310, de 6 de
diciembre de 2002, emitido por el Sr.
Director Regional de la D.R.M. Santiago
Oriente, de este Servicio, que aluden en
su presentación, cabe señalar que de lo
expresado en dicho documento no se
deduce lo que los consultantes preten-
den, en cuanto a que los montos límites
que establece el número 6º bis del artícu-
lo 31, de la Ley de la Renta, se aplicarían
sólo cuando se trate de becas pagadas
directamente por las empresas a sus tra-
bajadores. En efecto, de su lectura resul-
ta patente que lo que se manifiesta es
que la norma legal citada sólo afecta a la
empresa, es decir, que la deducción como
gasto, con sus requisitos y condiciones,
de la erogación que implica el otorga-
miento de las becas de estudio, sólo es
aplicable a la empleadora, lo que es dis-
tinto de sostener que el límite del monto
del gasto aceptado corresponda sólo al
caso en que el beneficio es pagado direc-
tamente por la empresa, pues como se
ha venido señalando, tal conclusión sería
contraria al precepto legal en comento.

5. De esta manera, en respuesta a su con-
sulta, se informa a Uds. que las becas de
estudio que se paguen a los hijos de los
trabajadores de la empresa, sea que se
otorguen directamente por ésta o a tra-
vés del régimen de prestaciones comple-
mentarias de las Cajas de Compensa-
ción, para su aceptación como gasto ne-
cesario para producir la renta deben cum-
plirse los requisitos y condiciones especí-
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ficos establecidos en el número 6º bis del
artículo 31, referido, incluido desde lue-
go el límite del monto de la beca por cada
hijo que en dicha disposición legal se
determina. En el caso en que la beca de
estudio otorgada, sobrepase el corres-
pondiente monto legal, constituirá en el

exceso un gasto rechazado, conforme a
la misma disposición legal, debiendo
agregarse a la renta líquida, como lo
dispone el artículo 33, número 1º, y apli-
carse a su respecto lo previsto en el
artículo 21, ambas normas de la Ley
sobre Impuesto a la Renta.

2.929, 12.06.03.

Solicita aclarar y confirmar tratamiento tributario de becas de estudio.

Concordancias: Ley sobre Impuesto a la
Renta, artículos 17 Nºs. 13 y 18, y 31 Nº 6
bis, 33 Nº 1, letra g), 74 Nº 1 y 76.

1. Por presentación indicada en el antece-
dente, solicita se confirme la interpreta-
ción en relación con la situación tributaria
que se describe a continuación:

a)  Señala que como asesor de una
empresa de servicios, se le ha solici-
tado estudiar y recomendar el curso
de acción a seguir en lo que se refie-
re a un eventual convenio ofrecido
por una Caja de Compensación, el
que implica asignación de fondos de
la empresa y de los trabajadores,
por lo que estima que hay un interés
actual comprometido. Este conve-
nio aparece muy conveniente, tanto
para la empresa como para los eje-
cutivos en especial, ya que ofrece
los beneficios que indica.

b) Para la empresa, la posibilidad de no
remunerar directamente a los ejecu-
tivos –y siempre considerando como
gastos esos desembolsos–, sino que
entregar esos recursos periódicos
mensuales o anuales, tales como los
mismos sueldos, bonos, participa-
ciones, etc., haciendo aportes a la

respectiva Caja de Compensación,
obviamente, sin determinar ni pagar
el impuesto único. Estos aportes se
harían por cada uno de los ejecuti-
vos para financiar un Régimen de
Prestaciones Complementarias, ad-
ministrado libremente por la Caja de
Compensación, el que otorga diver-
sos beneficios, de entre los cuales,
el que más le interesa dilucidar en
cuanto a su posibilidad, claridad y
transparencia se refiere a las becas
de estudio.

c)  Si bien esos recursos aportados for-
man un fondo de propiedad de la
Caja de Compensación, además de
ser administrado libremente por ella,
no es menos cierto que, ante la po-
sibilidad de establecer convenios con
esas Cajas, no sólo colectivamente,
sino que en forma directa por cada
trabajador, esto permite en la prácti-
ca que exista algo así como una
"disposición compartida de los fon-
dos", convenida entre el trabajador
ejecutivo individual y el fondo del
Régimen de Prestaciones Comple-
mentarias, y tal es así, que incluso
los intereses ganados en el sistema
financiero por ese fondo particular
siguen perteneciendo a ese mismo
fondo "privado", se podría decir.
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d) Esto permitiría –a manera de ejemplo, y
no tan extremo como pareciera– que un
ejecutivo con 4 hijos cargas familiares,
con un monto promedio mensual para
cada uno de cuotas de escolaridad más
otros ítems, de $ 400.000, podría desti-
nar un monto de $ 16.000.000 (400.000
x 10 x 4) anuales como aporte a la Caja
para pagar por concepto de becas de
estudio esas cuotas y otros beneficios
aceptados por este Servicio, a saber,
inscripción, centros de padre, alimenta-
ción, útiles escolares, uniformes, pensio-
nados, viáticos, movilización, etc. (Ofi-
cio Nº 2.123, de 17.05.01). Estos apor-
tes, por un lado seguirían siendo gasto
para la empresa y, por otro, no pagarían
impuesto único por parte del ejecutivo,
ni a nivel de la empresa ni cuando la Caja
de Compensación otorgue el beneficio
de la beca de estudio, previo cumpli-
miento de sus requisitos formales y de
su Reglamento.

e) Una primera duda que le asalta, y es si
no habría una especie de "disposición"
(devengamiento o percepción) previa, al
determinar el ejecutivo involucrado que
una parte de sus remuneraciones vaya
como aporte a la Caja de Compensación,
pudiendo el SII considerar que ya existe
"disposición" de esos fondos, de manera
análoga a la que este organismo ha de-
terminado en los casos de las capitaliza-
ciones de intereses devengados y toda-
vía no percibidos, y en la situación de la
donación de sus remuneraciones que ha-
cen los médicos en los servicios de sa-
lud, devengándose en ambos casos los
impuestos personales respectivos. Esti-
ma sí, que habría que diferenciar si es
que existe un contrato de trabajo previo
a las remuneraciones, considerando los
aportes, o si se van creando cláusulas ad
hoc a medida que se van ganando los
bonos o participaciones en el tiempo.

f) Otra inquietud más concreta nace, entre
otros, de la Ley Nº 19.721, publicada en
el Diario Oficial del 5.05.01, el que in-

tercaló un nuevo Nº 6 bis al artículo 31
de la Ley de la Renta –que trata de los
gastos deducibles para las empresas–,
normando y limitando el gasto aceptado
por beca que se pague a los hijos de los
trabajadores, ya sea se trate de una beca
general o, en el segundo caso, para esta-
blecimientos de educación superior, a una
y media y cinco Unidades Tributarias
anuales, respectivamente. Las instruccio-
nes del SII al respecto se dieron en la
Circular Nº 40, de 22.06.01. Esos lími-
tes al gasto reflejan –le parece– el espíri-
tu de la legislación general y positiva en
relación a lo que es "aceptable" como
gasto en materia de becas de estudio y
eso les provoca intranquilidad.

g) De todos modos, de la atenta lectura de
las instrucciones entregadas por este Ser-
vicio en la Circular Nº 40 recién mencio-
nada, además de las Circulares Nº 41 de
28.07.99 y Nº 60 de 2.11.99, y espe-
cialmente el Oficio Nº 2.773, de
25.06.01, además de los Oficios Nº 38
de 5.01.98 y Nº 4.777 de 12.12.00, le
queda claro que, formalmente y siguien-
do a la letra esos oficios, concluirían que
las becas de estudio, cualquiera sea su
monto, independiente de su universali-
dad, periodicidad de pago, eventual o
no, siempre no serán renta para el bene-
ficiario, ya fuere el trabajador mismo o
sus hijos o cargas de familia. Cabría se-
ñalar que para el SII las becas de estudio
no serían un beneficio previsional –aun
cuando el número 5 inciso segundo del
Oficio Nº 2.773 así pareciera decirlo–,
sino que formarían parte de un concepto
más amplio denominado "bienestar so-
cial" en el que se cobijan las Cajas de
Compensación y, amparados en él se
beneficiarían del tratamiento tributario del
artículo 17 Nº 18 de la Ley de la Renta,
siendo entonces esas becas de estudio
un "ingreso no constitutivo de renta",
cumpliéndose los requisitos que se esta-
blecen en las instrucciones de este Servi-
cio en los documentos mencionados.
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h) Resumiendo entonces, la empresa desea
confirmar que la anterior es la interpreta-
ción correcta de las instrucciones de este
Servicio, en el sentido que:

– Los aportes a las Cajas de Compen-
sación, son gasto para la empresa,
cualquiera sea su monto, en las si-
guientes tres situaciones:

• Ya sea que los aportes se efec-
túen de acuerdo con convenios
colectivos por sindicatos o gru-
pos de trabajadores;

• Si el aporte es efectuado direc-
tamente por cada uno de los tra-
bajadores;

• Sólo en el caso en que los apor-
tes sean efectuados directamen-
te por la empresa sin discrimi-
nación para ninguno de sus tra-
bajadores.

– En segundo lugar, que las becas de
estudio entregadas por los regíme-
nes de prestaciones complementa-
rias de las Cajas de Compensación
también siguen siendo un ingreso no
constitutivo de renta independiente-
mente de su cuantía, y sin ser afec-
tada esa interpretación por el nuevo
artículo 31 Nº 6 bis de la Ley de la
Renta –que las limita a nivel de la
empresa– casi simultáneo en su apa-
rición al Oficio Nº 2.773 tantas ve-
ces mencionado.

– Finalmente, en el evento de es-
timarse que hubieren diferencias
de impuesto único a cancelar
–si el Servicio estimare que al-
gunas becas de estudio entrega-
das serían desproporcionadas–,
esas diferencias deben ser asu-
midas y enteradas por las mis-
mas Cajas de Compensación, o
como lo dispone en el mismo
Oficio Nº 2.773 ya citado, con-

tinuarían siendo de cargo de la
empresa, pues todavía habría
una relación contractual primor-
dial entre ésta y el trabajador,
mientras el beneficio no se otor-
gue realmente.

2. Sobre el particular, este Servicio ha im-
partido reiteradas instrucciones y las que
son de conocimiento del recurrente ya
que las alude en su escrito, entre las que
se puede destacar el pronunciamiento
contenido en el Oficio Nº 2.773, de 25
de junio de 2001, en el que se estableció
que los beneficios que las Cajas de Com-
pensación otorgan a los afiliados y sus
cargas, tienen para los fines tributarios el
carácter de un beneficio previsional o de
becas de estudio de aquellos a que se
refieren los números 13 y 18 del artículo
17 de la Ley de la Renta, y por lo tanto,
no afectos a ningún impuesto a la renta,
en la medida que cumplan con los requi-
sitos y condiciones indicados en las Cir-
culares Nºs. 75, de 1976, 66, de 1977 y
41 de 1999. Por otra parte, se señaló
que las ayudas que se otorguen y que no
reúnan los requisitos para ser calificadas
como un beneficio previsional, constitu-
yen una renta para el beneficiario de
ellas, fijándose el régimen tributario apli-
cable. Sobre este punto se indicó que,
siendo indudable que estos beneficios se
originan de una relación contractual en-
tre la empresa y el trabajador, aun cuan-
do pudiera considerarse que, una vez
recibidos los fondos que correspondan
por las Cajas de Compensación, éstas
administran libremente el otorgamiento
de las prestaciones, no puede dejar de
reconocerse que se sigue manteniendo la
citada relación contractual entre la em-
presa y su trabajador, hasta el cumpli-
miento efectivo de dichas prestaciones,
por lo que le corresponde a la empresa
retener y pagar el impuesto respectivo,
en virtud de lo dispuesto en el número 1º
del artículo 74 de la Ley sobre Impuesto
a la Renta, sin perjuicio de lo establecido
en el artículo 76 de la misma ley.
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Asimismo, en relación con la situación
tributaria que para la empresa tienen los
fondos aportados a las Cajas de Com-
pensación para beneficios previsionales
y becas de estudio, este Servicio se ha
pronunciado, v.gr. Ord. Nº 038, de
5.01.1998 y Ord. Nº 328, de
27.01.2003, en el sentido que en la
medida que dichos pagos se produzcan
en virtud de una obligación contraída
mediante la celebración de un contrato
de trabajo o convenio colectivo con los
trabajadores, o se entreguen en forma
voluntaria pero siempre que lleven implí-
cito el concepto de la universalidad, esto
es, que se entreguen en beneficio de
todos los trabajadores de la empresa bajo
pautas o normas de carácter general y
uniforme, tales fondos constituyen un
gasto necesario para producir la renta, si
se cumplen al efecto los demás requisi-
tos y condiciones que exige el artículo
31 de la Ley de la Renta. Esto es así por
cuanto, como se señaló precedentemen-
te, los referidos aportes son efectuados
en razón de la relación contractual exis-
tente entre la empresa y sus trabajado-
res, por lo que es indudable que aun
cuando las Cajas de Compensación los
administren libremente, las prestaciones
que en definitiva se otorguen no pueden
desvincularse para fines tributarios de
esa relación contractual que constituye
su causa.

Ahora bien, si tales fondos no reúnen las
citadas condiciones, de tal modo que no
puedan ser consideradas beneficios pre-
visionales o becas de estudio las ayudas
que se efectúen, éstos constituirán una
mayor renta para el trabajador beneficia-
do, debiendo la empresa enterar el im-
puesto respectivo, según se dijo, pudien-
do en tal caso la empresa deducir el
aporte como gasto.

3. Ahora bien, basado en dichas instruccio-
nes y lo dispuesto en el número 6º bis
del artículo 31 de la Ley sobre Impuesto
a la Renta, a continuación se responden
las inquietudes formuladas:

a) Respecto de la primera de ellas, de-
signada con la letra a) del número
8.- de su presentación, se informa
que los fondos o aportes que las
empresas proporcionen a las Cajas
de Compensación para el financia-
miento de los beneficios que éstas
otorguen a los trabajadores afilia-
dos, en la medida que se cumplan
los requisitos y condiciones indica-
dos en el número precedente, cons-
tituirán un gasto necesario para pro-
ducir la renta. Tratándose de las be-
cas de estudio, para su deducción
como gasto deben cumplirse los re-
quisitos específicos establecidos en
el número 6º bis del artículo 31, de
la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Sobre este tema cabe precisar que,
el número 6º bis del artículo 31,
citado, para regular el tratamiento
tributario que tiene el beneficio para
la empresa que efectúa el desem-
bolso, no distingue si la empresa es
la que directamente paga la beca, o
si ésta es otorgada a través de una
Caja de Compensación. De ello se
infiere que en ambos casos consti-
tuye un gasto necesario para pro-
ducir la renta, en la medida que se
cumplan los requisitos y condicio-
nes establecidos en el mismo ar-
tículo.

Lo anterior resulta lógico pues, en
ambas situaciones la disposición pa-
trimonial que la empresa efectúa tie-
ne una misma finalidad, cual es el
otorgamiento de ese beneficio para
sus trabajadores, y además una mis-
ma causa, constituida por la relación
contractual de carácter laboral.

De esta manera, tanto en el caso en
que el beneficio que se pague por
las Cajas de Compensación corres-
ponda a una beca de estudio, como
en la situación en que la beca sea
pagada directamente por la emplea-
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dora, la aceptación como gasto para
la empresa se regula por lo dispues-
to en el número 6º bis del artículo
31, citado.

En consecuencia, resulta improce-
dente sostener que los aportes a las
Cajas de Compensación, son tribu-
tariamente un gasto necesario para
la empresa cualquiera sea su monto,
pues tratándose de las becas de es-
tudio que se paguen a los hijos de
los trabajadores de la empresa, sea
que se otorguen directamente por
ésta o a través del régimen de pres-
taciones complementarias de las Ca-
jas de Compensación, para su acep-
tación como gasto necesario para
producir la renta, deben cumplirse
los requisitos y condiciones específi-
cos establecidos en el número 6º bis
del artículo 31, referido, incluido,
desde luego, el límite del monto de
la beca por cada hijo que en dicha
disposición legal se determina. De
este modo, en el caso que la beca
de estudio otorgada sobrepase el
correspondiente monto legal, cons-
tituirá en el exceso un gasto recha-
zado, debiendo la empresa agregar
para la determinación de su renta
líquida, la cantidad rebajada en ex-
ceso del margen permitido por el
número 6º bis, del citado artículo
31, como lo dispone el artículo 33,
número 1º, letra g), y aplicarse a su
respecto lo previsto en el artículo
21, ambas normas de la Ley sobre
Impuesto a la Renta.

Distinto es el caso en que el benefi-
cio que en definitiva se otorgue no
cumpla los requisitos para ser consi-
derado una beca de estudio, pues en
tal situación constituirá una mayor
renta para el trabajador beneficiado,
debiendo la empresa enterar el im-
puesto correspondiente, pudiendo en
tal caso deducir el monto del aporte
respectivo como gasto necesario.

Por otra parte, si el aporte a la Caja
de Compensación, es efectuado por
cada uno de los trabajadores, como
plantea en una de sus interrogantes,
evidentemente dichos montos no
constituirán gasto para la empresa,
pues en tal situación el referido apor-
te no corresponde a una disposición
patrimonial que ella verifique.

b) En cuanto a la segunda consulta,
individualizada también con la letra
a) del número 8.-, de su escrito, se
señala que las becas de estudio otor-
gadas por las Cajas de Compensa-
ción a los trabajadores de las empre-
sas afiliadas a dichas entidades, con-
forme a lo dispuesto por el Nº 18 del
artículo 17 de la Ley de la Renta, no
constituyen renta para los efectos
tributarios, en la medida que se dé
cumplimiento a los requisitos que
exige dicha norma legal y que este
Servicio explicitó mediante la Circu-
lar Nº 41, de 1999, siendo la condi-
ción más importante para que opere
la calidad de ingreso no constitutivo
de renta que se acredite fehaciente-
mente que las sumas entregadas por
concepto de becas de estudio hayan
sido destinadas a los fines para los
cuales se otorgaron.

El tratamiento tributario anterior no
se ve afectado por lo dispuesto por
el Nº 6º bis del artículo 31 de la Ley
de la Renta, ya que esta disposición
legal regula, como se señaló prece-
dentemente, el efecto tributario que
las becas de estudio tienen para las
empresas que efectúan el desembol-
so correspondiente para su otorga-
miento, sea que las paguen directa-
mente o se paguen a través de los
regímenes de prestaciones comple-
mentarias que administran las Cajas
de Compensación fijando los requi-
sitos y condiciones que se deben
cumplir para su deducción como un
gasto tributario, mientras tanto que,
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el Nº 18 del artículo 17 de la ley
precitada, establece el régimen tri-
butario que afecta a la persona que
percibe o es beneficiaria de la beca,
por lo que tales normas no se afec-
tan entre sí, ya que regulan situacio-
nes diferentes.

c) En relación con la última consulta,
de la letra b) del número 8.-, de su
presentación, se expresa que en el
evento que resultaren diferencias de
impuesto único a cancelar, por otor-
gar las Cajas de Compensación be-
cas de estudio sin reunir los requisi-
tos y condiciones que se exigen para
que tales sumas sean consideradas
como un ingreso no constitutivo de
renta al tenor de lo dispuesto por el
Nº 18 del artículo 17 de la ley del
ramo, esas diferencias deben ser asu-
midas y enteradas por las empresas
que efectuaron los aportes a las en-
tidades antes indicadas, debido a
que es indudable que estos benefi-
cios se originan de una relación con-
tractual entre la empresa y el traba-
jador, de tal modo que, aun cuando
pudiera considerarse que una vez
recibidos los fondos que correspon-
dan por las Cajas de Compensación,
éstas administran libremente el otor-
gamiento de las prestaciones, no pue-
de dejar de reconocerse que se si-
gue manteniendo la citada relación
contractual entre la empresa y su

trabajador, hasta el cumplimiento
efectivo de dichas prestaciones, por
lo que le corresponde a la empresa
retener y pagar el impuesto respec-
tivo, en virtud de lo dispuesto en el
número 1º del artículo 74 de la Ley
sobre Impuesto a la Renta, sin per-
juicio de lo establecido en el artículo
76 de la misma ley. De tal manera,
la empresa que suscribe el conve-
nio, debe establecer los mecanis-
mos pertinentes para que las Cajas
de Compensación le informen sobre
las cantidades percibidas por sus tra-
bajadores que, según lo expresado
anteriormente, no se consideran be-
cas de estudio para los efectos tri-
butarios.

No obstante, cabe reiterar que una
situación distinta es aquella en que
la prestación que se otorga, efecti-
vamente constituya una beca de es-
tudio, pero su monto sobrepase el
límite legal de aceptación como gas-
to para la empresa, pues en tal cir-
cunstancia, para el becario induda-
blemente seguirá siendo un ingreso
no constitutivo de renta, pero para
la empresa, el exceso del monto
autorizado por la ley constituirá un
gasto rechazado, de acuerdo a lo
establecido en el artículo 31, núme-
ro 6º bis, de la Ley sobre Impuesto
a la Renta, según se dijo preceden-
temente.
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circularEs y orden de servicio de la direccion del trabajo
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En Doctrina, Estudios y Comentarios, José
Luis Ibáñez, profesional del Departamento de Rela-
ciones Laborales, analiza en detalle las experien-
cias de capacitación que le ha correspondido desa-
rrollar al Servicio en los últimos años, y propone
una serie de medidas cuya implementación permi-
tirá perfeccionar el cumplimiento de esta importan-
te función institucional.

En la sección Normas Legales, el destacado
autor Juan Canales Mourgues presenta la normati-
va legal y reglamentaria, actualizada y sistematiza-
da, sobre el seguro social contra riesgos de acci-
dentes del trabajo y enfermedades profesionales y
el reglamento sobre exenciones, rebajas y recar-
gos de la cotización adicional diferenciada.

De la jurisprudencia administrativa emitida por
la Dirección del Trabajo, destacamos el Dictamen
Nº 2.930/78, que aclara el significado y alcance
de la expresión "sólo una vez en el año" a que
alude el inciso 5º del artículo 477 del Código del
Trabajo.

En la sección sobre normativa institucional,
incluimos la Orden de Servicio Nº 5, que regula en
general el acceso y la denegación de acceso a los
actos, documentos, antecedentes e información
de la Dirección del Trabajo.

Finalmente, de la sección sobre normativa
emitida por otras instituciones, destacamos las
Circulares Nºs. 71 y 2.067, de las Superintenden-
cias de ISAPRES y de Seguridad Social, que instru-
yen a las Unidades de Licencias Médicas, a las
Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez de
los Servicios de Salud y a las ISAPRES sobre la
forma en que deben emitir las resoluciones que
recaen sobre licencias médicas.
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